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CONSEJO SUPERIOR DEL PODER JUDICIAL.- San José, a las ocho horas del trece de junio del dos mil diecisiete.
Sesión ordinaria con asistencia de la Vicepresidenta Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández. De la integrante Milena Conejo Aguilar y los integrantes Carlos Montero Zúñiga, Ramiro Salvador Arauz Montero y Gary Amador Badilla. Asiste también la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva.
[bookmark: _Toc484765396]ARTÍCULO I 
Documento N° 6826-17

Se aprueba el acta N° 53-17 de la sesión celebrada el 1 de junio de 2017. También separata de la sesión N° 54-17 del 2 de junio en curso, artículo XCVIII.
La magistrada Escoto Fernández, Vicepresidenta  y el integrante Montero Zúñiga, se abstienen de aprobar el acta y la separata, por no haber participado en esas sesiones. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO II 

DOCUMENTO 6789-2017, 6894-17

Con oficio N° 2010-IJ-2017 de 8 de junio de 2017, la servidora Joselyn Karina Jiménez Castillo, técnica judicial del Tribunal de la Inspección Judicial, informa que para los efectos pertinentes de conformidad con el artículo 81 inciso 6° de la Ley Orgánica del Poder Judicial, comunica que ese Tribunal mediante resolución de las once horas del siete de junio de dos mil diecisiete, ordenó como medida cautelar recomendar al Consejo Superior el traslado de la denunciada, Olivia Ulate Castillo, Auxiliar Administrativa de la Administración Regional del Segundo Circuito Judicial de San José a otro Despacho que el Consejo Superior determine, medida que se mantendrá hasta tanto el proceso cuente con resolución final firme. Son diligencias de acoso laboral presentadas contra la señora Ulate Castillo.
La servidora Olivia Ulate Castillo, de calidades dichas, mediante escrito presentado el 12 de junio de este año, solicita lo siguiente:







En sesión N° 105-14 celebrada el 4 de diciembre del año 2014, artículo LXX, de conformidad con lo establecido en los artículos 81, inciso 6, de la Ley Orgánica del Poder Judicial y 39 del Estatuto de Servicio Judicial, se autorizó el traslado en propiedad de la servidora Olivia Ulate Castillo, Auxiliar Administrativa de la Administración del Segundo Circuito Judicial de San José, puesto N° 34899, a la Dirección Jurídica, a partir del 1 de enero del 2015.
Luego, en sesión Nº 43-15 del 7 de mayo de 2015, artículo LXXV, se tomó nota de la comunicación de la máster Karol Monge Molina, Subdirectora Jurídica interina de la Dirección Jurídica, en que informó que a la servidora Olivia Ulate Castillo, Auxiliar Administrativa de esa Dirección se le aplicó el período de prueba regulado en el artículo 34 del Estatuto de Servicio Judicial, a partir del 6 de mayo del 2015, por lo que doña Olivia debería de reintegrarse con su plaza a la Administración del Segundo Circuito Judicial de San José.
En sesión N° 45-17 del 11 de mayo de 2017, artículo LXXIII, se remitió a valoración médica por parte del Departamento de Medicina Legal a la  servidora Olivia Ulate Castillo, en su citada condición a fin de que determinara su estado actual de salud. 
Se acordó: 1) Tener por hechas las manifestaciones de la servidora Olivia Ulate Castillo, Auxiliar Administrativa de la Administración Regional del Segundo Circuito Judicial de San José. 2) De conformidad con lo que establece el artículo 81 inciso 6° de la Ley Orgánica del Poder Judicial, así como la recomendación del Tribunal dictada mediante resolución de las 11,00 horas del 7 de junio de 2017, trasladar temporalmente a la servidora Ulate Castillo, a la oficina administrativa del Anexo A del Segundo Circuito Judicial de San José (edificio Motorola), a partir del 14 de junio en curso y hasta que se cuente con la resolución final del proceso.
La Dirección de Gestión Humana, la Administración del Segundo Circuito Judicial de San José y el Tribunal de la Inspección Judicial, tomarán nota para lo que a cada uno corresponda. Se declara firme este acuerdo.
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DOCUMENTO: 6816-17, 6905-17, 6966-17

La máster María Victoria Salas Ruiz, Jueza Supernumeraria del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, mediante correo electrónico de 9 de junio de 2017, comunica lo siguiente:
“Remito resolución mediante la cual se suspende el acto administrativo a través del cual se me separa de mi cargo. Por lo tanto, Dios mediante a partir de la otra semana, me reincorporo con la normalidad que amerita a mis funciones. Esto lo haré a partir del martes, ya que le informo por este medio que el lunes tengo la aplicación de mi tratamiento en el Hospital México, para el cual en un correo que le remitiré posterior a este, le adjuntaré el comprobante de cita y como es de su conocimiento, es todo el día. El martes si Dios permite, me reincorporo con la normalidad  del caso.”
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	I.- OBJETO DE LA SOLICITUD DE MEDIDA  CAUTELAR. En este asunto la promovente solicita: “…Le solicito que se suspenda durante el transcurso del proceso la eficacia del Artículo LXXXII del acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial en la sesión 55-17 del 6/6/17 y que fue comunicado por medio de la Resolución número 797-2017 de las 13:43 del 7/6/17 de la Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia. Esto con la finalidad de que se ordene la reinstalación inmediata de María Victoria Salas en su puesto mientras se discute en esta vía la compatibilidad de los actos impugnados con el ordenamiento jurídico.

	De previo y especial pronunciamiento le solicito que se dicte una orden cautelar provisionalísima in audita altera parte de conformidad con lo dispuesto por el artículo 23 del CPCA”. (visible a folio 11 del expediente digital judicial al día de hoy).

II.- PROCEDENCIA O NO DE ADMITIR PROVISIONALMENTE LA MEDIDA

	CAUTELAR: En este asunto considera esta juzgadora que, tal y como se desprende de las manifestaciones de la parte actora así como la prueba aportada, el Consejo Superior del Poder Judicial, mediante artículo LXXXII suscrito en sesión N.° 55-17 del 6 de junio del presente año dispuso separar del cargo a la señora Salas Ruiz a partir del 7 de junio, analizando la urgencia y los posibles efectos nocivos que podrían lesionar irremediablemente los intereses de la actora con fundamento en los elementos que constan en autos es razonable para esta Juzgadora considerar que en este asunto se configura el supuesto de extrema urgencia de forma preliminar, así como los presupuestos regulados en el artículo 21, 22 y 23 del Código Procesal Contencioso Administrativo, de tal modo que lo procedente es el dictado de UNA MEDIDA CAUTELAR PROVISIONALÍSIMA, hasta que esta autoridad tenga mayores elementos de juicio para resolver definitivamente la solicitud de medida cautelar o disponga otra cosa. En consecuencia, se ordena suspender los efectos del artículo LXXXII de sesión N.° 55-2017 del 6 de junio del 2017 suscrito por el Consejo Superior del Poder Judicial.-

III. Asimismo se confiere audiencia por el plazo de tres días a EL ESTADO, para referirse a la solicitud de Medida Cautelar, los presupuestos de los artículos 20, 21, 22 y 23 del Código Procesal Contencioso Administrativo y aportar la prueba que considere pertinente, luego de lo cual se resolverá lo que se estime procedente (artículo 24.1 del Código Procesal Contencioso administrativo).

POR TANTO

	Se admite la presente solicitud de medida cautelar de manera provisionalísima presentada por MARÍA VICTORIA SALAS RUIZ. En consecuencia, se ordena suspender los efectos del artículo LXXXII de sesión N.° 55-2017 del 6 de junio del 2017 suscrito por el Consejo Superior del Poder Judicial. Se confiere audiencia por el plazo de tres días a EL ESTADO de la medida cautelar interpuesta.- NOTIFÍQUESE. Yetty Hernández Orias. Jueza.-
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	En ese mismo sentido la máster Karol Monge Molina, Directora Jurídica, con oficio N° DJ-2957-2017 de 9 de junio de 2017, informa lo siguiente:
“Para conocimiento de las señoras integrantes y los señores integrantes del Consejo Superior y con el fin de que se suspendan los efectos del acto administrativo recurrido, adjunto le remito copia de la resolución del Tribunal Contencioso Administrativo del Segundo Circuito Judicial de San José de las quince horas cincuenta minutos del ocho de junio de dos mil diecisiete, mediante la cual literalmente en el por tanto dice: “(…)  se admite la solicitud de medida cautelar de manera provisionalísima presentada por MARÍA VICTORIA SALAS RUIZ. En consecuencia, se ordena suspender los efectos del artículo LXXXII de sesión N° 55-2017 del 6 de junio del 2017 suscrito por el Consejo Superior del Poder Judicial. Se confiere audiencia por el plazo de tres días a EL ESTADO de la medida cautelar interpuesta.”.
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El señor Álvaro Pizarro Obando, de la Procuraduría General de la República, mediante correo electrónico recibido el 12 de junio del año en curso, informa lo siguiente:
“Sirva la presente para comunicarles que mediante resolución de las 15:50 horas del 08 de junio de 2017 (notificada el 09 de igual mes), se admitió la solicitud de medida cautelar provisionalísima presentada por María Victoria Salas Ruiz, cédula 1-1199-413, la cual en lo conducente estableció:

"En consecuencia, se ordena suspender los efectos del artículo LXXXII de sesión N° 55-2017 del 6 de junio de 2017 suscrito por el Consejo Superior del Poder Judicial".
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En sesión N° 88-12 del 4 de octubre del 2012, artículo XXV, se nombró en propiedad en la plaza Nº 109761 de Juez Supernumerario adscrita al Consejo de Administración del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica a la licenciada María Victoria Salas Ruiz, a partir del 16 de octubre del 2012.
Seguidamente, en sesión N° 87-14 del 02 de octubre de 2014, artículo LXVI, se excluyó de los roles de disponibilidad a la máster María Victoria Salas Ruiz, asimismo se indicó que el Juzgado Penal y la Administración Regional del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, debían tomar nota de lo dispuesto con el fin de que tramitaran ante el Despacho de la Presidencia las suplencias en ese despacho cuando se requiera.
Posteriormente, en sesión N° 70-16 del 26 de julio de 2016, se tomó nota de la comunicación hecha por la máster Lucrecia Chaves Torres, Jefa de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial y se remitió a valoración médica por parte del Departamento de Medicina Legal, a la máster María Victoria Salas Ruiz, Jueza Supernumeraria de la Administración del Segundo Circuito Judicial de San José, para que dictaminara e informara a este Consejo si la zona en la que se encuentra destacada la máster Salas Ruiz puede o no afectar su estado de salud; asimismo se devolvió el citado informe al Consejo de la Judicatura para que valorara nuevamente una opción de traslado para doña María Victoria o emitiera una recomendación al respecto, una vez que se cuente con la valoración médica.
Luego, en sesión Nº 93-16 celebrada el 11 de octubre de 2016, artículo LXXXI, se tomó nota del dictamen rendido por el Departamento de Medicina Legal, sobre la valoración de la señora María Victoria Salas Ruiz, y con base en las recomendaciones expuestas, se remitió a la Sección Administrativa de Carrera Judicial y Consejo de la Judicatura, para que considerando la situación de la máster María Victoria Salas Ruiz, Jueza Supernumeraria de la Administración del Segundo Circuito Judicial la Zona Atlántica, realizara un estudio y determinara si existen puestos en los que pudiera ser reubicada, conforme a sus elegibilidades y existencia de puestos vacantes, en los circuitos judiciales de San José. Además, se le comunicó al Centro de Apoyo para que considerara a la jueza Salas Ruiz en nombramientos interinos, conforme a las recomendaciones médicas.
En la verificada, sesión Nº 113-16 celebrada el 20 de diciembre del año 2016, artículo LXVIII, se dispuso trasladar la gestión al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional para que indique en cuál las citadas plazas se puede trasladar permanentemente a la señora Salas Ruiz por los motivos de salud que están debidamente documentados. 
Asimismo, en sesión Nº 16-17 del 23 de febrero de 2017, artículo CXVII, se tomó nota de la comunicación de la máster María Victoria Salas Ruiz, Jueza Supernumeraria del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, donde solicitó se resolviera de manera definitiva la plaza en la que se le reubicaría, por lo que se le solicitó al citado Centro que remitiera el informe requerido en sesión Nº 113-16 celebrada el 20 de diciembre del 2016, artículo LXVIII, a fin de resolver lo que correspondiera.
De igual manera, en la sesión N° 25-17 del 16 de marzo del 2017, artículo LXIII, se tomó de la comunicación de la máster María Victoria Salas Ruiz, Jueza Supernumeraria del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional y del oficio Nº DP-138-2017 suscrito por el máster Róger Mata Brenes, Director del Despacho de la Presidencia y se tuvo por rendido el informe del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejora de la Función Jurisdiccional y se acogieron parcialmente sus recomendaciones, en consecuencia se solicitó a la Dirección de Gestión Humana que con base en el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión N° 46-15, celebrada 14 de mayo del 2015, artículo XXVI, se procediera a realizar los ajustes necesarios para que la plaza N° 363158 sea adscrita al Juzgado Especializado de Cobro del Segundo Circuito Judicial de San José, en tanto la plaza N° 112356, sea ubicada correctamente en el Centro de Apoyo Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, así mismo, se trasladara a la licenciada María Victoria Salas Ruiz, a la plaza vacante N° 5411 de Jueza Supernumeraria del citado Centro y solicitara al referido Centro de Apoyo que valore la posibilidad de que doña María Victoria continué colaborando con la Sala Constitucional, también se requirió al Área de Salud Ocupacional de la Dirección de Gestión Humana, que en coordinación con el Centro de Apoyo Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional procediera a establecer las condiciones requeridas por la licenciada Salas Ruiz, ya que debía reubicarse en un espacio físico apto en razón de su padecimiento. 
Y se remitió a valoración médica, por parte del Consejo Médico Forense a doña María Victoria con el propósito de determinar su estado actual de salud y se indicara expresamente si podía desempeñar de forma idónea el cargo que ostenta.
En la sesión N° 29-17 del 28 de marzo del 2017, artículo III, se rechazó el recurso de reconsideración presentado por la máster María Victoria Salas Ruiz, Profesional en Derecho 3B de la Sala Constitucional, por falta de argumentos y no se aportan razones objetivas de salud para variar lo resuelto por este Consejo en sesión N° 25-17 celebrada el 16 de marzo de 2017, artículo LXIII.
En la sesión N° 44-17 del 9 de mayo de 2017, artículo VI, previamente a resolver lo que corresponda se solicitó al Consejo Médico Forense, que considerando la disposición legal que establece el porcentaje de incapacidad absoluta en un 67% (articulo 233 del Código de Trabajo) amplíe el informe de valoración médica realizado a la máster María Victoria Salas Ruíz, indicando el porcentaje de incapacidad, que presenta la citada servidora con el fin de determinar si se encuentra incapacitada de manera permanente para desempeñar el puesto que actualmente ocupa.
Posteriormente en sesión N° 54-17 del 2 de junio de este año, artículo LXIII, se solicitó al Consejo Médico Forense que de manera urgente dentro del término de 24 horas, emitiera una ampliación del dictamen médico practicado a la máster María Victoria Salas Ruíz, a fin de que se establezca el porcentaje de incapacidad correspondiente, lo anterior para ser conocido en una próxima sesión.
Finalmente en sesión N° 55-17 del 6 de junio de 2017, artículo LXXXII, a tenor de lo que establece el artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se separó de su cargo por incapacidad absoluta y permanente a la máster María Victoria Salas Ruiz, Jueza Supernumeraria del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, a partir del 7 de junio de 2017, con derecho a los extremos laborales que le correspondan.
	Se acordó: 1) Tomar nota de las comunicaciones hechas por la máster María Victoria Salas Ruíz, la licenciada Karol Monge Molina, Directora Jurídica interina y el señor Álvaro Pizarro Obando, de la Procuraduría General de la República. 2) Tomar nota de la resolución dictada por el Tribunal Contencioso Administrativo del Segundo Circuito Judicial de San José, de las quince horas cincuenta minutos del ocho de junio de dos mil diecisiete, mediante la cual admitió la solicitud de medida cautelar de manera provisionalísima presentada por la máster Victoria Salas Ruíz, en consecuencia; suspender la aplicación del acuerdo tomado en la sesión N° 55-2017 del 6 de junio de 2017, artículo LXXXII, en que la separó por incapacidad absoluta y permanente, por lo que deberá reincorporarse a partir del 12 de junio en curso a su puesto.
	La Dirección de Gestión Humana, el Departamento Financiero Contable, el Tribunal Contencioso Administrativo del Segundo Circuito Judicial de San José y el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara firme este acuerdo.
ARTÍCULO IV 
Documento N° 6758-17, 6975-17
	En correo electrónico del 07 de junio de 2017, dirigido a la licenciada Vivian Monge Herrera, Jueza del Área de Gestión y Apoyo del Primer Circuito Judicial de San José;  la licenciada  Maricruz Chacón Cubillo, Directora del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, le informó lo siguiente:
“Estimada licenciada Monge:

Reciba un cordial saludo. En atención al presente correo, procedo a rendir respuesta en los términos solicitados.

1. En relación al punto 1, concretamente no existe el acuerdo que cita, conforme el oficio enviado el pasado 2 de junio, el Centro está  realizando un informe sobre los juzgados de tránsito de Cartago, Primero y Segundo de San José, una vez finalizado se hará del conocimiento del Consejo Superior.

Cabe agregar que la plaza de la licenciada Liz Tencio, fue ubicada de manera permanente al Programa de Reducción de Circulante, y las designaciones de sus funciones están supeditadas a las necesidades que pueden surgir en el programa.

2. En lo que respecta al punto 2, este Centro se basa para la toma de decisiones en lo que refiere al tema de suplencias, en la normativa que regula el tema suplencias y sustituciones, contenida tanto en Ley Orgánica del Poder Judicial, como en la Ley de Carrera Judicial y en su reglamento.

3. En la relación al tema de la incapacidad, reitero lo siguiente:

a) Su nombramiento venció el 24 de mayo de 2017.
b) El día 25 de mayo de 2017 se hizo una visita a la licenciada Tencio Alfaro, para definir términos del contrato de teletrabajo que le fue aprobado, sin embargo, luego de ello, en horas de la tarde aportó una incapacidad.
c) El día 26 de mayo de 2017, conversé con su persona, a raíz de una llamada que usted realizó al Centro, y le expliqué que no podía darse continuidad en el cargo en razón de que habían transcurridos dos días, y que la administración había decidido evaluar y revisar la efectividad y oportunidad del proyecto de ayuda atendido con la plaza que usted había ocupado.

A ello se agregaba además el surgimiento de un problema de espacio físico.

d) Que tampoco es un procedimiento válido el reconocerle los dos días como vacaciones, para justificar la continuidad que se rompió en el nombramiento. Lo anterior no solo resulta jurídicamente impropio, sino que además va en claro perjuicio de los intereses de la institución, los cuales yo debo proteger. Dejo rendido el informe en los términos solicitados.”
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	La licenciada Vivian Monge Herrera, Jueza del Área de Gestión y Apoyo del Primer Circuito Judicial de San José, en nota del 07 de junio de 2017, manifestó lo siguiente: 
“Quien suscribe, Vivian Monge Herrera, portadora de la cédula de identidad número 1-1209-0082, mayor, soltera, costarricense, abogada; ante su autoridad y con el debido respeto, interpongo formal RECURSO DE APELACIÓN en contra de la decisión adoptada por el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional del Poder Judicial representado en la persona de la licenciada Maricruz Chacón Cubillo, en su conducción de directora a.i., con base en lo siguiente:

1) La suscrita he venido ocupando la plaza 44226, de manera ininterrumpida, desde el 24 de enero del 2017, esto es, por espacio de cuatro meses, en condición interina y en sustitución de su titular, a raíz de una serie de incapacidades que ésta ha venido presentando.

2) La plaza 44226 se encuentra brindando colaboración permanente para fallo durante todo el 2017, al Juzgado de Tránsito de Cartago, de modo que mi persona se ha dedicado justamente a la labor de dictar sentencias “de escritorio” dentro de ese puesto. Lo anterior debido al acuerdo tomado por el propio Consejo Superior del Poder Judicial en sesión 44-17 celebrada el 9 de mayo de los corrientes.

3) En fecha 17 de mayo de los corrientes, la señora Chacón Cubillo, actuando en sus funciones de directora a.i. del Centro, me comunicó que la titular de la plaza 44226 se reincorporaría a laborar a partir del día 25 de mayo, por lo cual cesaría la continuidad de mi nombramiento en esa fecha, pero que en caso de que no se diera la reincorporación, yo continuaría mis labores como lo había venido haciendo hasta ese momento. En esa misma oportunidad, dentro de una reunión que fue llevada a cabo en la Oficina contra el Retraso Judicial del I Circuito Judicial de San José, y en presencia del resto del personal de esa oficina, la señora Chacón Cubillo nos presentó al señor Mariano Rodríguez Flores como Jefe del Área de Gestión y Apoyo, indicándonos que la gestión de permisos y trámites de naturaleza similar debía realizarse a través del señor Rodríguez Flores, puesto que la Oficina se encuentra adscrita a aquella.

4)  En vista de que existía duda en cuanto a la verdadera situación laboral de la titular de la plaza, el día miércoles 24 de mayo, cerca de las 16:15 horas –sea, el último de mi nombramiento-, conversé directamente con el señor Mariano Rodríguez Flores, quien expresamente me indicó que aún no se tenía  certeza de lo que iba a ocurrir con la titular, que ésta tenía agendada una valoración médica y de salud ocupacional para el día jueves, y que de eso dependía todo, pero que él no podía darme la seguridad de si debía presentarme a laborar el día 25 por esa situación, de manera que no quería arriesgarse a hacerme venir a laborar sin tener esa seguridad y por lo tanto no debía presentarme. Ante esto, le consulté nuevamente si se me llamaría en caso de que se concretara una nueva incapacidad y si tenía los números de teléfono a los cuales contactarme, cuestiones ambas a las que respondió afirmativamente.

5) Dado lo anterior, por esta orden expresa de don Mariano Rodríguez Flores, el día 25 de mayo me mantuve en mi casa de habitación a la espera de nuevas instrucciones, con la claridad de que en cuanto se tuviera alguna información se comunicarían conmigo para que me presentara a laborar en caso de ser necesario, según se conversó. Cabe decir que ni el señor Rodríguez Flores ni la señora Chacón Cubillo, pese a tener conocimiento de la existencia de esta nueva incapacidad continua desde el día 25 de mayo, se comunicaron conmigo por ningún medio para revocar la orden de no presentarme que se me había reiterado el día 24 de mayo.

6) El día 26 de mayo en horas de la tarde, y siendo que no había recibido noticia alguna, me comuniqué al teléfono 2295-3023 para hablar directamente con el señor Mariano Rodríguez Flores y consultarle sobre la incapacidad en cuestión. Don Mariano, sin darme respuesta, me puso al teléfono con la licenciada Chacón Cubillo, quien me indica en ese momento que la titular se mantenía incapacitada, que la incapacidad corría de manera continua pero que como yo había perdido la continuidad en el nombramiento, se debía llamar a otra persona según la lista de elegibles. En ese mismo momento le aclaré a la señora directora que mi ausencia se debió a una orden expresa de parte del Centro, pero que yo deseaba continuar laborando normalmente, por lo que le solicité que se aplicara a los días no laborados parte de mi saldo de vacaciones o bien, que se me permitiera continuar a partir del día 29 de mayo y se aprobara el nombramiento desde esa fecha y hasta el fin de la incapacidad, solicitudes ambas que fueron rechazadas sin otro sustento que la supuesta interrupción de la continuidad y argumentando una serie de cuestiones de índole organizacional que no guardan ninguna relación con el tema de mi continuidad.

7) Inconforme con esta decisión, interpuse directamente ante la licenciada Chacón Cubillo, vía correo electrónico, recurso de reconsideración en fecha 28 de mayo (al cual se le dió un rechazo parcial e incompleto el día 2 de junio a las 16:41) y de aclaración y adición en fecha 5 de junio (con la finalidad de que se resolviera sobre la petición accesoria que fue formulada en el recurso del 28 de mayo, y que fue igualmente rechazada mediante escrito remitido apenas a las 16:37 horas del día de ayer). En este punto me permito aclarar que desde que recibí la instrucción de don Mariano el día 24 de mayo, no he ejercido funciones en otro puesto debido, en primer lugar, a que me encontraba esperando nuevas instrucciones los días 25 y 26, y posteriormente, a causa de que la resolución de parte de la funcionaria Chacón Cubillo a los recursos planteados por mi persona, lamentablemente no ha tenido la misma celeridad que la decisión cuestionada, la cual se adoptó sin mayor análisis en cuestión de un par de minutos. En el mismo sentido, que la funcionaria titular de la plaza no se ha reincorporado a laborar ni un sólo minuto entre el día 24 de mayo y hasta el momento.

De lo expuesto, puede observarse que la decisión adoptada por el Centro en mi caso, no se encuentra ajustada a derecho o tan siquiera a la lógica, puesto que se me giró una instrucción el día 24 de mayo de parte de funcionario competente, la cual yo procedía acatar y, luego se pretende que sufra una consecuencia que me perjudica, por haber justamente acatado esa orden. Todo lo anterior sin que la titular se haya reincorporado a labores o se me haya dado una orden que modificara la última recibida, y causando de paso un perjuicio en mis intereses patrimoniales, en mis derechos como persona y como funcionaria; sin que hasta este momento y pese a los recursos interpuestos ante quien que ha adoptado esa decisión, se haya corregido lo actuado.

Nótese que, según ha venido afirmando la licenciada Chacón Murillo desde el día 26 de mayo, la interrupción en la continuidad del nombramiento ocurrió por mi ausencia de los días 25 y 26 de mayo, sin que se me haya aclarado hasta este punto el modo en que ha podido operar una interrupción cuando la incapacidad de la titular es continua y mi ausencia se da por una orden expresa de la propia administración, esto es, obedeciendo a una instrucción que el mismo señor Rodríguez Flores, en su informe, reconoce haberme girado.

Por otra parte, y pese a que la decisión que me ha separado de mi cargo se encontraba cuestionada, el día 5 de junio recién pasado he tenido conocimiento de que otro funcionario, en idéntica situación de interinazgo, se encuentra desempeñando las mismas funciones que yo he venido realizando hasta antes de mi separación y exactamente en la misma Oficina; sin que por otra parte me sea posible conocer con exactitud si esta persona tiene asignada justamente la cobertura de la incapacidad que me correspondía atender en continuidad, dado que esta información no se encuentra a mi alcance como administrada; pero teniendo buenos motivos para suponer, dada la arbitraria actuación que me ha separado del puesto, que se trata de la misma.

Según lo expuesto, en vista del perjuicio que la decisión me causa y del interés actual que mantengo respecto a la decisión que ha sido adoptada, solicito a su estimable autoridad que proceda de manera urgente a:

1)   Revocar la decisión adoptada por  el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional del Poder Judicial representado en la persona de la licenciada Maricruz Chacón Cubillo el día 26 de mayo del 2017.
2) Ordenar mi reinstalación inmediata en el puesto, así como la confección de la respectiva acción de personal a mi nombre, hasta la fecha de vencimiento de la incapacidad que le da origen.
3) Ordenar a quien corresponda que proceda inmediatamente a dejar sin efecto cualquier acto administrativo u orden de personal, que haya dispuesto un nombramiento interino en la plaza 44226, entre el día 25 de mayo y la fecha de mi reinstalación. Esto a efecto de que no se debilite en modo alguno mi vínculo con el puesto y por cuanto, mientras la decisión adoptada por el Centro se encuentre cuestionada, ese despacho no se encuentra tampoco facultado para disponer un nuevo nombramiento que violente mi interés actual en la continuación.
4) Tener como continuo, para efectos de contabilización de la experiencia laboral o cualquier otro concepto que se pueda ver afectado por el rompimiento de la continuidad, el periodo laborado en la plaza 44226 antes del 24 de mayo del 2017 y el que eventualmente pueda llegar a laborarse en esa misma plaza luego de mi reinstalación, toda vez que la actuación del Centro ha sido arbitraria y por lo tanto no puede tener efecto alguno en mi perjuicio.

PRUEBA

- Copia de los correos electrónicos intercambiados con la señora Maricruz Chacón Murillo entre el 28 de mayo y 6 de junio, en los que constan:

i) Desglose de los periodos en que desempeñé funciones en la plaza 44226, y en el que se puede constatar mi continuidad en el puesto.
ii) Detalle del intercambio de llamadas con el personal del Centro de Apoyo entre el 24 y 26 de mayo y recurso de reconsideración interpuesto por mi persona el día 28 de mayo, en donde se detalla la solicitud principal y accesoria del recurso.
iii) Extracto del informe rendido por el señor Mariano Rodríguez Flores sobre mi caso, a solicitud de la señora Chacón Cubillo, en donde admite haber tenido conocimiento de la existencia de la incapacidad desde el día 25 de mayo, haber informado sobre dicha incapacidad en el Centro y haberme girado la orden de no presentarme a laborar el día 25.
iv) Respuesta negativa parcial de la funcionaria Chacón Cubillo a la gestión planteada el día 28 de mayo, remitida a mi persona por correo el día 2 de junio del 2017.
v) Solicitud de aclaración y adición remitida por mi persona en fecha 5 de junio a la señora directora, en relación con lo resuelto.
vi) Respuesta de la funcionaria a la solicitud de aclaración, ingresada a mi cuenta de correo a las 16:37 horas del 6 de junio del 2017.

En este mismo acto y únicamente para lo relacionado con la presente gestión, señalo como medio principal para oír mis notificaciones el correo vmongeh@gmail.com, y como accesorio el correo vmongeh@poder-judicial.go.cr.”
0 –
En relación con lo anterior, la licenciada Maricruz Chacón Cubillo, Directora interina del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional en oficio N° 181-CACMFJ-JEF-2017 del 8 de junio de 2017, rindió el siguiente informe:
“En atención al oficio N° 6460-2017 del día de ayer procedo a rendir informe en los términos solicitados.

La licenciada Vivian Monge Herrera el 28 de mayo de año en curso, presentó queja sobre su disconformidad en relación a la situación que se dio en torno a la no continuidad que se dio en relación a su nombramiento. (Anexo 1)


El 2 de junio de 2017, se dio respuesta a su queja. (Anexo 2)


La plaza N° 44226, se encuentra designada la titular Liz Maureen Tencio Alfaro.

La licenciada Monge Herrera, sustituyó a la licenciada Liz Maureen Tencio Alfaro por designaciones del Centro, y no por acuerdo del Consejo Superior.

La licenciada Monge Herrera ha sustituido a la licenciada Liz Maureen Tencio Alfaro, por motivo de incapacidad, en los siguientes períodos de acuerdo al detalle adjunto. 

	Oficio
	Cédula Propuesto
	Propuesto
	Vigencia
	Motivo
	Clase
	Puesto
	Oficina
	Cédula Sustituido
	Sustituido

	AGA-21-2017
	112090082
	VIVIAN YADEL MONGE HERRERA
	24/01/2017 15/02/2017
	Incapacidad
	JUEZ 1
	44226
	JUZGADO TRÁNSITO I CIRC. JUD. SAN JOSÉ
	205160625
	LIZ MAUREEN TENCIO ALFARO

	AGA-68-2017
	112090082
	VIVIAN YADEL MONGE HERRERA
	16/02/2017 17/03/2017
	Incapacidad
	JUEZ 1
	44226
	JUZGADO TRÁNSITO I CIRC. JUD. SAN JOSÉ
	205160625
	LIZ MAUREEN TENCIO ALFARO

	AGA-139-2017
	112090082
	VIVIAN YADEL MONGE HERRERA
	20/03/2017 03/04/2017
	Incapacidad
	JUEZ 1
	44226
	ÁREA DE GESTIÓN Y APOYO
	205160625
	LIZ MAUREEN TENCIO ALFARO

	AGA-181-2017
	112090082
	VIVIAN YADEL MONGE HERRERA
	04/04/2017 21/04/2017
	Incapacidad
	JUEZ 1
	44226
	ÁREA DE GESTIÓN Y APOYO
	205160625
	LIZ MAUREEN TENCIO ALFARO

	AGA-203-2017
	112090082
	VIVIAN YADEL MONGE HERRERA
	24/04/2017 24/04/2017
	Incapacidad
	JUEZ 1
	44226
	ÁREA DE GESTIÓN Y APOYO
	205160625
	LIZ MAUREEN TENCIO ALFARO

	AGA-199-2017
	112090082
	VIVIAN YADEL MONGE HERRERA
	25/04/2017 24/05/2017
	Incapacidad
	JUEZ 1
	44226
	ÁREA DE GESTIÓN Y APOYO
	205160625
	LIZ MAUREEN TENCIO ALFARO



Que el Consejo Superior en sesión N° 5-17 celebrada el 24 de enero del 2017, LXV, trasladó a la licenciada Liz Tencio de manera definitiva al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional a partir del 1° de febrero del 2017.

Posteriormente, en sesión N° 011-16 del 14 de febrero del 2017, artículo CXVII, autorizó a la licenciada Tencio Alfaro, para que “labore bajo la modalidad de Teletrabajo, siempre y cuando se compruebe que cuenta con las condiciones adecuadas para realizar las labores en su lugar de residencia, en cumplimiento con las políticas que a nivel institucional existente al respecto”, adicionalmente solicitó a este Centro confeccionar el Plan de trabajo que ejecutará. 

Se le detalló en el escrito de respuesta a la licenciada Monge Herrera si bien existe un acuerdo de mantener la colaboración en el Juzgado de Tránsito de Cartago, el Centro por sus competencias puede entrar a analizar a través de un seguimiento el estado real del circulante de un despacho. 

Es por ello que al recibir otros acuerdos del Consejo Superior, donde solicitan apoyar a los juzgados de Tránsito del I y II Circuito Judicial de San José, se tomó la decisión de realizar un informe sobre las condiciones de estos tres despachos de tránsito para establecer la realidad del circulante a la fecha, prioridad de atención así como indicadores y plan de trabajo.

En materia de tránsito la única plaza asignada por el momento es la que ocupa la licenciada licenciada Liz Maureen Liz Tencio Alfaro.

En mi calidad de Directora a.i., solicité al licenciado Mariano Rodríguez, Jefe del Area de Gestión y Apoyo, que rindiera un informe sobre los puntos citados en el escrito de Doña Vivian del 28 de mayo, y el 31 de mayo del año en curso rindió la siguiente respuesta:

“En atención a lo manifestado por la licenciada Vivian Monge Herrera en correo electrónico del domingo 28 de mayo de 2017, respetuosamente detallo las siguientes consideraciones:

Efectivamente el 17 de mayo de 2017 en visita realizada a la Oficina de Retraso Judicial, se le informó a la Licenciada Monge Herrera que la licenciada Liz Tencio Alfaro se reincorporaba el día 25 de mayo de 2017. Al no tener conocimiento si se extendería la incapacidad.

Sobre lo indicado:
“…el señor Mariano Rodríguez Flores se comunicó a la Oficina contra el Retraso Judicial en que me encontraba laborando, cerca de las 16:15 horas, y expresamente me indicó que aún no se tenía  certeza de lo que iba a ocurrir con doña Liz, que ésta tenía agendada una valoración médica y de salud ocupacional para el día jueves, y que de eso dependía todo, pero que él no podía darme la seguridad de si debía presentarme a laborar el día 25 por esa situación, de manera que no quería arriesgarse a hacerme venir a laborar sin tener esa seguridad…”

Debo aclarar que fue más bien la licenciada Monge Herrera quien llamó al Área de Gestión y Apoyo, se comunicó con mi persona y efectivamente le reafirmé lo que se le manifestara el 17 de mayo de 2017, en el sentido que para los efectos, la Licenciada Tencio Alfaro se reincorporaba el día 25 de mayo de 2017. Como bien refiere la Licenciada Monge Herrera responsablemente le indiqué que no debía incorporarse a laborar el jueves 25 de mayo de 2017, pues no existía justificación para poder dar trámite a un nombramiento bajo la incertidumbre de la continuidad de la incapacidad de doña Liz

El día 25 de mayo de 2017 en horas de la tarde, se realizó la visita al domicilio de la licenciada Liz Tencio Alfaro junto con los compañeros de la Dirección de Tecnología de la Información y de la Dirección de Gestión Humana, para atender lo dispuesto por el Consejo Superior sobre la posibilidad del teletrabajo; es hasta ese momento, que informa la Licenciada Tencio Alfaro que ese día asistió a cita médica y se le extendió la incapacidad del 25 de mayo de 2017 al 22 de junio de 2017. En razón de lo anterior, al volver a la oficina pude poner en conocimiento tal situación y dar el pormenor de la visita realizada, valorando precisamente en conjunto las necesidades del Poder Judicial en otros despachos para atender materia de Tránsito.

Que al existir una interrupción en la continuidad del nombramiento, debemos proceder conforme con la Ley de Carrera Judicial. En ese sentido, lo solicitado por la licenciada Vivian Monge Herrera no es procedente, pues no puede realizarse retroactivamente un nombramiento si la persona no laboró y aún más, no procede tramitar vacaciones para justificar el motivo de nombramiento por esos días.”

El 26 de mayo del año en curso, conversé vía telefónica con la licenciada Monge Herrera en razón de explicarle con mayor detalle, las razones por las cuales no podía acceder a su solicitud de considerarla en la nueva incapacidad presentada por la licenciada Tencio Alfaro, en razón de no existir una continuidad al haber transcurrido dos días, tampoco consideré autorizar los días de vacaciones, por cuanto no es procedimiento adecuado,  le indiqué además que no podía hacer una distinción entre su caso y situaciones similares que se han resuelto de la misma manera.

En esa llamada también le comenté que tenía problema de espacio físico, unido a un estudio pendiente para terminar la situación de los tres despachos que el Centro tenía pendiente a saber: Juzgado de Tránsito de Cartago, Juzgado de Tránsito del I Circuito de San José, y Juzgado del II Circuito Judicial de San José.

El 25 de mayo el licenciado Mariano Rodríguez, de manera conjunta con la licenciada Ana Jiménez Granados, profesional de la Sección de Salud Ocupacional, realizó visita conforme el procedimiento establecido para la verificación de las condiciones que son requisito para la implementación y aprobación de la modalidad del teletrabajo, en horas de la tarde de ese día la licenciada Tencio Alfaro le hizo entrega de la incapacidad.

Efectivamente la plaza N° 44226, se nombró por el período de 5 de junio al 13 de junio de 2017, en espera de que el informe de tránsito finalice, y se elabore un plan de trabajo ajustado al tipo de plaza y necesidad de esta materia.

La licenciada Monge Herrera, presenta reconsideración el 5 de junio  a las 7:11 a.m. en relación al oficio del pasado 28 de mayo, y el 6 de junio a las 4:38 p.m le remití la siguiente respuesta, que considero se rindió en un plazo aceptable, y no como alega que se realizó -en un par de minutos-.
“En relación al punto 1, concretamente no existe el acuerdo que cita, conforme el oficio enviado el pasado 2 de junio, el Centro está realizando un informe sobre los juzgados de tránsito de Cartago, Primero y Segundo de San José, una vez finalizado se hará del conocimiento del Consejo Superior.
 Cabe agregar que la plaza de la licenciada Liz Tencio, fue ubicada de manera permanente al Programa de Reducción de Circulante, y las designaciones de sus funciones están supeditadas a las necesidades que pueden surgir en el programa.
 2.    En lo que respecta al punto 2, este Centro se basa para la toma de decisiones en lo que refiere al tema de suplencias, en la normativa que regula el tema suplencias y sustituciones, contenida tanto en Ley Orgánica del Poder Judicial, como en la Ley de Carrera Judicial y en su reglamento. 
 3.    En la relación al tema de la incapacidad, reitero lo siguiente:
 a)    Su nombramiento venció el 24 de mayo de 2017.
b)    El día 25 de mayo de 2017 se hizo una visita a la licenciada Tencio Alfaro, para definir términos del contrato de teletrabajo que le fue aprobado, sin embargo, luego de ello, en horas de la tarde aportó una incapacidad.
c)    El día 26 de mayo de 2017, conversé con su persona, a raíz de una llamada que usted realizó al Centro, y le expliqué que no podía darse continuidad en el cargo en razón de que habían transcurridos dos días, y que la administración había decidido evaluar y revisar la efectividad y oportunidad del proyecto de ayuda atendido con la plaza que usted había ocupado. A ello se agregaba además el surgimiento de un problema de espacio físico.
d)    Que tampoco es un procedimiento válido el reconocerle los dos días como vacaciones, para justificar la continuidad que se rompió en el nombramiento. Lo anterior no solo resulta jurídicamente impropio, sino que además va en claro perjuicio de los intereses de la institución, los cuales yo debo proteger.”

Conclusiones:
La reconsideración que solicitó en su momento la licenciada Monge Herrera no es procedente por cuanto, efectivamente tal y como reconoce en su escrito no hubo una continuidad en sus funciones.

Como jefatura de este Centro, es mi deber hacer un uso adecuado del recurso humano, ante las limitaciones que tiene actualmente el Centro de recurso y espacio físico, actualmente se le está dando prioritariamente atención a las reformas laboral y civil.

En cuanto al espacio físico, el juez que sustituye a la licenciada Tencio Alfaro, fue ubicado en el tercer piso del Edificio de Tribunales a partir del 13 de junio, específicamente en el Programa de Reducción de Circulante al cual pertenece, el día 12 por error se presentó a trabajar en el Programa Contra el Retraso Judicial. 

El Programa Contra el Retraso, se ubica en el cuarto piso del Edificio de la Corte,  y Doña Vivian se ubicó en ese espacio  por el tiempo que estuvo nombrada, actualmente  el espacio es utilizado por un juez supernumerario para la atención en materia laboral que colabora con el Plan de descongestionamiento,  y que pertenece a ese programa.

Adicionalmente aclaro que con el reforzamiento del Edificio de la Corte, se busca no aumentar el número de jueces que tiene el Programa Contra el Retraso Judicial, el cual se ubica en el cuarto piso de ese edificio, por esa razón después del traslado del juez supernumerario destacado actualmente en el plan de descongestionamiento en materia laboral, se pretende no incrementar el número de jueces que laboran en ese espacio físico.

El 25 de mayo de 2017 se le hizo una visita a la licenciada Tencio Alfaro, para definir términos del contrato de teletrabajo que le fue aprobado, y fue en horas de la tarde que aportó la incapacidad.

Las vacaciones que solicitó en su momento la licenciada Monge Herrera no pueden reconocerse a posteriori, siendo que el Plan de Vacaciones solicita 15 de días de antelación para su debido trámite, esta opción no es válida para justificar la continuidad que se rompió en el nombramiento solo para favorecer un interés particular, considero que este procedimiento no es válido y no solo resulta jurídicamente impropio, sino que además va en claro perjuicio de los intereses de la institución, los cuales yo debo proteger como se lo indiqué a Doña Vivian.

La sustitución de la licenciada Tencio Alfaro se hizo de conformidad con lo establece el artículo 69 de Ley de Carrera Judicial.

Por último, quisiera agregar que las actuaciones del Centro fueron de buena fe, consideramos se encuentran apegadas a derecho, y conforme los procedimientos establecidos se le ha seguido consultando nombramientos a la licenciada Herrera Monge.

(…)”
- 0 -

La Secretaría General de la Corte, mediante oficio N° 6640-17 del 08 de junio del año en curso, remitió a la licenciada Maricruz Chacón Cubillo, Directora interina del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional,  la gestión presentada por la licenciada Monge Herrera, en su citada condición, con el fin de rendir el informe correspondiente, en el término de 2 días, que se encuentra pendiente de rendir.
[bookmark: _Toc366755204][bookmark: _Toc484765398]Se acordó: 1) Tomar nota de lo manifestado por la licenciada Maricruz Chacón Cubillo, Directora interina del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional. 2) Luego de un amplio análisis de los argumentos esbozados, se acoge la reconsideración presentada por la licenciada Vivian Monge Herrera, Jueza del Área de Gestión y Apoyo del Primer Circuito Judicial de San José. Por cuanto como bien lo refiere la recurrente, el motivo que originó el nombramiento interino en la plaza se mantiene, y por ello si quien la ocupa es  una persona que cumple con los requisitos para el cargo, tal designación debe mantenerse, hasta que cese esa condición, y regrese la persona propietaria A desempeñar el cargo. Por consiguiente deberá ser reinstalada a partir del 14 de junio de 2017 en la plaza N° 44226 y hasta la fecha de vencimiento de la incapacidad que le dio origen. 3) Limitar a partir del 14 de junio en curso el nombramiento de la persona que interinamente se encuentra designada en la citada plaza, en el entendido de que se le deberán cancelar los días laborados. 4) Comunicar al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, que a futuro cuando se trate de incapacidades, deberá tomar las previsiones necesarias para que este tipo de interrupciones en el nombramiento no se repitan. 
La Dirección de Gestión Humana y el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara firme este acuerdo.
[bookmark: _Toc484765399]ARTÍCULO V 
Documento N° 3789-17 / 5700-17

	En sesión N° 34-17 celebrada el 5 de abril del 2017, artículo LVI, el Consejo Superior tomó el acuerdo que literalmente indica:
“Mediante oficio N° AL-CPSN-OFI-0248-2017 del 30 de marzo de 2017, el señor Ronny Monge Salas, Presidente de la Comisión Permanente Especial de Seguridad y Narcotráfico, gestionó lo siguiente:
“En la Comisión Permanente Especial de Seguridad y Narcotráfico, en la sesión N.° 16 del 21 de marzo del año en curso, se aprobó la siguiente moción:
“Moción de varios diputados:
Considerando que desde el año 2014 se viene trabajando la Comisión integrada por los señores diputados Marco Vinicio Redondo, Ronny Monge y Francisco Camacho en meses de trabajo integrada por el Poder Judicial, Ministerio de Justicia y la COMJIB que tiene la finalidad de elaborar un proyecto de reforma al Código Penal. Hemos determinado que es urgente la sistematización del trabajo institucional para la elaboración del nuevo Código para lo cual se requiere apoyo técnico para sistematizar los resultados del trabajo, en el cual el apoyo del Poder Judicial es fundamental. Por lo cual se invita a esta Comisión que se haga una solicitud al Consejo Superior del Poder Judicial que designe a la defensora pública Msc. Zhuyem Molina Murillo, por el plazo de dos meses a tiempo completo, a partir del 17 de abril de 2017, a fin de que pueda brindar apoyo y acompañamiento técnico para la sistematización de los aportes interinstitucionales para la elaboración del Proyecto de Reforma del Código Penal costarricense. Esta funcionaria ha estado en el proceso desde el inicio, y en los últimos años ha venido dando acompañamiento técnico al trabajo legislativo de la Comisión de Seguridad y Narcotráfico, con lo cual tiene la experiencia y capacidad para trabajar en este proceso de sistematización”:
De antemano agradezco toda la colaboración que pueda brindarnos al respecto.
(…)” 
-0-
Se acordó: Acoger la gestión anterior; en consecuencia: 1.) Conceder permiso con goce de salario y sustitución a partir del 17 de abril de 2017 y hasta por dos meses a la máster Zhuyem Molina Murillo, Defensora Pública, a fin de que colabore en la elaboración del proyecto de la reforma al Código Penal costarricense, que está llevando a cabo la Comisión Permanente Especial de Seguridad y Narcotráfico en el seno Legislativo, lo anterior de conformidad con lo que establece el artículo 44, párrafo 4° de la Ley Orgánica del Poder Judicial y por tratarse de un asunto de interés institucional. 2.) Deberá la Defensa Pública presentar la certificación de contenido presupuestario para hacerle frente a la sustitución de la licenciada Molina Murillo. 
La Defensa Pública, la Dirección de Gestión Humana y el Departamento Financiero Contable, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.”
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	Posteriormente, en sesión N° 35-17 del 18 de abril del 2017, artículo XXXVII, se dejó constancia que en sesión N° 34-17 celebrada el 5 de abril del 2017, artículo LVI, se concedió el permiso respectivo a la licenciada Zhuyem Molina Murillo, Defensora Pública, para que colaborara con las labores encomendadas por la Comisión de trabajo del Código Penal, y la Comisión Permanente de  Seguridad de Narcotráfico  de la Asamblea Legislativa y se indicó a la licenciada Molina Murillo, que no era posible acceder a su solicitud para continuar utilizando la oficina y el equipo de cómputo que actualmente tiene asignado en la Defensa Pública, a efecto de realizar las labores encomendadas por cuanto estos recursos se requieren para la persona que va a cumplir sus funciones como defensor.
	Después, en sesión N° 36-17 del 20 de abril del 2017, artículo VII, se denegó el recurso de reconsideración que presentó la máster Marta Iris Muñoz Cascante, Directora de la Defensa Pública por considerar que los argumentos que motivaron dicha decisión son válidos, además de que se contó con el debido contenido presupuestario que lo sustentaba así como el interés institucional de cara a la reforma supracitada, por lo que se mantuvo el acuerdo tomado en la sesión N° 34-17 celebrada el 5 de abril del 2017, artículo LVI, concediendo permiso con goce de salario y sustitución a partir del 17 de abril de 2017 y hasta por dos meses a la máster Zhuyem Molina Murillo, Defensora Pública, a fin de que colaborara en la elaboración del proyecto de la reforma al Código Penal costarricense, que está llevando a cabo la Comisión Permanente Especial de Seguridad y Narcotráfico en el seno Legislativo.
	Finalmente, en sesión N° 38-17 celebrada el 25 de abril del 2017, artículo LXXXIX, en lo que interesa, este Consejo acordó otorgarle audiencia a la máster Marta Iris Muñoz, en fecha y hora que se le comunicaría oportunamente. 
	La máster Marta Iris Muñoz Cascante, Directora de la Defensa Pública, remitió el oficio N° JEF-497-2017 del 16 de mayo del 2017, que literalmente indica:
“Con relación al acuerdo tomado en la sesión N° 34-17 celebrada el 5 de abril del año en curso, Artículo LVI en el que se dispone conceder permiso con goce de salario y sustitución a la defensora pública Zhuyem Molina Murillo, por el plazo de dos meses y con contenido presupuestario a cargo de la Defensa Pública, interpongo formal solicitud de REVOCACIÓN DEL ACTO, con base en las siguientes consideraciones:
Primero: La Máster Zhuyem Molina Murillo, ocupa el cargo de defensora pública en la institución desde hace varios años, en una plaza de asuntos contravencionales.
Segundo: Ante solicitud de la Comisión Permanente Especial de Seguridad y Narcotráfico, para que se autorizara a la Licda. Molina Murillo por un plazo de dos meses a tiempo completo, a partir del 17 de abril de 2017, a fin de que pueda brindar apoyo y acompañamiento técnico para la sistematización de los aportes interinstitucionales para la elaboración del Proyecto de Reforma del Código Penal costarricense.
Acuerda el Consejo acoger la gestión anterior; en consecuencia: 
“1.) Conceder permiso con goce de salario y sustitución a partir del 17 de abril de 2017 y hasta por dos meses a la máster Zhuyem Molina Murillo, Defensora Pública, a fin de que colabore en la elaboración del proyecto de la reforma al Código Penal costarricense, que está llevando a cabo la Comisión Permanente Especial de Seguridad y Narcotráfico en el seno Legislativo, lo anterior de conformidad con lo que establece el artículo 44, párrafo 4° de la Ley Orgánica del Poder Judicial y por tratarse de un asunto de interés institucional. 2.) Deberá la Defensa Pública presentar la certificación de contenido presupuestario para hacerle frente a la sustitución de la licenciada Molina Murillo.”
Tercero: No existe una correspondencia entre lo autorizado y lo requerido por el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, cuarto párrafo, que se refiere a "casos muy calificados y para asuntos que interesen al Poder Judicial", lamentablemente el permiso se concede para funciones muy abiertas y poco especificas como lo es "a fin de que colabore en la elaboración del proyecto de la reforma al Código Penal costarricense, que está llevando a cabo la Comisión Permanente Especial de Seguridad y Narcotráfico en el seno Legislativo", "colabore" es un verbo muy amplio, no se logra esgrimir la connotación de extrema relevancia requerida para otorgar este tipo de permiso, no se detallan las funciones a cargo de la Licda. Molina Murillo, ni se hace referencia a ningún número de expediente, ni a quien deberá entregar el trabajo que vaya realizando. Con este permiso otorgado se pierde toda potestad patronal, a pesar de que su salario se le paga con el presupuesto de la institución. lo cual a todas luces violenta el principio de igual salario igual prestación, ya que su puesto es de Defensora Pública no de asesora parlamentaria. 
Extraña que su Autoridad haya hecho caso omiso al antecedente contenido en el Acta de Consejo Superior número 066 del 21 de julio de 2015, Art.LXVI, en el que previo a emitir criterio en relación a una solicitud por parte de la Ministra de Justicia, para que se concediera un permiso con goce de salario al funcionario judicial Roy Murillo Rodríguez para destacarse en ese Ministerio, se le consultó al Área Análisis Jurídico, emitiéndose informe jurídico contundente en el punto cuarto, que se transcribe a continuación:
(...) "4. Del caso concreto: 
Si bien, el fin que persigue la iniciativa aquí analizada es útil para el país; el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial debe interpretarse en forma conjunta con la política sentada por la Corte Plena en este tema, porque el artículo 44 expresamente señala “la Corte podrá conceder licencias con goce de sueldo o sin él…”; de manera que se trata de una autorización legal facultativa, es decir, la norma autoriza a que sea la Corte Plena o bien el Consejo Superior, el órgano que decide si concede o no el permiso y en qué condición lo da (con o sin goce de salario).    Por lo que queda a criterio del Consejo Superior, su aprobación, no obstante, por la crisis presupuestaria que enfrenta la institución, no resulta conveniente la adopción de este tipo permisos para laborar en otras dependencias estatales. 
Además, la norma claramente que en casos muy calificados procederá este tipo de licencias, lo que se echa de menos en la gestión de doña Cecilia, pues no se contempla la connotación de extrema relevancia para el Poder Judicial, que justifique el gasto de un doble pago de salario sobre la plaza del Dr. Murillo, véase que la norma también establece que estos permisos con goce procederán cuando el proyecto a realizarse, le interese al Poder Judicial, lo que en el asunto bajo estudio, si bien se puede desprender la buena fe en la gestión y algunos de los temas son de relevancia institucional, lo cierto es que priva la austeridad y el principio de legalidad presupuestaria que debe respetarse."  (...)
Cuarto: Es preocupante lo contenido en el punto dos del acuerdo Artículo LVI , en el que ordena a la Defensa Pública presentar una certificación del contenido presupuestario para hacerle frente a la sustitución, en ningún momento se tomo mi parecer previo a otorgar este permiso, ni la Licda. Molina Murillo conversó con la suscrita. La decisión tomada por el Consejo fue apresurada, sin sustento legal ni contenido presupuestario, violándose el Principio de Legalidad Presupuestario, el Poder Judicial se encuentra sujeto al principio de legalidad presupuestaria, que establece la obligatoriedad de que los fondos públicos se destinen a la plena satisfacción de las necesidades colectivas, lo que implica que los dineros destinados a tal consecución, deben necesariamente utilizarse para dichos fines. Los costarricense destinan el dinero para el desempeño de labores especificas en este caso de defensora pública, no de asesora parlamentaria, donde incluso salarialmente hay una diferencia casi del doble, no se respetó el principio de retribución laboral ocasionándose un perjuicio al interés público. 
Los recursos de los que dispone su Autoridad, corresponden al programa 930 de la Defensa Pública y la partida 00105 de suplencias, con la cual se otorgan los permisos con sustitución y goce de salario, los cuales se encuentran comprometidos para la ejecución de diferentes proyectos, urgentes para el debido funcionamiento de la Institución, así como, para dar continuidad a los permisos otorgados por el Consejo Superior para defensores y defensoras públicas, según se consigna a continuación:
	Recurso requerido
	Cantidad

	Defensor o defensora pública
Defensa Pública de Buenos Aires

	1

	Defensor o defensora pública
Defensa Pública de Limón 

	2

	Defensor o defensora pública
Defensa Pública de Pococí

	1

	Defensor o defensora pública
Defensa Pública de Santa Cruz

	1

	Defensor o defensora pública
Defensa Pública de Quepos

	1

	Estos recursos forman parte de los equipos para descongestionar los despachos y que vienen trabajando desde el año anterior.



Adicionalmente, se deben cubrir los siguientes servicios:
	Recurso requerido
	Cantidad

	Profesionales 2 (Trabajadores sociales) para el proceso de reclutamiento-antecedentes socio-laborales.
	4

	Juez laboral, para el proceso de reclutamiento-tribunal evaluador
	1

	
Estos recursos corresponden a la entrada en vigencia y debida implementación de la reforma laboral.



	Recurso requerido
	Cantidad

	Secretaria ejecutiva
	1

	
El recurso se requiere para la conformación del equipo contraparte para el proyecto de sistematización de los nombramientos de la Defensa Pública.


Como lo indicó su Autoridad en el Acta de Consejo Superior número 066 del 21 de julio de 2015, Art.LXVI:
(...) " Finalmente, debe destacarse que otorgar un permiso con goce de salario como el que pretende la solicitud aquí analizada, afectaría el Presupuesto del Poder Judicial,  porque el costo presupuestario se duplicaría y su ejecución se registraría por cuenta del Presupuesto del Poder Judicial,  lo cual obviamente, no resulta apropiado, si se busca una sana y ordenada forma de administrar los fondos públicos (véase Ley de la Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos artículo 1), así como por la respectiva rendición de cuentas que cada Institución debe realizar en forma separada, por tratarse de dos Poderes de la República distintos e independientes (artículo 9 de la Constitución Política).  No resulta conveniente que el Presupuesto del Poder Judicial se comprometa con el gasto en ambos sentidos, es decir de la plaza con permiso con goce de salario y de la plaza para la cual habría que prever la sustitución."(...)
En virtud de lo expuesto, con base en los artículos 113, 152 y 153 de la Ley General de la Administración Pública la revocación del acto contenido en el acuerdo tomado en la sesión N° 34-17 (artículo LVI) del Consejo Superior y que se deje sin efecto el permiso con goce de salario con sustitución por dos meses, otorgado a la máster Zhuyem Molina Murillo.
(…)”
- 0 -
 	I- Interpone la MSc. Martha Iris Muñoz Cascante, Directora de la Defensa Pública, solicitud de Revocación del Acto, sobre el acuerdo tomado en sesión N° 34-17 celebrada el 05 de abril del año en curso, artículo LVI, en el que se dispuso conceder permiso con goce de salario y sustitución a la defensora pública Zhuyem Molina Murillo, por el plazo de dos meses y con contenido presupuestario a cargo de la Defensa Pública.
II- La MSc. Muñoz Cascante, alega entre otros puntos: 
Que  no existe una correspondencia entre lo autorizado y lo requerido por el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, cuarto párrafo, que se refiere a "casos muy calificados y para asuntos que interesen al Poder Judicial", lamentablemente el permiso se concede para funciones muy abiertas y poco especificas como lo es "a fin de que colabore en la elaboración del proyecto de la reforma al Código Penal costarricense, que está llevando a cabo la Comisión Permanente Especial de Seguridad y Narcotráfico en el seno Legislativo", "colabore" es un verbo muy amplio, no se logra esgrimir la connotación de extrema relevancia requerida para otorgar este tipo de permiso, no se detallan las funciones a cargo de la Licda. Molina Murillo, ni se hace referencia a ningún número de expediente, ni a quien deberá entregar el trabajo que vaya realizando. Con este permiso otorgado se pierde toda potestad patronal, a pesar de que su salario se le paga con el presupuesto de la institución.  Lo cual a todas luces violenta el principio de igual salario igual prestación, ya que su puesto es de Defensora Pública no de asesora parlamentaria.
Que le asombra que se haya hecho caso omiso al antecedente contenido en el Acta de Consejo Superior número 066 del 21 de julio de 2015, Art. LXVI, en el que previo a emitir criterio en relación a una solicitud por parte de la Ministra de Justicia, para que se concediera un permiso con goce de salario al funcionario judicial Roy Murillo Rodríguez para destacarse en ese Ministerio, se le consultó al Área Análisis Jurídico, emitiéndose informe jurídico contundente. 
Que le es preocupante lo contenido en el punto dos del acuerdo Artículo LVI, en el que ordena a la Defensa Pública presentar una certificación del contenido presupuestario para hacerle frente a la sustitución, en ningún momento se tomó su parecer previo a otorgar este permiso, ni la Licda. Molina Murillo conversó con su persona. La decisión tomada por el Consejo fue apresurada, sin sustento legal ni contenido presupuestario, violándose el Principio de Legalidad Presupuestario, el Poder Judicial se encuentra sujeto al principio de legalidad presupuestaria, que establece la obligatoriedad de que los fondos públicos se destinen a la plena satisfacción de las necesidades colectivas, lo que implica que los dineros destinados a tal consecución, deben necesariamente utilizarse para dichos fines. 
Que los recursos que se disponen, corresponden al programa 930 de la Defensa Pública y la partida 00105 de suplencias, con la cual se otorgan los permisos con sustitución y goce de salario, los cuales se encuentran comprometidos para la ejecución de diferentes proyectos, urgentes para el debido funcionamiento de la Institución, así como, para dar continuidad a los permisos otorgados por este Consejo para defensores y defensoras públicas, según se consigna. 
En virtud de lo expuesto, con base en los artículos 113, 152 y 153 de la Ley General de la Administración Pública, solicita la revocación del acto contenido en el acuerdo tomado en la sesión N° 34-17 (artículo LVI), y que se deje sin efecto el permiso con goce de salario con sustitución por dos meses, otorgado a la máster Zhuyem Molina Murillo.
Sobre el particular, luego de un análisis de lo solicitado, se rechaza la solicitud de Revocación del Acto; toda vez que, en la sesión número 36-17 celebrada el 20 de abril del año en curso, artículo VII, este Consejo conoció del recurso de Reconsideración, presentado por la Jefatura de la Defensa Pública, y acordó por mayoría, denegarlo por considerar que los argumentos que motivaron el otorgamiento de permiso fueron válidos y pertinentes, contándose con el debido contenido presupuestario, así como el interés institucional de brindar la colaboración necesaria de cara a la reforma al Código Penal costarricense, que está llevando a cabo la Comisión Permanente Especial de Seguridad y Narcotráfico en el seno Legislativo.
Como se le hizo ver en esa oportunidad se trata de una facultad de este Consejo como máximo órgano administrativo y no directamente de la Jefatura de la Defensa Pública. De igual forma, no debe ser comparada a otras solicitudes que se hayan realizado con anterioridad, en el sentido de que cada gestión debe valorarse independiente, acorde con el interés institucional y las circunstancias del momento. 
Nótese, que la gestión fue debidamente justificada, por el señor Diputado Ronny Monge Salas, en su calidad de Presidente de la Comisión Permanente Especial de Seguridad y Narcotráfico, comisión de la cual forma parte el Poder Judicial, y que tiene como fin la elaboración de un proyecto de reforma al Código Penal costarricense.
Se justificó el nombramiento de la Msc. Zhuyem Molina Murillo al haber estado en el proceso desde el inicio, y en los últimos años brindar acompañamiento técnico al trabajo legislativo de la Comisión de Seguridad y Narcotráfico, con lo cual tiene la experiencia y capacidad para trabajar en este proceso de sistematización.
Se consideró para el otorgamiento del permiso que se trata de un asunto muy calificado y de un proyecto de gran interés al Poder Judicial a fin de mejorar el servicio público que ofrece la Jurisdicción Penal. Por lo anterior, al existir certificación de contenido presupuestario y con base en los artículos 44 y 81 inciso 18) de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se otorgó el permiso. 
           Por las razones anteriormente expuestas, se acordó: 1.) Por mayoría, rechazar la solicitud de Revocatoria del Acto interpuesto por la Jefatura de la Defensa Pública, y por ser un asunto de interés institucional, se mantiene lo acordado en la sesión N° 34-17 celebrada el 05 de abril, artículo LVI, y la sesión N° 36-17 celebrada el 20 de abril, artículo VII, ambas del año 2017. 
La integrante Conejo mantiene su voto inicial, en el sentido de acoger la posición de la Jefatura de la Defensa Pública, por las razones dadas oportunamente. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc484765401]ARTÍCULO VI
Documento N°6556-17

[bookmark: _Toc482882066][bookmark: _Toc484765405]En sesión N°50-17 del 23 de mayo de 2017, artículo XCII, se tomó el acuerdo que literalmente indica:
	“El máster José Luis Bermúdez Obando, Director interino de Gestión Humana, mediante oficio N° DGH-0385-2017 del 19 de mayo de 2017, manifestó:

“El Consejo Superior en sesión 32-17 del 04 de abril de los corrientes, artículo LXXVII, acordó:

Aclarar a la Dirección de Gestión Humana, que cuando se deben hacer traslados, deben  prevalecer,  siempre que no se hayan  dispuesto otros criterios para casos especiales, los definidos en el acuerdo tomado por este Consejo en la sesión N° 11-17 celebrada el 14 de febrero del 2017, artículo IV, de voluntariedad y antigüedad.”

En razón de lo anterior, la Dirección de Gestión Humana visitó el pasado 05 de mayo el Juzgado Laboral del II Circuito Judicial de San José, con el fin de aplicar el instrumento diseñado para conocer la disposición de la totalidad del personal de ese despacho a ser trasladados al nuevo Juzgado Laboral del I Circuito Judicial de San José.

En dicha visita se explicó al personal de ambas secciones los criterios de traslado que se aplicaran para realizar los movimientos de personal; lo anterior en caso de no contar con personas voluntarias. 

Cabe mencionar que el Consejo Superior en sesión N° 92-16 del 06 de octubre anterior, articulo LXVIII aprobó los siguientes criterios de traslado para la Reforma Procesal Laboral:

Voluntad.

Si la persona consultada desea ser trasladada de forma voluntaria tendrá prioridad sobre todos los demás criterios, de lo contrario se deberá considerar lo siguiente:

Estado de la plaza.

Si la plaza se refiere a una vacante, tendrá prioridad de traslado. En caso de que esta condición exista en más plazas que las requeridas para traslado, deberá considerarse lo siguiente: 

Tiempo de servicio de la persona ocupante del puesto.

La persona con mayor tiempo de servicio institucional tendrá prioridad para definir su traslado o su permanencia en el despacho. Esto aplica en ambos sentidos, bien sea para determinar la plaza que permanece así como la que se traslada. 

Promedio de Elegibilidad en el caso de Jueces o Juezas

En el caso de los puestos de Judicatura, el promedio de elegibilidad será considerado como criterio principal, para determinar el movimiento de la persona juzgadora, por lo que el Juez o Jueza con mayor nota según categoría y materia, será quien en primera instancia decida sobre el traslado o permanencia.

En ese sentido se realizó el análisis de la información obtenida, considerando en primer lugar la voluntad de las personas entrevistadas, seguido de las plazas vacantes existentes en el despacho. 

A continuación se muestran las estructuras propuestas en el informe 30-PLA-PI-2016, elaborado por la Dirección de Planificación. Cabe señalar que la estructura que se presenta es para los Juzgados Laborales del I y II  Circuito Judicial de San José:

Cuadro N° 1
Estructura del Juzgado de Trabajo del I Circuito Judicial de San José
	Clase de puesto
	Juzgado de Trabajo del II Circuito Judicial de San José
	Tribunal de Menor Cuantía del II Circuito Judicial de San José
	Propuesta según Reforma Procesal Laboral

	Jueces o Juezas 3
	10
	0
	10

	Jueces o Juezas 1
	0
	7
	7

	Coordinador (a) Judicial 2
	1
	0
	1

	Coordinador (a) Judicial 1
	0
	1
	1

	Técnicos (as) Judiciales 2
	14
	0
	14

	Técnicos (as) Judiciales 1
	0
	14
	14



Fuente: Propuesta de Reestructuración de los Juzgados de Trabajo, según informe 30-PLA-PI-2016 y ratificada mediante correo electrónico de fecha 18 de mayo del 2017

Cuadro N° 2
Estructura del Juzgado de Trabajo del II Circuito Judicial de San José
	Clase de puesto
	Sección  Primera del Juzgado de Trabajo del II Circuito Judicial de San José

	Jueces o Juezas 3
	10

	Coordinador (a) Judicial 2
	1

	Técnicos (as) Judiciales 2
	16


 		           
Fuente: Propuesta de Reestructuración de los Juzgados de Trabajo, según informe 30-PLA-PI-2016 y ratificada mediante correo electrónico de fecha 18 de mayo del 2017

En vista de lo anterior, se deja sin efecto la conformación presentada para los Juzgados Laborales del I y II Circuito Judicial de San José en el informe RS-133-2016 (traslados PRL) remitido el pasado 17 de marzo a la Secretaria General de la Corte, en razón de lo solicitado por el Consejo Superior en el acuerdo XXX. 

Producto del  trabajo de campo realizado por esta Dirección el pasado 05 de mayo se presenta las estructuras propuestas para ambos Juzgados:

Cuadro N° 3
Propuesta de reubicación del Juzgado de Trabajo del I Circuito Judicial de San José

	Oficina
	Clase
	Cédula
	Nombre

	Puesto
	Criterio de Traslado

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Juez 3
	303530175
	Sammy Moncada Ramirez
	44049
	Voluntad

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Juez 3
	111830648
	Jose Adrian Calderón Chacón
	100968
	Voluntad

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Juez 3
	109860718
	Jose Francisco López Chaverri
	100971
	Voluntad

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Juez 3
	107810813
	Ronald Cruz Alvarez
	44067
	Voluntad

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Juez 3
	110230801
	Priscila Marin Leiva
	113573
	Voluntad

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Juez 3
	800650568
	Marniee Sissie Guerrero Lobato
	113575
	Voluntad

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Juez 3
	*
	*
	372092
	Plaza Vacante

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Juez 3
	*
	*
	372096
	Plaza Vacante

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Juez 3
	*
	*
	372093
	Plaza Vacante

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Juez 3
	*
	*
	372094
	Plaza Vacante

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Coordinador Judicial 2
	0105160514
	Anabelle Cordero Montero
	112424
	Voluntad

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0800700844
	Maria Del Rosario Domínguez Estrada
	44054
	Voluntad

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0108420908
	Norma Sedyer Villegas Méndez
	44060
	Voluntad

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0109880597
	Carla Vanessa Porras Vargas
	44061
	Voluntad

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0113500062
	Stephen David Barquero Castro
	99680
	Voluntad

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0113300378
	Luis Guillermo Chinchilla Vega
	112422
	Voluntad

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	*
	*
	38570
	Plaza Vacante

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	*
	*
	372099
	Plaza Vacante

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	*
	*
	372100
	Plaza Vacante

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	*
	*

	372101
	Plaza Vacante

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	*
	*

	372102
	Plaza Vacante

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	*
	*

	372103
	Plaza Vacante

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	*
	*
	372104
	Plaza Vacante

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	*
	*

	372098
	Plaza Vacante

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	*
	*

	372105
	Plaza Vacante

	Tribunal Trab. Menor Ctía. II Circ. Jud. San José
	Juez 3
	0109530459
	Carolina Fallas Sánchez
	44201
	30-PLA-PI-2016

	Tribunal Trab. Menor Ctía. II Circ. Jud. San José
	Juez 3
	0105790491
	Estrellita Orellana Guevara
	44202
	30-PLA-PI-2016

	Tribunal Trab. Menor Ctía. II Circ. Jud. San José
	Juez 3
	0602470502
	Elisa Edith Nuñez Briceño
	44203
	30-PLA-PI-2016

	Tribunal Trab. Menor Ctía. II Circ. Jud. San José
	Juez 3
	0700990668
	Freddy Raymundo Aikman Espinoza
	44213
	30-PLA-PI-2016

	Tribunal Trab. Menor Ctía. II Circ. Jud. San José
	Juez 3
	0302530392
	Ileana Paulina Garcia Arroyo
	44214
	30-PLA-PI-2016

	Tribunal Trab. Menor Ctía. II Circ. Jud. San José
	Juez 3
	0107110869
	Arnoldo Martin Alvarez Desanti
	44215
	30-PLA-PI-2016

	Tribunal Trab. Menor Ctía. II Circ. Jud. San José
	Juez 3
	0401440802
	Manuel Alfredo Rodriguez Carrillo
	44358
	30-PLA-PI-2016

	Tribunal Trab. Menor Ctía. II Circ. Jud. San José
	Coordinador Judicial2
	0106240789
	Ruth Margarita Villalobos Chinchilla
	46834
	30-PLA-PI-2016

	Tribunal Trab. Menor Ctía. II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0112060515
	Ana Teresa Rojas Rodriguez
	44204
	30-PLA-PI-2016

	Tribunal Trab. Menor Ctía. II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0106010626
	Luz Marina Jiménez Varela
	44205
	30-PLA-PI-2016

	Tribunal Trab. Menor Ctía. II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0110140195
	Yadir Gerardo Jiménez Gutiérrez
	44206
	30-PLA-PI-2016

	Tribunal Trab. Menor Ctía. II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0108430735
	Jose Marlon Hodgson Hernández
	44207
	30-PLA-PI-2016

	Tribunal Trab. Menor Ctía. II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0113100195
	Helen Siadeth Quesada Álvarez
	44212
	30-PLA-PI-2016

	Tribunal Trab. Menor Ctía. II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0110230269
	Marlen Milena Angulo Arrieta
	44216
	30-PLA-PI-2016

	Tribunal Trab. Menor Ctía. II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0112910453
	Melissa Chaves Agüero
	44217
	30-PLA-PI-2016

	Tribunal Trab. Menor Ctía. II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0401620028
	Jose Vargas Chavarria
	44218
	30-PLA-PI-2016

	Tribunal Trab. Menor Ctía. II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0110980309
	Alonso Chaves Ledezma
	44219
	30-PLA-PI-2016

	
	
	
	
	
	

	Tribunal Trab. Menor Ctía. II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0110220244
	Jesica Marcela Cordero Azofeifa
	44360
	30-PLA-PI-2016

	Tribunal Trab. Menor Ctía. II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0111980954
	Jorge Alberto Barquero Umaña
	102197
	30-PLA-PI-2016

	Tribunal Trab. Menor Ctía. II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0110220466
	Noelia Madriz Rojas
	102198
	30-PLA-PI-2016

	Tribunal Trab. Menor Ctía. II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0108910021
	Gerardina Elena Guerrero González
	102199
	30-PLA-PI-2016



Fuente: Elaboración de la Dirección de Gestión Humana

Cuadro N° 4
Propuesta de conformación del Juzgado de Trabajo del II Circuito Judicial de San José

	Oficina
	Clase
	Cédula
	Nombre
	Puesto

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Coordinador Judicial 2
	0108080536
	Gisselle Patricia Bonilla Cordero
	44066

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Juez 3
	0107110849
	Luis Eduardo Mesen Garcia
	100969

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Juez 3
	0108460187
	Karol Baltodano Aguilar
	92799

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Juez 3
	0401610521
	Ángela Maria Garro Morales
	92802

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Juez 3
	0108320371
	Silvia Elena Vargas Soto
	100970

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Juez 3
	0108450977
	Lourdes Mercedes Montenegro Espinoza
	109872

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Juez 3
	0302200711
	Guillermo Ballestero Umaña
	113574

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Juez 3
	0108500953
	Maureen Lizeth Jiménez Gómez *
	109873

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Juez 3
	0106670125
	Silvia Elena Arce Meneses *
	109874

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Juez 3
	
	
 
	44051


	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Juez 3
	 
	 
 
	372095

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0109330002
	Marianela Peralta Elizondo
	38571

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0113020905
	Rudy Enrique Araya Jiménez
	44053

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0108590043
	Dusha Yajaira Bolaños Calvo
	44057

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0109820791
	Alberto Guevara Ortiz
	44059

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0109190677
	Randall Jesús Briceño Solano
	44063

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0111560205
	Jose Manuel Sandoval Mora
	44068

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0105710607
	Anabelle Méndez Quesada
	44071

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0700700891
	Haydis Maria Cubero Ramírez
	44072

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0112120846
	Marco Antonio Torres Alfaro
	44062

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0111910321
	Andrea Isabel Cubillo Monge
	44075

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0110330487
	Marianella Barquero Umaña
	112421

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0108810582
	Carlos Alberto Gómez Villagra
	112425

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0109510484
	Mónica Marcela Mora Vílchez
	112427

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0106300485
	Xinia Mayela Vargas López
	363504

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	 *
	* 
 
 
	44297

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	 *
	*  
 
	372097



* Las plazas 109873 y 109874 permanecen en el Juzgado Laboral del II Circuito Judicial de San José según acuerdo de sesión N° 11-17 del 14 de febrero del 2017, artículo IV”

- 0 -
En sesión N° 11-17 celebrada el 14 de febrero del 2017, artículo IV, el Juez y Juezas del Juzgado de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José se refirieron sobre el traslado de todas y todos los servidores judiciales, jueces, juezas y técnicos auxiliares de la Sección II del Juzgado, a una locación en el cantón central de San José, para constituir el Juzgado de Trabajo del Primer Circuito Judicial de la misma provincia. Tenían conocimiento informal de que se iba a instaurar un Juzgado de Trabajo en esa zona, pero confiaban en que, como ha ocurrido en otros órganos jurisdiccionales de diferentes materias, de primera y segunda instancia, se respetaría el orden de antigüedad por fecha de nombramiento en propiedad en el Juzgado, para que los jueces y juezas decidieran si se trasladaban. 
En relación con lo anterior, se acogió la reconsideración presentada por la máster Maureen Jiménez Gómez, Jueza del Juzgado de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José, Sección Segunda, en consecuencia: se mantuvo a la máster Maureen Jiménez Gómez y a la licenciada Silvia Elena Arce Meneses ubicadas en el Juzgado de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José y en su lugar se trasladó al Primer Circuito Judicial de San José, dos plazas que se encontraran vacantes de la Sección Primera del referido Juzgado. Las demás plazas que conforman esta Sección se definirían conforme los criterios de voluntariedad y antigüedad ya definidos por este Consejo, por lo que la Dirección de Gestión Humana, a la brevedad, deberá realizar el proceso correspondiente.
Seguidamente, en sesión N° 32-17 del 4 de abril de 2017, artículo LXXVII, se aclaró a la Dirección de Gestión Humana, que cuando se deben hacer traslados, deben  prevalecer,  siempre que no se hayan  dispuesto otros criterios para casos especiales, los definidos en el acuerdo tomado por este Consejo en la sesión N° 11-17 celebrada el 14 de febrero del 2017, artículo IV, de voluntariedad y antigüedad
Se acordó: Acoger el informe de la Dirección de Gestión Humana, en consecuencia: 1.) Dejar sin efecto la conformación presentada por los Juzgados Laborales del Primer y Segundo Circuito Judicial de San José, en el informe RS-133-2016 (traslados Programa Restructuración Laboral), en razón de lo dispuesto por el Consejo Superior en la sesión N° 11-17 celebrada el 14 de febrero del 2017, artículo IV. 2.) En vista de lo anterior, aprobar la siguiente estructura de trabajo: 
Cuadro N° 3
Propuesta de reubicación del Juzgado de Trabajo del Primer Circuito Judicial de San José

	Oficina
	Clase
	Cédula
	Nombre

	Puesto
	Criterio de Traslado

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Juez 3
	303530175
	Sammy Moncada Ramirez
	44049
	Voluntad

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Juez 3
	111830648
	Jose Adrian Calderón Chacón
	100968
	Voluntad

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Juez 3
	109860718
	Jose Francisco López Chaverri
	100971
	Voluntad

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Juez 3
	107810813
	Ronald Cruz Alvarez
	44067
	Voluntad

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Juez 3
	110230801
	Priscila Marin Leiva
	113573
	Voluntad

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Juez 3
	800650568
	Marniee Sissie Guerrero Lobato
	113575
	Voluntad

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Juez 3
	*
	*
	372092
	Plaza Vacante

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Juez 3
	*
	*
	372096
	Plaza Vacante

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Juez 3
	*
	*
	372093
	Plaza Vacante

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Juez 3
	*
	*
	372094
	Plaza Vacante

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Coordinador Judicial 2
	0105160514
	Anabelle Cordero Montero
	112424
	Voluntad

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0800700844
	Maria Del Rosario Domínguez Estrada
	44054
	Voluntad

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0108420908
	Norma Sedyer Villegas Méndez
	44060
	Voluntad

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0109880597
	Carla Vanessa Porras Vargas
	44061
	Voluntad

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0113500062
	Stephen David Barquero Castro
	99680
	Voluntad

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0113300378
	Luis Guillermo Chinchilla Vega
	112422
	Voluntad

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	*
	*
	38570
	Plaza Vacante

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	*
	*
	372099
	Plaza Vacante

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	*
	*
	372100
	Plaza Vacante

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	*
	*

	372101
	Plaza Vacante

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	*
	*

	372102
	Plaza Vacante

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	*
	*

	372103
	Plaza Vacante

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	*
	*
	372104
	Plaza Vacante

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	*
	*

	372098
	Plaza Vacante

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	*
	*

	372105
	Plaza Vacante

	Tribunal Trab. Menor Ctía. II Circ. Jud. San José
	Juez 3
	0109530459
	Carolina Fallas Sánchez
	44201
	30-PLA-PI-2016

	Tribunal Trab. Menor Ctía. II Circ. Jud. San José
	Juez 3
	0105790491
	Estrellita Orellana Guevara
	44202
	30-PLA-PI-2016

	Tribunal Trab. Menor Ctía. II Circ. Jud. San José
	Juez 3
	0602470502
	Elisa Edith Nuñez Briceño
	44203
	30-PLA-PI-2016

	Tribunal Trab. Menor Ctía. II Circ. Jud. San José
	Juez 3
	0700990668
	Freddy Raymundo Aikman Espinoza
	44213
	30-PLA-PI-2016

	Tribunal Trab. Menor Ctía. II Circ. Jud. San José
	Juez 3
	0302530392
	Ileana Paulina Garcia Arroyo
	44214
	30-PLA-PI-2016

	Tribunal Trab. Menor Ctía. II Circ. Jud. San José
	Juez 3
	0107110869
	Arnoldo Martin Alvarez Desanti
	44215
	30-PLA-PI-2016

	Tribunal Trab. Menor Ctía. II Circ. Jud. San José
	Juez 3
	0401440802
	Manuel Alfredo Rodriguez Carrillo
	44358
	30-PLA-PI-2016

	Tribunal Trab. Menor Ctía. II Circ. Jud. San José
	Coordinador Judicial2
	0106240789
	Ruth Margarita Villalobos Chinchilla
	46834
	30-PLA-PI-2016

	Tribunal Trab. Menor Ctía. II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0112060515
	Ana Teresa Rojas Rodriguez
	44204
	30-PLA-PI-2016

	Tribunal Trab. Menor Ctía. II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0106010626
	Luz Marina Jiménez Varela
	44205
	30-PLA-PI-2016

	Tribunal Trab. Menor Ctía. II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0110140195
	Yadir Gerardo Jiménez Gutiérrez
	44206
	30-PLA-PI-2016

	Tribunal Trab. Menor Ctía. II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0108430735
	Jose Marlon Hodgson Hernández
	44207
	30-PLA-PI-2016

	Tribunal Trab. Menor Ctía. II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0113100195
	Helen Siadeth Quesada Álvarez
	44212
	30-PLA-PI-2016

	Tribunal Trab. Menor Ctía. II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0110230269
	Marlen Milena Angulo Arrieta
	44216
	30-PLA-PI-2016

	Tribunal Trab. Menor Ctía. II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0112910453
	Melissa Chaves Agüero
	44217
	30-PLA-PI-2016

	Tribunal Trab. Menor Ctía. II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0401620028
	Jose Vargas Chavarria
	44218
	30-PLA-PI-2016

	Tribunal Trab. Menor Ctía. II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0110980309
	Alonso Chaves Ledezma
	44219
	30-PLA-PI-2016

	
	
	
	
	
	

	Tribunal Trab. Menor Ctía. II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0110220244
	Jesica Marcela Cordero Azofeifa
	44360
	30-PLA-PI-2016

	Tribunal Trab. Menor Ctía. II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0111980954
	Jorge Alberto Barquero Umaña
	102197
	30-PLA-PI-2016

	Tribunal Trab. Menor Ctía. II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0110220466
	Noelia Madriz Rojas
	102198
	30-PLA-PI-2016

	Tribunal Trab. Menor Ctía. II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0108910021
	Gerardina Elena Guerrero González
	102199
	30-PLA-PI-2016



Fuente: Elaboración de la Dirección de Gestión Humana

Cuadro N° 4
Propuesta de conformación del Juzgado de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José

	Oficina
	Clase
	Cédula
	Nombre
	Puesto

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Coordinador Judicial 2
	0108080536
	Gisselle Patricia Bonilla Cordero
	44066

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Juez 3
	0107110849
	Luis Eduardo Mesen Garcia
	100969

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Juez 3
	0108460187
	Karol Baltodano Aguilar
	92799

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Juez 3
	0401610521
	Ángela Maria Garro Morales
	92802

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Juez 3
	0108320371
	Silvia Elena Vargas Soto
	100970

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Juez 3
	0108450977
	Lourdes Mercedes Montenegro Espinoza
	109872

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Juez 3
	0302200711
	Guillermo Ballestero Umaña
	113574

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Juez 3
	0108500953
	Maureen Lizeth Jiménez Gómez *
	109873

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Juez 3
	0106670125
	Silvia Elena Arce Meneses *
	109874

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Juez 3
	
	
 
	44051


	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Juez 3
	 
	 
 
	372095

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0109330002
	Marianela Peralta Elizondo
	38571

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0113020905
	Rudy Enrique Araya Jiménez
	44053

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0108590043
	Dusha Yajaira Bolaños Calvo
	44057

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0109820791
	Alberto Guevara Ortiz
	44059

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0109190677
	Randall Jesús Briceño Solano
	44063

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0111560205
	Jose Manuel Sandoval Mora
	44068

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0105710607
	Anabelle Méndez Quesada
	44071

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0700700891
	Haydis Maria Cubero Ramírez
	44072

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0112120846
	Marco Antonio Torres Alfaro
	44062

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0111910321
	Andrea Isabel Cubillo Monge
	44075

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0110330487
	Marianella Barquero Umaña
	112421

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0108810582
	Carlos Alberto Gómez Villagra
	112425

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0109510484
	Mónica Marcela Mora Vílchez
	112427

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	0106300485
	Xinia Mayela Vargas López
	363504

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	 *
	* 
 
 
	44297

	Juzgado Trabajo II Circ. Jud. San José
	Técnico Judicial 2
	 *
	*  
 
	372097



* Las plazas 109873 y 109874 permanecen en el Juzgado Laboral del Segundo Circuito Judicial de San José según acuerdo de sesión N° 11-17 del 14 de febrero del 2017, artículo IV
3.) De existir alguna disconformidad con los traslados aprobados por este Consejo, deberán informarlo para considerar lo pertinente.
[bookmark: _Toc484765221][bookmark: _Toc484765403]	Los Juzgados de Trabajo del Primer y Segundo Circuito Judicial de San José y las Direcciones de Planificación y de Gestión Humana, tomarán nota para lo que corresponda.”
- 0 -
La servidora Victoria Martínez Castillo, Técnica  Judicial 2 del Juzgado de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José, Sección II, en correo electrónico del 2 de junio de 2017, solicitó lo siguiente:
“La suscrita Victoria Martínez Castillo con cédula de identidad 1-11497-0663, respetuosamente planteo recurso de Reconsideración al acuerdo del Consejo Superior, sesión 50-17 de fecha 23 de mayo del 2017, artículo 92 (referencia 5891), que acoge el Informe de Gestión Humana número DGH-0385-2017 del 19 de mayo del 2017 y las recomendaciones de la Dirección de Planificación (acuerdo del cual no he sido notificada aún), por los siguiente motivos: 
　 
Actualmente, me encuentro nombrada como Técnica Judicial II en la plaza vacante número 372098, en el Juzgado de Trabajo del II Circuito Judicial de San José, Sección Primera. Ingresé a laborar en el Poder Judicial y específicamente en dicho despacho como meritoria, desde el día 09 de enero del 2012, es decir, cuento con cinco años y cinco meses de laborar para la institución, según dato obtenido en GH-EN LINEA. 
　 
El Juzgado de Trabajo del II Circuito Judicial de San José en la actualidad se encuentra dividido en dos secciones: Primera y Segunda. 
　 
Debido a los cambios que conlleva la Reforma Procesal Laboral, en un principio se decide que toda la Sección Segunda en bloque, se traslade al I Circuito de San José, no obstante, esta propuesta es variada posteriormente y se incluye también al personal de la Sección Primera, en la cual yo me desempeño. 
　 
En razón de lo anterior, mediante el oficio DGH-0385-2017 de 19 de mayo de 2017, expedido por la Dirección de Gestión Humana, se comunica que el Consejo Superior en sesión N° 92-16 del 06 de octubre del año 2016, artículo LXVIII, aprobó los siguientes criterios de traslado del personal y específicamente, en relación con las plazas vacantes, se dispuso en su orden: 
1-Voluntad, 
2-Estado de la plaza, 
3- Tiempo de servicio de la persona ocupante del puesto. 

En la Sección Primera, existen en la actualidad tres plazas vacantes de técnico judicial: las números 372097, 372098 y 44297. De ellas, las personas con mayor antigüedad en el puesto, son aquellas que ocupan las plazas 372097 y 372098 (incluida la suscrita), siendo entonces que la persona que ocupa la plaza 44297 es la de menos antigüedad. 

De estas tres plazas vacantes, se dispone trasladar al I Circuito Judicial de San José, sólo una.
 
No obstante lo anterior, en mi caso particular, aún y cuando soy una de las funcionarias de mayor antigüedad en el puesto y además, de forma voluntaria no deseo trasladarme, se determina que mi plaza vacante (número 372098), en la cual me encuentro actualmente nombrada en la Sección Primera, debe de trasladarse al I Circuito de San José, sin considerar para dicha elección, los criterios de traslado aprobados por este Consejo, específicamente el criterio de antigüedad: " Tiempo de servicio de la persona ocupante del puesto.", lo cual me afecta directamente y me causa perjuicio. 
De esta manera, reitero, se desconoce -sin justificación alguna para ello- lo que dispuso este Consejo en dicho acuerdo: 
"... La persona con mayor tiempo de servicio institucional tendrá prioridad para definir su traslado o su permanencia en el despacho. Esto aplica en ambos sentidos, bien sea para determinar la plaza que permanece así como la que se traslada...." 
　
Reitero que de las dos plazas vacantes restantes que se quedan en el Juzgado de Trabajo del II Circuito Judicial, la persona que ocupa la plaza vacante número "44297" tiene menos tiempo de laborar para la institución que la suscrita, lo cual puede ser corroborado en el sistema de Recursos Humanos. 

Por lo anterior, ruego reconsiderar el Acuerdo del Consejo Superior, sesión 50-17 de fecha 23 de mayo del 2017, artículo 92. (Referencia 5891), en cuanto acoge el Informe de Gestión Humana DGH-0385-2017 del 19 de mayo del 2017 y las recomendaciones de la Dirección de Planificación, para que se mantenga mi plaza 372098, en la cual estoy nombrada, en la Sección Primera del Juzgado de Trabajo del II Circuito Judicial aplicando como corresponde el criterio de tiempo servido de la persona ocupante del puesto. ”
- 0 -
[bookmark: _Toc366755205][bookmark: _Toc484765404]	Se acordó: Tomar nota del informe rendido por la Dirección de Gestión Humana, así como de gestión presentada por la servidora Victoria Martínez Castillo, Técnica  Judicial 2 del Juzgado de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José, Sección II y resolver lo que corresponda en una sesión posterior. 
ARTÍCULO VII
Documento N° 6500-17 
	En sesión N° 62-15 celebrada el 7 de julio de 2017, artículo IV, se adjudicó la Licitación Pública Nº 2014LN-000030-PROV denominada “Contratación de servicio de vigilancia, protección y seguridad para los diversos circuitos judiciales del país, bajo la modalidad según demanda”, al Consorcio Secure Costa Rica: Servicio de Cuido Responsable Secure S.A., cédula jurídica 3-101-077363 y Servicios de Protección Americanos A P S S.A., cédula jurídica 3-101-185597.
	La máster Yurly Argüello Araya, Jefa interina del Departamento de Proveeduría, mediante oficio N° 2563-DP/07-17 del  29 de mayo de 2017, solicitó:
“En sesión Nº 62-15, artículo IV, celebrada el 07 de julio del 2015, el Consejo Superior dispuso adjudicar la Licitación Pública Nº 2014LN-000030-PROV, denominada "Contratación de Servicios de Vigilancia, Protección y Seguridad para los Diversos Circuitos Judiciales del País, bajo la Modalidad Según Demanda”, al Consorcio Secure Costa Rica: Servicio de Cuido Responsable Secure S.A., cédula jurídica 3-101-077363 y Servicios de Protección Americanos A.P.S. S. A., cédula jurídica 3-101-185597, la cual se formalizó mediante el contrato N° 046115. 

Siendo que ya se procedió a dar la orden de inicio para dicho contrato, es menester proceder con la incorporación de los servicios que se espera finalice su vigencia,  en el mencionado contrato.

En virtud de esto y con el visto bueno de la Licda. Roxana Hidalgo Vega, Subjefa del Departamento de Seguridad, mediante correo electrónico de fecha 22 de mayo de 2017. El servicio se requiere ya que es un local nuevo. Por lo que se recomienda incorporar los siguientes servicios conforme al detalle que se establece en la siguiente tabla:  

	Oficina
	Puesto
	Numero de Contrato Actual
	Fecha de Vencimiento del Contrato Actual
	Fecha en la que se debe iniciar el nuevo Contrato
	Monto Total Mensual del Nuevo Contrato

	Juzgado de Trabajo, Tribunal de Trabajo y Defensa Pública de Trabajo del Primer Circuito Judicial San José (Edificio La Catedral)
	1 Puesto de 24 horas lunes a domingo
	N/A
	No se dispone de contrato actual
	A partir de la orden de inicio que brinde Verificación y Ejecución Contractual
	¢2.349.990,07

	Juzgado de Trabajo, Tribunal de Trabajo y Defensa Pública de Trabajo del Primer Circuito Judicial San José (Edificio La Catedral)
	1 Puesto de 10 horas lunes a viernes
	N/A
	No se dispone de contrato actual
	A partir de la orden de inicio que brinde Verificación y Ejecución Contractual
	¢564.900,46



En cuanto a la disponibilidad presupuestaria se tiene lo siguiente:

Para los servicios antes mencionados, mediante los oficios 485-P-2017 de fecha 15 de mayo y 492-P-2017, de fecha 17 de mayo,  para hacerle frente a la erogación que se genere durante el período presupuestario comprendido de junio a diciembre del 2017, por la suma de ¢6.418.965,11 y ¢2.192.901,71; respectivamente

Así las cosas, al determinar la jornada, la cantidad de personas y horas al día que se requieren para brindar el servicio, del despacho indicado, se anexa el siguiente cuadro, el cual permite determinar el costo mensual y anual para incorporar el servicio de vigilancia para los despachos anteriormente mencionados

Conforme a lo indicado anteriormente, se solicita a esta instancia aprobar la incorporación de los servicios indicados a partir de las fechas señaladas para cada caso en particular, el detalles de los puestos y jornadas conforme a lo recomendado por el Departamento de Vigilancia y Seguridad, se hará del conocimiento del contratista en la orden de inicio específica que emitirá el Proceso de Verificación y Ejecución Contractual oportunamente.”  

	PUESTO 24 HORAS LUNES A DOMINGO
JUZGADO DE TRABAJO, TRIBUNAL DE TRABAJO Y DEFENSA PÚBLICA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSÉ (EDIFICIO LA CATEDRAL)

	Cantidad personas
	Horas al día en cada turno
	Cantidad horas día/empleados en cada turno
	Cantidad horas semana        (Sábado y  Domingo) 24 horas al día  turno de 06:00 a 14:00 horas
	Cantidad horas semana        (Sábado y Domingo) 24 horas al día turno de 14:00 a 22::00 horas 
	Cantidad horas semana        (Sábado y  Domingo) 24 horas al día turno de 22:00 a 06:00 horas 
	Costo jornada  ordinaria diurna / empleado
	Costo jornada ordinaria mixta / empleado
	Costo jornada ordinaria nocturna / empleado
	Costo servicio semanal        (7 días) jornada ordinaria diurna turno 06:00 a 14:00
	Costo servicio semanal        (7 días) jornada ordinaria mixta turno 14:00 a 22 horas
	Costo servicio semanal        (7 días) jornada ordinaria nocturna 22:00 a las 05:00 horas
	Costo Total Semanal
	Costo servicio mensual            (4,33 semanas)
	Costo anual       (12 meses)

	1
	8
	8
	56
	56
	56
	₡2.609,24 
	₡3.168,37
	₡3.913,87
	₡146.177,44 
	₡177.428,72
	₡219.176,72
	₡542.722,88 
	₡2.349.990,07 
	₡28.199.880,84 



	PUESTO 10 HORAS LUNES A VIERNES
JUZGADO DE TRABAJO, TRIBUNAL DE TRABAJO Y DEFENSA PÚBLICA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSÉ (EDIFICIO LA CATEDRAL)

	Cantidad personas
	Horas al día en cada turno
	Cantidad horas día/empleados en cada turno
	Cantidad horas semana        (Lunes a viernes) 10 horas al día  de las 07::00 a 17:00 horas
	Costo jornada ordinaria diurna / empleado
	Costo servicio semanal        (5 días) jornada ordinaria diurna 07:00 a 17:00
	Costo servicio mensual            (4,33 semanas)
	Costo anual       (12 meses)

	1
	10
	10
	50
	₡2.609,24
	₡130.462,00
	₡564.900,46
	₡6.778.805,52



0 –
	Se acordó: Acoger la recomendación de la máster Yurly Argüello Araya, Jefa interina del Departamento de Proveeduría, en cuanto a  la incorporación de los servicios indicados a partir de las fechas señaladas para cada caso en particular, en el entendido que el detalle de los puestos y jornadas conforme a lo recomendado por el Departamento de Vigilancia y Seguridad, se hará de conocimiento del contratista en la orden de inicio específica que emitirá el Proceso de Verificación y Ejecución Contractual oportunamente.
	Los Departamentos de Proveeduría y de Vigilancia y Seguridad, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc484765407]ARTÍCULO VIII 
Documento N° 6437-17 
	La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio N° 2644-DE-2017 del 30 de mayo de 2017, remitió el oficio N° 2498-DP/27-2017 de fecha 23 de mayo de 2017, suscrito por la licenciada Yurli Argüello Araya, Jefa interina del Departamento de Proveeduría, en el que se solicita adjudicar la Compra Directa por Excepción N° 2015CD-000016-PROVEX, denominada “Contratación del Servicio PaaS en la Nube para Alojar el Sistema de Consulta de Impedimentos de Salida del Poder Judicial” al consorcio Codisa-CMA, por no sobrepasar el 50%:
“En sesión N° 103-15, del 24 de noviembre del año 2015, artículo VIII, el Consejo Superior dispuso adjudicar la Compra Directa por Excepción 2015CD-000016-PROVEX, denominada “Contratación del Servicio PaaS en la Nube para Alojar el Sistema de Consulta de Impedimentos de Salida del Poder Judicial”, al consorcio Codisa-CMA integrado por la empresa Codisa Software Corporation S.A., cédula jurídica 3-101-282001 y la empresa Grupo Computación Modular Avanzada S.A., cédula jurídica 3-101-073308, actuando como representante de dicho consorcio la empresa Codisa Software Corporation S. A., de la siguiente forma: 

“(…)…

…se dispuso: Adjudicar la Compra Directa por Excepción N° 2015CD-000016-PROVEX “Contratación del Servicio PaaS en la Nube para Alojar el Sistema de Consulta de Impedimentos de Salida del Poder Judicial”, a la empresa Consorcio Codisa-CMA, integrado por la empresa Codisa Software Corporation S. A., cédula jurídica 3-101-282001 y la empresa Grupo Computación Modular Avanzada S. A., cédula jurídica 3-101-073308, actuando como representante de dicho consorcio la empresa Codisa Software Corporation S. A., de la siguiente manera:

	Línea No. 1


	Cantidad/Unidades
	Descripción
	Costo Total Anual del Servicio

	1
	Contratar el Servicio PaaS (Plataform as a Service) en la nube con cobertura 24x7x365, para alojar el Sistema de Consulta de Impedimentos de Salida del Poder Judicial para ser utilizado por la Dirección General de Migración y Extranjería en todos los puestos de salida del País por el plazo de 1 año a partir del 01 de enero del 2016, con opción de prorrogar el servicio hasta un máximo de 3 años más al año inicial
	$83.580,00



El monto total adjudicado de esta contratación es $83.580,00 (ochenta y cinco mil quinientos ochenta dólares exactos) que multiplicados al tipo de cambio de dólar para el día 12/11/15 el cual es de ¢540,47 (quinientos cuarenta colones con cuarenta y siete céntimos) por dólar, equivalen a ¢45.172.482,60 (cuarenta y cinco millones ciento setenta y dos mil cuatrocientos ochenta y dos colones con sesenta céntimos). El pago mensual del servicio es de $6.965,00 (seis mil novecientos sesenta y cinco dólares exactos).

Plazo de entrega: El servicio debe estar instalado y funcionando a partir del 01 de enero del 2016.

Lugar de entrega: Departamento de Tecnologías de la Información, sita en el 5° piso del edificio de la Plaza de la Justicia, para lo cual deberá solicitar cita previa al teléfono 2295-42-93, con al menos 2 días hábiles de anticipación con el Licenciado José Richmond Solís, Jefe de la Sección de Apoyo a la Gestión Informática.

Garantía técnica: El servicio instalado deberá funcionar adecuadamente sin interrupciones o desconexiones frecuentes, con un tiempo máximo de recuperación de 30 minutos a partir de la interrupción o la desconexión.

Forma de Pago: 	Por mes vencido, mediante Transferencia Bancaria”

De acuerdo con el artículo 9 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, la Dirección de Tecnologías de  Información tomará las previsiones necesarias para garantizar en su oportunidad, el pago de las obligaciones que contraerá durante todos los ejercicios presupuestarios que involucran la relación contractual, ya que este contrato dará inicio a partir del 01 de enero del año 2016. 

La Dirección Ejecutiva, el Departamento de Proveeduría y la Dirección de Tecnología de la Información, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.”
 
Posteriormente mediante oficio 47-RDTI-2017, del 25 de abril del 2017, el Lic. Martín Hernández Serrano Jefe de la Sección de Soporte Técnico de la Dirección de Tecnologías de la Información, solicita aplicar un 50% para dicha contratación indicando lo siguiente: 

“…El Sistema de Consulta de Impedimentos de Salida del Poder Judicial es el servicio web utilizado por la Dirección General de Migración y Extranjería para la consulta de los impedimentos de salida en materia penal y de pensión alimentaria. Administra la información que actualmente tiene un proceso de pensión alimentaria o restricciones de salida del país por motivos penales. Con el aumento de las tasas de divorcio, denuncias por pensión alimentaria, casos de criminalidad en el país y entrada en funcionamiento de nuevas funcionalidades, se incrementa la información que debe ser registrada día a día en las bases de datos del sistema. Adicionalmente, el uso del sistema para realizar consultas varía conforme aumentan los ingresos o salidas del país; todas estas variables significan un aumento de las bitácoras de movimientos que se deben guardar en el sistema. 

Para dar soporte a estas situaciones, imprevistas, es requerido realizar un incremento en las características contratadas inicialmente para almacenamiento en el servidor de base de datos, ya que la configuración actual de 150 GB resulta insuficiente para cubrir las necesidades actuales. Actualmente se mantiene con la empresa adjudicada el contrato número 071115 “Contrato de servicio PAAS en la nube con cobertura 24X7X365 para alojar el sistema de consulta de impedimentos de salida del Poder Judicial para ser utilizado por la Dirección General de Migración y Extranjería en todos los puestos de salida del país” cuyo costo mensual es de $6965 (seis mil novecientos sesenta y cinco dólares). Según los análisis realizados, la modificación requerida a lo contratado actualmente representa  un aumento de $500 (quinientos dólares) en el pago mensual del contrato.

Se hace la observación que por la imprevisibilidad de las funcionalidades y requerimientos futuros, ya sea en servidor de base de datos, controlador de dominio o de aplicación, las características del servicio podrían requerir un nuevo aumento en los recursos de hardware para garantizar el correcto funcionamiento de la  aplicación, lo anterior, sin exceder el límite del 50% contratado inicialmente. No se realiza un aumento superior por medio de esta solicitud para no incurrir en pagos innecesarios a la empresa, ya que esos recursos no serán consumidos en este momento.

Al tratarse de la adquisición para aumentar la capacidad del equipo actual, no se considera necesario la confección de un estudio de factibilidad, en vista de que es la continuidad de un proyecto debidamente aprobado y que se fundamenta en los siguientes criterios de excepción según lo acordado por el Consejo Superior en el artículo LXIII de la sesión 7-10:

a) Adquisición de recursos para la sostenibilidad y mantenimiento de proyectos en marcha.
b) Adquisición de recursos que se han venido utilizando en la Institución y que se requieren para extender los servicios a una mayor cantidad de usuarios.
d) Adquisición de recursos que están incluidos en el marco del estudio de factibilidad de un proyecto…” 

Mediante oficio correo electrónico de fecha 10 de mayo del 2017, el Lic. Martín Hernández Serrano Jefe de la Sección de Soporte Técnico de la Dirección de Tecnologías de la Información, amplia la solicitud de aplicación del 50% indicando lo siguiente: 

“(…)…

Es importante considerar que si bien es cierto se contrató un paquete completo de servidores, la ampliación ya sea de procesamiento, rendimiento o almacenamiento no significa necesariamente la adición de servidores adicionales al paquete. En este caso particular se refiere a la ampliación de la capacidad de los servidores actuales. 

Como parte de la previsión de las necesidades especiales debido al crecimiento de solicitudes al servicio, dentro de la oferta presentada por la empresa en el Punto 7: Presentación del precio, se encuentra un apartado donde se adjunta el “Cuadro de Costos mensuales para Componentes Adicionales”, esto para el caso de requerir el Poder Judicial servicios o elementos de infraestructura adicionales a los establecidos, mismo que indica lo siguiente


Con base en lo anterior es que solicita la presente ampliación por un monto de $500 desglosados de la siguiente manera:

	Componente
	Precio Unitario
	Cantidad
	Total

	Disco Duro
	0,58 / Gb
	308 Gb
	$178.64

	RAM
	5.79 / Gb
	24 Gb
	$138.96

	Core lógico
	26.03 c/u
	7
	$182.21

	
	
	Total
	$499.81



(…)..”

El contrato derivado de esta licitación (Contrato N° 071115) vence el 16 de diciembre del año 2019. 

El artículo 208 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa establece que la Administración puede modificar unilateralmente sus contratos a partir del momento en que estos se perfeccionen, tanto antes de iniciar su ejecución como durante su ejecución siempre y cuando se cumplan las siguientes reglas 

“(…)...

Que la modificación, aumento o disminución del objeto, no le cambie su naturaleza, ni tampoco le impida cumplir con su funcionalidad o fin inicialmente propuesto.

Que en caso de aumento se trate de bienes o servicios similares.

Que no exceda el 50% del monto del contrato original, incluyendo reajustes o revisiones, según corresponda.

d)	Que se trate de causas imprevisibles al momento de iniciar el procedimiento, sea que la entidad no pudo conocerlas pese a haber adoptado las medidas técnicas y de planificación mínimas cuando definió el objeto.

e)	Que sea la mejor forma de satisfacer el interés público.

f)	Que la suma de la contratación original, incluyendo reajustes o revisiones de precio, y el incremento adicional no superen el límite previsto para el tipo de procedimiento tramitado…”

Con lo anterior tenemos que:

Con respecto a lo establecido en el inciso a): La modificación o aumento del objeto (Servicio de PaaS en la Nube para Alojar el Sistema de Consulta de Impedimentos de Salida del Poder Judicial) adquirido bajo el contrato 071115, no modifica la naturaleza del contrato pactado inicialmente, puesto que se trata de mejorar la capacidad de almacenamiento y rendimiento de dicho servicio, lo cual no impide cumplir con su funcionalidad o fin inicialmente propuesto, por cuanto lo que se pretende es mejorar la capacidad de los servidores que actualmente se utilizan para almacenar y procesar la información correspondiente a los Impedimentos de Salida del Poder Judicial.

Con respecto a lo establecido en el inciso b): El aumento en la capacidad de almacenamiento y rendimiento que se pretende adquirir a través de este aumento de cantidades es sobre los mismos servidores que se habían pactado inicialmente dentro de la contratación para brindar el servicio requerido, por lo que no existe modificación o cambio alguno en el objeto contractual.  

Con respecto a lo establecido en el inciso c): El monto originalmente contratado fue de $83.580,00 por año, por ende el 50% de este monto sería el monto máximo por el que se podría aumentar el objeto, el cual sería de $41.790,00, y el monto que se pretende incrementar dentro de esta licitación es de $499,81 por mes, para un total anual de $5.997,72, mismo que no supera el 50% de la contratación original.     

Con respecto a lo establecido en el inciso d): Que en cuanto a la imprevisibilidad si bien es cierto mediante esta licitación se había adquirido el servicio con una capacidad específica que suplía en parte las necesidades institucionales, lo cierto es que esta con el aumento de las tasas de divorcio, denuncias por pensión alimentaria, casos de criminalidad en país y entrada en funcionamiento de nuevas funcionalidades, a incrementado la información que se debe registrar en las bases de datos del sistema, por lo que se busca ampliar la capacidad de los servidores que actualmente se utilizan para el servicio y así incrementar su capacidad y disponibilidad.  

Con respecto a lo establecido en el inciso e): Que en estos momentos aumentar la capacidad de almacenamiento y procesamiento, de los servidores que se utilizan para el servicio de PaaS en la Nube para alojar el Sistema de Impedimentos de Salida del Poder Judicial a través de este contrato sería la mejor forma de satisfacer el interés público, el cual es brindar la capacidad de realizar la consulta de impedimentos de salida del país en todos los puestos fronterizos, por cuanto este incremento en la capacidad implica utilizar los mismos servidores existentes aumentando su capacidad y no adquirir nuevos servidores lo cual implicaría un mayor costo y un trámite mayor al que podría generarse si se tramita el aumento de la capacidad de almacenamiento y procesamiento de estos servidores bajo este mismo procedimiento.

Con respecto a lo establecido en el inciso f): Que el incremento adicional, no implica una variación en el límite de la cuantía de la Compra Directa por Excepción; por cuanto la misma no tiene un límite de contratación.  

Por otra parte el Contrato establece en su cláusula tercera inciso j) que la cantidad, tipo de servidores y características de los mismos se podían modificar de acuerdo a las necesidades del servicio, reajustando el costo mensual que se debe cancelar por el servicio. Aunado a esto el Consorcio oferente desde la presentación de la oferta, dejó previstos los costos para cada uno de los componentes adicionales, en caso de que la Administración requiriera aumentar las características de los servidores ofrecidos inicialmente.

Por lo anteriormente expuesto y conforme a lo establecido en el artículo 208 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, se solicita muy respetuosamente, considerar el aumento de la capacidad de almacenamiento y procesamiento de los servidores contratados dentro del servicio del contrato 071115, suscrito con el consorcio Codisa-CMA integrado por la empresa Codisa Software Corporation S.A., cédula jurídica 3-101-282001 y la empresa Grupo Computación Modular Avanzada S.A., cédula jurídica 3-101-073308, actuando como representante de dicho consorcio la empresa Codisa Software Corporation S. A., de la siguiente forma:


	Componente
	Precio Unitario
	Cantidad
	Total

	Disco Duro
	0,58 / Gb
	308 Gb
	$178.64

	RAM
	5.79 / Gb
	24 Gb
	$138.96

	Core lógico
	26.03 c/u
	7
	$182.21

	
	
	Total
	$499.81


								
El monto total aumentado para el servicio contratado sería de $499.81 por mes, para un total de $5.997,72 (cinco mil novecientos noventa y siete dólares con 72 centavos de dólar) por año, que multiplicados al tipo de cambio de dólar para el día 23/05/17 el cual es de ¢590,57 por dólar, equivalente a ¢3.542.073,50 (nueve millones cuatrocientos setenta y dos mil ochocientos once colones con cuatro céntimos).

En cuanto al contenido presupuestario para hacerle frente a este aumento en el costo del servicio, se dispone de la Certificación de Contenido 392-P-2017, con cargo a la subpartida 5.99.03 “Bienes Intangibles”, Rubro 4 “Contratos”, Programa 926 “Dirección y Administración” por un monto de ¢1.800.000 para cubrir el periodo de junio a diciembre del 2017. 

Para los restantes periodos presupuestarios la Dirección de Tecnologías de la Información formulará los respectivos recursos presupuestarios para hacer frente al pago del aumento del costo del servicio descrito.

Es importante mencionar que se le consultó a la empresa Codisa Software Corporation S. A; actuando como representante del consorcio Codisa-CMA, si estaba en disposición de aumentar la capacidad de almacenamiento y procesamiento de los servidores contratados a través del servicio que se brinda, según las características anteriormente descritas, y mediante nota de fecha 22 de mayo del 2017, el señor Johnny Xatruch Benavides en su calidad de Representante Legal del Consorcio Codisa-CMA, manifiesto estar anuente en aumentar las características de los equipos dentro de dicho contrato, según lo requerido, manteniendo los actuales términos contractuales invariables.

Por último es claro que de autorizarse el aumento en la capacidad de almacenamiento y procesamiento de los servidores que actualmente se utilizan en el servicio brindado, se deberá variar el monto de las garantías rendidas a efecto de disponer cualquier ajuste que resulte pertinente.”
-0 –
De conformidad con lo que estable el artículo 208 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, se acordó: Acoger la recomendación del Departamento de Proveeduría, y por consiguiente, Ampliar la capacidad de almacenamiento y procesamiento de los servidores contratados dentro del servicio del contrato 071115, suscrito con el consorcio Codisa-CMA integrado por la empresa Codisa Software Corporation S.A., cédula jurídica 3-101-282001 y la empresa Grupo Computación Modular Avanzada S.A., cédula jurídica 3-101-073308, actuando como representante de dicho consorcio la empresa Codisa Software Corporation S. A., de la siguiente forma:

	Componente
	Precio Unitario
	Cantidad
	Total

	Disco Duro
	0,58 / Gb
	308 Gb
	$178.64

	RAM
	5.79 / Gb
	24 Gb
	$138.96

	Core lógico
	26.03 c/u
	7
	$182.21

	
	
	Total
	$499.81


								
El monto total aumentado para el servicio contratado es de $499.81 por mes, para un total de $5.997,72 (cinco mil novecientos noventa y siete dólares con 72 centavos de dólar) por año, que multiplicados al tipo de cambio de dólar para el día 23/05/17 el cual es de ¢590,57 por dólar, equivalente a ¢3.542.073,50 (nueve millones cuatrocientos setenta y dos mil ochocientos once colones con cuatro céntimos).
En cuanto al contenido presupuestario para hacerle frente a este aumento en el costo del servicio, se dispuso de la Certificación de Contenido 392-P-2017, con cargo a la subpartida 5.99.03 “Bienes Intangibles”, Rubro 4 “Contratos”, Programa 926 “Dirección y Administración” por un monto de ¢1.800.000 (mil ochocientos colones exactos) para cubrir el periodo de junio a diciembre del 2017. 
La Dirección Ejecutiva, el Departamento de Proveeduría y los despachos interesados, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc484765409]ARTÍCULO IX 
Documento N° 6525-17

El licenciado Wilbert Kidd Alvarado, Jefe interino del Departamento de Proveeduría, mediante oficio N° 1647-DP/52-2017 del 24 de marzo del 2017, presentó la siguiente gestión:
“(…) En relación con la Licitación Abreviada N° 2016LA-000071-PROV “Equipo de rayos X tomografía axial computarizada (TAC)”, se remite a usted la documentación adjunta, con el ruego de que sea sometida a conocimiento de los miembros del Consejo Superior para lo que consideren conveniente resolver. 
En este sentido, es importante indicar que el plazo inicial dispuesto en la cláusula 2.1.16 del cartel, para resolver esta contratación venció el jueves 16 de marzo del 2017, no obstante, en vista de que no se logró cumplir con el plazo establecido, conforme al artículo 87 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, mediante resolución 31-LIC-2017, visible a folio 1025 del expediente de contratación, se prorroga dicho plazo quedando la fecha para adjudicar el 18 de mayo del 2017.
Posteriormente y para lo que corresponda en cuanto al artículo 95 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa y para que se tome en consideración se comunica, que se tuvo atraso al tener que solicitar una requisición complementaria al ente técnico, por lo que se consumió el tiempo establecido en el cronograma, situaciones que tornaron materialmente imposible adjudicar dentro del plazo prorrogado, por lo que mediante resolución 53-LIC-2017 visible a folio 1204 del expediente de contratación se describen los motivos por los cuales no se pudo adjudicar dentro del plazo de Ley, de igual forma, en el expediente constan todas las diligencias con sus respectivas fechas que demuestran el tiempo consumido.
Conforme lo disponen los artículos 42 bis de la Ley de Contratación Administrativa y 87 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, se determina que: 
Ofertas recibidas en el presente concurso:
Para este concurso, se recibieron las siguientes cuatro ofertas:
Oferta #1: Promoción Médica S.A., cédula jurídica 3-101-250833
Oferta #2: Siemmens Healhtcare Diagnostics S.A., cédula jurídica 3-101-222217
Oferta #3: Multiservicios Electromédicos S.A., cédula jurídica 3-101-007879
Oferta #4: Elvatron S.A., cédula jurídica 3-101-020826
ANÁLISIS DE LAS OFERTAS:
Mediante oficios N°241-DP/52-2017 de fecha 20 de enero de 2017, visible a folio 832 y N°233-DP/52-2017, de fecha 20 de enero del 2017, visible a folio 829, se le solicito al Área de Contratación Administrativa de la Dirección Jurídica y a la Administracion del Organismo de Investigación Judicial, respectivamente el análisis legal y técnico de las ofertas presentadas.
ANÁLISIS LEGAL: 
Con el oficio N° 25-DJ/CAD-2017, del 25 de enero del 2017, y recibido el 07 de febrero del 2017 en el Departamento de Proveeduría, visible a folio 848 del expediente de contratación, el Licenciado Jaime Sobalvarro Mojica, Coordinador a.í del Área de Contratación Administrativa, con el visto bueno de la Licenciada Karol Monge Molina, Subdirectora Jurídica a.i., emitieron el respectivo estudio legal de las ofertas recibidas, mediante el cual solicitan realizar algunas prevenciones, las cuales serán analizadas en el apartado de “Análisis y Valoración”.
ANÁLISIS TÉCNICO:
Con correo electrónico del 27 de enero del 2017 del Lic. José Pablo González Montiel, de la Administracion del Organismo de Investigación Judicial, remite un primer informe del Lic. Christopher Leitón Araya de la Unidad de Radiología del Departamento de Medicina Legal y de la Licda. Atilia Carvajal Elizondo del Departamento de Medicina Legal, en dicho correo se solicitó realizar prevenciones a las casas comerciales.
Con base a lo anterior y ante las observaciones realizadas por la Dirección Jurídica, esta Proveeduría procedió a prevenir a los oferentes, y mediante correo electrónico del 21 de febrero del 2017, visible a folio 980 del expediente de contratación, se solicitó al técnico emitir el criterio y pronunciarse sobre los aspectos prevenidos a los oferentes.
Mediante correo electrónico del 28 de febrero del 2017 del Lic. José Pablo González Montiel, de la Administracion del Organismo de Investigación Judicial, visible a folios 982 al 983 del expediente de contratación, se recibe un segundo informe de ofertas, con el debido análisis de las respuestas de las prevenciones realizadas, del Lic. Christopher Leitón Araya de la Unidad de Radiología del Departamento de Medicina Legal.
Como consecuencia del análisis realizado por el técnico a las diferentes ofertas, se reciben en esta Proveeduría notas de las casas comerciales Siemens Healhtcare Diagnostics S.A. el 6 de marzo del 2016 visible a folio 1000 al 1005 del expediente de contratación, y el 8 de marzo del 2016 visible a folio 1017 al 1018 del expediente de contratación; Multiservicios Electromédicos S.A. el 6 de marzo del 2016 visible a folio 1007 al 1012 del expediente de contratación y el 8 de marzo del 2016 visible a folio 1015 y 1016 del expediente de contratación; Elvatron S.A. el 9 de marzo del 2016 visible a folio 1020 al 1023 del expediente de contratación, en las cuales se hacen una serie de cuestionamientos sobre las mismas ofertas, por lo que esta Proveeduría las remite a la oficina usuaria solicitando la valoración respectiva.
En respuesta a las notas recibidas, con correo electrónico del 10 de marzo del 2017 del Lic. José Pablo González Montiel, de la Administracion del Organismo de Investigación Judicial, recibe solicitud de prevenciones por parte del Lic. Christopher Leitón Araya de la Unidad de Radiología del Departamento de Medicina Legal, quien indica: “…debido a la discusiones presentadas por las diferentes casas oferentes, durante el periodo de análisis de las ofertas para la Licitación Abreviada 2016LA-000071-PROV Equipo de rayos X tomografía axial computarizada (TAC) y en aras de realizar un análisis más claro y transparente de las características técnicas de los equipos ofertados; se requiere que las empresas subsanen los puntos en discusión en igualdad de condiciones, por lo que se adjunta carta de respuesta, en la cual se solicita realizar prevenciones a las casas comerciales…”
Así las cosas y ante las observaciones realizadas por la Unidad de Radiología del Departamento de Medicina Legal, esta Proveeduría procedió a prevenir a los oferentes, y una vez que se obtuvieron las respuestas fueron remitidas al técnico para que emitiera el criterio correspondiente sobre los aspectos prevenidos a los oferentes.
Finalmente con correo electrónico el 03 de abril del 2017, del Lic. José Pablo González Montiel, de la Administracion del Organismo de Investigación Judicial, posteriormente al análisis de todas las manifestaciones realizadas por los oferentes, emite criterio técnico final por parte del Lic. Christopher Leitón Araya de la Unidad de Radiología del Departamento de Medicina Legal y la Licda. Atilia Carvajal Elizondo del Departamento de Medicina Legal, indicando:
“… Que la oferta N.º1 presentada por la empresa PROMOCION MEDICA S.A no cumple con la totalidad de las características técnicas expuestas en el cartel, específicamente en los siguientes puntos:
Referente al Generador de rayos X
Rango de selección de Miliamperaje de 30mA o menor, a 400 o mayor, en no menos de 8 niveles y/o por ajuste continuo o automático.*
Referente al Tubo de rayos X
Capacidad de acumulación térmica del ánodo real de 5.0 MHU o mayor.* 
Referente a los Parámetros de Adquisición
El cartel solicita: Resolución de bajo contraste mínimo, de 2mm o menor @ 0.3% o menor.*
2. Que la oferta N.º 2 presentada por la empresa SIEMENS HEALTHCARE DIAGNOSTICS S.A no cumple con la totalidad de las características técnicas expuestas en el cartel , específicamente en los siguientes puntos:
Referente al Generador de rayos X
Rango de selección de Miliamperaje de 30mA o menor, a 400 o mayor, en no menos de 8 niveles y/o por ajuste continuo o automático.*
Referente a los Parámetros de Adquisición
Resolución de bajo contraste mínimo, de 2mm o menor @ 0.3% o menor.*
3. Que la oferta N.º 3 presentada por la empresa MULTISERVICIOS ELECTROMÉDICOS cumple con la totalidad de las características técnicas expuestas en el cartel.* 
4. Que la oferta N.º 4 presentada por la empresa ELVATRON S.A cumple con la totalidad de las características técnicas expuestas en el cartel.* 
*NOTA: Ver análisis técnico para respuestas a los subsanes solicitados…”
En el cuadro visible a folio 1176 del expediente de contratación se observa el resumen por empresa respecto al cumplimiento o no, de cada una de las condiciones definidas en el cartel de la licitación.
Aunado a lo anterior a folios 1172 al 1174 del expediente de contratación el técnico amplia su criterio técnico y da un mayor detalle de los incumplimientos de las ofertas, señalando:	
“…Una vez realizado el análisis de las ofertas, así como de las diferentes cartas presentadas por las casas oferentes para la Licitación Abreviada 2016LA-000071-PROV Equipo de rayos X tomografía axial computarizada (TAC), me permito indicar lo siguiente: 
1. Para la oferta N.º1 presentada por la empresa PROMOCION MEDICA S.A :
Referente al Generador de rayos X
El cartel solicita: Rango de selección de Miliamperaje de 30mA o menor, a 400 o mayor, en no menos de 8 niveles y/o por ajuste continuo o automático.
Análisis técnico: La empresa indica en su oferta, que cumple. Sin embargo, al revisar los manuales y catálogo del equipo, éste indica que poseen un rango de 10 mA a 350 mA. Se menciona un rango máximo de mA “equivalente a 583 mA con Asir” pero los rangos que se licitan en el cartel son concretos y precisos no “equivalentes”.
Con esta información se puede comprobar que el rango de corriente que brinda el TAC ofrecido por la empresa NO cumple lo solicitado, ya que esta administración no acepta equivalencias de ningún tipo, con ningún tipo de software, la inclusión de estos se considera una mejora tecnológica que no remplaza o hace cumplir con lo solicitado en el cartel. 
Cabe recalcar que, para el realizar el análisis técnico, esta administración debe de ajustarse a lo que dice el cartel, y para que este requisito del rango de corriente se pudiera pretender cumplir con “corrientes equivalentes” el cartel lo debería de haber indicado.
El cartel solicita: Potencia real del generador no menor a 50 KW.
Análisis técnico: La empresa indica en su oferta, que cumple; pero al revisar los manuales y catálogo del equipo se indica que la potencia máxima en el CT520 Optima, es de 42 KW. Se hace referencia a una potencia “equivalente” a 70 kW con AsiR y a una potencia “nominal” máxima de 53.2 kW.
Con esta información se puede comprobar que la potencia que brinda el TAC ofrecido por la empresa NO cumple lo solicitado, ya que esta administración no acepta equivalencias de ningún tipo, con ningún tipo de software, la inclusión de estos se considera una mejora tecnológica que no remplaza o hace cumplir con lo solicitado en el cartel. 
Cabe recalcar que, para realizar el análisis técnico, esta administración debe de ajustarse a lo que dice el cartel, y para que este requisito de la Potencia real del generador se pudiera cumplir con “potencias equivalentes o nominales” el cartel lo debería de haber indicado.
Referente al Tubo de rayos X
El cartel solicita: Capacidad de acumulación térmica del ánodo real de 5.0 MHU o mayor.
Análisis técnico: La empresa indica en su oferta, que cumple; pero al revisar los manuales y catálogo del equipo, éste indica que poseen una capacidad de acumulación del ánodo de 3.5 MHU. Se hace referencia a una capacidad de acumulación del ánodo de 6.3 MHU equivalente con AsiR. 
Con esta información se puede comprobar que Capacidad de acumulación térmica del ánodo que brinda el TAC ofrecido por la empresa NO cumple lo solicitado, ya que esta administración no acepta equivalencias de ningún tipo, con ningún tipo de software, la inclusión de estos se considera una mejora tecnológica que no remplaza o hace cumplir con lo solicitado en el cartel. 
Cabe recalcar que, para realizar el análisis técnico, esta administración debe de ajustarse a lo que dice el cartel, y para que este requisito de capacidad de acumulación del ánodo se pudiera cumplir con “capacidad de acumulación equivalente” el cartel lo debería de haber indicado.
Referente a los Parámetros de Adquisición
El cartel solicita: Resolución de bajo contraste mínimo, de 2mm o menor @ 0.3% o menor.
Análisis técnico: La empresa indica en su oferta, que cumple; pero al revisar los manuales y catálogo del equipo, éste indica que poseen Resolución de bajo contraste de 3mm @ 0.3%.
Con esta información se puede comprobar que la Resolución de bajo contraste que brinda el TAC ofrecido por la empresa NO cumple lo solicitado
Referente a Aplicaciones o Funciones Mínimas que debe de suplir con el equipo (Software)
El cartel solicita: Detección y reducción del ruido cuando se encuentren objetos metálicos en el cuerpo del paciente. (Pines, implantes, etc).
Análisis técnico: La empresa indica: que si cumple, la aplicación se llama SMART MAR y viene incluido en todos los modelos de tomógrafo de la marca General Electric y adjuntan Brochure de la Aplicación.
Con esta información se puede comprobar que la aplicación que brinda el TAC ofrecido por la empresa SI cumple con lo solicitado. 
2. Para la oferta N.º 2 presentada por la empresa SIEMENS HEALTHCARE DIAGNOSTICS S.A
Referente al Generador de rayos X
El cartel solicita: Rango de selección de Miliamperaje de 30mA o menor, a 400 o mayor, en no menos de 8 niveles y/o por ajuste continuo o automático.
Análisis técnico: La empresa indica en el punto 3.6 de su oferta, que cumple; no obstante, al revisar los manuales y catálogo del equipo, indica que poseen un rango de 20 mA a 345 mA. Se menciona un rango máximo de mA “equivalente a 862 mA con SAFIRE” pero los rangos que se licitan en el cartel son concretos y precisos no “equivalentes”.
Con esta información se puede comprobar que el rango de corriente que brinda el TAC ofrecido por la empresa NO cumple lo solicitado, ya que esta administración no acepta equivalencias de ningún tipo, con ningún tipo de software, la inclusión de estos se considera una mejora tecnológica que no remplaza o hace cumplir con lo solicitado en el cartel. 
Cabe recalcar que, para el (sic) realizar el análisis técnico, esta administración debe de ajustarse a lo que dice el cartel, y para que este requisito del rango de corriente se pudiera cumplir con “corrientes equivalentes” el cartel lo debería de haber indicado. 
Referente a los Parámetros de Adquisición
El cartel solicita: Resolución de bajo contraste mínimo, de 2mm o menor @ 0.3% o menor.
Análisis técnico: La empresa indica en el punto 7.2 de su oferta, que cumple; pero al revisar los manuales y catálogo del equipo, indica que poseen Resolución de bajo contraste de 3mm @ 0.3%. Ademas de esto, hace referencia en diferentes cartas a que esta característica es propia de un fantoma y no de un equipo de Tomografía. 
Con esta información se puede comprobar que la Resolución de bajo contraste que brinda el TAC ofrecido por la empresa incumple lo solicitado, ya que esta administración tiene muy claro el concepto de Resolución de bajo contraste, el cual se puede constatar en la literatura o Internet teniendo que: se refiere a el detalle que puede reproducirse visiblemente, cuando sólo hay una pequeña diferencia en densidad relativa, con relación al área circundante; convirtiéndose este punto en una de las variables de mayor peso, que permite valorar de forma científica, real, comprobable y verificable la calidad de un TAC. 
La justificación presentada por la empresa no es admisible, dado que en los manuales y catálogos se muestra explícitamente que la resolución de bajo contraste de su equipo es de 3mm @ 0,3%. 
En referencia a Monitor
El cartel solicita: Software de operación en español y Controles, teclado y funciones en español.
Análisis técnico: La empresa presenta una carta haciendo constar que cumplen con este punto a cabalidad. 
Con esta información se puede comprobar que el software que brinda el TAC ofrecido por la empresa si cumple con lo solicitado. 
3. Para la oferta N.º 3 presentada por la empresa MULTISERVICIOS ELECTROMÉDICOS 
Referente al Generador de Rayos x
El cartel solicita: Sistema de enfriamiento por aire o aceite. No debe incluir un elemento extra o externo para el sistema de enfriamiento del Gantry y sus componentes.
Análisis técnico: La empresa presenta certificación del fabricante debidamente apostillada, donde se respalda la información solicitada.
Con esta información se puede comprobar que el sistema de enfriamiento por aire que brinda el TAC ofrecido por la empresa si cumple con lo solicitado. 
Referente al Sistema de detección o Sistema de detectores
El cartel Solicita: Al menos 20 sistemas simultáneos (filas) de detección para un equipo de 16 Cortes.
Análisis técnico: La empresa indica en el punto 19 de su oferta, que cumplen, y hacen referencia al Product Data, Pág.Nº 5. 
La empresa presenta una explicación válida para este punto, referenciándolo en el catalogo e indicando que su detector tiene 28 filas de elementos de detección en el eje Z y 800 a lo largo en cada fila. 
Dado lo anterior se deduce y se puede comprobar que el numero de sistemas simultáneos de detección que brinda el TAC ofrecido por la empresa SI cumple con lo solicitado, pero que se utilizan solamente 16 filas de detectores a la vez para la adquisición de datos. 
El cartel solicita: Con al menos una cobertura de los detectores en cada vuelta helicoidal del tubo no menor a 16 mm para realizar los exámenes en forma más rápida, con una menor apnea para los pacientes que lo requieran y un menor desgaste del tubo de rayos x.
Análisis técnico: Este punto ya fue subsanado con anterioridad dentro del proceso de la licitación, ¡se (sic) agregaron las palabras “vuelta helicoidal” en el cartel para este punto, con esto se comprueba que el TAC ofrecido por la empresa SI cumple con la cobertura solicitada, la empresa referencia el punto dentro de su catalogo. 
Sistema de Reconstrucción de Imágenes
El cartel solicita: Matriz de la imagen en la adquisición de al menos de 512 x 512 ó 768 x 768 ó 1024 x 1024 para trabajo en partes pequeñas del cuerpo.
Análisis técnico: La empresa no hace ninguna referencia en cuanto este punto, sin embargo su catalogo indica en la página 5 de del (sic) “Produc Data” que contiene una Matriz de la imagen en la adquisición de de 512 x 512.
Con esta información se puede comprobar que Matriz de la imagen en la adquisición que brinda el TAC ofrecido por la empresa SI cumple lo solicitado
4. Para la oferta N.º 4 presentada por la empresa ELVATRON S.A :
En referencia a la mesa 
El cartel solicita: Construida en fibra de carbono o similar (detallar lo ofrecido).
Análisis técnico: La empresa referencia este punto dentro del manual de instalación de su equipo.
Con esta información se puede comprobar que la mesa que brinda el TAC ofrecido por la empresa SI cumple con lo solicitado. 
El cartel solicita: El equipo de tomografía debe tener la capacidad en caso de un corte eléctrico, poder operar manualmente al menos el desplazamiento horizontal de la mesa para “sacar” el paciente del gantry.
Análisis técnico: La empresa referencia este punto dentro del manual del usuario de su equipo.
Con esta información se puede comprobar que la mesa que brinda el TAC ofrecido por la empresa SI cumple con lo solicitado. 
En referencia a la Consola de Operación o Estación de adquisición
El cartel solicita: Formatos de imagen que se puedan almacenar, analizar, enviar, recibir y grabar en disco CD/DVD: JPEG o JPG, como mínimo.
Análisis técnico: La empresa referencia este punto dentro del manual del usuario de su equipo.
Con esta información se puede comprobar el TAC ofrecido por la empresa SI cumple con lo solicitado.
En referencia al monitor
El cartel solicita: Tamaño de al menos 23” (pulgadas) de diagonal tipo “FULLSCREEN”.
Análisis técnico: La empresa subsana este punto adjuntando un formulario donde se indica las características del monitor que ofrecen. 
Con esta información se puede comprobar el TAC ofrecido por la empresa si cumple con lo solicitado.
El cartel solicita: Software de operación en español y Controles, teclado y funciones en español.
Análisis técnico: La empresa referencia este punto dentro del manual de instalación de su equipo.
Con esta información se puede comprobar el software que brinda el TAC ofrecido por la empresa si cumple con lo solicitado…”
Al recibir el criterio técnico con el desarrollo que se dio a cada una de las observaciones realizadas por las casas comerciales, los documentos fueron incorporados al expediente para proceder con el análisis respectivo, no obstante previo a concluir el análisis del mismo por parte de esta Proveeduría, la casa comercial Siemens Healhtcare Diagnostics S.A. con nota aportada el 19 de abril del 2017 solicitó una reunión con los técnicos. Dicha reunión es realizada el 27 de abril del 2017 en el Departamento de Proveeduría, en esta se conversó sobre aspectos técnicos que pretendía aclarar la empresa exponiendo la ventaja del equipo cotizado, una vez concluida la reunión se confeccionó la Minuta No.4-2017, visible a folio 1195 del expediente de contratación.
Posteriormente el técnico Lic. Christopher Leitón Araya de la Unidad de Radiología del Departamento de Medicina Legal, manifiesta con correo electrónico del 5 de mayo mantener el criterio antes detallado.
ANALISIS DE PRECIOS 
Con oficios Nº 526-DP/52-2017 y 533-DP/52-2017, ambos del 09 de febrero del 2017, se previene a las casas comerciales susceptibles de resultar adjudicatarias con base al inciso b) del artículo 30 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, a lo que ambas casas comerciales dan respuesta ofreciendo un descuento en los montos propuestos en su oferta, ajustándose los mismos al presupuesto establecido para la presente contratación.
Una vez analizados los precios con el descuento que ofertan las casas comerciales, mediante criterio técnico emitido por el Lic. Christopher Leitón Araya de la Unidad de Radiología del Departamento de Medicina Legal, el 3 de abril del 2017, se indica que las ofertas presentan un precio razonable según el estudio mercado realizado.
Es importante señalar que de previo al inicio de la contratación la Unidad de Radiología del Departamento de Medicina Legal realizó un estudio de mercado, el cual fue aportado en el oficio de decisión inicial No. UAA-2016-0418, obteniendo cotización de tres casas comerciales, del mismos de desprende la siguiente información
	Fecha de la cotización
	Empresa
	Monto cotizado

	26/09/2016
	Multiservicios Electromédicos S. A.
	$ 255.000,00

	30/09/2016
	Elvatron S.A
	$ 250.000,00

	29/09/2016
	Siemens Healhtcare Diagnostics S.A.
	$ 228.500,00

	 
	Total
	$ 733.500,00

	 
	Precio promedio
	$ 244.500,00


Por lo tanto, con base en lo anterior se deduce lo siguiente, se tiene como precio promedio $ 244.500,00, así las cosas, en comparación con las ofertas se concluye que el precio que presentan los oferentes, en su mejora de precio, es razonable y se encuentra dentro de un margen aceptable, considerando que las cotizaciones con las que contaba la Unidad de Radiología del Departamento de Medicina Legal son del año 2016, y tomando en cuenta el posible aumento de precios que se ha dado en el mercado por la gran variación en el tipo de cambio del dólar en relación al colón de los últimos meses.
	Precio promedio
	Precio con mejora, oferta No.3
	Precio con mejora, oferta No.4

	$244.500,00
	$249.803,78
	$249.500,00


Así las cosas según lo antes detallado, la propuesta de las casas comerciales que son admisibles al concurso presentan un precio razonable, ya que se acercan a las cotizaciones obtenidas por la Unidad de Radiología del Departamento de Medicina Legal.
PREVENCIONES
En cuanto a las prevenciones requeridas por la Dirección Jurídica y la Unidad de Radiología del Departamento de Medicina Legal, se procedió a prevenir a todas las empresas, los oficios se encuentran visibles en folios 853 al 866 y 1031 al 1044 del expediente de contratación.
Las respuestas a las prevenciones se recibieron en tiempo y forma.
De lo anterior se ampliará en el siguiente apartado.
ANÁLISIS Y VALORACIÓN:
Luego de haber obtenido los estudios de carácter legal y técnico, detallados en los puntos anteriores, se procede seguidamente a la exposición, análisis y valoración de las circunstancias concurrentes en el presente procedimiento de contratación.
Se tiene como primer resultado de la promoción de este procedimiento de contratación, la participación de los siguientes oferentes Promoción Médica S.A., Siemens Healhtcare Diagnostics S.A., Multiservicios Electromédicos S.A. Elvatron S.A.
De conformidad con la valoración de las ofertas presentadas, realizado por la Dirección Jurídica, la Unidad de Radiología del Departamento de Medicina Legal, y las prevenciones, se tiene lo siguiente:
1. En cuanto a la oferta No.1 de la casa comercial Promoción Médica S.A. se tiene lo siguiente:
Se le previene incumplimientos legales y técnicos, mediante oficios Nº 515-DP/52-2017 del 09 de febrero del 2017 y Nº 1148-DP/52-2017 del 16 de marzo del 2017, los cuales son atendidos en tiempo y forma, y se encuentran visibles a folios 911 al 979 y 1131 al 1165 del expediente de contratación
Según criterio técnico emitido por el Lic. Christopher Leitón Araya de la Unidad de Radiología del Departamento de Medicina Legal, con el visto bueno de la Licda. Atilia Carvajal Elizondo del Departamento de Medicina Legal, la oferta no cumple con la totalidad de las características técnicas requeridas en el pliego de condiciones, tales como: en relación al generador de rayos X el pliego de condiciones solicita un rango de selección de miliamperaje 30mA o menor, a 400 o mayor, en no menos de 8 niveles y/o por ajuste continuo o automático y la casa comercial oferta un rango de 10 mA a 350 mA, adicionalmente se solicita una potencia real del tubo no menor a 50 KW y lo ofertado es de 42 KW, se solicita una capacidad de acumulación térmica del ánodo real de 5.0 MHU o mayor y lo ofertado fue de una capacidad de acumulación del ánodo de 3.5 MHU; lo requerido por el usuario es una resolución de bajo contraste mínimo, de 2 mm o menor @ 0.3% o menor y lo ofertado es 3mm @ 0.3%, así las cosas, según lo antes detallado y el análisis que fue emitido después de revisados los manuales y catálogos de los equipos ofertados, los técnicos manifiestan que la Administración no puede aceptar por ningún motivo equivalencias en este tipo de equipos, así las cosas esta oferta no es susceptible de adjudicación, por lo que se omite mayor análisis por economía procesal.
2. En cuanto a la oferta No.2 de la casa comercial Siemens Healhtcare Diagnostics S.A. se tiene lo siguiente:
Se le previene incumplimientos legales y técnicos, mediante oficios Nº 526-DP/52-2017 del 09 de febrero del 2017 y Nº 1152-DP/52-2017 del 16 de marzo del 2017 los cuales son atendidos en tiempo y forma, y se encuentran visibles a folios 876 al 900 y 1057 al 1115 del expediente de contratación.
En respuesta a las cartas presentadas por la empresa, con fechas 23 de enero de 2017 y 13 de febrero de 2017, con correo electrónico del 28 de febrero del 2017 del Lic. José Pablo González Montiel, de la Administracion del Organismo de Investigación Judicial, visible a folios 982 al 983 del expediente de contratación, da respuesta a la misma indicando:
“…A) Resolución de bajo contraste mínimo, de 2mm o menor @ 0.3% o menor.
La resolución de bajo contraste determina el detalle que puede reproducirse visiblemente, cuando sólo hay una pequeña diferencia en densidad relativa, con relación al área circundante;  convirtiéndose este punto en una de las variables de mayor peso, que permite valorar de forma científica, real, comprobable y verificable la calidad de un TAC. La comprobación de la resolución de bajo contraste, se realiza en la industria por medio de fantomas estándares, los cuales son reconocidos tanto por los fabricantes como por las instituciones regulatorias.
La justificación presentada por la empresa no es admisible, dado que en los manuales y catálogos se muestra explícitamente que la resolución de bajo contraste de su equipo es de 3mm @ 0,3%. Además, este punto no fue objetado durante el debido proceso, en el periodo correspondiente a los recursos de objeción.
B)  Referente a Aplicaciones o Funciones Mínimas que debe de suplir con el equipo (Software).
El cartel solicita: Detección y reducción del ruido cuando se encuentren objetos metálicos en el cuerpo del paciente. (Pines, implantes, etc).
La empresa cumple con lo solicitado en este punto…”
Una vez analizada la oferta y sus respectivas prevenciones, la oferta no es admisible técnicamente según lo detallado por el por Lic. Christopher Leitón Araya de la Unidad de Radiología del Departamento de Medicina Legal, con el visto bueno de la Licda. Atilia Carvajal Elizondo del Departamento de Medicina Legal, quienes manifiestan que lo ofertado no cumple con la totalidad de las características técnicas requeridas en el pliego de condiciones, tales como: en relación la generador de rayos X el pliego de condiciones solicita un rango de selección de miliamperaje 30mA o menor, a 400 o mayor, en no menos de 8 niveles y/o por ajuste continuo o automático y la casa comercial oferta un rango de 20 mA a 341 mA, lo requerido por el usuario es una resolución de bajo contraste mínimo, de 2 mm o menor @ 0.3% o menor y lo ofertado es 3mm @ 0.3%, así las cosas, según lo antes detallado y el análisis emitido después de revisar los manuales y catálogos de los equipos ofertados, los técnicos manifiestan que la administración no puede aceptar por ningún motivo equivalencias en este tipo de equipos, así las cosas esta oferta no es susceptible de adjudicación, por lo que se omite mayor análisis por economía procesal.
3. En cuanto a la oferta No.3 de la casa comercial Multiservicios Electromédicos S.A. se tiene lo siguiente: 
Se le previene incumplimientos legales y técnicos, mediante oficios Nº 526-DP/52-2017 del 09 de febrero del 2017 y Nº 1153-DP/52-2017 del 16 de marzo del 2017, los cuales son atendidos en tiempo y forma, y se encuentran visibles a folios 867 al 873 y 1045 al 1056 del expediente de contratación, por lo que según el análisis realizado tanto en el criterio técnico y legal la oferta cumple, y su precio se considera razonable.
Es importante señalar que mediante oficio Nº 526-DP/52-2017 de fecha 09 de febrero del 2017 se previene el inciso b) del artículo 30 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, donde se advierte que el precio ofertado se considera excesivo, ya que supera el presupuesto asignado para esta contratación. A lo anterior la casa comercial, con nota del 10 de febrero, visible a folio 872 dorso del expediente de contratación, ofrece rebajar el precio cotizado e igualarlo al presupuesto de la institución, por lo que los nuevos precios por línea son:
Precio unitario, línea No.1: $243.803,78
Precio unitario, línea No.2: $2.000,00
Precio unitario, línea No.3: $4.000,00
Precio total cotizado: $249.803,78
Por otra parte, durante el trámite de la contratación la casa comercial Multiservicios Electromédicos S.A. presenta en esta Proveeduría una nota, con fechas 25 de enero de 2017, sobre el análisis técnico realizado a las casas comerciales Siemens Healhtcare Diagnostics S.A. y Promoción Médica S. A., por lo que con correo electrónico del 28 de febrero del 2017 del Lic. José Pablo González Montiel, de la Administracion del Organismo de Investigación Judicial, visible a folios 982 al 983 del expediente de contratación, da respuesta a la misma indicando:
“…En cuanto a lo manifestado sobre la oferta de SIEMENS S.A:
A) No cumple con el punto Resolución de bajo contraste mínimo, de 2mm o menor @ 0.3% o menor por lo descrito anteriormente en el punto 2.A
B) Si cumple en lo que se refiere a detección y reducción del ruido cuando se encuentren objetos metálicos en el cuerpo del paciente. (Pines, implantes, etc). Ya que se encuentra en los catálogos y manuales del equipo.
En cuanto lo manifestado sobre la oferta de PROMED S.A:
A)  La empresa no cumple con el punto de Resolución de bajo contraste mínimo, de 2mm o menor @ 0.3% o menor: ya que en los manuales y catálogos del equipo se indica que poseen Resolución de bajo contraste de 3mm @ 0.3%.
B) La empresa no cumple con el punto de Detección y reducción del ruido cuando se encuentren objetos metálicos en el cuerpo del paciente (Pines, implantes, etc); ya que al revisar los manuales y catálogos del equipo, no se hace mención a esta aplicación especifica…”
4. En cuanto a la oferta No.4 de la casa comercial Elvatron S.A. se tiene lo siguiente:
Se le previene incumplimientos legales y técnicos, mediante oficios Nº 533-DP/52-2017 del 09 de febrero del 2017 y Nº 1159-DP/52-2017 del 16 de marzo del 2017,  los cuales son atendidos en tiempo y forma, y se encuentran visibles a folios 907 al 911 y 1116 al 1123 del expediente de contratación, por lo que según el análisis desarrollado anteriormente tanto técnico como legal la oferta cumple, y su precio se considera razonable.
Con oficio Nº 533-DP/52-2017 de fecha 09 de febrero del 2017 se previene también a esta casa comercial el inciso b) del artículo 30 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, donde se advierte que el precio ofertado se considera excesivo, ya que supera el presupuesto asignado para esta contratación. A lo anterior la casa comercial, con nota del 14 de febrero, visible a folio 907 al 911 del expediente de contratación, ofrece rebajar el precio cotizado a $249.500,00.
Durante el trámite de la contratación la casa comercial presenta en la Proveeduría del Poder Judicial una nota señalando observaciones hacia la oferta Nº 3 de Multiservicios Electromédicos, por lo que, en respuesta a la misma, el técnico indica:
“…A) Las licencias del Ministerio de Salud, correspondientes a radiaciones ionizantes, no fueron solicitadas explícitamente dentro del cartel; sin embargo, al solicitar que las empresas oferentes cumplan con una experiencia mínima de 48 meses, se infiere que cumplen con este requisito para poder dar mantenimientos preventivos y correctivos, a equipos de rayos X dentro  del país.
B) Se revisan las características técnicas expuestas y se concluye que si cumplen con lo solicitado en el cartel, debido a que éstas ya fueron referenciadas, se encuentran dentro de los catálogos y manuales del equipo o fueron subsanadas dentro del debido proceso…”
De conformidad con los resultados anteriores, la oferta No.3 de la casa comercial Multiservicios Electromédicos S.A. y la oferta No.4 de la casa comercial Elvatron S.A. cumplen legal y técnicamente, y se pueden considerar para una posible adjudicación.
Sistema de Evaluación:
Con base en los criterios técnicos y legales emitidos por la Unidad de Radiología del Departamento de Medicina Legal y la Dirección Jurídica, respectivamente, del análisis de las ofertas y de las respuestas a las prevenciones cursadas por esta Proveeduría, y conforme a lo establecido en los artículos 25, 80, 81, 82 y 83 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, y el sistema de evaluación de ofertas establecido en la cláusula número 8 del pliego de condiciones, en la cuál se estableció que el sistema de evaluación para determinar la oferta adjudicataria sería 100% precio, considerando un único precio correspondiente al bloque de las tres líneas cotizadas.
De acuerdo a lo indicado en el apartado “Análisis y valoración”, del presente documento, las ofertas susceptibles de adjudicación son la Nº 3 y 4 ya que cumplen desde el punto de vista técnico y legal, por lo que se procede a aplicar el sistema de evaluación, quedando de la siguiente forma:
	Línea
	Oferta 3 - Multiservicios Electromédicos S.A.
	Oferta 4 - Elvatron S.A.

	1,2,3
	$ 254.326,00
	$ 277.000,00


Una vez aplicado el sistema de evaluación, se concluye que la oferta N° 3, de la casa comercial Multiservicios Electromédicos S.A., queda como ganadora al obtener el 100 % para la presente contratación.
RECOMENDACIÓN:
Contenido económico
La existencia y disponibilidad de recursos presupuestarios se encuentran reservados en la solicitud de pedido 301-270956-17, visible a folio 999 del expediente de contratación, por un monto de ¢140.040.000,00, cargada al programa 928, subpartida 50106, fuente de financiamiento 280 y solicitud de pedido 301-271684-17, visible a folio 1203 del expediente de contratación, por un monto de ¢9.793.722,10, cargada al programa 928, subpartida 50106, fuente de financiamiento 280, para un monto total reservado de ¢149.833.722,10.
Así las cosas, se recomienda adjudicar la presente licitación conforme al detalle siguiente: 
A: Oferta 3 - Multiservicios Electromédicos S.A., cedula jurídica 3-101-007879
Línea No.1
Equipo de rayos X, tomografía axial computarizada (TAC), modelo Aquilion Lightning, marca Toshiba
Precio unitario: $ 243.803,78
Línea No.2
Instalación del equipo de rayos X tomografía axial computarizada
Precio unitario: $2.000,00
Línea No.3
Capacitación del equipo de rayos X tomografía axial computarizada
Precio unitario: $4.000,00
Precio total cotizado: $249.803,78[endnoteRef:1] [1:  Este precio contempla la mejora de precio aportada por la casa comercial.


] 

Lugar de entrega: Ciudad Judicial en San Joaquín de Flores Heredia, en coordinación con el Lic. Christopher Leitón Araya del Departamento de Medicina Legal, correo electrónico cleiton@poder-judicial.go.cr, teléfono 2267-1031
Plazo de entrega: 76 días hábiles, para cumplir con la entrega total del equipo, se desglosan de la siguiente manera:
1) 60 días hábiles como máximo para la entrega del equipo una vez recibido  el pedido ya sea vía fax, correo o personalmente lo que ocurra primero
2) 13 días hábiles como máximo para la instalación, el inicio del plazo se dará una vez recibida la autorización por escrito de la Jefatura Departamental, el oferente contará con tres días hábiles para el inicio de la instalación del TAC, para esto se deberá coordinar con el Lic. Christopher Leitón Araya (cleiton@poder-judicial.go.cr, teléfono 22267-1131).  
3) Una vez instalado el equipo y recibido a satisfacción por parte de técnico, el adjudicatario cuenta con 3 días hábiles como máximo para brindar la capacitación al personal de la Unidad de Radiología. 
La Unidad de Radiología del Departamento de Medicina Legal contará con un plazo de 2 días hábiles para el recibido a satisfacción de cada una de estas etapas, plazo que no le será contabilizado al oferente, cada etapa será revisada por el Lic. Christopher Leitón Araya.
No requiere exoneración de impuestos
Garantía: 24 meses incluyendo: visitas trimestrales de mantenimiento preventivo, visitas de mantenimiento correctivo y sustitución de partes defectuosas (incluye mano de obra y repuestos). El inicio de la garantía es a partir del recibido conforme del bien. La garantía es completa sobre su parte física.
La garantía es sin costo adicional para el Departamento de Medicina Legal.
Garantía de que todos los componentes del equipo y sus accesorios son nuevos y sacados de línea de producción, elaborados con materiales de primera calidad.
Garantía de repuestos y servicio remunerado de mantenimiento preventivo y correctivo por un período mínimo de 10 años posteriores a la fecha de instalación, aun cuando el equipo o modelo sea descontinuado durante ese período de tiempo. 
Forma de pago: Transferencia bancaria.
Demás especificaciones según el pliego de condiciones
Monto total adjudicado en esta contratación $249.803,78 equivalente a ¢148.665.723,59 al tipo de cambio de $1 igual a ¢595.13, del 24/05/2017(…)”

- 0 -
De conformidad con lo que establecen los artículos 81, inciso 10, de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 106 de la Ley de Contratación Administrativa y 86 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa y la recomendación formulada por el Departamento de Proveeduría en el oficio anteriormente trascrito, se dispuso: Adjudicar la Licitación Abreviada N° 2016LA-000071-PROV denominada “Equipo de rayos X tomografía axial computarizada (TAC)” a la casa comercial Multiservicios Electromédicos S.A., cedula jurídica 3-101-007879, conforme al siguiente detalle:
Línea No.1
Equipo de rayos X, tomografía axial computarizada (TAC), modelo Aquilion Lightning, marca Toshiba
Precio unitario: $ 243.803,78 (doscientos cuarenta y tres mil ochocientos tres dólares con setenta y ocho centavos)
Línea No.2
Instalación del equipo de rayos X tomografía axial computarizada
Precio unitario: $2.000,00 (dos mil dólares exactos)
Línea No.3
Capacitación del equipo de rayos X tomografía axial computarizada
Precio unitario: $4.000,00 (cuatro mil dólares exactos)
Precio total cotizado: $249.803,78 (doscientos cuarenta y nueve mil ochocientos tres dólares con setenta y ocho centavos)
Lugar de entrega: Ciudad Judicial en San Joaquín de Flores Heredia, en coordinación con el Lic. Christopher Leitón Araya del Departamento de Medicina Legal, correo electrónico cleiton@poder-judicial.go.cr, teléfono 2267-1031
Plazo de entrega: 76 días hábiles, para cumplir con la entrega total del equipo, se desglosan de la siguiente manera:
1) 60 días hábiles como máximo para la entrega del equipo una vez recibido  el pedido ya sea vía fax, correo o personalmente lo que ocurra primero
2) 13 días hábiles como máximo para la instalación, el inicio del plazo se dará una vez recibida la autorización por escrito de la Jefatura Departamental, el oferente contará con tres días hábiles para el inicio de la instalación del TAC, para esto se deberá coordinar con el Lic. Christopher Leitón Araya (cleiton@poder-judicial.go.cr, teléfono 22267-1131).  
3) Una vez instalado el equipo y recibido a satisfacción por parte de técnico, el adjudicatario cuenta con 3 días hábiles como máximo para brindar la capacitación al personal de la Unidad de Radiología. 
La Unidad de Radiología del Departamento de Medicina Legal contará con un plazo de 2 días hábiles para el recibido a satisfacción de cada una de estas etapas, plazo que no le será contabilizado al oferente, cada etapa será revisada por el Lic. Christopher Leitón Araya.
No requiere exoneración de impuestos
Garantía: 24 meses incluyendo: visitas trimestrales de mantenimiento preventivo, visitas de mantenimiento correctivo y sustitución de partes defectuosas (incluye mano de obra y repuestos). El inicio de la garantía es a partir del recibido conforme del bien. La garantía es completa sobre su parte física.
La garantía es sin costo adicional para el Departamento de Medicina Legal.
Garantía de que todos los componentes del equipo y sus accesorios son nuevos y sacados de línea de producción, elaborados con materiales de primera calidad.
Garantía de repuestos y servicio remunerado de mantenimiento preventivo y correctivo por un período mínimo de 10 años posteriores a la fecha de instalación, aun cuando el equipo o modelo sea descontinuado durante ese período de tiempo. 
Forma de pago: Transferencia bancaria.
Demás especificaciones según el pliego de condiciones
Monto total adjudicado en esta contratación $249.803,78 (doscientos cuarenta y nueve mil ochocientos tres dólares con setenta y ocho céntimos) equivalente a ¢148.665.723,59 (ciento cuarenta y ocho millones seiscientos sesenta y cinco mil setecientos veintitrés colones con cincuenta y nueve céntimos) al tipo de cambio de $1 igual a ¢595.13, del 24/05/2017.
En esos casos el Departamento de Proveeduría deberá velar para que cualquier amplición de plazo esté debidamente justificado y dentro de los plazos legalmente establecidos.
La Dirección Ejecutiva y el Departamento de Proveeduría, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc484765412]ARTÍCULO X 
Documento N° 6385-17

Mediante oficio Nº 1917-IJ-2017 del 30 de mayo del 2017, la servidora María José Duran Ureña, Técnica Judicial del Tribunal de la Inspección Judicial, en cumplimiento de lo ordenado por Corte Plena, en sesión Nº 43-01 del 3 de diciembre del 2001, artículo XII, remitió la resolución final del expediente N° 16-001729-0031-IJ dictada por ese Tribunal, en el asunto que se dirá: 
	NUMERO 
	QUEJOSO
	ACUSADO

	Exp: 16-001729-0031-IJ 

Ingresa: 01/12/2016

Vence:  01/12/2017
	
Contraloría Regional de Servicios del Circuito Judicial de Puntarenas.



Usuario interno

No indica medio


	
Alejandra Avendaño Vargas
 
Jueza Penal

 Roxana Segura Godoy

Técnica Judicial.

No indican medios. 

	
FALTA: Incumplimiento de deberes. 



	
RESOLUCIÓN: DESESTIMACIÓN / VOTO N° 883-2017. 




- 0 -

	Se acordó: 1) Conoce este Consejo en consulta el acto administrativo final dictado por el Tribunal de la Inspección Judicial, dentro del expediente 16-001729-0031-IJ, comunicado mediante el oficio Nº 1917-IJ-2017 del 30 de mayo del 2017. 2) De conformidad con el artículo 213 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se procedió a analizar la resolución de referencia, determinando que no contiene ninguna de las causales de nulidad enunciadas en el numeral 210 ibídem, por lo que procede mantener lo resuelto por el citado Tribunal. 3) Deberá la Unidad de Visitas de esa Inspección incorporar dentro del plan de visitas para que dé seguimiento a las labores del citado Juzgado. 4) Se les recuerda a las personas que laboran en ese despacho, que el cumplimiento del horario Institucional es obligación de todo funcionario público. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc484765414]ARTÍCULO XI
Documento N° 6392-17

La servidora María José Duran Ureña, Técnica Judicial del Tribunal de la Inspección Judicial, mediante oficio N° 1918-IJ-17 remitió el 30 de mayo de 2017 la resolución final dictada en el expediente Nº 17-000359-0031-IJ, en cumplimiento con lo ordenado por Corte Plena, en su sesión N° 43-01 celebrada el 3 de diciembre del 2001, artículo XII: 
	NUMERO 
	QUEJOSO
	ACUSADO

	Exp: 17-000359-0031-IJ  
Ingresa: 14/03/2017
Vence:  14/03/2018
	Jorge Enrique Soto Pérez.
jorgeprocom@gmail.com
	Juzgado de Familia de Cartago.
Usuario interno
No indica medio

	
FALTA: Incumplimiento de deberes. 



	
RESOLUCIÓN:  DESESTIMACIÓN / VOTO N° 880-2017. 





- 0 -
[bookmark: marca1][bookmark: marca2][bookmark: marca3]	Se acordó: 1) Tener por recibido el oficio Nº 1918-IJ-2017 referente a la resolución final dictada por el Tribunal de la Inspección Judicial en el expediente 17-000359-031-IJ.  2) Del análisis realizado a este expediente, se tiene que conforme lo señala el numeral 213 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, este Consejo considera que en esta resolución no se dan las causales de nulidad que motiven ordenar el reenvío correspondiente al Tribunal de la Inspección Judicial.  Por tanto, se ratifica lo dispuesto por el citado Tribunal al no haber elementos objetivos y subjetivos para aplicar el régimen disciplinario. Se declara acuerdo firme. 
[bookmark: _Toc484765416]ARTICULO XII 
Documento N° 6376-17
La servidora María José Durán Ureña, Técnica Judicial del Tribunal de la Inspección Judicial, mediante oficio Nº 1916-IJ-17 del 30 de mayo de 2017, cumpliendo con lo ordenado por Corte Plena, en su sesión No 43-01, celebrada el 3 de diciembre del 2001, artículo XII, adjunta la resolución final dictada por el  citado Tribunal:
	NUMERO 
	QUEJOSO
	ACUSADO

	Exp: 16-000906-0031-IJ 

Ingresa: 06/07/2016

Vence:  06/07/2017
	
Inspección Judicial

Usuario interno

No indica medio
	Roberto Sobrado Zamora.

Juez del Tribunal Penal de Puntarenas

rasz210564@gmail.com

	
FALTA: Incorrecciones en su vida privada que afectan la imagen del Poder Judicial.



	
RESOLUCIÓN:  SIN LUGAR / VOTO N° 986-2017. 





0 –
	Se acordó: 1.) Conoce este Consejo en consulta el acto administrativo final dictado por el Tribunal de la Inspección Judicial, dentro del expediente N° 16-000906-0031-IJ, comunicado mediante el oficio 1916-IJ-2017 del treinta de mayo del dos mil diecisiete. 2.) Del análisis realizado a este expediente, se tiene que conforme lo señala el numeral 213 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, este Consejo considera que en esta resolución no se da ninguna causal de nulidad, que motive ordenar el reenvío correspondiente al citado Tribunal.  Por tanto, se ratifica lo dispuesto por el Tribunal de la Inspección Judicial, en cuanto a declarar sin lugar la queja. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc484765418]ARTICULO XIII
Documento N° 6332-17 
La servidora Lim Díaz Morera, Técnico Judicial del Tribunal de la Inspección Judicial, mediante oficio Nº 1868-IJ-17 del 29 de mayo de 2017, cumpliendo con lo ordenado por Corte Plena, en su sesión No 43-01, celebrada el 3 de diciembre del 2001, artículo XII, adjunta la resolución final dictada por el  citado Tribunal:
	NUMERO 
	QUEJOSO
	ACUSADO

	17-000620-0031-IJ
inicia: 24-4-17
vence: 24-4-18
	Rocío Marín Azofeifa 
cjuridico.sp@ulatina.cr
	Ignorado

	FALTA: NEGLIGENCIA. 

	RESOLUCIÓN: VOTO 900-2017. DESESTIMACION. 



Se acordó: 1) Conoce este Consejo en consulta el acto administrativo final dictado por el Tribunal de la Inspección Judicial, dentro del expediente N° 17-000620-0031-IJ, comunicado mediante el oficio Nº 1868-IJ-2017 del veintinueve de mayo del dos mil diecisiete.  2) De conformidad con el artículo 213 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se procedió a analizar la resolución de referencia, determinando que no contiene ninguna causal de nulidad que motiven ordenar el reenvío correspondiente al citado Tribunal.  Por lo tanto, se ratifica lo dispuesto por el Tribunal al declarar la desestimación y el archivo de la causa contra el Juzgado Segundo Especializado de Cobro del Primer Circuito Judicial de San José, al no quedar demostrado la existencia de alguna Negligencia en las Funciones por parte de algún servidor o servidora de dicho despacho judicial. 3) Considerando las circunstancias especiales que refiere la quejosa, solicitar al citado despacho le brinde el trámite de la manera más expedita a su gestión. Se declara acuerdo firme. 
[bookmark: _Toc484765420]ARTÍCULO XIV
Documento N°6399-17

Mediante oficio Nº 1869-IJ-2017 del 30 de mayo de 2017, la servidora Lim Díaz Morera, Técnica Judicial del Tribunal de la Inspección Judicial, en cumplimiento de lo ordenado por Corte Plena, en sesión Nº 43-01 del tres de diciembre del 2001, artículo XII, remitió la resolución final dictada por ese Tribunal, en el asunto que se dirá: 
	NUMERO 
	QUEJOSO
	ACUSADO

	17-000558-0031-IJ
inicia: 4-4-2017
vence: 4-4-2018
	Magdalena Palenzuela Herrera
malenapalenzuela2@gmail.com
	Juzgado Penal de Heredia

	FALTA:  RETARDO EN LA ADMINISTRACION DE JUSTICIA. 

	RESOLUCIÓN: VOTO 918-2017. DESESTIMACIÓN. 


- 0 -
Se acordó: 1) Conoce este Consejo en consulta el acto administrativo final dictado por el Tribunal de la Inspección Judicial, dentro del expediente N° 17-000558-0031-IJ, comunicado mediante el oficio Nº 1869-IJ-2017 del 30 de mayo de 2017. 2) De conformidad con el artículo 213 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se procedió a analizar la resolución de referencia, determinando que no contiene ninguna causal de nulidad que motiven ordenar el reenvío correspondiente al citado Tribunal.  Por lo tanto, se ratifica lo dispuesto por el Tribunal al declarar la desestimación y el archivo de la causa contra el Juzgado Penal de Heredia, al no quedar demostrado la existencia de algún Retardo en la Administración de Justicia.  Se declara acuerdo firme. 
[bookmark: _Toc484765423][bookmark: _Toc484765425]ARTÍCULO XV 

Documento N° 10302-16 / 6519-17

La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva mediante oficio N° 2691-DE-2017 del 1 de junio de 2017, remitió el oficio N° 178-SC-2017/2339-DP-29-2017, suscrito por la máster Yurli Argüello Araya y el máster Miguel Ovares Chavarría, por su orden, Jefa interina del Departamento de Proveeduría y Jefe interino del Departamento Financiero Contable, referente al informe de resultados alcanzados en abril de 2017, que literalmente dice:
 “En atención a lo dispuesto por el Consejo Superior en la sesión Nº 14-17 del 21 de febrero del año en curso, artículo XXIV, donde se acordó:

“ […] De conformidad con lo que establece el artículo 44, párrafo cuarto de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en concordancia con las políticas aprobadas por la Corte Plena, y por ser un asunto de interés institucional, conceder permiso con goce de salario y sustitución a las siguientes plazas:

	N° de plaza
	Nombre
	Puesto
	Departamento

	108611
	Ana Yorleny González Fonseca
	1 Profesional 2
	Departamento Financiero Contable

	367664
	Giselle Castrillo Vargas
	1 Profesional 1
	Departamento de Proveeduría



	A partir del 27 de febrero y hasta el último día laboral del 2017, para que lleven a cabo las labores que se dan cuenta, con cargo al programa 926 subpartidas 105, 301, 302 y 399. […]”

En ese sentido, para los fines correspondientes, se rinde el informe de los resultados alcanzados al 30 de abril de 2017, siendo que el trabajo de ambas plazas se inició a partir del 27 de febrero del 2017:

	Tarea
	Actividades
	Días hábiles
	Fecha inicio
	Fecha fin
	Estado de avance
	Observaciones

	
	
	
	
	
	
	

	1. Conciliación entre los saldos de la Contabilidad Presupuestaria del Poder Judicial y el SICA-PJ.
	1. Conciliación SICA – Saldos Presupuestarios y elaboración de asientos contables al 31/01/2017.
	12
	28/03/2017
	18/04/2017
	Cumplida
	Se retoma el trabajo de conciliación para el periodo comprendido del 31 de diciembre de 2016 (Última fecha conciliada) al 31 de enero de 2017, de lo cual se concilió satisfactoriamente las entradas, salidas y registros presupuestarios de 27 subpartidas con saldos en el SICA-PJ y en la contabilidad presupuestaria del Poder Judicial, la cual comprendió el análisis de 6178 placas.

En el anexo 1 de este oficio se detallan los registros y casos analizados por subpartida.



	
	2. Depuración, seguimiento y coordinación con el Departamento de Proveeduría de los ajustes al SICA-PJ.
	8
	18/04/2017
	28/04/2017
	En proceso
	Ver detalle en las sub-actividades siguientes.

	
	2.1. Depuración en coordinación con el Departamento de Proveeduría Judicial.

	
	18/04/2017
	28/04/2017
	Cumplida
	Cumplido el proceso de conciliación por subpartida se procedió con el envío total de 12 correos al Departamento de Proveeduría con los casos depurados (placas registradas y devengo pendiente en el SICA).

	
	2.2. Seguimiento y coordinación con el Departamento de Proveeduría de los ajustes al SICA-PJ.
	
	18/04/2017
	28/04/2017
	En proceso
	Debido a que este es un proceso continuo de investigación, inclusión de registros y corrección de datos en el SICA, así como ajustes contables en los estados financieros del Poder Judicial, esta actividad se presenta en proceso por la dinámica expuesta.

De los 12 correos del punto anterior, se recibió por parte del Departamento de Proveeduría Judicial la respuesta a 9 de ellos más 2 consultas en proceso y 1 pendiente del mes anterior, elaborando en el SICA-PJ los ajustes respectivos, así como las aclaraciones y movimientos para ajustes contables en las diferencias correspondientes.

Producto de las diferencias que se detectaron y que se deben ajustar para la conciliación de la contabilidad con la información del sistema SICA-PJ, se generaron 46 correos con solicitudes de plaqueo y registro de bienes en el Sistema, así como corrección de datos y 62 correos con seguimientos tanto de consultas realizadas del mes de enero del 2017 como de periodos anteriores los cuales estaban pendiente de respuesta. 

Se concilió la sub partida 50106 en su totalidad.

En cuanto a las Subpartidas 50103, 50104, 50105, 50107, 50199  la revisión de la información contable se logró completar a inicios del mes de mayo del 2017, razón por la cual se tienen pendientes los comunicados a las oficinas y los consecuentes seguimientos para verificar que las diferencias identificadas, sean corregidas en el sistema SICA-PJ.

Asimismo, de los 7 correos pendientes por atender del mes anterior se finiquitaron 4 en abril 2017. 

	
	3. Elaboración del informe mensual de labores
	1
	28/04/2017
	02/05/2017
	Cumplida
	Con oficio 178-SC-2017 /2339-DP-29-2017 se elabora el informe mensual de labores.



Otras labores

Modificación al Manual de Usuario del SICA-PJ para el registro de activos, se incluye la modalidad de ingreso de Actas en Tránsito y las mejoras para el registro por los tipos de adquisición Reposición y Cambio por Garantía, el mismo fue modificado de manera conjunta por el Departamento de Proveeduría y el Macroproceso Contable. 

Producto de las mejoras realizadas al SICA-PJ, relacionadas con la implementación de  placas con código QR y levantamiento de inventarios usando Hand Held, se elaboraron pruebas para verificar que la información se registre adecuadamente y la misma se refleje en todos los reportes del sistema, el Departamento de Financiero Contable generó un total de 39 reportes y el Departamento de Proveeduría a su vez generó 14 reportes y corroboró el funcionamiento práctico del uso de la impresora de placas y inventario con la Hand Held.

Producto de las mejoras implementadas al SICA-PJ, el Departamento de Proveeduría convocó a una capacitación el día 5 de mayo, para lo cual se tuvo que trabajar con la elaboración de una presentación, actualización del manual de usuario, creación del manual de actas adicionales y además se realizó un inventario al Auditorio de Ciencias Forenses para imprimir las placas en QR, replaquear los activos y realizar el inventario con las Hand Held para la presentación práctica en la capacitación.  

Búsqueda de activos en condición de no encontrados: se generaron 22 correos con consultas de varios casos, para lo cual se investigaron vía sistema los números de despacho para verificar los datos de las personas encargadas de recibir los bienes en las oficinas, además de consultar la bitácora de transacciones de los activos, ubicaciones físicas indicadas en la pantalla de mantenimiento de activos, despachos de activos ergonómicos para consultarle a la persona responsable de utilizar y custodiar los bienes a cargo, entre otros.

Se generaron 34 correos con seguimientos de consultas realizadas en el mes de marzo del presente año.

Se revisaron 2 informes de inventario remitidos por diferentes oficinas y Administraciones Regionales del país.

Con lo anterior se ubicaron y ajustaron en el SICA-PJ un total de 331 activos con un costo de adquisición de ¢56,842,092.04 y  un valor en libros de ¢27,414,026.84 según se muestra en el siguiente detalle:

	Abril
	Cantidad no encontrados
	Cantidad encontrados 
	Costo de adquisición
	Valor en libros

	01/04/2017
	13,851
	0
	2,038,291,143.37
	505,293,721.15

	30/04/2017
	13,520
	331
	1,981,449,051.33
	477,879,694.31

	
	
	
	56,842,092.04
	27,414,026.84



(…)”
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Se acordó: Tomar nota del informe presentado por la Dirección Ejecutiva, referente a los resultados alcanzados al 30 de abril de 2017, producto de los permisos otorgados al amparo del artículo 44, de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en sesión N° 14-17 de fecha 21 de febrero del 2017, XXIV. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XVI

Documento N° 6580-17

	La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio N° 2695-DE-2017 del 2 de junio del 2017, remitió la siguiente información:
“Para conocimiento del Consejo Superior, traslado copia del oficio N° DFOE-PG-0210 de fecha 31 de mayo en curso, suscrito por el licenciado José Luis Alvarado Vargas, Gerente de Área de la Contraloría General de la República, mediante el cual remite el informe N° DFOE-PG-IF-02-2017, Auditoría financiera de las partidas presupuestarias de Remuneraciones, Servicios, Materiales y suministros, Bienes duraderos, Transferencias corrientes y Cuentas especiales, del Poder Judicial, contenidas en la Liquidación del Presupuesto de la República del Ejercicio Económico 2016.
Al respecto, resulta importante resaltar que la opinión del Órgano Contralor es positiva y sin reservas, tal y como transcribo a continuación:
	“OPINION
	1.7 En opinión de la Contraloría General, las partidas presupuestarias de Remuneraciones, Servicios, Materiales y Suministros, Bienes Duraderos, Transferencias corrientes y Cuentas especiales del Poder Judicial, contenidas en la Liquidación del Presupuesto de la República del ejercicio económico 2016, se presenta razonablemente con fundamento en lo establecido en la Ley 8131 “Ley de Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos” y su Reglamento, así como con las disposiciones legales, reglamentarias y otra normativa emitida por la Contabilidad Nacional”



- 0 -
	Se acordó: Tomar nota de lo comunicado por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva y hacerlo de conocimiento de Corte Plena y de la Auditoría. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc484765428]ARTÍCULO XVII

Documento N°14574-16 / 6530-17

[bookmark: _Toc471754002]En sesión Nº 2-17 celebrada el 12 de enero del 2017, artículo LVI, este Consejo Superior  tomó el acuerdo que literalmente indica:
“El máster José Luis Bermúdez Obando, Director Interino de Gestión Humana, la licenciada Waiman Hin Herrera, Subdirectora interina de Proceso Administración Humana y la licenciada Maureen Siles Mata, Jefa interina de Subproceso de Administración Salarial, mediante oficio N° 4206-UCS-AS-2016 del 12 de diciembre de 2016, remitieron la siguiente gestión:
“Para que sea de conocimiento del Consejo Superior, nos permitimos aclarar la siguiente información a solicitud de la Dirección Ejecutiva mediante oficio 5494-DE-2016:
En atención a los oficios no. 755-DE-2016 y no. 1267-DE-2016, de fechas 16 de febrero y 14 de Marzo de 2016 respectivamente, donde la Dirección Ejecutiva solicita referirse a los casos de reconocimiento de tiempo servido contenidos en los oficios No. 182-TI-2016 y No. 433-TI-2016 referente a las manifestaciones hechas por el Señor Eugenio Soto Barrantes en relación a los traslados de cuotas Obrero- patronales ante Cuenta Individual de la Caja Costarricense de Seguro Social, de los señores José Solano Cruz, Gabriel Pérez Valverde, Sergio Vives Chaverri, Carlos Angulo Rosales, Nelson Pérez Guadamuz, Cristina Rojas Rodríguez y Jorge Mata Blanco, ya que no aparecen las cuotas aportadas al régimen de Invalidez, Vejez y Muerte da la CCSS, se procede a aclarar la situación de cada caso:
 Caso del señor José Solano Cruz, en el cual solicitan aclarar lo siguiente:
“…En atención a los siguientes oficios, mediante los cuales solicitan el traslado de cotizaciones del Seguro de Pensiones IVM al Fondo de Pensiones y Jubilaciones y Pensiones [sic] de las personas que se indican a continuación me permito informarles que luego de revisar nuestras fuentes de consulta, se confirmó que los períodos y patronos indicados en los documentos citados no aparecen registrados en el historial de cuotas de los afiliados. 
Cuadro con los casos

	Nombre
	No. Cédula

	José Solano Cruz
	01-0854-0975

	Gabriel Pérez Valverde
	01-0668-0624

	Sergio Vives Chaverri
	04-0137-0508

	Carlos Elías Angulo Rosales
	05-0240-0532

	Elson Pérez Guadamuz [sic]
	01-0901-0416



El señor José Solano Cruz, cédula 01-0854-0975, quien actualmente labora como Profesional 2 en Auditoría, ingresa a laborar al Poder Judicial el 13 de febrero de 2014.
Mediante nota del 6 de marzo de 2014, referencia SICE 3370-14 realiza la solicitud ante la Unidad de Componentes Salariales para el reconocimiento de tiempo servido por el tiempo laborado en BN Vital, operadora de Pensiones perteneciente al Banco Nacional y que forma parte de las Empresas Públicas y Estatales del Sector Público Descentralizado Institucional.
De conformidad con el artículo 7 del Reglamento para el Reconocimiento de Tiempo Servido en el Poder Judicial y en otros entes Públicos para efectos del pago de anualidades y la jubilación del Poder Judicial, que se refiere a la prueba documental, se utiliza la certificación extendida por la señora Maryin Campos Calderón, de fecha 3 de Marzo de 2014, donde indica que el señor Solano Cruz laboró en la BN Vital, Operadora de Pensiones del Banco Nacional desde el día 6 de septiembre de 1999 hasta el 20 de mayo de 2010. Asimismo, para el cálculo del monto a reintegrar se utilizan la certificación de cuotas aportadas a la CCSS, donde consta que al servidor se le cancela por medio de planilla de BN Vital Operadora de Planes de Pensiones Complementarias Sociedad Anónima.
Por lo que se procede con la elaboración el estudio RTFPJ No. 2015017, donde se determina que el tiempo a reconocer es de 10 años, 8 meses y 15 días laborados para el Banco Nacional de Costa Rica y un monto a reintegrar al Fondo de Pensiones y Jubilaciones de ¢24,844,779.73
El Consejo Superior mediante sesión N° 46-15 celebrada el 14 de mayo del 2015, artículo XXII aprueba el oficio N° 1248-UCS-AS-2015 referente a los cálculos mencionados en el punto anterior. 
Caso del señor Gabriel Pérez Valverde, en el cual solicitan aclarar lo siguiente:
“…En atención a los siguientes oficios, mediante los cuales solicitan el traslado de cotizaciones del Seguro de Pensiones IVM al Fondo de Pensiones y Jubilaciones y Pensiones [sic] de las personas que se indican a continuación me permito informarles que luego de revisar nuestras fuentes de consulta, se confirmó que los períodos y patronos indicados en los documentos citados no aparecen registrados en el historial de cuotas de los afiliados. 
Cuadro con los casos

	Nombre
	No. Cédula

	José Solano Cruz
	01-0854-0975

	Gabriel Pérez Valverde
	01-0668-0624

	Sergio Vives Chaverri
	04-0137-0508

	Carlos Elías Angulo Rosales
	05-0240-0532

	Elson Pérez Guadamuz [sic]
	01-0901-0416



El señor Gabriel Pérez Valverde, cédula 01-0668-0624, quien actualmente labora como Custodio de Detenidos, ingresa a laborar al Poder Judicial el 4 de febrero de 2005.
Mediante nota del 15 de noviembre de 2013, referencia SICE 18667-13 realiza la solicitud ante la Unidad de Componentes Salariales para el reconocimiento de tiempo servido por el tiempo laborado en el Teatro Nacional de Costa Rica, institución adscrita al Ministerio de Cultura y Juventud.
De conformidad con el artículo 7 del Reglamento para el Reconocimiento de Tiempo Servido en el Poder Judicial y en otros entes Públicos para efectos del pago de anualidades y la jubilación del Poder Judicial, que se refiere a la prueba documental, se utiliza la certificación extendida por la señora Giovanna Espinoza Astúa, de fecha 13 de Noviembre de 2014, donde indica que el señor Pérez Valverde laboró para el Teatro Nacional desde el día 7 de octubre de 1996 hasta el 27 de agosto de 1999. Asimismo, para el cálculo del monto a reintegrar se utilizan la certificación de cuotas aportadas a la CCSS, donde consta que al servidor se le cancela por medio de planilla de Fund. Amigos Pro Mej. Teatro Nal.
Por lo que se procede con la elaboración el estudio RTFPJ No. 2015011, donde se determina que el tiempo a reconocer es de 2 años, 10 meses y 21 días laborados para el Ministerio de Cultura Juventud y Deportes y un monto a reintegrar al Fondo de Pensiones y Jubilaciones de ¢651.511,91.
El Consejo Superior mediante sesión N° 46-15 celebrada el 14 de mayo del 2015, artículo XIX aprueba el oficio N° 1218-UCS-AS-2015 referente a los cálculos mencionados en el punto anterior. 
Caso del señor Sergio Vives Chaverri, en el cual solicitan aclarar lo siguiente:
“…En atención a los siguientes oficios, mediante los cuales solicitan el traslado de cotizaciones del Seguro de Pensiones IVM al Fondo de Pensiones y Jubilaciones y Pensiones [sic] de las personas que se indican a continuación me permito informarles que luego de revisar nuestras fuentes de consulta, se confirmó que los períodos y patronos indicados en los documentos citados no aparecen registrados en el historial de cuotas de los afiliados. 
Cuadro con los casos

	Nombre
	No. Cédula

	José Solano Cruz
	01-0854-0975

	Gabriel Pérez Valverde
	01-0668-0624

	Sergio Vives Chaverri
	04-0137-0508

	Carlos Elías Angulo Rosales
	05-0240-0532

	Elson Pérez Guadamuz [sic]
	01-0901-0416



El señor Sergio Vives Chaverri, cédula 04-0137-0508, quien actualmente labora como Jefe Profesional de Investigación 2, ingresa a laborar al Poder Judicial el 01 de Agosto de 1989.
Mediante nota del 15 de Julio de 2014, referencia SICE 10969-14 realiza la solicitud ante la Unidad de Componentes Salariales para el reconocimiento de tiempo servido por el tiempo laborado en  Transportes Metropolitanos S.A, institución que durante su existencia se encontraba adscrita al Ministerio de Obras Públicas y Transportes.
De conformidad con el artículo 7 del Reglamento para el Reconocimiento de Tiempo Servido en el Poder Judicial y en otros entes Públicos para efectos del pago de anualidades y la jubilación del Poder Judicial, que se refiere a la prueba documental, se utiliza la certificación extendida por la señora Marietta Muñoz Gamboa, Subjefa del Departamento de Documentación y Trámite del Ministerio de Obras Públicas y Transportes de fecha 30 de Mayo de 1990, donde indica que el señor Vives Chaverri laboró para Transportes Metropolitanos S.A. desde el día 1 de Diciembre de 1984 hasta el 30 de Diciembre de 1986. Asimismo, para el cálculo del monto a reintegrar se utilizan la certificación de cuotas aportadas a la CCSS, donde consta que al servidor se le cancela por medio de planilla de Transportes Metropolitanos S.A. 
Por lo que se procede con la elaboración el estudio RTFPJ No. 2014161, donde se determina que el tiempo a reconocer es de 2 años y 1 mes laborado para el Ministerio de Obras Públicas y Transportes y un monto a reintegrar al Fondo de Pensiones y Jubilaciones de ¢57.787,59.
El Consejo Superior mediante sesión N° 94-14 celebrada el 28 de Octubre del 2014, artículo XL aprueba el oficio N° JP-557-2014 referente a los cálculos mencionados en el punto anterior.
Caso del señor Carlos Angulo Rosales, en el cual solicitan aclarar lo siguiente:
“…En atención a los siguientes oficios, mediante los cuales solicitan el traslado de cotizaciones del Seguro de Pensiones IVM al Fondo de Pensiones y Jubilaciones y Pensiones [sic] de las personas que se indican a continuación me permito informarles que luego de revisar nuestras fuentes de consulta, se confirmó que los períodos y patronos indicados en los documentos citados no aparecen registrados en el historial de cuotas de los afiliados. 
Cuadro con los casos

	Nombre
	No. Cédula

	José Solano Cruz
	01-0854-0975

	Gabriel Pérez Valverde
	01-0668-0624

	Sergio Vives Chaverri
	04-0137-0508

	Carlos Elías Angulo Rosales
	05-0240-0532

	Elson Pérez Guadamuz [sic]
	01-0901-0416



El señor Carlos Angulo Rosales, cédula 05-0240-0532, quien actualmente labora como Subcontralor de Servicios, ingresa a laborar al Poder Judicial el 01 de Julio de 1988.
Mediante nota del 23 de Julio de 2014, referencia SICE 11507-14 realiza la solicitud ante la Unidad de Componentes Salariales para el reconocimiento de tiempo servido para efectos de jubilación por el tiempo laborado en el “Proyecto Bilateral Costa Rica” establecido entre el Poder Judicial y el Ilanud.
De conformidad con el artículo 4 del Reglamento para el Reconocimiento de Tiempo Servido en el Poder Judicial y en otros entes Públicos para efectos del pago de anualidades y la jubilación del Poder Judicial, que se refiere a las excepciones por permisos sin goce de salario que deben ser computados para efectos de anualidades y jubilación en el Poder Judicial, situación en la que se encuentra el servidor, ya que disfrutó de un permiso sin goce de salario de 10 meses y 15 días para laborar en el Proyecto Bilateral Costa Rica, suscrito entra el Poder Judicial y el Ilanud, representando y actuando en nombre del Poder Judicial.
Para el cálculo del monto a reintegrar se utilizan los salarios que el servidor hubiese devengado de haber laborado en el Poder Judicial durante esos períodos, esto según lo acordado por el Consejo Superior en sesión N° 67-07 del 11 de Septiembre del 2007, artículo LXXXVIII.
Por lo que se procede con la elaboración el estudio RTFPJ No. 2015002, donde se determina que el tiempo a reconocer es de 10 meses y 15 días laborados para el Poder Judicial en el Proyecto Bilateral Costa Rica, suscrito entre el Poder Judicial y el Ilanud y un monto a reintegrar al Fondo de Pensiones y Jubilaciones de ¢151.420,5.
El Consejo Superior mediante sesión N° 16-15 celebrada el 26 de Febrero de 2015, artículo LII aprueba el oficio N° 0376-UCS-AS-2015 referente a los cálculos mencionados en el punto anterior.
Caso del señor Nelson Pérez Guadamuz, en el cual solicitan aclarar lo siguiente:
“…En atención a los siguientes oficios, mediante los cuales solicitan el traslado de cotizaciones del Seguro de Pensiones IVM al Fondo de Pensiones y Jubilaciones y Pensiones [sic] de las personas que se indican a continuación me permito informarles que luego de revisar nuestras fuentes de consulta, se confirmó que los períodos y patronos indicados en los documentos citados no aparecen registrados en el historial de cuotas de los afiliados.
Cuadro con los casos

	Nombre
	No. Cédula

	José Solano Cruz
	01-0854-0975

	Gabriel Pérez Valverde
	01-0668-0624

	Sergio Vives Chaverri
	04-0137-0508

	Carlos Elías Angulo Rosales
	05-0240-0532

	Elson Pérez Guadamuz [sic]
	01-0901-0416



El señor Nelson Pérez Guadamuz, cédula 01-0901-0416, quien actualmente labora como Profesional en Informática 2, ingresa a laborar al Poder Judicial el 18 de Julio de 1994.
Mediante nota del 4 de Agosto de 2014, referencia SICE 12063-14 realiza la solicitud ante la Unidad de Componentes Salariales para el reconocimiento de tiempo servido para efectos de jubilación por el tiempo laborado en el “Proyecto Resolución Alternativa de Conflictos” establecido entre el Poder Judicial y el Ilanud.
De conformidad con el artículo 4 del Reglamento para el Reconocimiento de Tiempo Servido en el Poder Judicial y en otros entes Públicos para efectos del pago de anualidades y la jubilación del Poder Judicial, que se refiere a las excepciones que deben ser computadas para efectos de anualidades y jubilación en el Poder Judicial, situación en la que se encuentra el servidor, ya que laboró por espacio de 1 año en el Proyecto Resolución Alternativa de Conflictos, suscrito entre el Poder Judicial y el Ilanud, representando y actuando en nombre del Poder Judicial.
Para el cálculo del monto a reintegrar se utilizan los salarios que el servidor devengó mientras laboró en el citado proyecto y que se encuentran debidamente reportados en la CCSS. Por lo que se procede con la elaboración el estudio RTFPJ No. 2015004, donde se determina que el tiempo a reconocer es de 1 año laborado para el Poder Judicial en el Proyecto Resolución Alternativa de Conflictos, suscrito entra el Poder Judicial y el Ilanud y un monto a reintegrar al Fondo de Pensiones y Jubilaciones de ¢159.516,00.
El Consejo Superior mediante sesión N° 16-15 celebrada el 26 de Febrero de 2015, artículo LII aprueba el oficio N° 0376-UCS-AS-2015 referente a los cálculos mencionados en el punto anterior.
Caso de la señora Cristina Rojas Rodríguez, en el cual solicitan aclarar lo siguiente:
“…En atención a su oficio 175-TI-2016 mediante el cual solicitan el traslado de cotizaciones del Seguro de Pensiones IVM al Fondo de Pensiones y Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial de la Sra. Cristina Rojas Rodríguez, cedula 105170933,  me permito informarles que luego de revisar nuestras fuentes de consulta, el patrono registrado es Contrato IICA-MAG por lo que les agradecemos nos indiquen si el mismo pertenece a una Institución del Estado.” (Sic)
La señora Cristina Rojas Rodríguez, cédula 01-0517-0933, quien actualmente se encuentra jubilada, ingresa a laborar al Poder Judicial el 01 de mayo de 1971 como Defensora Pública a medio tiempo, renuncia a partir del 01 de octubre de 1995 y reingresa a laborar al Poder Judicial el 01 de octubre de 2010 como Jefa de la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales hasta el día 13 de diciembre de 2015, ya que a partir del 14 de diciembre de ese mismo año se acoge a su jubilación.
Asimismo, se encontró que la Corte Plena en sesión celebrada el 10 de Mayo de 1982, artículo XV  le concede permiso sin de salario por dos años a partir del 10 de mayo de 1982 para laborar como Coordinadora de Cooperación Internacional y Asesora del Ministro de Agricultura; no obstante, la servidora se reintegra a laborar a partir del 01 de febrero de 1983.
Mediante nota del 26 de octubre de 2010, referencia SICPJ 8922-10 realiza la solicitud ante la Unidad de Componentes Salariales para el reconocimiento de tiempo servido por el tiempo laborado en el Ministerio de Agricultura y Ganadería.
De conformidad con el artículo 7 del Reglamento para el Reconocimiento de Tiempo Servido en el Poder Judicial y en otros entes Públicos para efectos del pago de anualidades y la jubilación del Poder Judicial, que se refiere a la prueba documental, se utiliza la certificación extendida por la entonces Directora General Administrativa del Ministerio de Agricultura y Ganadería, Licda. Mauren Clarke Clarke, de fecha 28 de Marzo de 1990, donde indica que la señora Rojas Rodríguez laboró en el Ministerio de Agricultura y Ganadería desde el día 08 de mayo de 1982 hasta el 03 de Octubre de 1983. Asimismo, para el cálculo del monto a reintegrar se utiliza la certificación de cuotas aportadas a la CCSS, donde consta que a la servidora se le cancela por medio de planilla del Contrato IICA- Ministerio de Agricultura y Ganadería.
Por lo que se procede con la elaboración el estudio RTFPJ No. 2015147, donde se determina que el tiempo a reconocer es de 1 año, 4 meses y 24 días laborados para el Ministerio de Agricultura y Ganadería y un monto a reintegrar al Fondo de Pensiones y Jubilaciones de ¢102,162.06.
El Consejo Superior mediante sesión N° 108-15 celebrada el 10 de diciembre del 2015, artículo XVIII aprueba el oficio N° 4260-UCS-AS-2015 referente a los cálculos mencionados en el punto anterior. 
Caso del señor Jorge Blanco Mata, en el cual solicitan aclarar lo siguiente:
“…En atención al oficio 943-TI-2014, mediante el cual solicitan el traslado de cotizaciones del Seguro de Pensiones IVM al Fondo de Pensiones y Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial del  Sr. Jorge Mata Blanco, cedula 109010945 me permito informarle que luego de revisar nuestras fuentes de consulta, se confirmó que los períodos y patrono  indicado en los documentos citados no aparece registrado en el historia de cuotas del afiliado.” (Sic)
El señor Jorge Blanco Mata, cédula 01-0901-0945, quien actualmente labora como Asesor Operativo en la Unidad de Asesores Operativos, ingresa a laborar al Poder Judicial el 16 de Marzo de 1996.
El Consejo Superior mediante sesión 33-97 del 02 de mayo de 1997, artículo XXIX le reconocen para efectos de anualidades 1 año y 10 días laborados para el Ministerio de Cultura Juventud y Deportes.
Mediante nota de fecha 16 de abril de 2012, referencia SICE 7883-2012, el señor Blanco Mata solicita a esta Dirección el reconocimiento de tiempo servido para efectos de jubilación del período laborado en el Ministerio de Cultura y Juventud. 
Revisado el expediente personal del servidor, se encuentra la certificación suscrita por la Licda. Syndell Bedoya Rivera, de fecha 01 de Abril de 1997, donde indica que el señor Blanco Mata  laboró en el Ministerio de Cultura Juventud y Deportes desde el día 06 de Marzo de 1995 hasta el 15 de Marzo de 1997. Asimismo, para el cálculo del monto a reintegrar se utiliza la certificación de cuotas aportadas a la CCSS, donde consta que al servidor se le cancela por medio de planilla del Centro Costarricense de Producción Cinematográfica, órgano que forma parte del Ministerio de Cultura, Juventud y Deportes.
Por lo que se elabora el estudio RTFPJ No. 2014022, donde se determina que para reconocer 1 año y 10 días laborados para el Ministerio de Cultura Juventud y Deportes, el servidor debe reintegrar al Fondo de Pensiones y Jubilaciones la suma de ¢137,409.78.
El Consejo Superior mediante sesión N° 40-14 celebrada el 02 de Mayo del 2014, artículo LII aprueba el oficio N° 0967-UCS-AS-2014 referente a los cálculos mencionados en el punto anterior.
Normativa utilizada para la elaboración del estudio:
Reglamento para el Reconocimiento de Tiempo Servido en el Poder Judicial y en otros entes Públicos para efectos del pago de anualidades y la jubilación del Poder Judicial:
Artículo 4º—Las anualidades y su pago en el Poder Judicial. Se reconocerán aumentos de sueldo anuales a partir del ingreso y del reingreso, cada vez que el servidor judicial cumpla con 360 días (año salarial) de labor continua efectiva. Los anuales estarán sujetos a las siguientes reglas:
1. El monto de la anualidad será definido por la Corte Suprema de Justicia. Si el servidor fuere ascendido, comenzará a percibir el monto por anual que corresponda al nuevo salario, y si en los antiguos puestos hubiese adquirido derecho a uno o más aumentos, estos se le computarán de acuerdo con la categoría del cargo que se encuentre ocupando. Las disposiciones de este inciso no rigen para los médicos. A ellos se les aplicará lo dispuesto en la Ley de Incentivos Médicos.
2. Los permisos sin goce de salario igual o superior a un mes, afectarán la fecha en que el servidor cumple la anualidad. Para estos efectos, se entenderá que, las licencias sin goce de sueldo sí suspenden la continuidad del servicio.
Estarán exceptuados de lo establecido en el párrafo anterior los siguientes permisos sin goce de salario:   
    - Cuando se trate de permisos de interés institucional otorgados para realizar trabajos en entidades públicas u organización internacional de claro interés público, para realizar estudios de interés para la institución y desempeño de cargos como representante en organizaciones laborales.
Artículo 7.- Prueba de tiempo servido.-La solicitud deberá ir acompañada de la prueba que la respalde. Para la debida comprobación del tiempo servido será admisible todo medio de prueba y en cuanto a su interpretación, se aplicará por analogía el principio in dubio pro operario, de conformidad con lo establecido en el artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Corresponderá al Departamento de Personal hacer las indagaciones pertinentes.-    Se entenderá como prueba según su jerarquía:
Fuente primaria: Las certificaciones o constancias emitidas por el ente público donde laboró.
Fuente secundaria: Las certificaciones o constancias emitidas por  la Contabilidad Nacional, la Oficina de Cuenta Individual de la Caja Costarricense de Seguro Social, y el Archivo Nacional.
Fuente terciaria: cualquier otro documento utilizado como prueba, así como las declaraciones juradas. Las certificaciones, constancias o documentos que se presenten deberán indicar la información acerca de: a) la fecha de rige y vencimiento de los períodos laborados; y b) si se concedieron permisos sin goce de salario, se deberá indicar el período.
Las certificaciones o constancias de tiempo servido deberán contener un detalle  minucioso de los salarios mensuales devengados.
Las certificaciones o constancias de tiempo servido deberán contener un detalle minucioso de las interrupciones del servicio  (suspensión del contrato) y las causas de esas interrupciones (eje. Permisos sin goce de salario, incapacidades, etc.). Las certificaciones deberán llevar los sellos correspondientes y han de ser emitidas por el Departamento de Personal respectivo. En aquellos entes públicos en los que no hubiera Departamento de Personal, se aceptarán certificaciones o constancias emitidas por otro órgano superior, siempre y cuando ello fuera corroborado por el Departamento de Personal. En el caso del Gobierno Central las certificaciones también podrán ser emitidas por la Contabilidad Nacional. Si se trata de documentos antiguos en custodia  de una oficina determinada, o de tiempo servido con anterioridad a la creación de un Departamento de Personal respectivo, se admitirá la certificación de la oficina encargada de la custodia de la documentación respectiva.
Artículo 12.- Reglas del traslado de cuotas por reconocimiento de tiempo servido para efectos de la jubilación.-Una vez realizado el reconocimiento de tiempo servido, el Consejo Superior deberá ordenar el correspondiente reintegro al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.  El Departamento de Personal deberá remitir los informes con los montos a reintegrar por los interesados al Fondo de Jubilaciones y Pensiones.
Para el traslado y reintegro de cuotas por reconocimiento de tiempo servido se aplicarán las siguientes reglas:
Si el interesado había cotizado en otros regímenes de pensiones, establecido por otra dependencia o por otra institución del Estado, el Poder Judicial tendrá derecho a exigir que el monto de esas cotizaciones sea trasladado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Este traslado incluye también las sumas depositadas para efectos de la pensión del interesado por el Estado, de conformidad con lo establecido en el artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.
En el caso de que no hubiese existido esa cotización o que lo cotizado por el interesado y por el Estado no alcanzare el monto correspondiente establecido para el Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, el interesado deberá reintegrar a este Fondo la suma adeudada que, en todos los casos, incluye las cuotas del Estado, de conformidad con lo establecido en el artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 
El reconocimiento de tiempo implica necesariamente el traslado de cuotas del régimen donde cotizó oportunamente. El traslado lo realizará de oficio el Fondo de Jubilaciones y Pensiones, cada vez que el Consejo Superior reconozca a los servidores tiempo laborado fuera del Poder Judicial, y no se permitirá que con el propósito de evadir lo anterior, el servidor pague las cuotas de su propio peculio.
Cuando un servidor ha trabajado simultáneamente en diferentes entes públicos, laborando en jornadas inferiores a la ordinaria, y haya cotizado en ambos para un mismo régimen, se le deberá reconocer como un sólo período, dando lugar a una única jubilación por esos servicios, y se deberá trasladar la totalidad de las cuotas aportadas.
El Departamento de Personal fotocopiará y certificará como fiel y exacta de su original, el documento que respalda la solicitud del petente (certificación o constancia). Ese Departamento deberá conservar en sus archivos la fotocopia certificada y trasladará el original del documento al Departamento Financiero Contable para que éste a su vez, lo utilice en el proceso de traslado de cuotas.
De conformidad con lo anteriormente expuesto, se tiene que el Reglamento para el reconocimiento de tiempo servido en el Poder Judicial y en otros entes públicos para efectos del pago de anualidades y la jubilación en el Poder Judicial, vigente hasta el 28 de Marzo de 2011, establecía en su artículo 4 como excepciones que debían ser computadas para efectos de anualidades y jubilación el tiempo otorgado a un servidor por permiso sin goce de salario para realizar trabajos en entidades públicas u organizaciones internacionales de claro interés público. Asimismo, indicaba expresamente que la jerarquía para el análisis de la prueba sería como fuente primaria las certificaciones o constancias emitidas por el ente público donde la persona solicitante laboró, tal y como ocurrió en el caso de los servidores mencionados. Por otra parte, en el artículo 12 inciso 2 señala expresamente que “en el caso de que no hubiese existido esa cotización o que lo cotizado por el interesado y por el Estado no alcanzare el monto correspondiente establecido para el Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, el interesado deberá reintegrar a este Fondo la suma adeudada que, en todos los casos, incluye las cuotas del Estado, de conformidad con lo establecido en el artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial”. 
En este sentido, se tiene que la Unidad de Componentes Salariales actuó conforme lo estipulado en la norma para tales efectos, ya que las instituciones reconocidas son entidades públicas y estatales adscritas al Banco Nacional para el caso del señor Solano Cruz, al Ministerio de Cultura y Juventud para el caso del señor Pérez Valverde, el Ministerio de Obras Públicas y Transportes para el caso del señor Vives Chaverri, dichas instituciones pertenecen al Poder Ejecutivo. Por otra parte, para los casos correspondientes al Ilanud se tiene que estas se reconocen como tiempo laborado en el Poder Judicial según las excepciones establecidas en el Reglamento para el reconocimiento de tiempo servido en el Poder Judicial y en otros entes públicos para efectos del pago de anualidades y la jubilación en el Poder Judicial vigente hasta el 28 de Marzo de 2011.
Razón por la cual, esta Dirección somete la información anterior a conocimiento del Consejo Superior para que este decida lo que corresponda de conformidad con las facultades que le otorga la Ley Orgánica del Poder Judicial.
(…).”
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Mediante circular Nº 73-2014 de 9 de abril de 2014, publicada en el Boletín Judicial Nº 79 del 25 de abril de 2014, la Secretaría General de la Corte, hizo de conocimiento de las servidoras y servidores judiciales del país y público en general, el “Reglamento para el Reconocimiento de Tiempo Servido en el Poder Judicial, en el Estado y sus Instituciones para efectos del Pago de Anualidades y Jubilación en el Poder Judicial”, aprobado por la Corte Plena en sesión 13-14, celebrada el 31 de marzo de 2014.
En relación con lo anterior, en sesión Nº 33-15 del 14 de abril de 2015, artículo XXXVIII, con vista en el informe del Departamento de Personal y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se le reconoció para efectos de anualidades y jubilación al servidor José Alexander Solano Cruz, Profesional 2 de la Sección de Auditoría Operativa, 10 años, 8 meses y 15 días, laborados para el Banco de Costa Rica, por mayoría, a partir del 13 de febrero de 2014, con la obligación de reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la suma de ¢24.844.779,73 (veinticuatro millones ochocientos cuarenta y cuatro mil setecientos setenta y nueve colones con setenta y tres céntimos). 
Posteriormente, en sesión N° 40-14 del 2 de mayo de 2014, artículo LII, se reconoció para efectos de jubilación al servidor Jorge Gerardo Blanco Mata, en condición de Asesor Operativo de la Unidad de Asesores Operativos, 1 año y 10 días, laborados para el Ministerio de Cultura Juventud y Deportes, con la obligación de reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la suma de ¢137.409,78 (ciento treinta y siete mil cuatrocientos nueve colones con setenta y ocho céntimos).
Después, en sesión 46-15 del 14 de mayo de 2015, artículo XIX, se reconoció para efectos de anualidades y jubilación al  servidor Gabriel Pérez Valverde, en condición de Custodio de Detenidos de la Unidad de Cárceles del Primer Circuito Judicial de San José, 2 años, 10 meses y 21 días, laborados para el Ministerio de Cultura, Juventud y Deportes, por mayoría, a partir del 11 de junio de 2007, con la obligación de reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la suma de ¢651.511,91 (seiscientos cincuenta y un mil quinientos once colones con noventa y un céntimos).
Así mismo, en sesión 46-15 del 14 de mayo de 2015, artículo XXII, se modificó el acuerdo tomado en sesión Nº 33-15 del 14 de abril de 2015, artículo XXXVIII, en cuanto a que el tiempo que se le reconoció al licenciado José Alexander Solano Cruz, corresponde a tiempo servido en el Banco Nacional de Costa Rica y no como se indicó.
Por otra parte, en sesión N° 94-14, del 28 de octubre de 2014, artículo XL, se reconoció al servidor Sergio Vives Chaverri, 2 años y 1 mes, laborados para el Ministerio de Obras Públicas y Transportes, para efectos de jubilación.
Luego, en sesión N° 16-15, del 26 de febrero de 2015, artículo  LII, se reconoció para efectos de jubilación al licenciado Carlos Elías Angulo Rosales, 10 meses y 15 días, de permiso sin goce de salario por haber laborado en el “Proyecto Bilateral Costa Rica”, con la obligación de reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la suma de ¢151.420,50 (ciento cincuenta y un mil cuatrocientos veinte colones con cincuenta céntimos).
Finalmente, en sesión N° 108-15 del 10 de diciembre de 2015, artículo XVIII, se reconoció para efectos de anualidades y jubilación a la licenciada Cristina Rojas Rodríguez, en condición de Jefa de la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, 1 año, 4 meses y 24 días, laborados para el Ministerio de Agricultura y Ganadería, por mayoría, a partir del 1 de octubre de 2010, con la obligación de reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la suma de ¢102,162.06 (ciento dos mil ciento sesenta y dos colones con seis céntimos).
Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: 1) Solicitar a la Dirección Jurídica que en cada uno de los casos expuestos emita criterio respecto a la procedencia del reconocimiento de tiempo servido ya que el patrono que realizó el aporte de cuotas es distinto al que se acreditó cuando los interesados hicieron el trámite, esto con excepción de los casos ya abordados por la Institución como particulares y que corresponden a los laborados con el ILANUD. 2) En caso de que, ante estas nuevas circunstancias, el reconocimiento no resulte procedente, deberá indicar la Dirección Jurídica, el procedimiento a seguir por parte de este Consejo. 3) En lo sucesivo, en los trámites de reconocimiento de tiempo servido, deberá la Dirección de Gestión Humana, solicitar a las personas servidoras interesadas, una certificación de la cuotas reportadas ante la CCSS con el propósito de que verifique que la institución que hizo los aportes ante la CCSS sea coincidente con la que se acredita como patrono.”
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La licenciada Karol Monge Molina y el licenciado Jorge Kepfer Chinchilla, por su orden, Subdirectora Jurídica y  Coordinador Área Análisis Jurídico, mediante oficio N° DJ-AJ-1369-2017 recibido en correo electrónico del 2 de junio de 2017, remitieron el siguiente informe:
“En el oficio n.° 985-17 de la Secretaría General de la Corte, con fecha 31 de enero del año en curso, se puso en conocimiento de esta Dirección el acuerdo adoptado por el Consejo Superior en la sesión n.° 2-17, celebrada el 12 de enero pasado (artículo LVI), para los fines consiguientes. En la referida sesión, en lo que interesa, se acordó: 
Solicitar a la Dirección Jurídica que en cada uno de los casos expuestos emita criterio respecto a la procedencia del reconocimiento de tiempo servido ya que el patrono que realizó el aporte de cuotas es distinto al que se acreditó cuando los interesados hicieron el trámite, esto con excepción de los casos ya abordados por la Institución como particulares y que corresponden a los laborados con el ILANUD. 2) En caso de que, ante estas nuevas circunstancias, el reconocimiento no resulte procedente, deberá indicar la Dirección Jurídica, el procedimiento a seguir por parte de este Consejo […]
En virtud de que lo solicitado versa sobre cinco casos distintos, estos serán analizados de manera individual, con base en la información suministrada: 
José Alexander Solano Cruz
Presupuestos fácticos:
El día 6 de marzo de 2014, el señor Solano Cruz presentó ante la Dirección de Gestión Humana la Solicitud para estudio de reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del Estado y adjuntó la siguiente documentación que resulta de interés[footnoteRef:1]: [1:  Información remitida –vía correo electrónico- por la servidora Liz Cedeño Yanes de la Unidad de Componentes Salariales de la Dirección de Gestión Humana el día 23 de febrero de 2017.] 

Carta de Servicios emitida por la Asistente de Recursos Humanos de BN Vital OPC, Maryin Asdriana Campos Calderón, que data del 3 de marzo de 2014, mediante la cual se certificó que él “laboró para esta empresa desde el 06 de setiembre de 1999 hasta el 20 de mayo de 2010” y detalló los salarios percibidos durante ese período. 
Reporte Consulta de salarios expedida por la Caja Costarricense de Seguro Social –en adelante CCSS-, de fecha 25 de febrero de 2015, en la cual se detallan los salarios reportados por el patrono BN Vital Operadora de Planes de Pensiones Complementarias S.A. durante el lapso a reconocer. 
Con base en la información suministrada, la Dirección de Gestión Humana suscribió el oficio n.° 748-UCS-AS-2015; mediante el cual recomendó reconocer -para ambos efectos- los 10 años, 8 meses y 15 días laborados por el servidor judicial en el Banco de Costa Rica. Este reconocimiento fue aprobado por el Consejo Superior en sesión n.° 33-15 celebrada el 14 de abril de 2015, artículo XXXVIII. 
En este punto es importante señalar que la Dirección de cita, a través del oficio n.° 1248-UCS-AS-2015, hizo saber al órgano superior que en dicho estudio se consignó Banco de Costa Rica siendo lo correcto Banco Nacional de Costa Rica, por lo que en sesión n.° 46-15 celebrada el 14 de mayo de 2015, artículo XXII, se autorizó el reconocimiento en esos términos. 
El Macro-Proceso Financiero Contable, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 14 del Reglamento para el reconocimiento de tiempo servido en el Poder Judicial, en el Estado y sus Instituciones para efectos del pago de anualidades y jubilación en el Poder Judicial[footnoteRef:2], mediante oficio n.° 778-TI-2015 solicitó al Departamento de Cuenta Individual de la CCSS el traslado de las cuotas obrero-patronales y estatales reportadas a favor del señor José Alexander Solano Cruz, durante el período reconocido. Ante esta petición, la entidad en cuestión -a través del oficio n.° SACI-100-16- contestó: [2:  Aprobado por Corte Plena en sesión n.° 13-14 celebrada el 31 de marzo de 2014, artículo XVI.] 

En atención a los siguientes oficios, mediante los cuales solicitan el traslado de cotizaciones del Seguro de Pensiones IVM al Fondo de Pensiones y Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial de las personas que se indican a continuación, me permito informarles que luego de revisar nuestras fuentes de consulta, se confirmó que los períodos y patronos indicados en los documentos citados no aparecen registrados en el historial de cuotas de los afiliados. 
Cuadro con los casos.

	Nombre
	No. Cédula

	José Solano Cruz
	108540975

	Gabriel Pérez Valverde
	106680624

	Sergio Vives Chaverri 
	401370508

	Carlos Elías Angulo Rosales
	502400532

	Elson Pérez Guadamuz
	109010416



En virtud de lo indicado no es posible realizar el trámite de cuota solicitado. (Sic)[footnoteRef:3] [3:  Información remitida –vía correo electrónico- por la servidora Floricel Benavides Salas del Subproceso de Ingresos del Macro-Proceso Financiero Contable el día 3 de marzo de 2017. 
] 

BN Vital, Operadora de Pensiones Complementarias del Banco Nacional:
Normativa:
La Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional, n.° 1644, en lo que interesa dispone:
Artículo 1:
El Sistema Bancario Nacional estará integrado por:
El Banco Central de Costa Rica;
El Banco Nacional de Costa Rica;
El Banco de Costa Rica; 
Derogado por el artículo 1° de la Ley de Disolución del Banco Anglo Costarricense N° 7471 de 20 de diciembre de 1994.
El Banco Crédito Agrícola de Cartago;
Cualquier otro banco del Estado que en el futuro llegare a crearse; y
Los bancos comerciales privados, establecidos y administrados conforme con lo prescrito en el Título VI de esta ley.
El Sistema se regirá por la presente ley, la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica y las demás leyes aplicables, así como por los respectivos reglamentos. 
Artículo 2:
Los bancos del Estado enumerados en el artículo anterior son instituciones autónomas de derecho público, con personería jurídica propia e independencia en materia de administración. Están sujetos a la ley en materia de gobierno y deben actuar en estrecha colaboración con el Poder Ejecutivo, coordinando sus esfuerzos y actividades. Las decisiones sobre las funciones puestas bajo su competencia sólo podrán emanar de sus respectivas juntas directivas. De acuerdo con lo anterior, cada banco tendrá responsabilidad propia en la ejecución de sus funciones, lo cual impone a los miembros de la Junta directiva la obligación de actuar conforme con su criterio en la dirección y administración del banco, dentro de las disposiciones de la Constitución, de las leyes y reglamentos pertinentes y de los principios de la técnica, así como la obligación de responder por su gestión, en forma total e ineludible, de acuerdo con los artículos 27 y 28 de esta ley. (Sic)
La Ley Reguladora del Mercado de Valores, n.° 7732, en el artículo 55 establece:
Constitución de Sociedades. El Instituto Nacional de Seguros y cada uno de los bancos públicos quedarán autorizados para constituir sendas sociedades, en los términos indicados en el artículo anterior, con el fin único de operar su propio puesto de bolsa y realizar, exclusivamente, las actividades indicadas en el artículo 56. Asimismo, se autorizan para que cada uno constituya una sociedad administradora de fondos de inversión y una operadora de pensiones, en los términos establecidos en esta ley y en la Ley No. 7523 de 7 de julio de 1995, según corresponda […] (Énfasis agregado)
El Decreto Ejecutivo n.° 27503-H que data del 2 de diciembre de 1998, Reglamento para la constitución de los puestos de bolsa, sociedades administradoras de fondos y operadoras de pensiones complementarias de los bancos públicos y del Instituto Nacional de Seguros, estipula:
Artículo 2:
Obligatoriedad de la figura de la sociedad anónima. Los puestos de bolsa, sociedades administradoras de fondos de inversión y operadoras de planes de pensión complementarias de los bancos y entes públicos deberán constituirse como sociedades anónimas.
Estas sociedades tendrán el carácter de empresas públicas; sin embargo su actividad como participantes en el mercado de valores se regirá de conformidad con las disposiciones de la Ley Reguladora del Mercado de Valores y de la Ley N° 7523 del 7 de julio de 1995 (Régimen Privado de Pensiones Complementarias), según corresponda, incluyendo lo referente a las coberturas patrimoniales y las garantías por volumen de actividad y riesgos asumidos. 
Asimismo, estas sociedades se regirán por el Código de Comercio en lo referente a la autonomía patrimonial y fusiones o absorciones entre ellas; disposiciones que serán de aplicación uniforme tanto para las empresas públicas como privadas. Lo indicado en este artículo deberá figurar en la publicidad que realicen estas empresas públicas. (Así reformado por el artículo 1° del Decreto Ejecutivo 28485-H de fecha 21 de febrero de 2000)
Artículo 9:
Política de empleo y salarios. En materia de empleo, se sujetarán a lo que disponga la Junta Directiva del Banco o ente público, titular del capital social, sin perjuicio de las directrices que emita el Poder Ejecutivo. El régimen que en esta materia se aplique en el puesto de bolsa, en la sociedad administradora de fondos de inversión o en la operadora de pensiones, no podrá establecer condiciones superiores a las que rigen en el propio ente público fundador. Se exceptúan de esta disposición los corredores de bolsa que por su propia naturaleza, no pueden ser homologados con puestos del ente fundador, rigiéndose entonces por las condiciones de remuneración propias del mercado. / Las entidades reguladas por esta disposición deberán informar al Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero sobre el Régimen de Empleo y Salario que estén aplicando. 
El Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica –en adelante MIDEPLAN- clasifica a BN Vital Operadora de Pensiones Complementarias S.A. como una empresa pública estatal[footnoteRef:4]: [4:  Sitio Web: http://www.mideplan.go.cr/index.php?option=com_content&view=article&id=832%3Alistado-de-instituciones-publicas&catid=89%3Aorganizacion-del-sector-publico&Itemid=100131&lang=es  Día: 22 de febrero 
de 2017  Hora: 15:01  Actualizado a febrero de 2017.
] 




Resolución judicial de interés:
Sala Constitucional, sentencia n.° 6513, de las 14:57 horas del 3 de julio de 2002:
[…] la Sala estima que con la creación de estas sociedades anónimas ha operado una especie de desconcentración administrativa, que ha permitido una especialización de la actividad, separada del ente fundador, sin embargo, la separación no es absoluta. En efecto, la dotación de recursos para el cumplimiento del fin encomendado por parte del fundador y la utilización del nombre comercial de la institución autónoma ofrecen una imagen de integración (vgr. BN puesto de Bolsa). Ahora bien, a diferencia de la desconcentración pura y simple, la creación de una persona jurídica diversa (S.A.) dentro del esquema del ente autónomo, supone separación de la sociedad en punto al control del presupuesto y al manejo de los recursos, entre otros; lo que ha logrado el legislador con el otorgamiento de personalidad jurídica plena, propia de la figura sociedad anónima del derecho privado. Ahora bien, aún cuando se denomine a estos entes sociedades anónimas administrativamente son parte del esquema de la institución autónoma a la que pertenecen. A través de estas figuras jurídicas propias del derecho privado y desconocidas para el derecho público clásico, el ente fundador busca cumplir el cometido que se le ha asignado. La especial naturaleza de estas sociedades se ve reflejada también en la posibilidad de constituirlas con un único socio, esquema inadmisible para el derecho privado, para el que la existencia de una sociedad supone una “reunión de varias personas sometidas a una misma regla”. Lleva entonces razón la Procuraduría General de la República al indicar que estas sociedades anónimas son un instrumento que el legislador ha puesto a disposición de estos entes autónomos, para alcanzar sus cometidos, a lo que se ha recurrido, dado que en el esquema público no se ha permitido el sistema de grupos financieros implementado por los bancos privados nacionales. Así las cosas, este instrumento denominado “sociedad anónima” no es equivalente a la figura del derecho privado en todo su esplendor, antes bien, desde el punto de vista de su organización, es una actividad especializada del ente fundador, y para ello cuenta, en su actividad ordinaria, con personalidad jurídica plena no incompatible con el ente fundador, con el que, por principio compite y al que está adscrito –por la titularidad de las acciones-. Por ello, estas sociedades participan necesariamente de la naturaleza del ente creador; es decir, son empresas del ente fundador y en consecuencia del Estado […] Es en razón de lo anterior que estas sociedades anónimas NO están excluidos de la aprobación presupuestaria, de los procedimientos de concurso, y en general de los sistemas de vigilancia de los recursos que es típica del sector público […]
Por otra parte, las sociedades anónimas de las instituciones autónomas, al igual que el ente al que pertenecen, no gozan de una autonomía constitucional irrestricta. Aún cuando la constitución otorga al ente descentralizado, y desde luego a los que están bajo su tutela, una garantía de auto-determinación, éstas carecen de potestad de gobierno; es decir, el Poder Ejecutivo puede dirigirlas y ello conlleva dictar condiciones generales de actuación, en los términos regulados por la Ley General de la Administración Pública (artículo 98.5). (El sombreado no corresponde al original)
Dictámenes de la Procuraduría General de la República:
Dictamen C-093-2006, de fecha 6 de marzo de 2006:
[…] La banca estatal sufrió una serie de cambios tanto en lo económico como en lo administrativo. Se pretendía forjar una banca estatal que fuese más sólida y eficiente, permitiendo que las entidades bancarias estatales pudieran suministrar y ofrecer los servicios y productos financieros por medio de entidades asociadas, que fuesen constituidas a través de mecanismos que por sí, fueran ágiles y flexibles, para que con ello respondieran a las necesidades del mercado y pudieran competir en igualdad de condiciones con las entidades privadas. 
[…]
La sociedad anónima se presenta como un mecanismo ágil de participación en los diferentes mercados, en el entendido de que se trata de empresas públicas, sujetas a controles de naturaleza pública, dada la presencia de fondos públicos, adicionales a los imperantes para los agentes privados […]
La Procuraduría General de la República ha tenido la oportunidad de analizar, en diferentes pronunciamientos, la naturaleza jurídica de las citadas sociedades anónimas, concluyendo que se trata de empresas públicas, dado el carácter público de los fondos con los que son constituidas y el control que ejercen los entes propietarios, a saber el INS y los bancos públicos. Así, en el dictamen N° C-366-2003 de 20 de noviembre de 2003, indicamos al respecto: 
Ahora bien, la ley autoriza a determinados entes públicos a constituir operadoras de pensiones, organizadas como sociedades anónimas, para permitir a la Administración Pública participar en un determinado tipo de actividad empresarial (en este caso, la venta de servicios respecto de los sistemas de pensión complementaria) sin la rigidez propia del Derecho Público; se postula que como sociedad anónima el ente que se crea puede actuar en forma más eficiente, flexible y permitiendo la competencia con los agentes económicos privados, cuando la concurrencia es posible. El acudir a una forma societaria da un mayor margen de flexibilidad y eficacia en el accionar empresarial, motivado en el hecho de que estas sociedades rigen su organización y el aspecto de toma de decisiones por disposiciones de Derecho Privado y no de Derecho Público. Según los ordenamientos, esa flexibilidad podrá ser mucho mayor, incluso respecto de los recursos con que cuente y los procedimientos para gestionarlos. En ese sentido, los recursos podrían no ser considerados como públicos y la entidad podría gestionarlos sin respeto de las diversas normas que regulan el manejo y disposición de los fondos públicos. Situación que no se presenta en nuestro país.
El carácter instrumental de las diversas empresas públicas mercantiles es general, pero se hace más evidente cuando estas empresas son constituidas con derogación de las disposiciones comunes de Derecho Comercial, que es el supuesto de las sociedades que nos ocupan. Esta instrumentalidad se muestra en la Ley Reguladora del Mercado de Valores en dos hechos fundamentales: para que los bancos y el INS puedan participar en el sistema de pensiones complementarias deben constituir una sociedad anónima. En el fondo, la norma está autorizando para que participe el ente público en una determinada actividad, pero se le impide hacerlo directamente; debe recurrir, por el contrario, a crear una sociedad. Luego, se autoriza la constitución de una sociedad con un socio único. Lo que se explica por el hecho de que esa creación tiene un único objeto, cual es la participación en el mercado en un plano de igualdad con otras operadoras de pensiones. De esta forma, el patrimonio y contabilidad del ente propietario y de la operadora de pensiones no deben ser confundidos. Mecanismo que se logra con la creación de una persona jurídica formalmente independiente, con patrimonio propio pero regida estrictamente por el principio de especialidad: la operadora se constituye exclusivamente para administrar fondos de pensiones, los planes de pensión y los fondos de capitalización laboral (artículo 30 de la Ley N° 7983). Es decir, el carácter instrumental de las operadoras justifica la derogación al principio asociativo incitó en las formas societarias (…).
Por consiguiente, la existencia de una personalidad jurídica no autoriza realizar un deslinde entre la entidad propietaria y la operadora de pensiones que se crea. Como dijimos en la Opinión Jurídica N° OJ-126-99 de 5 de noviembre de 1999, en la realidad quien interviene en el mercado realizando las operaciones correspondientes es el propio ente público, que lo hace a través de la sociedad anónima. Lo que remarca el carácter instrumental de estas sociedades, respecto de las cuales se ha afirmado que constituyen bienes del ente público, uno más de sus activos. 
Dado el carácter instrumental de estas sociedades, se sigue que existe una identidad de intereses entre el ente público que es autorizado a constituir la operadora de pensiones y ésta misma. Es con base en esa identidad de intereses, que la Procuraduría ha considerado que los puestos de directivo de un Banco estatal y de directivo de la sociedad anónima de su propiedad no son incompatibles entre sí (dictamen N° C-070-2001 de 13 de marzo de 2001).
Criterio reiterado en los dictámenes Ns. C-129-2004 de 3 de mayo de 2004, C-224-2004 de 6 de julio de 2004, C-058-2005 de 11 de febrero de 2005 y en la Opinión Jurídica OJ-084-2005 de 20 de junio de 2005.
La constitución de sociedades anónimas en el sentido que establece el artículo 55 de la Ley Reguladora del Mercado de Valores debe entenderse como una intervención económica estatal bajo una forma jurídica típica de derecho privado, pero que presenta particularidades derivadas de una constitución por un único socio y de la naturaleza pública de éste. (Énfasis agregado)
Dictamen C-070-2001 de fecha 13 de marzo de 2001:
[…] La constitución de las sociedades anónimas a que se refiere la consulta encuentra fundamento expreso en el artículo 55 de la Ley Reguladora del Mercado de Valores, en cuanto dispuso: […]
La autorización legal es desarrollada por el Decreto N. 27.506-H de 2 de diciembre de 1998, Reglamento para la Constitución de los Puestos de Bolsa, Sociedades administradoras de fondos y operadoras de pensiones complementarias de los bancos públicos y el Instituto Nacional de Seguros. Conforme con dichas disposiciones, los entes públicos que se indica y, entre ellos, el Banco Nacional, devinieron autorizados para comparecer en escritura pública a constituir una sociedad anónima. Esa autorización origina la particularidad de la sociedad: ésta tiene un único socio; por lo que no resulta aplicable el artículo 104 del Código de Comercio. Aspecto que desarrollamos en el dictamen N. 183-99 de 16 de setiembre de 1999, en el cual concluimos que:
“la constitución de sociedades anónimas, que autoriza el artículo 55 de la Ley de Mercado de Valores, N. 7732 de 17 de diciembre de 1997, no requiere la concurrencia de dos socios, debiendo comparecer el representante legal de cada uno de los bancos estatales o del Instituto Nacional de Seguros a constituir la sociedad de que se que trate.
Al constituirse la sociedad como sociedad anónima, tenemos que se constituye una persona jurídica independiente del ente público propietario. Puesto que el 100% del capital social de la nueva sociedad es propiedad de un ente público, cabe afirmar la naturaleza pública de la nueva empresa (dictamen N. C-63-96 de 3 de mayo de 1996). Naturaleza que recogió el segundo párrafo del artículo 2 del Reglamento de mérito, al afirmar:
Estas sociedades tendrán el carácter de empresas públicas.
La naturaleza pública de la empresa influye en el régimen jurídico de la actividad, en el cual –dado el interés público de la materia- la regulación es marcadamente publicística. (Énfasis agregado)
Conclusión:
El 6 de marzo de 2014, el señor Solano Cruz solicitó ante la Dirección de Gestión Humana el reconocimiento de tiempo servido en BN Vital, Operadora de Planes de Pensiones Complementarias S.A., del 6 de setiembre de 1999 al 20 de mayo de 2010, y para ello aportó una “Carta de Servicios” de la empresa y el “Reporte Consulta de Salarios” expedido por la CCSS. A pesar de que de la documentación entregada no cabe duda de que el servidor judicial prestó sus servicios a la referida sociedad, la Dirección de cita –en un principio- tramitó la gestión como si fuera del Banco de Costa Rica, después rectificó a Banco Nacional de Costa Rica y el Consejo Superior en sesión n.° 46-15 celebrada el 14 de mayo de 2015, artículo XXII, la aprobó en esos términos. 
El Macro-Proceso Financiero Contable, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 14 del Reglamento para el reconocimiento de tiempo servido en el Poder Judicial, en el Estado y sus Instituciones para efectos del pago de anualidades y jubilación en el Poder Judicial[footnoteRef:5], pidió al Departamento de Cuenta Individual de la CCSS el traslado de las cuotas obrero-patronales y estatales registradas a favor del señor José Alexander Solano Cruz, durante el período reconocido, y para ello adjuntó el reporte n.° 2015017 de la Dirección de Gestión Humana que consignó al Banco de Costa Rica como ente patronal, aún cuando posteriormente se corrigió a Banco Nacional de Costa Rica.  [5:  Aprobado por Corte Plena en sesión n.° 13-14 celebrada el 31 de marzo de 2014, artículo XVI.] 

Valga reiterar que, según la información presentada por el servidor judicial al momento de gestionar el reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones, la institución para la cual este laboró no fue ninguna de las entidades bancarias antes citadas sino  BN Vital, Operadora de Planes de Pensiones Complementarias S.A. Es por ello que, se presume, que los patronos reportados no coincidieron y de ahí surgió la interrogante de si el reconocimiento llevado a cabo era o no procedente conforme a derecho. 
Analizada la situación particular, se considera que en la tramitación de la gestión del señor Solano Cruz se consignó un error material, pues este no prestó sus servicios en el Banco Nacional de Costa Rica, tal y como se indicó, sino en BN Vital, Operadora de Planes de Pensiones Complementarias S.A. Luego, de conformidad con el artículo 157 de la Ley General de la Administración Pública, este puede ser corregido por la Administración en cualquier tiempo; por lo que se recomienda emitir un acto que exprese el error en cuestión y lo rectifique. 
No se omite indicar que el tiempo servido en BN Vital, Operadora de Planes de Pensiones Complementarias S.A. puede ser reconocido para efectos de anualidades y jubilación; pues esta constituye una empresa pública perteneciente al Banco Nacional de Costa Rica y, por ende, al Estado. El Banco, de conformidad con el numeral 189 de nuestra Constitución Política y el 2 de la Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional, es una institución autónoma del Estado que está autorizada para constituir –a través de la figura mercantil de sociedad anónima- una operadora de pensiones (ordinal 55 de la Ley Reguladora del Mercado de Valores). En razón de lo anterior, dicha entidad bancaria creó BN Vital, Operadora de Planes de Pensiones Complementarias S.A., la cual, según lo establece el artículo 2 del Decreto Ejecutivo n.° 27503-H, Reglamento para la constitución de los puestos de bolsa, sociedades administradoras de fondos y operadoras de pensiones complementarias de los bancos públicos y del Instituto Nacional de Seguros, constituye una empresa pública.
Esta figura jurídica resulta innovadora en el derecho público y fue analizada por la Sala Constitucional en su resolución n.° 6513-2002; órgano jurisdiccional que sobre el particular expuso: 
[…] aún cuando se denomine a estos entes “sociedades anónimas” administrativamente son parte del esquema de la institución a la que pertenecen […] este instrumento denominado “sociedad anónima” no es equivalente a la figura del derecho privado en todo su esplendor, antes bien, desde el punto de vista de su organización, es una actividad especializada del ente fundador […] estas sociedades participan necesariamente de la naturaleza del ente creador; es decir, son empresas del ente fundador y en consecuencia del Estado […] 
En igual sentido, la Procuraduría General de la República ha manifestado:
[…] La constitución de sociedades anónimas en el sentido que establece el artículo 55 de la Ley Reguladora del Mercado de Valores debe entenderse como una intervención económica estatal bajo una forma jurídica típica de derecho privado, pero que presenta particularidades derivadas de una constitución por un único socio y de la naturaleza pública de éste […][footnoteRef:6].  [6:  Dictamen C-093-2006, de fecha 6 de marzo de 2006.] 

[…] Puesto que el 100% del capital social de la nueva sociedad es propiedad de un ente público, cabe afirmar la naturaleza pública de la nueva empresa (dictamen N. C-63-96 de 3 de mayo de 1996). Naturaleza que recogió el segundo párrafo del artículo 2 del Reglamento de mérito, al afirmar: estas sociedades tendrán el carácter de empresas públicas.
La naturaleza pública de la empresa influye en el régimen jurídico de la actividad, en el cual –dado el interés público de la materia- la regulación es marcadamente publicística […][footnoteRef:7].  [7:  Dictamen C-070-2001 de fecha 13 de marzo de 2001.
] 

Si bien los pronunciamientos de esta última dependencia no resultan de acatamiento para el Poder Judicial, son estudios que aportan elementos importantes para el caso bajo análisis y por ello se traen a colación.
Gabriel Pérez Valverde
Presupuestos fácticos:
El día 15 de noviembre de 2013, el señor Pérez Valverde presentó ante la Dirección de Gestión Humana la Solicitud de reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del Estado y adjuntó la siguiente documentación que resulta de interés[footnoteRef:8]: [8:  Información remitida –vía correo electrónico- por la servidora Liz Cedeño Yanes de la Unidad de Componentes Salariales de la Dirección de Gestión Humana el día 23 de febrero de 2017. 
] 

Certificación de Experiencia suscrita por la Responsable del Proceso de Gestión de Recursos Humanos del Teatro Nacional de Costa Rica, Giovanna Espinoza Astúa, que data del 6 de noviembre de 2013, mediante la cual se certificó que este “laboró para el Teatro Nacional de Costa Rica, desde el 07 de octubre 1996 hasta el 27 de agosto 1999 […]”.
Documento n.° TN-RH-048-2014, de fecha 13 de noviembre de 2014, expedido por el Teatro Nacional que hace constar los siguientes datos: ingreso, pago de extremos laborales, permisos sin goce de salario y salarios percibidos. 
Reporte Consulta de salarios expedida por la CCSS de fecha 25 de febrero de 2015, en la cual se detallan los salarios devengados y se indica que estos fueron reportados por la Fundación de Amigos Pro Mejoras del Teatro Nacional y la Junta Directiva del Teatro Nacional. 
Con base en la información suministrada, la Dirección de Gestión Humana suscribió el oficio n.° 752-UCS-AS-2015; mediante el cual recomendó reconocer -para ambos efectos- los 2 años, 10 meses y 21 días trabajados por el servidor judicial en el Ministerio de Cultura Juventud y Deportes. Este reconocimiento fue aprobado por el Consejo Superior en sesión n.° 46-15 celebrada el 14 de mayo de 2015, artículo XIX. 
El Macro-Proceso Financiero Contable, de conformidad con lo dispuesto en el reglamento aprobado por Corte Plena para estos efectos, mediante oficio n.° 992-TI-2015 solicitó al Departamento de Cuenta Individual de la CCSS el traslado de las cuotas obrero-patronales y estatales reportadas a favor del señor Gabriel Pérez Valverde, durante el período reconocido. Ante esta petición, la entidad en cuestión a través del oficio n.° SACI-100-16 contestó:
En atención a los siguientes oficios, mediante los cuales solicitan el traslado de cotizaciones del Seguro de Pensiones IVM al Fondo de Pensiones y Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial de las personas que se indican a continuación, me permito informarles que luego de revisar nuestras fuentes de consulta, se confirmó que los períodos y patronos indicados en los documentos citados no aparecen registrados en el historial de cuotas de los afiliados. 
Cuadro con los casos.

	Nombre
	No. Cédula

	José Solano Cruz
	108540975

	Gabriel Pérez Valverde
	106680624

	Sergio Vives Chaverri 
	401370508

	Carlos Elías Angulo Rosales
	502400532

	Elson Pérez Guadamuz
	109010416



En virtud de lo indicado no es posible realizar el trámite de cuota solicitado. (Sic)
Teatro Nacional:
Normativa:
La n.° 4788, Crea el Ministerio de Cultura, Juventud y Deportes, en el artículo 3 establece:
La Dirección General de Bibliotecas y el Teatro Nacional estarán adscritos al Ministerio que por esta ley se crea. El Poder Ejecutivo dispondrá, por medio de decretos, cuáles otros departamentos y organismos formarán el nuevo Ministerio. 
Ley del Teatro Nacional, n.° 8290, en el numeral 1 dispone:
El Teatro Nacional es un órgano del Ministerio de Cultura, Juventud y Deportes, con desconcentración mínima, que tendrá personalidad jurídica instrumental para administrar los fondos del Teatro Nacional, suscribir contratos o convenios y recibir donaciones de los entes públicos y privados, nacionales y extranjeros, necesarios para el ejercicio de sus funciones con estricto apego a su finalidad material y de conformidad con la presente Ley. 
El Reglamento a la Ley n.° 8290, Ley de Teatro Nacional, Decreto Ejecutivo n.° 31235-C, en el ordinal 1° estipula:
Objeto. El presente reglamento tiene por objeto reglamentar las disposiciones de la Ley N° 8290, que creó el Teatro Nacional como un órgano del Ministerio de Cultura, Juventud y Deportes, con desconcentración mínima y personalidad jurídica instrumental. 
El MIDEPLAN clasifica al Teatro Nacional como órgano adscrito del Ministerio de Cultura, Juventud y Deportes[footnoteRef:9]: [9:  Sitio Web: http://www.mideplan.go.cr/index.php?option=com_content&view=article&id=832%3Alistado-de-instituciones-publicas&catid=89%3Aorganizacion-del-sector-publico&Itemid=100131&lang=es  Día: 23 de febrero de 2017  Hora: 11:45  Actualizado a febrero de 2017.
] 



Resoluciones judiciales de interés:
Sala Segunda, sentencia n.° 395, de las 9:40 horas del 27 de abril de 2016:
[…] El actor era empleado del Teatro Nacional, el cual según lo dispuesto en el artículo 1 de la Ley de Creación del Teatro Nacional n.° 8290 del 23 de julio de 2002: “es un órgano del Ministerio de Cultura, Juventud y Deportes (…)”. Por ello el actor es un empleado del Sector Público y no de la empresa privada, pues el Teatro Nacional es un órgano de la Administración Pública. Tal y como se expuso en el considerando anterior, en reiteradas ocasiones esta Sala ha indicado que a un funcionario público no se le puede cancelar el salario como si se tratara de un trabajador de la empresa privada. Dado que el actor labora para el sector público, bajo una relación de empleo público, con regulación salarial especial, no le es aplicable la normativa fijada para el sector privado. Esta Sala no encuentra que se le esté dando un trato discriminatorio, pues se trata de dos regulaciones distintas. Es la propia Constitución Política la que en el numeral 191 señala que: […] Es decir, es la Carta Magna la que distingue entre servidores públicos y privados, por lo que no existe, como lo hace ver el recurrente, una lesión al principio de igualdad, toda vez que no se está ante supuestos iguales en los que debe darse un mismo trato […] 
Sala Segunda, sentencia n.° 727, de las 10:26 horas del 24 de agosto de 2012:
[…] dada la naturaleza jurídica del Teatro Nacional (órgano de desconcentración mínima del Ministerio de Cultura), definida en el artículo 1° de la Ley n° 8290 del 23 de julio del año 2002, la relación con quienes prestación servicios de forma ordinaria para esta entidad, en tareas de carácter permanente, se rige por el Derecho Administrativo. 
Dictámenes de la Procuraduría General de la República:
Dictamen n.° C-237-2017 de fecha 9 de octubre de 2014:
II.- SOBRE LA NATURALEZA JURÍDICA DEL TEATRO NACIONAL. Tomando en consideración la disyuntiva planteada, en la especie, conviene, como punto de partida, establecer la naturaleza jurídica del consultante, en aras de determinar la afinidad legal que podría detentar con aquel al que se direccionó el criterio por cuya aplicabilidad pregunta. 
En esta línea, se impone determinar que el Teatro Nacional, es un órgano adscrito al Ministerio de Cultura, que detenta la posibilidad normativa de administrar el erario, con la finalidad de cumplir los objetivos que el ordenamiento jurídico le endilgó. 
En este sentido, el canon primero de la Ley del Teatro Nacional, número 8290 del 21 de agosto del 2002, a la letra reza: […]
Por su parte, tocante al tópico que nos ocupa, la Procuraduría General de la República, ha indicado:
“… recientemente se ha promulgado la Ley del Teatro Nacional, Ley N° 8290 de 23 de julio de 2002, y en su artículo 1° se establece al Teatro Nacional como un órgano del Ministerio de Cultura, Juventud y Deportes, con desconcentración mínima y personalidad jurídica instrumental para administrar los fondos del Teatro Nacional, suscribir contratos o convenios y recibir donaciones de los entes públicos y privados, nacionales y extranjeros, necesarios para el ejercicio de sus funciones, con estricto apego a su finalidad material y de conformidad con dicha ley. 
El instituto de la desconcentración se encuentra regulado en el artículo 83 de la Ley General de la Administración Pública. Por ello, siendo que el Teatro Nacional es un órgano desconcentrado del Ministerio de Cultura, Juventud y Deportes, como tal resulta parte integrante del Gobierno Central, y consecuentemente, su naturaleza jurídica se define como un órgano del Estado con desconcentración mínima. De este modo, el Teatro Nacional mantiene su naturaleza pública, aún con la aprobación de la Ley N° 8290, correspondiendo al Poder Ejecutivo su reglamentación, tal y como lo dispone el artículo 10 de la citada Ley…”
Como claramente se sigue de lo expuesto, el Teatro Nacional, se insiste, pertenece a la estructura organizativa del Ministerio de Cultura, el cual a su vez detenta la misma condición respecto del Poder Ejecutivo y, por ende, ambos son integrantes del Gobierno Central.
Dictamen n.° C-076-1999 de fecha 21 de abril de 1999:
[…] El término “adscrito” por sí solo, como lo ha afirmado la Procuraduría, “no está delimitado jurídicamente, carece de contenido propio… será el resto del ordenamiento jurídico quien nos señale el grado de libertad o dependencia en que se encuentre el sujeto a quien se le aplique en relación con el órgano o ente al que “adscriba”.” (C-055-87 de 10-03-1978).
Se señala en la consulta que el Teatro Nacional constituye una “institución (sic: órgano) desconcentrado del Gobierno Central”. Para tal propósito, resulta imperativo entonces establecer de previo si se está ante la figura de la desconcentración y si la misma conlleva una personalidad jurídica instrumental, ello en razón de la competencia atribuida al Teatro Nacional. 
[…] 
Lleva razón el Departamento Legal del Ministerio al afirmar que el Teatro Nacional no tiene personería jurídica, entendida ésta como personalidad jurídica plena (ente) o bien como personalidad jurídica parcial o instrumental, en razón de que éstas tan solo pueden ser conferidas por ley, según quedó establecido. 
Sin embargo, el Teatro al no ser persona jurídica distinta a la del Estado, sino órgano de éste, tiene a través de su Junta Directiva como órgano desconcentrado […] 
Conclusión:
El 15 de noviembre de 2013, el señor Pérez Valverde solicitó ante la Dirección de Gestión Humana el reconocimiento de tiempo servido en el Teatro Nacional, del 7 de octubre de 1996 al 27 de agosto de 1999; para ello aportó una “Certificación de Experiencia”, el documento n.° TN-RH-048-2014 y el “Reporte Consulta de Salarios” expedido por la CCSS que registra como patronos a la Fundación de Amigos Pro Mejoras del Teatro Nacional y la Junta Directiva del Teatro Nacional. 
La Dirección de cita, por su parte, tramitó la gestión como si fuera un reconocimiento de tiempo servido en el Ministerio de Cultura y Juventud y el Consejo Superior en sesión n.° 46-15 celebrada el 14 de mayo de 2015, artículo XIX, la aprobó en esos términos. Es por ello que, se presume[footnoteRef:10], cuando el Macro-Proceso Financiero Contable, de conformidad con lo dispuesto en el reglamento aprobado por Corte Plena para estos efectos, solicitó al Departamento de Cuenta Individual de la CCSS el traslado de las cuotas obrero-patronales y estatales registradas a favor del servidor judicial, durante el período reconocido, los patronos reportados no coincidieron y de ahí surgió la interrogante de si el reconocimiento llevado a cabo era o no procedente conforme a derecho.  [10:  Puesto que en el oficio de respuesta de la CCSS, n.° SACI-100-16, no se indica cuál es el patrono registrado.] 

El ordinal 1° de la Ley del Teatro Nacional[footnoteRef:11] y del Reglamento a la Ley n.° 8290[footnoteRef:12]  establecen que el Teatro Nacional es un órgano del Ministerio de Cultura y Juventud. Es por ello que, igual que en el caso anterior, se considera que en la tramitación de la gestión del señor Pérez Valverde se consignó un error material, pues este no prestó sus servicios en el Ministerio de Cultura Juventud y Deportes, tal y como se indicó, sino en el Teatro Nacional. Luego, de conformidad con el artículo 157 de la Ley General de la Administración Pública, este puede ser corregido por la Administración en cualquier tiempo; por lo que se recomienda emitir un acto que exprese el error en cuestión y lo rectifique.  [11:  N.° 8920.]  [12:  Decreto Ejecutivo n.° 31235-C.] 

Sergio Vives Chaverri
Presupuestos fácticos:
El día 30 de mayo de 1990, la Subjefe del Departamento de Documentación y Trámite de la Dirección General de Personal del Ministerio de Obras Públicas y Transportes –en adelante MOPT-, certificó:



En 1991, el Departamento de Personal realizó a nombre del señor Vives Chaverri un Reporte de tiempo servido fuera del Poder Judicial -en el MOPT- por 2 años y 1 mes, correspondiente al período del 1° de diciembre de 1984 al 30 de diciembre de 1986[footnoteRef:13]: [13:  Información remitida –vía correo electrónico- por la servidora Liz Cedeño Yanes de la Unidad de Componentes Salariales de la Dirección de Gestión Humana el día 23 de febrero de 2017.] 




El Departamento de Personal, mediante oficio n.° 92-0016 que data del 9 de enero de 1992, sometió a aprobación del Consejo Administrativo el reconocimiento de tiempo servido señalado en el apartado anterior:



El Consejo Administrativo en sesión celebrada el 28 de enero de 1992, articulo XXIV, acordó: 


La Corte Interina en sesión extraordinaria celebrada el 21 de febrero de 1992, artículo XX, dispuso: 



En sesión n.° 15-02 celebrada por el Consejo Superior el 5 de marzo de 2002, artículo IV, el Lic. Alfredo Jones León, entonces Director Ejecutivo, manifestó: 
[…] en su oportunidad, el Consejo Superior a gestión de parte, estuvo aprobando el reconocimiento de tiempo servido, únicamente para efectos de anualidades, no así para efectos de jubilación, con el consiguiente perjuicio para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones, por lo que propone solicitar al Departamento de Personal el nombre de los servidores que están en esta situación, a efecto de normalizarla.
Y dicho órgano colegiado acordó: 
Acoger la propuesta del Lic. Jones León. El Departamento de Personal rendirá el informe que se indica, citando el nombre de los servidores, tiempo servido a reconocer y monto a reintegrar.
En virtud a ese acuerdo, en el 2003, la Sección de Administración Salarial le comunicó al servidor judicial: 

En el 2004, Recursos Humanos del MOPT reportó: 



En el 2004, El Ministerio de Hacienda certificó:



 La Dirección de Gestión Humana, mediante oficio n° 3136-UCS-AS-2014, elevó a aprobación del órgano superior el reconocimiento de tiempo servido por parte del señor Vives Chaverri en el MOPT, únicamente para efectos de jubilación. Es importante indicar que en dicho documento se señaló de manera expresa:  
FECHA DE PRESENTACIÓN DE LA GESTIÓN: Se aplica de oficio por parte del Departamento de Personal según sesión del Consejo Superior N° 74-02 del tres de octubre del dos mil dos, artículo XXXIV, que dice: que a todos los servidores propietarios a quienes se les reconoció el tiempo servido en otras instituciones del Estado para efectos de pago de anualidades, se les debe reconocer dicho período para jubilación.
Este oficio fue conocido por el Consejo Superior en sesión n.° 75-14 celebrada el 21 de agosto de 2014, artículo XXXI, y sobre el particular dispuso:
Solicitar a la Asesoría Legal de la Dirección de Gestión Humana que proceda a revisar los cálculos realizados para constatar sin son correctos, además que indique a este Consejo conforme al cual normativa se debe aplicar el Reconocimiento de Tiempo Servido. (Sic)
 El Consejo Superior en sesión n.° 94-14 celebrada el 28 de octubre de 2014, artículo XL, acordó: 
Acoger el informe de la Dirección de Gestión Humana, en consecuencia, reconocer para efectos de jubilación, el tiempo servidor (sic) de las servidoras y servidores, que se dirán conforme el siguiente detalle:

	Servidor o servidora
	Detalle del reconocimiento de tiempo servido
	Acuerdo Consejo Superior en que se conoció inicialmente la gestión.

	[…]
	
	

	Sergio Vives Chaverri
	k. El informe Nº 2014161 de 12 de agosto recién pasado, reporta que el monto a reintegrar por el servidor Sergio Vives Chaverri, Jefe de Investigación de la Delegación Regional del Organismo de Investigación de Puntarenas asciende a la suma de ¢57.787.59 (cincuenta y siete mil setecientos ochenta y siete colones con cincuenta y nueve céntimos), para que se le pueda reconocer 2 años y 1 mes, laborados para el Ministerio de Obras Públicas y Transportes, para efectos de jubilación.
	75-14 del 21 de agosto de 2014, artículo XXXI



 El Macro-Proceso Financiero Contable, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 14 del Reglamento para el reconocimiento de tiempo servido en el Poder Judicial, en el Estado y sus Instituciones para efectos del pago de anualidades y jubilación en el Poder Judicial[footnoteRef:14], mediante oficio n.° 2567-TI-2014 solicitó al Departamento de Cuenta Individual de la CCSS el traslado de las cuotas obrero-patronales y estatales reportadas a favor del señor Sergio Vives Chaverri, durante el período reconocido. Ante esta petición, la entidad en cuestión a través del oficio n.° SACI-100-16 contestó: [14:   Aprobado por Corte Plena en sesión n.° 13-14 celebrada el 31 de marzo de 2014, artículo XVI.] 

En atención a los siguientes oficios, mediante los cuales solicitan el traslado de cotizaciones del Seguro de Pensiones IVM al Fondo de Pensiones y Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial de las personas que se indican a continuación, me permito informarles que luego de revisar nuestras fuentes de consulta, se confirmó que los períodos y patronos indicados en los documentos citados no aparecen registrados en el historial de cuotas de los afiliados. 
Cuadro con los casos.

	Nombre
	No. Cédula

	José Solano Cruz
	108540975

	Gabriel Pérez Valverde
	106680624

	Sergio Vives Chaverri 
	401370508

	Carlos Elías Angulo Rosales
	502400532

	Elson Pérez Guadamuz
	109010416



En virtud de lo indicado no es posible realizar el trámite de cuota solicitado. (Sic)
Conclusión:
Analizado el cuadro fáctico expuesto, esta Dirección concluye que la situación del señor Vives Chaverri es particular y, por ende, debe ser resuelta con base en sus propios presupuestos. Por lo que se expondrá: en el año 1991, el entonces Departamento de Personal tramitó un reconocimiento de tiempo servido a favor del servidor judicial por un período de 2 años y 1 mes en el MOPT; a pesar de que la certificación expedida por la Dirección General de Personal de ese Ministerio, el 30 de mayo de 1990, señalara que éste trabajó para Transportes Metropolitanos S.A. -dato que resulta conforme con el “Reporte Consulta de Salarios” expedida por la CCSS el 24 de junio de 2014[footnoteRef:15]-. [15:  Información remitida –vía correo electrónico- por la servidora Liz Cedeño Yanes de la Unidad de Componentes Salariales de la Dirección de Gestión Humana el día 23 de febrero. 
] 

El estudio llevado a cabo por el Departamento en mención fue conocido por el Consejo Administrativo en sesión celebrada el 28 de enero de 1992, articulo XXIV, el cual dictó un acto administrativo reconociéndole ese tiempo -en el MOPT- para efecto de anualidades; acuerdo que fue ratificado por la Corte Interina en sesión extraordinaria celebrada el 21 de febrero de 1992, artículo XX. 
Posteriormente, el Consejo Superior en el año 2002 dispuso que los reconocimientos de tiempo servido aprobado exclusivamente para efectos de antigüedad también debieran serlo para efectos de jubilación. Es por ello que la Dirección de Gestión Humana remitió el oficio n.° 3136-UCS-AS-2014 a aprobación de dicho órgano colegiado, mediante el cual pretendió darle cumplimiento a esa orden. 
En razón de lo anterior, esta Dirección considera que el reconocimiento de tiempo servido por parte del señor Vives Chaverri resulta procedente para efectos de jubilación, toda vez que existen actos administrativos firmes que le otorgaron este derecho que hoy se discute. Nótese que al gestionante se le reconoció ese tiempo para efecto de anualidades desde 1992, por lo que se encuentra dentro de las personas servidoras judiciales a quienes de oficio se les debió acreditar ese reconocimiento para efectos de jubilación también, por así haberlo acordado este Consejo en el año 2002. 
Ahora bien, es importante mencionar que -según se tiene entendido- para ese entonces la institución no autorizaba los reconocimientos de tiempo servido con base en un criterio técnico que determinara la naturaleza jurídica de la institución para la cual laboró la persona gestionante; sino que fue años después que se dictó una disposición en ese sentido. Es por ello que no se omite señalar que esta Dirección -en una ocasión anterior- analizó la naturaleza jurídica de Transportes Metropolitanos S.A. (TRANSMESA S.A.) y mediante oficio n.° DJ-AJ-1159-2015[footnoteRef:16], entre otras cosas, concluyó:  [16:  Que data del 27 de agosto de 2015.] 

Queda claro que después del 1 de enero de 1987 la empresa Transportes Metropolitanos S.A. TRANSMESA S.A. pasó a formar parte del gobierno central al ser adjudicada al Ministerio de Obras Públicas y Transportes (MOPT), y por consiguiente a partir de esa fecha pertenecía a una institución pública y estatal. 
Que de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y la interpretación dada al mismo por la Corte Plena, para efecto de reconocimiento del tiempo laborado fuera del Poder Judicial, el tiempo servido en TRANSMESA S.A. antes de 1987 no resulta procedente para efectos de jubilación por pretender el reconocimiento de años laborados en una empresa no estatal. Así las cosas, sólo se tomará en cuenta el tiempo servido en el Estado (entiéndase este conformado por las instituciones mencionadas supra), quedando excluidas las instituciones de carácter no estatal como el caso que nos ocupa de TRANSMESA S.A.; que formó parte del Ministerio de Obras Públicas y Transportes a partir de enero de 1987.
Este criterio fue conocido por el Consejo Superior en sesión n.° 93-15 celebrada el 20 de octubre de 2015, artículo XLVI, y al respecto acordó: 
Tener por rendido y aprobar el criterio de la Dirección Jurídica, en consecuencia: Aprobar el reconocimiento de tiempo laborado por el servidor […] en la empresa Transportes Metropolitanos S.A: TRANSMESA a partir de enero de 1987, únicamente para el pago de anualidades, no así como tiempo laborado para efectos de jubilación. 
La Dirección de Gestión Humana tomará nota para lo que corresponda. 
En atención a lo expuesto, el reconocimiento de tiempo servido para efectos de jubilación –trámite que se encuentra bajo estudio- no sería procedente; por cuanto el señor Vives Chaverri prestó sus servicios a TRANSMESA S.A. antes de que esta entrara a formar parte del Gobierno Central (1° de enero de 1987). No obstante, se reitera que existen actos administrativos firmes a favor del servidor judicial, vigentes hoy en día, que le concedieron el derecho en cuestión. Aunado a ello, debe tomarse en consideración que las disposiciones administrativas tomadas después de estos acuerdos no le resultan aplicables por ser posteriores y no señalar de manera expresa que anulan o revocan lo dispuesto con anterioridad. 
En ese orden de ideas,  en caso de que el patrono registrado ante la CCSS durante el período reconocido sea TRANSMESA S.A., lo cual se presume pues en el oficio de respuesta n.° SACI-100-16 no se citó quien era, deben solicitarse las cuotas por reportadas por esa sociedad anónima a nombre del gestionante.
Cristina Rojas Rodríguez
Presupuestos fácticos:
El día 26 de octubre de 2010, la señora Rojas Rodríguez gestionó ante la Dirección de Gestión Humana, entre otros, el reconocimiento del tiempo servido en el Ministerio de Agricultura y Ganadería –en adelante MAG-; en virtud del permiso sin goce de salario otorgado por Corte Plena en sesión celebrada el 10 de mayo de 1982, artículo XV, para que se desempeñara como Coordinadora de la Cooperación Internacional y Asesora del Ministro. 
La Directora General Administrativa del MAG, Licda. Maureen C. Clarke Clarke, el día 28 de marzo de 1990, certificó: 



Con base en la información suministrada, la Dirección de Gestión Humana suscribió el oficio n.° 4260-UCS-AS-2015; mediante el cual recomendó el reconocimiento pretendido por la servidora judicial para ambos efectos -1 año, 4 meses y 24 días laborados en el MAG-. Este reconocimiento fue aprobado por el Consejo Superior en sesión n.° 108-15 celebrada el 10 de diciembre de 2015, artículo XVIII. 
El Macro-Proceso Financiero Contable, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 14 del Reglamento para el reconocimiento de tiempo servido en el Poder Judicial, en el Estado y sus Instituciones para efectos del pago de anualidades y jubilación en el Poder Judicial[footnoteRef:17], mediante oficio n.° 175-TI-2016 solicitó al Departamento de Cuenta Individual de la CCSS el traslado de las cuotas obrero-patronales y estatales reportadas a favor de la señora Cristina Rojas Rodríguez, durante el período reconocido. Ante esta petición, la entidad en cuestión a través del oficio n.° SACI-385-16 contestó: [17:  Aprobado por Corte Plena en sesión n.° 13-14 celebrada el 31 de marzo de 2014, artículo XVI.] 

En atención a su oficio 175-TI-2016, mediante el cual solicitan el traslado de cotizaciones del Seguro de Pensiones IVM al Fondo de Pensiones y Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial de la Sra. Cristina Rojas Rodríguez, cedula 105170933, me permito informarles que luego de revisar nuestras fuentes de consulta, el patrono registrado es Contrato IICA-MAG por lo que les agradecemos nos indiquen si el mismo pertenece a una institución del Estado. (Sic)
Dictamen n.° C-75-2009, de fecha 18 de marzo de 2009, de la Procuraduría General de la República de interés:
Con base en la consulta planteada, el criterio legal aportado y las cláusulas transcritas, podemos concluir que existe un grupo de personas contratadas directamente por Convenio de Cooperación Técnica y Administrativa MAG-IICA, bajo esquemas de contratación de servicios, el cual puede entenderse como prestación de servicios profesionales y/o como relación laboral. Ahora bien, independientemente de si el contratante es el IICA o el Convenio como ficción jurídica, lo importante es que estamos en presencia de un grupo de empleados que están al servicio de la Administración, ejerciendo funciones públicas, pero cuyo salario u honorarios no está siendo cancelados directamente por el Estado como patrono, sino a través de un convenio suscrito entre un organismo no gubernamental y un Ministerio. 
Bajo esa perspectiva, contestaremos los puntos en consulta con la misma generalidad con que fueron planteados, haciendo la advertencia de que será preciso que la Administración activa analice cada caso específico, con el fin de determinar el tipo de contrato (de servicio o laboral) y si la persona interesada en ingresar al Régimen de Servicio Civil realmente ejercía funciones públicas encomendadas a la Administración. 
Partiendo de la veracidad de las afirmaciones relativas a la contratación de personal para realizar funciones públicas, atribuidas legalmente al Ministerio de Agricultura (lo cual no entramos a corroborar, sino que debe hacerlo la Administración activa) se impone arribar a la misma conclusión que se adoptó en los dictámenes C-168-2006 y C-111-2007 mencionados, en el sentido de que ciertamente son funcionarios públicos y que deben estar incluidos dentro del Régimen de Servicio Civil. 
En ese sentido, es necesario aclarar que quienes hayan sido contratados por una entidad de carácter privado, en tanto hayan realizado y realicen funciones públicas encomendadas por ley a la Administración, pueden ser catalogados como funcionarios públicos, independientemente del origen de los recursos económicos con los cuales les hayan sido cancelados sus salarios. El punto medular en esos casos no es la naturaleza de los fondos (públicos o privados), sino el ejercicio de funciones públicas que le hubiesen sido asignadas a un órgano o ente del Estado. Ergo, “la aplicación del Derecho Público a las relaciones de empleo entre la Administración y sus servidores está determinada por la naturaleza de la función. Es decir, si el servidor participa en la gestión pública de la Administración, la relación es de empleo público”. (Procuraduría General de la República, dictamen C-237-2000 del 28 de setiembre de 2000).
Conclusión: 
El 26 de octubre de 2010, la señora Rojas Rodríguez solicitó ante la Dirección de Gestión Humana, entre otros, el reconocimiento de tiempo servido en el MAG, del 8 de mayo de 1982 al 3 de octubre de 1983. Para ello se cuenta con una certificación expedida por la Directora General Administrativa del MAG, Licda. Maureen C. Clarke Clarke, el día 28 de marzo de 1990, que refiere que esta laboró en dicho Ministerio como Coordinadora de Cooperación Internacional y Asesora del Ministerio durante el período mencionado. 
Así las cosas, mediante oficio n.° 4260-UCS-AS-2015, la Dirección de cita elevó al Consejo Superior la gestión de la servidora judicial; la cual fue conocida y aprobada en sesión n.° 108-15 celebrada el 10 de diciembre de 2015, artículo XVIII. Sin embargo, cuando el Macroproceso Financiero Contable, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 14 del Reglamento para el reconocimiento de tiempo servido en el Poder Judicial, en el Estado y sus Instituciones para efectos del pago de anualidades y jubilación en el Poder Judicial[footnoteRef:18], pidió a la CCSS el traslado de las cuotas obrero-patronales registradas a favor de la señora Cristina Rojas Rodríguez durante el período reconocido, los patronos reportados no coincidieron y de ahí surgió la interrogante de si el reconocimiento llevado a cabo era o no procedente conforme a derecho.  [18:  Aprobado por Corte Plena en sesión n.° 13-14 celebrada el 31 de marzo de 2014, artículo XVI.] 

En este caso en particular, la CCSS reportó como patrono el “Contrato IICA-MAG”. Ello lleva a afirmar que entre ambas instituciones se suscribió un convenio de cooperación, cuyas cláusulas o términos desconoce esta Dirección, pues en la documentación remitida para estudio no se encuentra el texto de este. No obstante, no cabe duda de que la servidora judicial prestó sus servicios al Ministerio directamente y no al Instituto, pues así lo certificó el MAG -lo cual coincide con el permiso sin goce de salario autorizado por Corte Plena a esta en 1982-. En ese sentido, téngase presente que patrono es quién recibe o se beneficia de los servicios de una tercera persona; numerales 2 y 18 del Código de Trabajo. Por lo tanto, el reconocimiento de tiempo servido se encuentra bien tramitado y aprobado; aún cuando la remuneración a dicha labor haya sido asumida por un tercero, pues la relación laboral se dio con una institución pública y estatal, tal y como se reseña por la Procuraduría General de la República en su dictamen n.° C-75-2009, que sirven como referencia a este Poder Judicial. Por ende, a criterio de esta Dirección, las cuotas deben ser trasladadas al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
Jorge Blanco Mata
 Presupuestos fácticos:
El día 1° de abril de 1997, la Jefa del Departamento de Recursos Humanos del Ministerio de Cultura Juventud y Deportes hizo constar:


En 1997, el Departamento de Personal realizó a nombre del señor Blanco Mata un Reporte de tiempo servido fuera del Poder Judicial en el Ministerio de Cultura Juventud y Deportes por 1 año y 10 días, correspondiente al período del 6 de marzo de 1995 al 15 de marzo de 1996[footnoteRef:19]: [19:  Información remitida –vía correo electrónico- por la servidora Liz Cedeño Yanes de la Unidad de Componentes Salariales de la Dirección de Gestión Humana el día 23 de febrero de 2017.] 



El Departamento de Personal, mediante oficio n.° 202-S-97 que data del 24 de abril de 1997, sometió a aprobación del Consejo Superior el reconocimiento de tiempo servido señalado en el apartado anterior –para efecto de anualidades- y este órgano colegiado lo aprobó en la sesión n.° 33-97 celebrada el 2 de mayo de 1997, artículo XXIX.
En sesión n.° 15-02 celebrada por el Consejo Superior el 5 de marzo de 2002, artículo IV, el Lic. Alfredo Jones León, entonces Director Ejecutivo, manifestó: 
[…] en su oportunidad, el Consejo Superior a gestión de parte, estuvo aprobando el reconocimiento de tiempo servido, únicamente para efectos de anualidades, no así para efectos de jubilación, con el consiguiente perjuicio para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones, por lo que propone solicitar al Departamento de Personal el nombre de los servidores que están en esta situación, a efecto de normalizarla.
Y dicho órgano colegiado acordó: 
Acoger la propuesta del Lic. Jones León. El Departamento de Personal rendirá el informe que se indica, citando el nombre de los servidores, tiempo servido a reconocer y monto a reintegrar.
En virtud a ese acuerdo, en el 2003, la Sección de Administración Salarial le comunicó al servidor judicial: 



En el 2003, el Jefe del Departamento de Recursos Humanos del Ministerio de Cultura, Juventud y Deportes hizo constar: 



El 12 de noviembre de 2004, el Ministerio de Hacienda certificó los salarios devengados por el servidor judicial durante los años 1995 y 1997 y en ese período solamente aparecen registradas las remuneraciones reportadas por el Poder Judicial a favor de este del 30 de marzo de 1996 al 30 de diciembre de 1997. Es decir, el Ministerio de cita no aparece como su patrono en ese lapso. 
La Dirección de Gestión Humana, mediante oficio n° 967-UCS-AS-2014, elevó a aprobación del órgano superior el reconocimiento de tiempo servido por parte del señor Blanco Mata en el Ministerio de Cultura Juventud y Deportes, únicamente para efectos de jubilación. Es importante indicar que en dicho documento se señaló de manera expresa:  
FECHA DE PRESENTACIÓN DE LA GESTIÓN: Se aplica de oficio por parte del Departamento de Personal según sesión del Consejo Superior N° 74-02 del tres de octubre del dos mil dos, artículo XXXIV, que dice: que a todos los servidores propietarios a quienes se les reconoció el tiempo servido en otras instituciones del Estado para efectos de pago de anualidades, se les debe reconocer dicho período para jubilación.
Este oficio fue conocido y aprobado por el Consejo Superior en sesión n.° 40-14 celebrada el 2 de mayo de 2014, artículo LII.  
 El Macro-Proceso Financiero Contable, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 14 del Reglamento para el reconocimiento de tiempo servido en el Poder Judicial, en el Estado y sus Instituciones para efectos del pago de anualidades y jubilación en el Poder Judicial[footnoteRef:20], mediante oficio n.° 943-TI-2014 solicitó al Departamento de Cuenta Individual de la CCSS el traslado de las cuotas obrero-patronales y estatales reportadas a favor del señor Jorge Blanco Mata, durante el período reconocido. Ante esta petición, la entidad en cuestión a través del oficio n.° SACI-369-16 contestó: [20:   Aprobado por Corte Plena en sesión n.° 13-14 celebrada el 31 de marzo de 2014, artículo XVI.] 

En atención al oficio 943-TI-2014, mediante el cual solicitan el traslado de cotizaciones del Seguro de Pensiones IVM al Fondo de Pensiones y Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial del Sr. Jorge Blanco Mata, cédula 109010945, me permito informarle que luego de revisar nuestras fuentes de consulta, se confirmó que los períodos y patrono indicado en los documentos citados no aparece registrado en el historial de cuotas del afiliado. (Sic)
 Centro Costarricense de Producción Cinematográfica:
Normativa:
Ley n.° 6158, Crea Centro Costarricense de Producción Cinematográfica:
Artículo 1:
Créase, como institución técnica y cultural especializada del Estado, el Centro Costarricense de Producción Cinematográfica, adscrita al Ministerio de Cultura, Juventud y Deportes, para fomentar y desarrollar la producción y culturas cinematográficas nacionales. Tendrá personalidad jurídica de derecho público e independencia en el ejercicio de sus funciones, dentro de los planes nacionales de desarrollo y las disposiciones de la presente ley. 
Artículo 16:
Todo el personal del Centro Costarricense de Producción Cinematográfica estará dentro del Régimen del Servicio Civil, con excepción de su Director General. 
El MIDEPLAN clasifica al Centro Costarricense de Producción Cinematográfica como órgano adscrito del Ministerio de Cultura, Juventud y Deportes[footnoteRef:21]: [21:  Sitio Web: http://www.mideplan.go.cr/index.php?option=com_content&view=article&id=832%3Alistado-de-instituciones-publicas&catid=89%3Aorganizacion-del-sector-publico&Itemid=100131&lang=es  Día: 28 de febrero de 2017  Hora: 13:52  Actualizado a febrero de 2017.
] 




 Conclusión:
Analizado el cuadro fáctico expuesto, esta Dirección concluye que la situación del señor Blanco Mata –al igual que la del señor Vives Chaverri-  es particular y, por ende, debe ser resuelta con base en sus propios presupuestos. Por lo siguiente: en el año 1997, el entonces Departamento de Personal tramitó un reconocimiento de tiempo servido a favor del servidor judicial por un período de 1 año y 10 días en el Ministerio de Cultura, Juventud y Deportes; lo cual resulta conforme con la constancia emitida por la Jefa del Departamento de Recursos Humanos de dicho Ministerio el 1° de abril de 1997. 
El estudio llevado a cabo por el Departamento en mención fue conocido y aprobado por el Consejo Superior en la sesión n.° 33-97 celebrada el 2 de mayo de 1997, artículo XXIX, el cual el cual dictó un acto administrativo reconociéndole ese tiempo para efecto de anualidades. Posteriormente, ese mismo órgano colegiado dispuso que los reconocimientos de tiempo servido aprobado exclusivamente para efectos de antigüedad también debieran serlo para efectos de jubilación[footnoteRef:22]. Es por ello que la Dirección de Gestión Humana remitió el oficio n.° 967-UCS-AS-2014 a aprobación de dicho órgano colegiado, mediante el cual pretendió darle cumplimiento a esa orden.  [22:  Sesión n.° 15-02 celebrada el 5 de marzo de 2002, artículo IV.] 

En razón de lo anterior, esta Dirección considera que el reconocimiento de tiempo servido por parte del señor Blanco Mata resulta procedente para efectos de jubilación, toda vez que existen actos administrativos firmes que le otorgaron este derecho que hoy se discute. Nótese que al servidor judicial se le reconoció ese tiempo para efecto de anualidades desde 1997, por lo que se encuentra dentro de las personas a quienes de oficio se les debió acreditar ese reconocimiento para efectos de jubilación también, por así haberlo acordado este Consejo en el año 2002. 
Ahora bien, según el Reporte de Cuotas Activas emitido por la CCSS el 13 de abril de 2012, el servidor judicial registra como patrono al Centro Costarricense de Producción Cinematográfica de junio de 1995 a marzo de 1996. Este último, según el artículo 1° de la Ley n.° 6158, constituye una institución técnica y cultural especializada del Estado, adscrita al Ministerio de Cultura y Juventud, por lo que el reconocimiento resulta procedente pues al tener naturaleza estatal, constituye una institución que se encuentra dentro de los presupuestos de hecho establecidos en los cuerpos normativos que rigen a lo interno de la institución y que autorizan el trámite en cuestión. 
De esta manera, se deja rendido el informe solicitado por el Consejo Superior para lo que corresponda. ”
- 0 -
	Se acordó: Tener por rendido el informe N° DJ-AJ-1369-2017 remitido por la licenciada Karol Monge Molina, Subdirectora Jurídica interina y acoger las recomendaciones contenidas en él, en consecuencia, 1) Se modifican los siguientes acuerdos:
En el caso del servidor José Alexander Solano Cruz, se modifica el acuerdo tomado en sesión N° 46-15 celebrada el 14 de mayo del 2015, artículo XXII, en cuanto a la institución en donde laboró el tiempo indicado, es BN Vital, Operadora de Planes de Pensiones Complementarias S.A. y no el Banco Nacional de Costa Rica como erróneamente se mencionó, en todo lo demás se mantiene incólume el acuerdo.
Modificar en acuerdo tomado en sesión N° 46-15 del 14 de mayo de 2015, artículo XIX, únicamente en el entendido que la institución en donde laboró el servidor Gabriel Pérez Valverde es el Teatro Nacional y no el Ministerio de Cultura Juventud y Deportes como se indicó, en lo demás no se varía el referido acuerdo.
2) En cuanto a la situación de la servidora Cristina Rojas Rodríguez,  las cuotas deben ser trasladadas al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, conforme al reglamento para el reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del Estado, vigente al 10 de diciembre de 2015, fecha en que le fue reconocido el tiempo laborado en el Ministerio de Agricultura y Ganadería; esto en razón de que la Dirección Jurídica determinó que efectivamente la servidora  prestó los servicios al Ministerio de Agricultura y Ganadería y no al IICA, pues así, oportunamente,  lo certificó el MAG. 3) Respecto a los servidores Sergio Vives Chaverri y Jorge Blanco Mata, el reconocimiento de tiempo servido resulta procedente para efectos de jubilación, ya que existe acto administrativo firme por parte de este Consejo que le otorgó dicho derecho,  por lo que se encuentra dentro de las personas servidoras judiciales a quienes de oficio se les acreditó ese reconocimiento, por así haberlo acordado este Consejo en sesión N° 15-02 del 5 de marzo del 2002, artículo IV. 4) Remitir este acuerdo a la Dirección de Gestión Humana y al Departamento de Financiero Contable para que procedan con lo correspondiente según lo indica el informe.
 	Las Direcciones Ejecutiva, Jurídica y de Gestión Humana y el Departamento de Financiero Contable, tomarán nota para los fines correspondientes.
[bookmark: _Toc484765430]ARTÍCULO XVIII

Documento N° 11346-13 / 6575-17

La licenciada Karol Monge Molina y el licenciado Jaime Sobalvarro Mojica, por su orden Subdirectora Jurídica interina y Coordinador interina del Área de Contratación Administración, en oficio N°1437-DJ/CAD-2017 del 19 de mayo de 2017, comunicaron lo siguiente:
“Para que por su digno medio se haga del conocimiento de los señores y señoras integrantes del Consejo Superior, adjunto el proyecto de "Addendum al Contrato de compra de útiles y materiales, bajo la modalidad de entrega según demanda, N°055113” a suscribir entre el Poder Judicial y la empresa Jiménez y Tanzi S.A.
	Lo anterior a solicitud de la Msc. María Gamboa Aguilar, Jefa de Verificación y Ejecución Contractual del Departamento de Proveeduría, a efecto de variar la cláusula segunda, con el fin de modificar el precio de la línea 33.
	No omitimos manifestar que en el momento que sea remitida a esta Dirección la aprobación del Consejo, se continuará con el trámite de suscripción del addendum.”
- 0 -
	Seguidamente se transcribe el proyecto al que se refieren:

ADDENDUM AL CONTRATO DE COMPRA DE ÚTILES Y MATERIALES, BAJO LA MODALIDAD DE ENTREGA SEGÚN DEMANDA, 
N°055113 
Nosotros, Carlos Chinchilla Sandí, mayor, divorciado, abogado, vecino de Heredia, cédula 1-0599-0012, en carácter de Presidente de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo Superior del Poder Judicial, actuando con las facultades del inciso 1 del artículo 60 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, quien en adelante y en el carácter dicho se denominará PODER JUDICIAL, y Gustavo Jiménez Escalante, mayor, casado una vez, empresario, vecino de Sabanilla de Montes de Oca, cédula 1-412-1480, en condición de Presidente con facultades de apoderado generalísimo sin límite de suma de la empresa denominada JIMÉNEZ Y TANZI SOCIEDAD ANÓNIMA, cédula jurídica 3-101-006463, personería inscrita en la Sección Mercantil del Registro Público a los Tomos 43, 962, 1486 y 1530, Folios 205, 101, 12 y 29, Asientos 16866, 205, 15 y 32, quien en adelante y en el carácter dicho se denominará "la contratista", hemos convenido en este “Addendum al Contrato de Compra de Útiles y Materiales, bajo la modalidad de entrega según demanda, 055113” a efecto de modificar la cláusula SEGUNDA para que en adelante se lea de la siguiente forma:
SEGUNDA: Características y precios de los útiles y materiales de oficina a adquirir:

	LICITACIÓN PÚBLICA N°2013LN-000001-PROV

	COMPRA DE ÚTILIES Y MATERIALES DE OFICINA SEGÚN DEMANDA

	Línea
	Consumo anual en años anteriores y estimado a futuro
	Unidad  de  medida
	Descripción
	Precio unitario  en colones

	1
	48
	Unidad
	Engrapadora Industrial,  marca   ACME.
	¢15.770,00

	2
	1260
	Unidad
	Engrapadora metálica estándar, marca   SWINGLINE.
	¢2.878,00

	3
	300
	Unidad
	Fechador automático, marca  TRODAT.
	¢2.269,00

	4
	240
	Unidad
	Numerador automático, marca ACME.
	¢9.411,00

	5
	480
	Unidad
	Perforadora de un hueco, marca KW.
	¢493,00

	6
	660
	Unidad
	Perforadora de dos huecos, marca   KW.
	¢1.814,00

	7
	240
	Unidad
	Perforadora de tres huecos, marca  KW.
	¢1.966,00

	8
	300
	Unidad
	Recibidor automático metálico,  marca GRM.
	¢12.200,00

	9
	1080
	Unidad
	Saca grapas metálico, marca  DELTA.
	¢223,00

	10
	720
	Unidad
	Tijera de 21.4 cms, marca  BARRILITO.
	¢873,00

	11
	300
	Unidad
	Almohadilla  para sellos, Nº 2,  marca  TRAXX.
	¢311,00

	12
	1104
	Unidad
	Cinta Maq. Standard, tinta  negra,  dos carretes, marca KORES.
	¢607,00

	13
	108
	Bolsa  de 100 gramos
	Bolsa de ligas Nº 18, marca  JITAN.
	¢655,00

	14
	108
	Bolsa de 100 gramos
	Bolsa de ligas Nº 32, marca JITAN.
	¢655,00

	15
	120
	Unidad
	Borrador  de pizarra grueso, marca D´NOTAS.
	¢375,00

	16
	6900
	Unidad
	Cinta plástica Magic Verde 12 mmx33mm, marca  3M, SCOTCH.
	¢916,00

	17
	12600
	Unidad
	Cinta para empaque 5.08 cms, marca   TARTAN 3M.
	¢253,00

	18
	5400
	Caja de 100  unidades
	Clips pequeños, marca  ACME.
	¢75,00

	19
	8640
	Unidad
	Gomera de 120 cc, marca  RESISTOL.
	¢445,00

	20
	5040
	Caja  de 5000 unidades
	Grapa estándar, marca  ACME.
	¢342,00

	21
	384
	Caja  de 2000 unidades
	Grapas industriales,  MARCA KW.
	¢1.243,00

	22
	1320
	Rollo
	Mascking Tape de 2,54 cm, marca  3M  SCOTCH.
	¢318,00

	23
	1440
	Rollo
	Mascking Tape de 5,08 cm., marca  3M  SCOTCH.
	¢633,00

	24
	1620
	Caja de 50 unidades
	Prensa Metal para files, marca   ACME.
	¢482,00

	25
	9552
	Unidad
	Rotulador Tinta Negra, grueso, marca  LUXOR
	¢195, 00

	26
	2940
	Unidad
	Rotulador Tinta Poligraf, para pizarra, marca  LUXOR.
	¢216,00

	27
	2100
	unidad
	Rotulador fosforescente, marca LUXOR.
	¢153,00

	28
	6084
	caja  de 12  unidades
	Bolígrafo  tinta negra, marca FABER.
	¢1.272,00

	29
	336
	caja de 12  unidades
	Bolígrafo  tinta roja, marca FABER.
	¢1.272,00

	30
	1860
	caja de 12  unidades
	Lápiz negro,  marca  DIXON VINCI.
	¢414,00

	31
	3600
	caja  de 10  unidades
	Disco Compacto p/ quemar, BENQ.
	¢2.288,00

	33
	2000
	caja de 25  
	Estuche para CD y DVD
	¢63,00



Este addendum se suscribe y formaliza conforme al acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N°________, celebrada el ______________, artículo ____.
Este addendum rige a partir de su aprobación por parte de la Unidad Interna de Aprobación de Contratos del Poder Judicial, Área de Contratación Administrativa de la Dirección Jurídica del Poder Judicial.
En fe de lo anterior, firmamos en la ciudad de San José, a los ____ días del mes de junio de dos mil diecisiete.

[bookmark: _Toc484765250][bookmark: _Toc484765432]Dr. Carlos Chinchilla Sandí	                      Gustavo Jiménez Escalante
PRESIDENTE	      1-0412-1480
Corte Suprema de Justicia                                      Jiménez y Tanzi S.A.
- 0 -
	En sesión Nº 95-13 celebrada el 8 de octubre de 2013, artículo VIII, de conformidad con lo que establecen los artículos 81, inciso 10, de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 106 de la Ley de Contratación Administrativa y 86 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa y la recomendación formulada por el Departamento de Proveeduría se adjudicó la Licitación Pública Nº 2013LN-000001-PROV, relativa a la “Compra de Útiles y Materiales de Oficina según demanda”, a la empresa Jiménez y Tanzi S. A., cédula jurídica 3-101-006463.
Posteriormente, en sesión Nº 31-14 del 8 de abril de 2014, artículo VI, se tuvo por modificado el acuerdo tomado en sesión Nº 95-13 celebrada el 8 de octubre de 2013, artículo VIII, en cuanto a que de conformidad con lo que establecen los artículos 81, inciso 10, de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 106 de la Ley de Contratación Administrativa y 86 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa y la recomendación formulada por el Departamento de Proveeduría se adjudicó la Licitación Pública Nº 2013LN-000001-PROV, relativa a la “Compra de Útiles y Materiales de Oficina según demanda”, a la empresa Jiménez y Tanzi S. A., cédula jurídica 3-101-006463, de conformidad con los precios unitarios que se detallaron. 
Luego, en sesión Nº 60-15 del 30 de junio de 2015, artículo VIII, previamente a resolver lo que correspondiera, se solicitó a la Dirección Jurídica, que emitiera criterio legal respecto a la procedencia de incluir las  líneas 32 y 34, que propuso el Departamento de Proveeduría, a fin de que se considerara la inclusión de los discos DVD-R 8X con carátula y sin carátula, en el contrato actual No. 055113, suscrito con la empresa Jiménez & Tanzi, S. A., en virtud de que esas líneas fueron declaradas desiertas.
Posteriormente, en sesión Nº 73-15 del 13 de agosto de 2015, artículo VI, -entre otros-, se acogió el criterio de la Dirección Jurídica y con base en él, se autorizó la inclusión de las dos nuevas líneas, referentes a Discos DVD-R 8X con carátula y Discos DVD-R 8X sin carátula, con las especificaciones técnicas redefinidas y contenidas en el oficio del Departamento de Proveeduría Nº 3737-DP/2015, dentro del Contrato de Compra de Útiles y Suministros de Oficina, derivado de la Licitación Pública Nº 2013LN-000001-PROV, para lo cual debía suscribirse el addendum correspondiente, con la empresa adjudicataria.
[bookmark: _Toc434252532]Finalmente, en la sesión N° 98-15 celebrada el 5 de noviembre de 2015, artículo V, se tomó nota de lo informado por el licenciado Wilbert Kidd Alvarado, Jefe interino del Departamento de Proveeduría. 
	Se acordó: Aprobar la suscripción del "Addendum al Contrato de compra de útiles y materiales, bajo la modalidad de entrega según demanda, N°05511”, entre el Poder Judicial y la empresa Jiménez y Tanzi S.A. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc484765433][bookmark: _Toc484765435]ARTÍCULO XIX

Documento N° 6513-17

	La licenciada Karol Monge Molina, Subdirectora interina Jurídica, mediante N° DJ-2812-2017 del 31 de mayo del 2017,  informa lo siguiente:
“Para su conocimiento, adjunto le remito copia de la resolución de las nueve horas veinte minutos del veintiséis de mayo de dos mil diecisiete, dictada por la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia; mediante la cual comunica que el Recurso de Hábeas Corpus N° 17-005735-0007-CO interpuesto por Jorge Arturo Ulloa Cordero defensor público a favor de Daniel Francisco Rivera Piedra contra el Consejo Superior y otros, esa Sala en la sentencia de cita, en el punto VI indica “(…) Deberán tomar nota la Presidencia del Consejo Superior del Poder Judicial y la Gerencia Médica de la CCSS, que para prevenir situaciones futuras como la denunciada en este caso, deberán ambas instituciones, en atención al principio de coordinación interinstitucional, establecer los protocolos y convenios necesarios para que la CCSS tome las muestras solicitadas en delitos durante horario inhábil y, posteriormente, estas muestras sean remitidas al Departamento de Ciencias Forenses, lugar que se encargará de realizar la labor pericial.
Lo anterior para ser conocido por el Consejo Superior.”


- 0 -
	Se acordó: 1) Tomar nota de lo comunicado por la Dirección Jurídica y por la Sala Constitucional referente a la sentencia del Recurso de Hábeas Corpus N° 17-005735-0007-CO. 2) Remitir este acuerdo a la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, con el fin de que cumpla con lo ordenado por la Sala Constitucional y en atención al principio de coordinación interinstitucional, promueva con la Caja Costarricense de Seguro Social, un convenio para establecer un  protocolo para dichos casos, por lo que deberán informar a este Consejo Superior en el plazo de un mes las acciones tomadas al respecto. 3) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Sala Constitucional.
	La Dirección General del Organismo de Investigación Judicial y la Dirección Jurídica, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme. 
[bookmark: _Toc484765437]ARTÍCULO XX

Documento N° 6631-17

	La licenciada Karol Monge Molina, Subdirectora Jurídica interina, mediante oficio N° 2512-DJ-2017 recibido el 5 de junio del 2017, remitió la siguiente gestión:
“Para que por su digno medio se haga de conocimiento de las señoras y señores integrantes del Consejo Superior, me permito referir lo siguiente:
 Mediante certificación literal del Registro Nacional, se pudo constatar que la finca propiedad del Poder Judicial matrícula N° 2-00191898-000, terreno destinado a construcción de los Tribunales de Justica de los Chiles, erróneamente indica una medida de cuatro mil metros con doce decímetros cuadrados y en la descripción del “Plano” se establece “no se indica”.
Por lo anterior, al encontrarse en etapas previas la construcción del Edificio de Tribunales de Justicia de Los Chiles (según lo indicado por el Departamento de Servicios Generales), se solicitó a la Procuraduría General de la República, mediante oficio N° 2348- DJ-2017 de 12 de mayo en curso, realizar la rectificación de la medida de la propiedad en mención, siendo que la misma ya fue corregida y consta en el plano catastrado N° 2-1490084-2011 en el cual se puede observar que el área correcta es 3989 m2.
Posteriormente, mediante correo electrónico de 11 de mayo de este año, la licenciada Angélica Lozada Ramírez - Notaria del Estado, solicitó a esa Dirección Jurídica, la colaboración para que se remitiera a esa Notaría del Estado, el acuerdo del Consejo Superior, en el que se autorice a la Procuradora General Adjunta, a realizar la rectificación de medida que se requiere.
Por lo expuesto, se solicita autorizar a la Procuraduría General de la República para que realice la rectificación correspondiente, en el área de la finca propiedad del Poder Judicial matrícula N° 2-00191898-000.
(…)”
- 0 -
	Se acordó: Acoger lo solicitado por la licenciada Karol Monge Molina, en consecuencia, autorizar a la Procuraduría General de la República para que realice la rectificación correspondiente, en el área de la finca propiedad del Poder Judicial matrícula N° 2-00191898-000. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc484765438][bookmark: _Toc484765440]ARTÍCULO XXI

Documento N° 4813-15 / 6596-17 

	El licenciado Robert García González, Auditor interino, en oficio N° 664-79-SEGA-2017 del 05 de junio de 2017, manifestó: 
“La Ley General de Control Interno en su artículo 12, inciso c) establece la obligatoriedad de la Administración Activa de implementar las recomendaciones que se emitan en los informes de la Auditoría. Asimismo, el numeral 2.11 de las Normas para el ejercicio de la Auditoría Interna en el sector público, emitido por la Contraloría General de la República, requiere que nuestro despacho aplique un proceso de seguimiento de las recomendaciones derivadas de los servicios de auditoría, para asegurarse que las acciones establecidas por las instancias competentes se hayan implementado eficazmente y dentro de los plazos definidos.

Al respecto, esta Auditoría procedió a determinar el estado de las recomendaciones emitidas en el informe Nº 371-98-SAO-2015  del 24 de abril de 2015, relacionado con la “Evaluación Operativa de los Centros de Conciliación”, cuyos plazos de implementación habían fenecido.

Mediante informe Nº 883-60-SEGA-2016 del 05 de setiembre de 2016, esta Sección comunicó sobre el resultado del primer seguimiento efectuado, precisándose la existencia de las recomendaciones 4.8 y 4.9 en proceso de implementación; por lo que se solicitó, al tenor de lo dispuesto en el artículo 12 de la citada Ley, que dichas recomendaciones fueran implantadas, facilitándose para tal efecto un lapso prudencial.

En virtud de lo anterior, a continuación se informa sobre los resultados obtenidos del segundo seguimiento efectuado por la licenciada Ma. Magdalena Obando Masís, funcionaria de esta Auditoría, en coordinación con la Jefatura de esta Sección, a cargo del máster Carlos Luis García Aparicio, respecto a la recomendación citada.

El seguimiento practicado reveló que estas recomendaciones todavía se mantienen en proceso de una adecuada implementación; en el anexo de este informe, se detalla el respectivo estado de ejecución, adicionalmente; puede ser consultado en el Sistema Team Central a través de la persona designada como responsable de su mantenimiento.  

Cabe indicar, que por ser un segundo seguimiento, se procederá al cierre de dicha recomendación en el sistema informático de esta Auditoría,  de conformidad con el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión N° 88-11 celebrada el 18 de octubre del año 2011, artículo XLIX, en que se conocieron  los lineamientos que se han dispuesto a lo interno de esta Auditoría en materia de seguimiento de recomendaciones y a lo establecido en los artículos 10, 12 inciso c) y 22 de la Ley General de Control Interno, las Normas para el ejercicio de la Auditoría Interna en el Sector Público, numerales 2.11, 2.11.1 y 2.11.2 y las Normas generales de Auditoría Interna para el Sector Público, numeral 206.

En virtud de lo anterior y de lo dispuesto en los artículos 10, 12 y 39 de la Ley General de Control Interno, se previene sobre la necesidad de que esas recomendaciones sean atendidas e implantadas, por lo que debe solicitarse al Centro de Conciliación del Poder Judicial y a la Dirección de Planificación, el cumplimiento idóneo de las recomendaciones, que se ejecuten las acciones respectivas en un lapso prudencial, e informe por escrito al Consejo Superior, sobre lo actuado.

(…)

ANEXO
Detalle del estado de las recomendaciones objeto de seguimiento

	N° INFORME
	RECOMENDACIONES BAJO SEGUIMIENTO
	ACCIONES EMPRENDIDAS POR EL RESPONSABLE 
	ESTADO DE LA RECOMENDACIÓN

	Nº 371-98-SAO-2015
	A la Coordinadora del Centro de Conciliación

Coordinar lo correspondiente con el Departamento de Tecnología de Información, a fin de tener acceso a la base de datos de la Agenda Cronos (a nivel nacional)  y diseñar un control que le permita determinar cuáles despachos a nivel nacional, tienen programadas sus gestiones a más de tres meses plazo; lo anterior con el fin de: 

Analizar lo correspondiente con esas oficinas, a fin de que se les remita asuntos para conciliar y de esta manera contribuir a través del Centro a disminuir los tiempos de respuesta para la persona usuaria.

Plazo de implementación: Inmediato



	Se determinó, que mediante oficio N°2016-DTI-2017 del 24 de mayo de 2017, la Directora de Tecnología de Información,  comunicó a la Coordinadora General del Centro de Conciliación,  la alternativa, considerada más viable para atender la recomendación 4.8. 

Lo anterior basado en lo expuesto en oficio 1992-DTI-2017, por el Jefe del Área de Gestión. 

La alternativa ofrecida por la Dirección de Tecnología de Información, consistió en consultar mediante el Sistema de Gestión en Línea, la agenda de los despachos a nivel nacional.
 
Por su parte, la Coordinadora General del Centro de Conciliación, en correo del 29 de mayo de 2017, confirmó a esta Auditoría que hizo las pruebas en el Sistema y efectivamente,  es una alternativa de consulta viable, ya que pueden ver las agendas de los despachos a nivel nacional.


Respecto al diseño del control, mediante   correo del 29 de mayo 2017, dicha funcionaria, remitió a esta Auditoría la Circular CCPJ-01-2017, con el control diseñado y comunicado a las Sedes, el cual permitirá determinar cuáles despachos a nivel nacional, tienen programadas sus gestiones a más de tres meses plazo.

De acuerdo con lo expuesto, se considera que esta recomendación se encuentra aplicada.

	Aplicada

	
	
Disminuir las visitas realizadas por el coordinador a los distintos circuitos judiciales y dirigir los esfuerzos a la realización de labores administrativas y jurisdiccionales a su cargo.

        Adicionalmente deberá establecer bitácoras de las visitas que realiza donde conste los aspectos tratados en cada reunión y las  firmas de los jueces de los despachos.

Plazo de implementación: Inmediato

	Se comprobó, mediante correo del 26 de mayo de 2017, emitido por la Coordinadora General del Centro de Conciliación, que a través de medios tecnológicos de la Institución, ha realizado sus labores administrativas y jurisdiccionales. 

En vista de ello, disminuyó a cero las visitas. 

Adicionalmente, agregó que cuando se reanuden las visitas, elaborará las minutas respectivas. 

Por lo anterior, se considera que la recomendación no aplica por el momento. 
	En Proceso

	




	Mantener un circulante que le permita agendar los siete casos diarios para cada uno de los juzgadores que conforman el Centro de Conciliación y sus Sedes, o la cantidad que se establezca oficialmente como cuota de trabajo. Como parte de lo anterior, deberá mantener una coordinación constante con el Consejo Superior y el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional; a fin de dar asistencia a los despachos, de acuerdo con la prioridad establecida por dichos entes.

Plazo de implementación: Inmediato
	Ver mismas acciones emprendidas por el auditado en recomendación 4.9 (último punto) del presente informe. Por lo tanto, se considera que esta recomendación se encuentra en proceso de una adecuada implementación.

	En Proceso

	
	
Al Centro de Conciliación del Poder Judicial   

4.9  Diseñar un plan de acción, coordinando lo pertinente con el Departamento de Planificación, la Comisión de Resolución Alterna de Conflictos, Unidad de Control Interno, sedes regionales y cualquier otro que se requiera, para definir procedimientos uniformes para los Centros de Conciliaciones, que permitan obtener información detallada, ordenada, sistemática e integral de todas las actividades, instrucciones y responsabilidades de las distintas áreas (Sedes). Como parte lo citado, deberá hacer un análisis de tal forma que permita:

Plazo de implementación: Inmediato

	
Se verificó, con base en la información recabada, que actualmente está siendo validado el Protocolo de Actuaciones elaborado por el Centro de Conciliación, el cual tiene como propósito servir de guía para estandarizar la gestión en el Centro y todas sus Sedes.

Según correo de fecha 12 de febrero del 2016, dicho Protocolo se puso en práctica desde esa fecha por indicación del anterior Coordinador General del Centro de Conciliación. 

En ese momento se aclaró que quedaba pendiente su aprobación ante el Consejo Superior. 

Según lo manifestado por la actual Coordinadora General del Centro de Conciliación, el 10 de marzo de 2017, el Centro de Conciliación obtuvo la aprobación de la Dirección de Planificación para que le colaboren en la validación del Protocolo de actuaciones, de manera que realicen el mapeo de las tareas, responsables y tiempos para la gestión del Centro de Conciliación. 

Por su parte, el Jefe del Subproceso Modernización Institucional de la Dirección de Planificación, mediante correo del 23 de mayo 2017, confirmó el apoyo coordinado con el Centro de Conciliación. 

En resumen  indica que parte del producto final serán diagramas de flujos estandarizados para el Centro y sus Sedes (con los plazos de operación de cada actividad) y la  actualización del Protocolo. El trabajo concluye a finales de junio 2017.

En correo del 17 de mayo de 2017, del Subproceso de Modernización Institucional, se remite al Centro de Conciliación el levantamiento inicial de actividades y tareas del proceso. Esta etapa todavía continúa en desarrollo.

Por lo tanto, concluido el trabajo con la Dirección de Planificación, el Centro de Conciliación tendrá pendiente las validaciones con todas las Sedes así como la Comisión RAC, para remitirlo finalmente al Consejo Superior.

Por lo anterior, se considera que la recomendación mencionada todavía se mantiene en proceso de una adecuada implementación.


	
En Proceso


	
	Oficializar los mecanismos de control requeridos por la oficina para su buen funcionamiento, sean formularios, plantillas u otros sin importar el sistema de información que utilicen para su respaldo ya que igualmente estas oficinas cuentan con herramientas electrónicas que les permite uniformar lo citado.

Plazo de implementación: Inmediato

	
Se comprobó que la Dirección de Planificación realizó el estudio 2-DO-2017-B, del 22 de febrero del 2017, donde se presenta la confección de los formularios para el Centro de Conciliación, el cual se dirigió a la Jefatura del Departamento de Artes Gráficas. 

Según lo indicado el 23 de mayo del 2017, por el Profesional 2 de la Dirección de Planificación, que participó en la elaboración de los formularios, ya recibieron las plantillas de los formularios de parte del Departamento de Artes Gráficas y ya se trasladó el informe a su jefatura. 

Por su parte, el Jefe Sección de Desarrollo Organizacional, manifestó que a más tardar en 2 semanas enviará el informe a la Dirección de Tecnología de la Información  para que hagan la instalación de los formatos en la Intranet Judicial. 

Por último, una vez instalados, el Centro de Conciliación, por medio de circular,  debe informar a todas las sedes sobre los nuevos formatos.

Por lo anterior, se considera que la recomendación mencionada, todavía se mantiene en proceso de una adecuada implementación.

	
En Proceso


	
	
Eliminar aquellos registros o instrumentos que resulten innecesarios, repetitivos u otros.

Plazo de implementación: Inmediato

	Ver mismas acciones emprendidas por el auditado en recomendación 4.9 del presente informe. Por lo tanto, se considera que esta recomendación se encuentra en proceso de una adecuada implementación.

	En Proceso

	
	Mantener actualizados y mejorar con el paso del tiempo los diversos controles que se requieran, a fin de que éstos sean adaptados continuamente a los cambios organizacionales. 

Plazo de implementación: Inmediato

	Se logró determinar, de acuerdo con la documentación obtenida del Centro de Conciliación, que se han realizado esfuerzos para actualizar y mejorar los diversos controles, a la vez que se ha dado seguimiento al sistema de control interno, con el fin de enfrentar los cambios organizacionales.  

Según correo del 27 de abril del 2017 del Equipo Institucional de Riesgos del Poder Judicial, el Centro de Conciliación concluyó satisfactoriamente el Taller SEVRI-PJ. 

En dicha fecha presentaron el documento que servirá para elaborar el SEVRI consolidado para este Centro, cuya información será validada en una sesión a realizarse entre el 26 y 28 de julio del 2017. 

Aunado a lo anterior, dentro de la información facilitada se aprecian indicaciones respecto a la plantilla para hacer el informe mensual de Estadística, análisis de la Comisión RAC en sesión 07-16 del 30 de noviembre 2016, sobre temas de interés para el trabajo del Centro de Conciliación a fin de contar con sistemas de control y de información confiable.
Se giran instrucciones sobre la obligación de mantenerla al día la Agenda Cronos que inició en marzo 2017.

Adicionalmente, se dio a conocer al personal los manuales de puestos para el Centro de Conciliación. Asimismo, para detectar retrasos en la tramitación, se dan indicaciones sobre la revisión de las casillas con los expedientes encomendados a cada juez o jueza así como darle el seguimiento debido a las sumarias. 

Con base en lo expuesto, se considera que este inciso está aplicado.

	 Aplicada 

	
	Dar seguimiento al sistema de control interno existente en los Centros de Conciliación, de tal forma que se efectúen los ajustes que sean requeridos con el pasar del tiempo.

Plazo de implementación: Inmediato

	Idéntico resultado del inciso anterior, por lo tanto, también se considera como aplicado este punto. 
	 Aplicada

	
	Implantar un registro que permita controlar los tiempos de inactividad justificada e injustificada en la tramitación de los expedientes, de manera que sea viable dar seguimiento al cumplimiento de los plazos establecidos por la Comisión de Resolución Alterna de Conflictos (RAC), en cada una de las etapas. 

Plazo de implementación: Inmediato

	Ver mismas acciones emprendidas por el auditado en recomendación 4.9 del presente informe. Por lo tanto, se considera que esta recomendación se encuentra en proceso de una adecuada implementación.

	 En Proceso

	
	Llevar un control más acertado de las causas, variables y otros que generan la no señalización de audiencias en determinados días o bien, la resolución de menor cantidad de asuntos de los oficialmente están establecidos como cuota o parámetro a cumplir, lo cual deberá reflejarse en el informe mensual que al efecto se emite.

Plazo de implementación: Inmediato

	Se verificó, con base en lo manifestado por la coordinadora general del Centro de Conciliación, en correo del 25 de mayo de 2017, que los informes mensuales no pueden reflejar las causas de una resolución menor a la cantidad de la cuota establecida, debido a que la cantidad de casos ingresados al Centro es insuficiente para cubrir dichas cuotas.  

Agregó la coordinadora general del Centro, que la cantidad de señalamientos mensuales para cada juez o jueza no es posible visualizarlos en los informes estadísticos, por cuanto el sistema SIGMA requiere ajustarse a las necesidades del Centro.

En este sentido, en correo del 19 de mayo 2017, solicitó una reunión a la jefatura de la Sección de Estadística para revisar los informes de la labor del Centro, correspondientes a 2016 y 2017, dado que la Comisión RAC está en espera del análisis de estas estadísticas. 

 Aunado a ello, señala que la implementación del Código Procesal Laboral y Código Procesal Civil, aumentará el ingreso de asuntos en estas dos materias con lo cual podría cumplirse con las cuotas fijadas.

Lo anterior, dado que la Corte Plena en la circular 83-2017 del 24 de mayo de 2017, ordena el envío obligatorio y oportuno de los asuntos laborales y civiles posibles de resolver mediante los mecanismos de resolución alternativa de conflictos al Centro.
Por lo anterior, se considera que la recomendación mencionada todavía se mantiene en proceso de una adecuada implementación.

	En Proceso
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	En sesión N° 10-16 celebrada el 4 de febrero de 2016, artículo XCIV,  se tomó nota del acuerdo adoptado por la Corte Plena en sesión Nº 31-15, celebrada el 10 de agosto de 2015, artículo XV. Se acogieron las recomendaciones de la Auditoría con la indicación que en cuanto al punto 4.3 por estar funcionando Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional será el encargado de recibir el listado de los inventarios. Se dejaron sin efecto las circulares Nº s 64-08 y 167-08, relacionadas con la “Remisión de asuntos al Centro de Conciliación del Poder Judicial y sus sedes” y se emitió una nueva directriz, en la que se aclaró que la participación de los jueces conciliadores en cada despacho sería designada por el Consejo Superior y el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, de acuerdo con las prioridades institucionales, lo anterior con la indicación que este mecanismo no es para retrasar los procesos o para incrementar el trabajo en otras dependencias judiciales, sino para aprovechar el recurso existente en la celeridad de los procesos. Las sedes del Centro de Conciliación harán el inventario establecido y determinarán si hay asuntos que estén ordenando remitirlos a otros despachos y comunicar lo que corresponda a este Consejo. 
	Posteriormente, en sesión N° 10-17 del 08 de mayo de 2017, artículo XVII, se tomó el acuerdo que en su parte dispositiva dice:
“Se acordó: 1.) Tener por rendido el informe N° 57-CE-2016-B de hoy, suscrito por el Lic. Erick Monge Sandí, Jefe interino del Subproceso de Evaluación, relacionado con las acciones para mejorar los resultados de la gestión del Centro de Conciliación del Poder Judicial y sus sedes regionales. 2.) Acoger las recomendaciones 5.1, 5.2 y 5.3, dirigidas a esta Corte, en consecuencia: a.) Disponer el envío obligatorio y oportuno de los asuntos laborales y civiles posibles de resolver mediante los mecanismos de resolución alternativa de conflictos al Centro de Conciliación del Poder Judicial, dentro del modelo de implementación del Código Procesal Laboral y Código Procesal Civil en curso, con el propósito de ampliarle el universo de trabajo, incrementarle la carga del trabajo a su personal, y especializar la aplicación de los mecanismos de corte restaurativo dentro del marco de sus competencias. A esos efectos la Secretaría General emitirá una circular dirigida a los despachos que tramitan las materias mencionadas. b.) Instar a la Comisión Alterna de Conflictos del Poder Judicial a propiciar espacios de capacitación en materia de resolución alterna de conflictos, a través de las sedes regionales del Centro de Conciliación y dentro del marco de sus competencias, dirigida al personal jurisdiccional de los despachos judiciales que conforman el circuito judicial donde reside cada una de ellas, especialmente en lo que respecta a las Jurisdicciones Civil y Laboral de frente a la entrada en vigencia de dos nuevas normativas en esas jurisdicciones, las cuales prevén y apuestan por la resolución alterna del conflicto desde fases tempranas del proceso; y en forma recíproca, autorizar la participación del personal del Centro de Conciliación en los procesos de capacitación previstos para el Código Procesal Civil y Código Procesal Laboral, conforme los planes de trabajo que se han manejado en cada una de las Comisiones propias de las materias en Coordinación con la Escuela Judicial. c.) Limitar al 31 de mayo en curso, el permiso con goce de salario y sustitución otorgado por el Consejo Superior en la sesión N°110-2016 celebrada el 08 de diciembre de 2016, artículo XXXVI, a la máster Julieta Barboza Cordero, Jueza 3 de la Sede San José del Centro de Conciliación, para que realice labores de docencia en la Escuela del 1 de enero y hasta último día hábil de 2017, en el entendido de que la máster Barboza Cordero se mantendrá destacada temporalmente en la Escuela Judicial realizando funciones de docencia por lo que resta del año en curso. 3.) Acoger las demás recomendaciones emitidas en el informe, las que deberán ser cumplidas por el Consejo Superior del Poder Judicial, la Dirección de Planificación, y la Coordinación General y al personal del Centro de Conciliación del Poder y sus Sedes regionales. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Comisión de Resolución Alternativa de Conflictos del Poder Judicial.”
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Finalmente, en sesión N° 54-17 del 02 de junio de 2017, artículo CV, se tomó nota de lo informado por la Secretaría General de la Corte, en el sentido que la Corte Plena en sesión N° 14-17 celebrada el 30 de mayo del 2017, artículo XXIX, suspendió los efectos del acuerdo adoptado por esa Corte en la sesión N° 10-17 del 8 de mayo de 2017, artículo XVII, ya que se estaría a la espera de la decisión final que tomaría este órgano con motivo del recurso de reconsideración interpuesto por la Magistrada Arias. 
	Se acordó: 1) Tomar nota del informe rendido por el licenciado Robert García González, Auditor interino. 2) Deberán el Centro de Conciliación del Poder Judicial y a la Dirección de Planificación, cumplir con las recomendaciones que se encuentran pendientes en un lapso de 3 meses, e informar a este Consejo y a la Auditoría, de su cumplimiento. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc366755208][bookmark: _Toc484765457]ARTÍCULO XXII
Documento N° 6573-17  
	El licenciado Roy Díaz Chavarría, Subauditor Judicial interino, mediante oficio N° 662-39-SAF-2017 del 2 de junio de 2017 y con copia a este Consejo, indicó lo siguiente:
“De conformidad con lo dispuesto en el artículo 36 de la Ley General de Control Interno, remito el estudio efectuado por la Sección de Auditoría Financiera del Despacho a mi cargo, denominado “Estudio sobre el proceso de recuperación de sumas giradas de más por el Poder Judicial, a cargo de la Dirección de Gestión Humana”.

El objetivo general del estudio consistió en determinar si la Unidad de Deducciones del Departamento de Gestión Humana, mantiene un adecuado sistema de control interno referente a la recuperación de sumas giradas de más por concepto de salario a sus colaboradores.

Dicha evaluación permitió conocer varias debilidades que hacen necesario el fortalecimiento del sistema de control interno, a fin de lograr una eficiente gestión de las sumas giradas de más mencionadas. 

Entre los aspectos susceptibles de mejora, se señala la inoportunidad en el análisis y recuperación de las citadas sumas, lo cual provoca un perjuicio económico a nuestra Institución, según se detalla enseguida:

Se encontraban pendientes de analizar ¢483.787.627,48 (87%) del monto total de posibles sumas giradas de más, al momento de la evaluación.
 
Se obvió la constancia sobre el estado de sumas giradas de más al tramitar permisos sin goce de salario por períodos superiores a 30 días; aunado a ello se otorgaron algunos permisos de esta clase a personas con deuda contraída pendiente de recuperar, por suma de más.

Se encontraban sin gestionar ¢107.402.868,22 de posibles sumas giradas de más por montos menores a ¢166.000,00, de las cuales el 79% presentan la condición de funcionarios activos, lo que hace factible su ubicación y recuperación.

Es importante señalar que en cumplimiento de la normativa vigente, los resultados del estudio fueron presentados a las distintas dependencias encargadas de la implementación de las acciones de mejora emitidas en el informe, estableciéndose plazos de cumplimiento. Por lo anterior, se les remite copia del informe a efecto que se proceda a la aplicación de las recomendaciones que les corresponde, según los plazos establecidos.

No omito indicar que con la implementación de la recomendaciones emitidas se pretende minimizar el riesgo de que en el futuro de presenten las debilidades detectadas. Además, es relevante señalar que, de conformidad con lo establecido en la Ley General de Control Interno, esta Auditoría efectuará en su momento un seguimiento, para asegurarse de que las acciones establecidas por las instancias competentes, se hayan implementado eficazmente y dentro de los plazos definidos en cada caso.”

(…)

Estudio sobre el proceso de recuperación de sumas giradas de más por el Poder Judicial, a cargo de la Dirección de Gestión Humana.
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El artículo 36 de la Ley General de Control Interno, establece el tratamiento que los titulares subordinados encargados de las áreas evaluadas, deben dar a los informes de fiscalización que emite la Auditoría Interna, el cual incluye, la orden de implementación de las recomendaciones vertidas en el informe o el planteamiento de discrepancia ante el Jerarca, en el plazo de diez días hábiles a partir de la fecha de recibido el documento.

A su vez, el artículo 39 de la citada Ley advierte de la responsabilidad administrativa o civil que puede acarrear sobre los responsables, la inobservancia de las recomendaciones emitidas por la Auditoría Interna. 
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El presente estudio se deriva de lo establecido en el Plan Anual de Trabajo para el 2016 de la Auditoría Judicial, el cual fue conocido en la sesión del 16 de noviembre de 2015 de Corte Plena, artículo XVIII.
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Determinar si la Unidad de Deducciones del Departamento de Gestión Humana, mantiene un adecuado sistema de control interno referente a la recuperación de sumas giradas de más por concepto de salario a sus colaboradores.
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El estudio comprendió la evaluación del proceso de recuperación de las sumas giradas de más determinadas por el Sistema de Salarios SIGA, lo anterior por el período comprendido entre el 1 de enero y el 31 de diciembre de 2015, así como parte del primer semestre del 2016.  La fecha de corte de este estudio fue abril de 2016. La evaluación de cita es de naturaleza financiera, sin embargo, se consideraron aspectos operativos.  Además, se realizaron pruebas con el fin de determinar la idoneidad del sistema de control interno establecido por la Administración.
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El estudio fue desarrollado por Ma. Magdalena Obando Masís, bajo la coordinación de Carlos Castro Hernández, en su momento, Jefe de la Sección Auditoría Financiera.
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Para la ejecución de este estudio se observaron las Normas para el ejercicio de la Auditoría Interna en el sector público, así como las Normas generales de Auditoría Interna en el Sector Público, ambos promulgados por la Contraloría General de la República.
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Este estudio fue puesto en conocimiento del área auditada mediante informe en borrador N°504-25-SA-2017 y conferencia final efectuada el 15 de mayo de 2017 en la cual participaron Roxana Arrieta Meléndez, Maureen Siles Mata y Cristina Granados Calvo, Subdirectora de Gestión Humana, Jefa del Proceso de Administración Salarial y Coordinadora de la Unidad de Deducciones, respectivamente.

Por otra parte, mediante oficio N°601-33-SA2017 se puso en conocimiento de la Dirección de Planificación un extracto del informe en borrador N°504-25-SA-2017.  Producto de esta gestión, mediante correo del 29 de mayo del año en curso, se recibió el oficio 959-PLA-2017, en el cual exponen sus observaciones sin requerir de la audiencia concedida.
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La presente evaluación contó con algunas limitaciones, a saber: 

La estructura del “Reporteador de la base de datos del SIGA-GH” (Reporte DATA) de “Sumas Recuperándose”, diseñado por la Dirección de Tecnología de Información, no permite contar con una base de datos manejable para efectuar procedimientos sustantivos de auditoría, aunque se logre exportar en Excel, debido a que presenta inconsistencias en los montos que afectan la calidad de la información, especialmente las cualidades de confiabilidad y utilidad, requeridas para cubrir el alcance de la presente evaluación.

Adicionalmente, aunque se creó el control “Registro de Sumas Pagadas de Más” ubicado en el Módulo de Deducciones en SIGA, el cual permite conocer el estado de las sumas que están recuperándose, aún está pendiente una mejora tecnológica para la emisión de un reporte que brinde el dato global de dichas sumas en proceso de recuperación.
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Producto de la auditoría realizada en el área bajo estudio, se determinaron los siguientes aspectos de mejora:
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Previo al desarrollo del presente resultado, es oportuno reseñar que la Dirección de Gestión Humana considera que una posible suma de más es aquella que ingresa a la Unidad de Deducciones y es sujeta de estudio para establecer si procede o no su recuperación.  Por otra parte, una suma girada de más es aquella determinada luego de efectuar su respectivo estudio.

Partiendo de lo anterior, con base en la evaluación realizada se determinaron varios factores que actualmente inciden en una adecuada gestión[footnoteRef:23] de las sumas giradas de más en la Institución, tales como la falta de oportunidad en su revisión y recuperación.  A continuación, se detallará cada factor en particular: [23:  En un amplio sentido la “gestión de las sumas giradas de más” comprende el estudio para determinar la existencia de sumas pagadas en exceso, así como las diligencias para su recuperación. 
] 


Falta de oportunidad en la revisión de casos

En los diferentes casos evaluados, se determinó inoportunidad en la revisión y recuperación de las sumas giradas de más por parte de la Unidad antes mencionada, según se detalla en el Anexo 1, del cual, conviene resaltar los casos incluidos en el siguiente cuadro: 

Cuadro 1
Casos con inoportunidad en la revisión y recuperación por la
Unidad de Deducciones de Enero 2015 a Abril 2016
Según reporte obtenido en junio 2016

	Cédula
	Condición actual de la persona
	Tiempo trascurrido sin diligenciar la recuperación
	Monto de la suma
(¢)
	Observaciones 
	Caso gestionado ante consulta de esta Auditoría

	502190368
	Jubilado
	9 meses
	8.183.248,79
	Se debe remitir a Cobro Administrativo.
	Si

	401260655
	Jubilado
	1 año y 9 meses
	777.254,55
	Se debe remitir a Cobro Administrativo.
	Si

	302490099
	Jubilado
	4 meses
	2.300.973,62
	Se debe remitir a Cobro Administrativo.
	-----

	107580464
	Inactivo
	4 meses
	668.289,72
	Se debe remitir a Cobro Administrativo.
	Si

	106900331
	Activo
	3 años
	1.782.067,69
	Al 29 de junio de 2016 no se había recuperado por estar con permiso sin goce salario.
	Si

	109130244
	Activo
	2 años y 6 meses
	3.042.900,75
	Funcionaria debe cancelar. Consejo  Superior el 13-10-2016, Art XXXVI.
	-----


Fuente: Elaboración propia.

En los cuatro primeros casos precitados, la inoportuna recuperación del monto adeudado, se debe a que al originarse una posible suma de más correspondiente a un jubilado o persona inactiva, dicha cantidad ingresa para su estudio a la Unidad de Deducciones con las sumas del resto del personal activo, sin diferencia alguna en cuanto al estado laboral.  En caso de proceder la recuperación, esta Unidad lo remite a Cobro Administrativo en la Dirección Jurídica.

Acumulación de las posibles sumas de más

Basados en la información facilitada por la Unidad de Deducciones, así como la obtenida del sistema SIGA-GH y del Datawarehouse, se visualizó una diferencia significativa entre las cifras de las posibles sumas de más y aquellas debidamente determinadas, es decir, que ya contaban con su respectivo estudio.

El monto total de posibles sumas giradas de más en la segunda quincena de abril de 2016, fue de ¢554.187.227,56 y su distribución se muestra en el siguiente cuadro:

Cuadro 2
Distribución de las sumas giradas de más
Reportadas durante la segunda quincena de abril de 2016
Según verificación efectuada a junio de 2016

	Concepto
	Montos
	Porcentaje

	Posible suma girada de más pendiente de estudio
	483.787.627,48
	87

	Sumas en proceso de recuperación
	70.399.600,08
	13

	Total 
	554.187.227,56
	100


Fuente: Unidad de Deducciones

Como se desprende del cuadro anterior, la mayor cantidad de posibles sumas giradas de más, ¢483.787.627,48 (es decir, 87% del total), a junio del 2016 (momento de esta auditoría), aún no contaban con el estudio necesario para proceder a la respectiva recuperación. 

Adicionalmente cabe reiterar que las sumas de más "revisadas" corresponden a casos con el estudio ya efectuado por la Unidad de Deducciones.  De conformidad con lo indicado por esa Unidad, existe dificultad para obtener este monto a una fecha específica, pues su personal debe suspender otras labores para recabar la información pertinente.

Por lo precitado, se utilizaron los informes trimestrales remitidos al Departamento Financiero Contable, para mostrar el comportamiento de dichas sumas en diferentes períodos, resaltándose el monto acumulado de sumas revisadas en el primer trimestre del 2016, todo ello según se aprecia en el siguiente cuadro:

Cuadro 3
Sumas giradas de más revisadas por trimestre y acumuladas
Al segundo trimestre de 2016

	Período
	Número de Oficio
	Fecha
	Sumas giradas de más "revisadas"

	
	
	
	Monto revisado por trimestre
	Saldo de las sumas revisadas por trimestre

	I Trimestre 2015
	0979-UD-AS-2015
	07/04/2015
	16.781.942,04
	61.721.558,15

	II Trimestre 2015
	2442-UD-AS-2015
	01/07/2015
	15.355.909,49
	53.851.087,50

	III Trimestre 2015
	3789-UD-AS-2015
	30/09/2015
	12.294.714,26
	44.650.558,29

	IV Trimestre 2015
	32-UD-AS-2016
	06/01/2016
	26.729.253,45
	56.774.661,36

	I Trimestre 2016
	1216-UD-AS-2016
	31/03/2016
	53.660.891,70
	97.428.774,48

	II Trimestre 2016
	2330-UD-AS-2016
	30/06/2016
	20.094.818,50
	61.223.833,18

	Mediana[footnoteRef:24]: del monto revisado por trimestre  [24:  Mediana: en estadísticas es una medida de posición central. Se usa para eliminar el efecto de los valores extremos en los conjuntos de datos. En este caso, el 50% del monto revisado por trimestre está por debajo de los ¢18.438.380,27 y el 50% por encima de dicha cantidad. ] 

	18.438.380,27
	

	Mediana del monto acumulado por trimestre 
	58.999.247,27


Fuente: Informes trimestrales remitidos por la Dirección de Gestión Humana al Departamento Financiero Contable.

La mediana trimestral de los datos anteriores es de ¢18.438.380,27 para los montos revisados y de ¢58.999.247,27 para los acumulados, por trimestre. Para el análisis se consideró el acumulado del primer trimestre del 2016 que corresponde a ¢97.428.774,48.

Se aclara, si bien la presente evaluación no midió la carga operativa de la Unidad de Deducciones, los datos del párrafo anterior permiten prever una duración de más de 6 años para revisar las posibles sumas giradas de más pendientes de estudio, siempre bajo las mismas condiciones del recurso humano utilizado en los períodos mostrados en el cuadro 3.

Si a ello se adiciona el tiempo para diligenciar la recuperación con el debido proceso, el plazo que transcurre para dejar cancelada la deuda y el surgimiento de las nuevas sumas giradas de más, se sobrepasan en mayor medida los 6 años, para lograr recuperar completamente las sumas antes comentadas.  Esta condición, afecta la oportunidad en la recuperación de dichas sumas.

Cabe acotar, en relación con el incremento y posterior descenso mostrado en las sumas revisadas durante los dos trimestres de 2016, que se consultó a la Unidad de Deducciones, quien en correo electrónico del 22 de julio de 2016, señaló:

[…] Es importante mencionar, que para el análisis de las sumas de más del segundo trimestre del presente año y cuyo monto de análisis fue por ¢20.094.818,50, únicamente se destino (SIC) un recurso humano en el análisis de los mismos, por cuanto habían nuevas prioridades y tareas urgentes de realizar.

La respuesta anterior, se complementa con lo indicado en el Informe de labores de esa Unidad del primer trimestre del 2016, en su apartado denominado "Tercera parte”,  se establece que, en dicho trimestre, la Unidad dedicó sus recursos a “realizar estudios de sumas de más, el proceso de comunicación y su recuperación, dando prioridad a los años 2015 y 2016."

Ahora bien, en relación con las razones de la diferencia entre las cifras antes indicadas, la citada Unidad mencionó mediante correo electrónico del 17 de junio de 2016: 

Con relación al tema del alto volumen de posibles sumas de más que encuentran pendiente de analizar, tal como lo hemos mencionado en múltiples ocasiones, se debe al poco personal en la Unidad de Deducciones, por cuanto en esta Unidad no solo se tramitan sumas pagadas de más, sino que también se realizan tareas relacionadas con el trámite de: embargos salariales y pensiones alimentarias, aplicación de deducciones de entidades internas como externas al Poder Judicial, planillas de riesgos del trabajo del INS y cargas obrero patronales ante la Caja Costarricense del Seguro Social (SICERE), cuentas por cobrar, cobro administrativo, créditos de renta, confección de constancias y certificaciones relacionadas con labores propias del despacho, entre otras. Sin embargo, a pesar de estos esfuerzos, la cantidad de registros sigue siendo considerable, dado el crecimiento de la población judicial, entre otros aspectos, pues llegamos a un punto en que ni la tecnología disponible ni el poco recurso humano con el que se cuenta, puede contribuir con la revisión oportuna de las sumas de más.

Adicionalmente, tal como se comentó en la reunión sostenida el pasado 08 de junio del presente año, anteriormente las sumas de más por concepto de permisos sin goce de salario, traslados, ascensos, descensos, permutas y similares, se aplicaban por rebajo de nómina de oficio, basados en el acuerdo del Consejo Superior en la sesión 71-12, artículo XXVIII, donde lo autorizaba. Sin embargo, con la reciente resolución dictada por la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, en lo que respecta al recurso de amparo mediante oficio N° 16-005142-0007-CO, donde resuelven que para toda suma de más se debe de comunicar el número de tractos en los que procede el reintegro, el monto mensual de la deducción y la suma a deducir mensualmente, esto vendría a incrementar enormemente las posibles sumas de más.

Sobre el particular, la Ley General de Control Interno, establece que la Administración Activa realizará acciones destinadas a cumplir los objetivos descritos en su artículo 8, según se expone a continuación:

Artículo 8º—Concepto de sistema de control interno. Para efectos de esta Ley, se entenderá por sistema de control interno la serie de acciones ejecutadas por la administración activa, diseñadas para proporcionar seguridad en la consecución de los siguientes objetivos:

[…]
c) Garantizar eficiencia y eficacia de las operaciones.
[…]

Por su parte las Normas de Control Interno para el Sector Público, señalan:

4.5 Garantía de eficiencia y eficacia de las operaciones.

El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben establecer actividades de control que orienten la ejecución eficiente y eficaz de la gestión institucional. […]

5.1 Sistemas de información

El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben disponer los elementos y condiciones necesarias para que de manera organizada, uniforme, consistente y oportuna se ejecuten las actividades de obtener, procesar, generar y comunicar, en forma eficaz, eficiente y económica, y con apego al bloque de legalidad, la información de la gestión institucional y otra de interés para la consecución de los objetivos institucionales. […]

5.7 Calidad de la comunicación

El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben establecer los procesos necesarios para asegurar razonablemente que la comunicación de la información se da a las instancias pertinentes y en el tiempo propicio, de acuerdo con las necesidades de los usuarios, según los asuntos que se encuentran y son necesarios en su esfera de acción. Dichos procesos deben estar basados en un enfoque de efectividad y mejoramiento continuo.

5.7.3 Oportunidad 

La información debe comunicarse al destinatario con la prontitud adecuada y en el momento en que se requiere, para el cumplimiento de sus responsabilidades.
(el resaltado es nuestro)

Al respecto, esta Auditoría considera que, si bien la Unidad de Deducciones realiza esfuerzos para efectuar las labores encomendadas cumpliendo con las características referidas por la citada normativa, es evidente la inadecuada gestión de las sumas giradas de más, lo cual es reconocido incluso por las jefaturas del proceso evaluado.

Por otra parte, es conveniente agregar, que el Proceso de Administración Salarial, de manera reiterada, señala como causa o ha justificado las deficiencias observadas en el rendimiento de esta Unidad, en la insuficiencia de recurso humano, aspecto que está siendo analizado por la Dirección de Planificación a solicitud del Consejo Superior (sesión 100-15 del 12 de noviembre de 2015, artículo LXIX; sesión N°72-16 del 28 de julio de 2016, Artículo LXI).

Lo anterior, aunque la Dirección de Planificación ya elaboró el Informe 267-PLA-2017 del 2 de febrero de 2017, este fue devuelto por un integrante del Consejo Superior a dicha Dirección para que atienda observaciones del Proceso de Administración Salarial de Gestión Humana. En atención a ello, esta Dirección indicó mediante oficio N°959-PLA-2017 de fecha 23 de mayo de 2017, que una nueva versión de dicho informe está en revisión y se remitirá lo más pronto posible.

En cuanto al segundo acuerdo precitado, relacionado con el estudio sobre el proceso de cobro de los montos cancelados por subsidio a las personas servidoras judiciales para resarcir al Poder Judicial, el Jefe del Subproceso de Organización Institucional de la Dirección de Planificación comunicó que espera sea remitido a finales de junio del presente año.

Con la falta de oportunidad en la gestión de las sumas giradas de más, así como la acumulación de las posibles sumas de más, se debilita el sistema de control interno, pues los tiempos prolongados sin gestionar los estudios respectivos para analizarlas, afectan la calidad de la información y conllevan a una deficiente comunicación al pretender la recuperación respectiva. Todo ello afecta su recuperación, que a su vez, repercute en un perjuicio económico para el Poder Judicial, y por ende, para el Erario Público.
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Las personas interesadas en obtener un permiso sin goce de salario por períodos superiores a 30 días, deben solicitar a la Unidad de Deducciones una constancia o certificación sobre el estado de sumas giradas de más.  De conformidad con la circular N°97-2015 del 4 de junio de 2015 “Sobre trámite de licencias sin goce de salario y recuperación de las sumas giradas de más”, publicada en el Boletín Judicial el 6 de agosto de 2015, se estableció:

El Consejo Superior en sesión Nº 42-15, celebrada el 5 de mayo de 2015, artículo XXXV, dispuso comunicar a las jefaturas de los despachos y oficinas judiciales, su obligación de implementar los controles necesarios en relación a las licencias sin goce de salario otorgadas a las personas servidoras judiciales y comunicar que a futuro para la concesión de dichas licencias o prórrogas por el plazo mayor a un mes, deberán aportar una certificación de la Dirección de Gestión Humana que indique que no tienen deuda alguna con el Poder Judicial, caso contrario deberá supeditar el trámite del permiso a la cancelación de la deuda o la demostración de un arreglo de pago. Igualmente, deberán las jefaturas de los despachos y oficinas judiciales informar a los servidores y servidoras judiciales, su obligación de cancelar en favor del Poder Judicial y por los medios establecidos, las sumas concedidas de más de forma indebida, por parte de la Administración, además del deber de comunicar lo pertinente a la Dirección de Gestión Humana, para que el trámite de recuperación se haga en forma inmediata.

Como parte de la evaluación se determinó que, del 6 de agosto de 2015 al 21 de abril de 2016, el 81% de los permisos sin goce de salario por períodos superiores a 30 días, no contaban con la mencionada constancia.  Por otra parte, de este grupo se evidenciaron algunos permisos otorgados a personas con deuda por suma de más pendiente de recuperar. 

A continuación, se aprecia lo comentado:


Gráfico 1


Fuente: Permisos sin goce de salario del SIGA al 21 de abril de 2016
Registro de sumas giradas de más, Unidad de Deducciones

La causa de esta situación es la inobservancia de la precitada Circular N°97-2015 del 4 de junio de 2015, por parte de las jefaturas de los despachos y oficinas judiciales por cuanto concedieron permisos sin goce de salario sin exigir la constancia sobre el estado de sumas giradas de más.

Como consecuencia, se debilita el sistema control interno y se incrementa el riesgo de perjuicio económico a la Institución, ya que al mantener pendientes sumas giradas de más se retrasa su recuperación o pueden incumplirse arreglos de pago previamente establecidos.
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Según se ha indicado en el cuadro 2 del presente informe, el monto total de posibles sumas giradas de más en la segunda quincena de abril de 2016, ascendió a ¢554.187.227,56.   Para analizar dichas sumas, esta Auditoría utilizó el límite de ¢166.000,00 (parámetro para el archivo costo-beneficio definido por el Consejo Superior el 28 de enero de 2014, artículo LXVI), logrando determinar la existencia de ¢107.402.868,22 conformado por montos inferiores al citado límite, pendientes de analizar por parte de la Unidad de Deducciones, lo cual se observa en el siguiente cuadro:

Cuadro 4
Posibles sumas de más con montos menores a ¢166.000
Con corte a la segunda quincena de abril de 2016

	Año
	Monto TOTAL de posibles sumas Menores a ¢166.000,00
	Jubilados
	Inactivos
	Activos

	2007
	80.256,59
	0
	0
	80.256,59

	2009
	546.696,40
	218.636,15
	328.060,25
	0

	2010
	988.274,02
	0
	953.538,92
	34.735,11

	2011
	1.338.840,75
	36.143,17
	860.020,62
	442.676,95

	2012
	4.509.586,21
	376.177,36
	1.646.208,34
	2.487.200,51

	2013
	10.026.104,76
	147.402,69
	1.518.736,08
	8.359.965,98

	2014
	21.852.378,49
	368.405,43
	3.358.579,22
	18.125.393,84

	2015
	37.586.556,74
	654.731,7
	7.460.735,62
	29.471.089,42

	2016
	30.474.174,26
	0
	4.791.632,75
	25.682.541,51

	Total
	107.402.868,22
	1.801.496,5
	20.917.511,8
	84.683.859,92

	Porcentaje del Total sumas menores
	 100%
	2%
	19%
	79%

	Fuente: Reportes facilitados por la Unidad de Deducciones.
	



De los ¢107.402.868,22 precitados, el personal activo representa el mayor porcentaje con el 79% (¢84.683.859,92), de las cuales se concentran en los últimos 4 años (2013 al 2016) el 96%, que por su condición de funcionarios activos es factible su ubicación y recuperación, sin embargo, esta labor no se está gestionando oportunamente.

El gráfico siguiente, muestra la condición comentada: 
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Fuente: Reportes facilitados por la Unidad de Deducciones.


En lo que interesa, el artículo 173 del Código de Trabajo indica:

Artículo 173.- (*)

El anticipo que paga el Patrono al trabajador para inducirlo a aceptar el empleo se limitará respecto de su cuantía, a una cuarta parte del salario mensual convenido; cuando exceda del límite fijado será legalmente incobrable y no podrá ser recuperado posteriormente compensándolo con las cantidades que se adeuden al trabajador.

Las deudas que el trabajador contraiga con el patrono por concepto de anticipos o por pagos hechos en exceso se amortizarán durante la vigencia del contrato en un mínimo de cuatro períodos de pago y no devengarán intereses. Es entendido que al terminar el contrato el Patrono podrá hacer la liquidación definitiva que proceda.

(*) El presente artículo ha sido reformado mediante Ley No. 3636 de 16 de diciembre de 1965.
(el resaltado no es del original)

Por su parte, el artículo 8 del “Reglamento General para el control y recuperación de acreditaciones que no corresponden”, señala:

Artículo 8º—Pagos de salarios y sus accesorios que no corresponden: En aquellos casos en los que se determinen acreditaciones que no corresponden en los pagos de salarios, deberán acatarse las siguientes acciones:

1.   El receptor de un pago por concepto de salario y/o sus accesorios que no corresponde, será el primer responsable en devolver la suma correspondiente a la acreditación que no le corresponde, mediante Entero de Gobierno a favor del Fondo General de Gobierno o depósito a las cuentas corrientes autorizadas por la Tesorería Nacional, o en su defecto dar la autorización por escrito para que se deduzca por nómina el neto, e informará sobre dicha devolución a la Unidad de Recursos Humanos de la respectiva entidad dentro de los ocho días siguientes a la acreditación realizada a su favor. En cuanto a las deducciones aplicadas a favor de las Unidades Deductoras se seguirá el procedimiento dispuesto en el Artículo 11 de este Reglamento.

2.  De no concretarse el reintegro por parte del receptor conforme lo dispuesto en el inciso anterior, la Unidad de Recursos Humanos notificará al receptor sobre la suma percibida indebidamente y su respectiva devolución, mediante Entero de Gobierno, depósito a las cuentas corrientes autorizadas por la Tesorería Nacional o deducción por nómina. En caso de que no prosperara el procedimiento seguido por la Unidad de Recursos Humanos para la recuperación de dichas acreditaciones, estos últimos deberán trasladar el expediente al Área Jurídica Institucional. La Dirección Administrativa Financiera de cada entidad o quienes ejerzan esas funciones deberán proponer a la Tesorería Nacional el monto exiguo, siendo esta última la encargada de aprobar o determinar el mismo.

La situación descrita se origina debido a que Unidad de Deducciones ha centrado sus esfuerzos en la gestión de las posibles sumas de más de montos mayores que superan el parámetro precitado, pues según la Unidad de Deducciones, han sido priorizadas ante la insuficiencia de recurso humano. De esta manera se ha desatendido la gestión de cifras menores sin considerar que independientemente del monto, existe un imperativo legal para la recuperación de estas sumas.  

La falta de tramitación de posibles sumas de más por montos menores, además del incumplimiento legal debilita el sistema de control interno, pues los tiempos prolongados sin gestionarlas afectan la calidad de la información y dificultan la recuperación efectiva. Todo ello repercute en un perjuicio económico para el Poder Judicial, y por ende, en una afectación al Erario Público.

[bookmark: _Toc44897646][bookmark: _Toc293405769][bookmark: _Toc293406879][bookmark: _Toc293407067][bookmark: _Toc376937163][bookmark: _Toc376938121][bookmark: _Toc376938436][bookmark: _Toc376939208][bookmark: _Toc392157990][bookmark: _Toc400020204][bookmark: _Toc400531628][bookmark: _Toc402166808][bookmark: _Toc402272345][bookmark: _Toc402272966][bookmark: _Toc412548902][bookmark: _Toc418685164][bookmark: _Toc461607825][bookmark: _Toc481135677][bookmark: _Toc484765455]CONCLUSIONES DEL ESTUDIO

De conformidad con la evaluación realizada sobre el proceso de recuperación de sumas giradas de más por el Poder Judicial, a cargo de la Dirección de Gestión Humana, se logró conocer varias debilidades que hacen necesario el fortalecimiento del sistema de control interno, a fin de lograr una gestión adecuada de las sumas giradas de más por concepto de salario a sus colaboradores.

Al respecto, se determinó inoportunidad en el análisis y recuperación de dichas sumas. Por su parte, la Unidad de Deducciones justifica las situaciones en la insuficiencia de recurso humano, incluso la Dirección de Gestión Humana ha tramitado la dotación de más personal, sin embargo, de previo a su asignación, el Consejo Superior ha solicitado estudios a la Dirección de Planificación para medir la capacidad operativa de esta área. 

En vista de lo apuntado, será hasta que la Dirección de Planificación presente los resultados de los estudios mencionados que podrá contarse con criterios técnicos respecto de la carga laboral para la Unidad de Deducciones.

[bookmark: _Toc293405770][bookmark: _Toc293406880][bookmark: _Toc293407068][bookmark: _Toc376937164][bookmark: _Toc376938122][bookmark: _Toc376938437][bookmark: _Toc376939209][bookmark: _Toc392157991][bookmark: _Toc400020205][bookmark: _Toc400531629][bookmark: _Toc402166809][bookmark: _Toc402272346][bookmark: _Toc402272967][bookmark: _Toc412548903][bookmark: _Toc418685165][bookmark: _Toc461607826][bookmark: _Toc481135678][bookmark: _Toc484765456]RECOMENDACIONES DEL ESTUDIO

AL CONSEJO SUPERIOR

Reiterar la circular 97-2015 publicada en el Boletín Judicial el 6 de agosto de 2015, por cuanto se han otorgados permisos sin goce de salario por períodos superiores a 30 días, sin que se tramite la constancia sobre el estado de sumas giradas de más, con el fin de minimizar la posibilidad de daño económico a la Institución. 
(Resultado 2.2) 

Plazo de implementación: Inmediato

A LA DIRECCION DE PLANIFICACIÓN

Dar cumplimiento a la brevedad a las siguientes solicitudes del Consejo Superior:

Sesión 100-15 del 12 de noviembre de 2015, artículo LXIX, donde solicita a la Dirección de Planificación valorar la creación de un órgano de control especialista en materia salarial y considerar posibles alternativas para la dotación de recursos adicionales.

Sesión N° 72-16 del 28 de julio de 2016, Artículo LXI, dicha instancia superior condicionó la dotación de recurso humano para la Unidad de Deducciones a un estudio de la Dirección de Planificación. El estudio solicitado es referente al impacto que tendrá en las cargas de trabajo de la Dirección de Gestión Humana el proceso de cobro de los montos cancelados por subsidio a las personas servidoras judiciales para resarcir al Poder Judicial.

         (Resultado 2.1)

Plazo de implementación: Inmediato

A LA UNIDAD DE DEDUCCIONES

Gestionar la recuperación oportuna de los montos girados de más a los funcionarios judiciales así como a los jubilados y personas inactivas, mostrados en el Anexo N°1 de la presente evaluación.  Lo indicado, tomando en cuenta que han transcurrido tiempos considerables desde que dichas sumas se generaron, con el fin de evitar el perjuicio económico que provoca dicha situación. (Resultado 2.1)

Plazo de implementación: 3 meses 

Mantener una prioridad hacia los casos correspondientes de jubilados y personas inactivas, especialmente para agilizar el trámite por parte de quien corresponda, de manera que se logre una efectiva y oportuna gestión de la recuperación de las sumas giradas de más.

Lo anterior, por cuanto las posibles sumas de más de jubilados o personal inactivo, ingresan conjuntamente con el resto de las sumas del personal activo, para el estudio respectivo por parte de la Unidad de Deducciones. Esta situación repercute en la gestión oportuna de dichas sumas. (Resultado 2.1)

Plazo de implementación: Inmediato

Efectuar los esfuerzos necesarios y tomar las acciones pertinentes para agilizar los estudios pendientes de realizar de las posibles sumas de más.  En tanto, el Consejo Superior resuelve las solicitudes de recurso humano efectuadas por la Dirección de Gestión Humana, las cuales quedaron sujetas a los resultados del estudio pedido a Dirección de Planificación por dicha instancia superior. Lo indicado, en atención al acuerdo del Consejo Superior del 12 de noviembre del 2015, artículo LXIX del 28 de julio de 2016, artículo LXI.  (Resultado 2.1)

Plazo de implementación: 3 meses 

Agilizar la gestión de las posibles sumas de más de montos menores a ¢166.000,00 del personal activo, concentrado en los últimos 4 años, el cual representa aproximadamente el 96% (¢81.638.990,76) del total de las sumas que adeuda el personal activo.

Lo anterior, considerando que independientemente del monto, existe un imperativo legal para la recuperación de las sumas giradas de más.  Además, el "archivo costo-beneficio" se considera no aplicable en casos del personal activo, toda vez que el límite fijado por la Administración del Poder Judicial para el archivo de costo-beneficio es un criterio de conveniencia o economía procesal, para ex funcionarios (jubilados e inactivos).

(Resultado 2.3)

Plazo de implementación: 3 meses 

ANEXO N°1



(…)”

- 0 -
	Se acordó: 1) Tomar nota del informe N° 662-39-SAF-2017 remitido por el licenciado Roy Díaz Chavarría, Subauditor Judicial interino y acoger las recomendaciones contenidas en él, en consecuencia, los despachos indicados en el informe deberán cumplirlas en los plazos señalados e  informar a este Consejo Superior. 2) La Secretaría General de la Corte deberá reiterar la circular 97-2015 publicada en el Boletín Judicial el 6 de agosto de 2015, referente al trámite de licencias sin goce de salario y recuperación de las sumas giradas de más. 
	La Auditoría, las Direcciones de Planificación y Gestión Humana, el Departamento de Financiero Contable, la Secretaría General de la Corte y la Unidad de Deducciones Salariales, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc484765458]ARTÍCULO XXIII
[bookmark: x__Toc483851959][bookmark: x__Toc483815210]Documento N° 5950-17, 6347-17, 6830-17 
 	El Magistrado Orlando Aguirre Gómez, el máster José Luis Bermúdez Obando y la máster Lucrecia Chaves Torres, por su orden, Presidente del Consejo de la Judicatura, Director interino de Gestión Humana y Jefa de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, mediante oficio Nº SACJ-1679-17 del 4 de mayo del 2017, informaron lo siguiente:
“En atención a los oficios Nos. 963-17, 2797-17, 2909-17, 2934-17 de fechas 13 de febrero, 10,14 y 15 de marzo de 2017, se remiten las siguientes ternas para el cargo de Juez (a) 3 Familia, para nombrar en los despachos que a continuación se detallan: 
La consulta para la conformación de la presente terna dio inicio el 29/03/2017 y finalizó el 03/04/2017. Se incluyen los datos de la Inspección Judicial del Sistema de Gestión de cada uno de los aspirantes al 04/05/2017.
Se consultó en la Plataforma de Información Policial (PIP) a cada uno de los aspirantes al 04/05/2017 y ninguno presenta causas penales. 
Según correo electrónico del 03/05/2017 de la Unidad de Inspección Fiscal - Ministerio Público, ninguna de las personas cuentas con causas disciplinarias. 
	 
	 
	 

	Despacho (s)
	Códigos de Puesto
	Observaciones

	Juzgado de Familia del Tercer Circuito Judicial de San José. 

	84179
	Plaza vacante, en sustitución de la Sra. Luz Marina Solís Poveda, quien se acogió a su jubilación.

	Juzgado de Familia del Segundo Circuito Judicial de Alajuela.
 
	23495
	Plaza vacante, en sustitución de la Sra. Mary Lene Herra Alfaro, quien pasó a otro cargo.

	Juzgado de Violencia Doméstica de Puntarenas.

	350163
	Plaza vacante, en sustitución de la Sra. Shirley Rocío Marín Valverde, quien se acogió a su jubilación. 

	Juzgado de Familia del Primer Circuito Judicial de Alajuela.

	34086
	Plaza interina hasta 09/03/2018. En sustitución de la Sra. Luz Amelia Ramírez Garita,  a quien se le otorgó permiso con goce de salario, para realizar estudios de posgrado.

	Juzgado de Familia del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica.

	6278
	Plaza interina hasta 09/03/2018. En sustitución de la Sra. Yuliana Ugalde Zumbado,  a quien se le otorgó permiso con goce de salario, para realizar estudios de posgrado.


PRIMERA TERNA
Despacho: Juzgado de Familia del Tercer Circuito Judicial de San José.
Plaza vacante, número de puesto 84179.
ASPIRANTES:
	
	Causas
 

	[bookmark: x__Toc483815211][bookmark: x__Toc483851960]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo
	Estado

	1.Guzmán González
Esteban
0109690509
	95,1275
	20
	
	

	2.Jiménez Villatoro
Blanca Johanna
0112850810
	88,8063
	87
	
	

	3.Trigueros Brenes
Mayra Helena
0108060530
	88,6830
	89
	
	 


SUPLENTE:
	 
	Causas
 

	[bookmark: x__Toc483815212][bookmark: x__Toc483851961]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo
	Estado

	4.Alpízar Mora
Jorge Arturo
0109990962
	88,0535
	98
	 
	


Interina en el puesto: Sra. Tania Gerardina Morera Solano
Cédula: 0700870767
Condición Laboral: Interina
Vigencia del nombramiento: 02/07/2017
SEGUNDA TERNA
Despacho: Juzgado de Familia del Segundo Circuito Judicial de Alajuela.
Plaza vacante, número de puesto 23495.
ASPIRANTES:
	 
	Causas 

	[bookmark: x__Toc483815213][bookmark: x__Toc483851962]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo
	Estado

	1.Zamora Ramírez
Marisel
0205190961
	87,6326
	101
	 
	 

	2.García Acuña
Wendy Pamela
0701500474
 
	87,1594
	108
	 
	

	3.Ugalde Zumbado
Yuliana Andrea
0207550077
	86,9500
	111
	 
	


SUPLENTES:
	 
	Causas 
 

	[bookmark: x__Toc483815214][bookmark: x__Toc483851963]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo y Estado

	4.Jara Benavides
César Alberto
0109830121
	86,5796
	115
	 
	 


Interina en el puesto: Sra. Kensy Carolina Cruz Chaves
Cédula: 0603710486
Condición Laboral: Propietaria como Técnica Judicial, Juzgado Familia del Segundo Circuito Judicial de Alajuela.
Vigencia del nombramiento: 30/06/2017
TERCERA TERNA
Despacho: Juzgado de Violencia Doméstica de Puntarenas (Esparza) 
Plaza vacante, número de puesto 350163.
En fecha posterior a la consulta se comunicó a esta Sección mediante oficio No. 3360-17, el acuerdo tomado por el Consejo Superior, en sesión Nº 25-17, celebrada el 16 de marzo del año en curso, Artículo XLV, en el cual se acordó: 
“…Tener por recibido el informe Nº 529-PLA-2017 remitido por la Dirección de Planificación, donde se analizó la posibilidad de trasladar una plaza de Juez o Jueza en forma extraordinaria del Juzgado de Violencia Doméstica de Puntarenas al Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Esparza. 2) Acoger las recomendaciones emitidas en el citado informe, por consiguiente: a) Se deberá trasladar a partir del 1 abril de este año y por un período de seis meses, la  plaza Nº 350163 de Jueza o Juez del Juzgado de Violencia Doméstica de Puntarenas que en este momento se encuentra vacante, al Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Esparza, para que atienda de manera prioritaria los casos de Violencia Doméstica y Pensiones Alimentarias de Esparza. b) La plaza a trasladar deberá continuar laborando en el rol de disponibilidad de la materia de Violencia Doméstica en el Juzgado de Violencia Doméstica de Puntarenas.  c) La Dirección de Planificación deberá realizar, antes de concluir los seis meses del traslado de la plaza, una evaluación de la carga de trabajo del Juzgado de Violencia Doméstica de Puntarenas y el Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Esparza, y donde se valore si es recomendable el traslado definitivo de la plaza de Jueza o Juez  del Juzgado de Violencia Doméstica de Puntarenas al Juzgado Contravencional de Menor Cuantía de Esparza; y emitir a este Consejo las recomendaciones que estime necesarias que contribuyan no solo a mejorar el accionar de estos despachos, sino también hacer un uso eficiente del recurso humano disponible. 3) No se aprueba, dada la condición de vulnerabilidad que actualmente tienen las personas de la zona de Esparza y considerando los otros motivos  de peso expuesto en el informe, trasladar la competencia de la materia de Violencia Doméstica de Esparza a Puntarenas. 4) Hacer este informe de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana; Dirección de Planificación; el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional; el Juzgado de Violencia Doméstica Puntarenas; Juzgado Contravencional de Menor Cuantía de Esparza y el Consejo de Administración de Puntarenas, para lo de sus competencias…”
En virtud de que el acuerdo citado ingresó posterior a que diera inicio la consulta, esta no se hizo del conocimiento de todas las personas elegibles. Por consiguiente, se procedió a informar a las personas que la integran, comunicaron por medio de correo electrónico que  mantienen su interés en dicha plaza. 
Por lo anterior, se remite dicha terna para lo que se tenga a bien disponer.
ASPIRANTES:
	 
	Causas 
 

	[bookmark: x__Toc483815215][bookmark: x__Toc483851964]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo
	Estado

	1. Canale Sancho
Diana Priscila
0111870225
	87,3935
	
103
	 
	

	2.García Acuña
Wendy Pamela
0701500474
 
	87,1594
	
108
	
	

	3.Ugalde Zumbado
Yuliana Andrea
0207550077
	86,9500
	111
	
	


SUPLENTES:
	 
	Causas  

	[bookmark: x__Toc483815216][bookmark: x__Toc483851965]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo y Estado

	4.Jara Benavides
César Alberto
0109830121
	86,5796
	115
	
	 

	5.Campos León
Francini Vanessa
0205630648
	86,1985
	118
	 
	 

	6.Acevedo Gómez
Diego Armando
0603400858
	86,1952
	119
	 
	 

	7. Valverde Carranza
Guadalupe Lorena
0502690604
	85,1185
	128
	 
	 

	8. Ramírez Jiménez
José Milton
0501580426
	84,1783
	139
	 
	 


Interina en el puesto: Sra. Karina María Víquez Hernández
Cédula: 0110310496
Condición Laboral: Propiedad como Técnica Judicial, Centro Conciliación del Poder Judicial.
Vigencia del nombramiento: 04/06/2017
CUARTA TERNA
Despacho: Juzgado de Familia del Primer Circuito Judicial de Alajuela.
Plaza interina hasta 09/03/2018, número de puesto 34086.
ASPIRANTES:
	 
	Causas 
 

	[bookmark: x__Toc483815217][bookmark: x__Toc483851966]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo
	Estado

	1.Trigueros Brenes
Mayra Helena
0108060530
 
	88,6830
	89
	
	

	2.Amador Villanueva
Pablo Aarón
0110490639
	88,5494
	92
	
	 

	3.Alpízar Mora
Jorge Arturo
0109990962
 
	88,0535
	98
	
	


SUPLENTES:
	 
	Causas  

	[bookmark: x__Toc483815218][bookmark: x__Toc483851967]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo y Estado

	4.Jara Benavides
César Alberto
0109830121
	86,5796
	115
	
	 

	5.Campos León
Francini Vanessa
0205630648
	86,1985
	118
	
	 

	6. Bolaños González
María Jesús
0111340277
	84,5805
	 
135
 
	
	

	7. Ramírez Jiménez
José Milton
0501580426
	84,1783
	139
	
	 

	8. Herrera Alfaro
Ana Gabriela
0109310253
	82,4742
	151
	 
	 


Interino en el puesto: Sr. Luis Alonso Madrigal Pacheco
Cédula: 0107870307
Condición Laboral: Propietario como Juez, Tribunal Agrario. 
Vigencia del nombramiento: 31/05/2017
QUINTA TERNA
Despacho: Juzgado de Familia del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica.
Plaza interina hasta 09/03/2018, número de puesto 6278.
ASPIRANTES:
	 
	Causas 
 

	[bookmark: x__Toc483815219][bookmark: x__Toc483851968]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo
	Estado

	1.Ramírez Jiménez
José Milton
0501580426
	84,1783
	139
	
	 

	2.Gutiérrez Bermúdez
Yendry María
0108200371
 
	81,5996
	160
	
	 

	3.Morera Solano
Tania Gerardina
0700870767
	81,2041
	164
	 
	 


SUPLENTES:
	 
	Causas 
 

	[bookmark: x__Toc483815220][bookmark: x__Toc483851969]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo y Estado

	4.Jacobo Portuguez
Luis Fernando
0111080059
	80,3700
	170
	 
	 

	5. Durán Solano
Mailyn 
0110080517
	 
79,6291
	 
176
	 
 
	 


Interina en el puesto: Sra. Yendry María Gutiérrez Bermúdez
Cédula: 0108200371
Condición Laboral: Propietaria como Técnica Judicial, Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Puriscal.
Vigencia del nombramiento: 31/05/2017
Observaciones Generales:
1. Las ternas se integran con tres aspirantes conforme la Ley de Carrera Judicial y de acuerdo con lo establecido por el Consejo de la Judicatura en sesión No CJ-23-01, Artículo VI, celebrada el 10 de julio de 2001 y el Consejo Superior en sesión No.63-01, Artículo XXX, celebrada el 09 de agosto de 2001.
2. Esta terna se conforma con la lista de elegibles de Juez (a) 3 Familia.
3. El Consejo de la Judicatura, en sesión N° CJ-18-06, celebrada el 18 de julio de 2006, en su artículo XII, dispuso: “... 4) que en futuras ternas se incluya a un cuarto aspirante en calidad de suplente, en caso de que uno de los integrantes decline su participación...”
4. De conformidad con lo establecido en el artículo 34 del Estatuto de Servicio Judicial, incisos a) y c) los nombramientos en las plazas que se están consultando – en caso de ser vacantes - quedarán sujetos a que la persona a quien se sustituye, cumpla con el período de prueba establecido.
5. De acuerdo con el artículo 34 del Reglamento de Carrera Judicial, las personas que resulten nombradas en propiedad por primera vez en la Judicatura, deberán aprobar el Subprograma de Nivelación General Básica impartido por la Escuela Judicial como parte de la valoración del período de prueba. 
6. Los nombramientos interinos están sujetos a que regrese el titular o que la plaza quede vacante.
7. Según lo dispuesto por el Consejo de la Judicatura en sesión CJ-28-13 del 16 de julio de 2009, en su artículo V, y a la circular de la Secretaria General de la Corte No. 147-13 del 20 de diciembre de 2013, no podrán participar en ternas para puestos interinos las personas que estén nombradas en esa misma condición, hasta tanto haya concluido la vigencia del actual nombramiento.
Se adjunta detalle conteniendo la experiencia y estudios de los interesados (as)."
- 0 -
En nota de 30 de mayo de 2017, el licenciado César Jara Benavides, Juez 1 del Juzgado de Pensiones Alimentarias del Segundo Circuito Judicial de San José, informa que es su deseo de renunciar de participar en las ternas que fueron remitidas mediante oficio N° SACJ-1679-17.
En correo electrónico de 9 de junio de 2017, la licenciada Marcela Zúñiga Jiménez, Profesional de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, solicita lo siguiente:
“le informo que se tiene que dejar sin efecto la terna del Juzgado de Familia del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, plaza interina del puesto 6278, que fue remitida con el SACJ-1679-17,  debido a una corrección de promedio que debemos realizar, asimismo, le indico que se le estará remitiendo la nueva terna con las modificaciones correspondientes, le agradezco la colaboración.” 
- 0 -
Se acordó: 1) Tomar nota de lo comunicación hecha por el licenciado César Jara Benavides, Juez 1 del Juzgado de Pensiones Alimentarias del Segundo Circuito Judicial de San José. 2) En cuanto a la terna para ocupar la plaza N° 6278 del Juzgado de Familia del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica se omite pronunciamiento, con ocasión de la gestión presentada por la licenciada Marcela Zúñiga Jiménez, Profesional de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, en correo electrónico del 9 de junio del 2017.  3) Se procede a realizar el nombramiento en propiedad de la plaza vacante N° 84179 de juez (a) 3 en el Juzgado de Familia del Tercer Circuito Judicial de San José, a partir del 1 de julio del 2017, con los siguientes profesionales:
Esteban Guzmán González
Blanca Johanna Jiménez Villatoro
Mayra Helena Trigueros Brenes
Por mayoría, se designó: Al licenciado Esteban Guzmán González, cédula 0109690509,  quién obtuvo cuatro votos. 
La licenciada Blanca Johanna Jiménez Villatoro, obtuvo un voto.
Seguidamente, se procede a efectuar el nombramiento en propiedad de la plaza vacante N° 23495 de juez (a) 3 en el Juzgado de Familia del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, a partir del 1 de Julio del 2017, la terna se conformó con los siguientes profesionales:
Marisel Zamora Ramírez
Wendy Pamela García Acuña
Yuliana Andrea Ugalde Zumbado
Por mayoría, se nombró: A la licenciada Yuliana Andrea Ugalde Zumbado, cédula 020755007, quien obtuvo tres votos.
La licenciada Marisel Zamora Ramírez, obtuvo dos votos.
Asimismo, se realiza el nombramiento en propiedad de la plaza vacante N° 350163 de juez (a) 3 en el Juzgado de Violencia Doméstica de Puntarenas (Esparza), a partir del 1 de julio del 2017, la terna se conformó con la siguiente lista de profesionales:
Diana Priscila Canale Sancho
Wendy Pamela García Acuña
Francini Vanessa Campos León
Por unanimidad, resultó electa: La licenciada Diana Priscila Canale Sancho, cédula 0111870225.
Finalmente, se procede a efectuar el nombramiento de la plaza interina N° 34086 de juez (a) 3 en el Juzgado de Familia del Primer Circuito Judicial de Alajuela, a partir del 1 de julio del 2017  hasta el 9 de marzo del 2018, la terna se conformó con los siguientes profesionales:
Mayra Helena Trigueros Brenes
Pablo Aarón Amador Villanueva
Jorge Arturo Alpízar Mora
Por unanimidad, se designó: La licenciada Mayra Helena Trigueros Brenes, cédula 0108060530.
El Consejo de la Judicatura remitirá las ternas correspondientes para llenar las siguientes plazas: 
A). Para nombrar en propiedad en la plaza vacante N° 44335 de Juez (a) 1 en el Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de San Sebastián, en ocasión del nombramiento del licenciado Esteban Guzmán González. 
B). Para nombrar en propiedad en la plaza vacante N° 6278 de juez (a) 3 en el Juzgado de Familia del Primer circuito Judicial de la Zona Atlántica, en ocasión del nombramiento de la licenciada Yuliana Andrea Ugalde Zumbado.
C.) Para nombrar en propiedad en la plaza vacante N° 372072 de Juez (a) 1 en el Juzgado de Pensiones Alimentarias de Cartago, en ocasión del nombramiento de la licenciada Mayra Helena Trigueros Brenes.
D.) Para llenar la plaza interina N° 23495 de Juez 3 en el Juzgado de Familia del  II Circuito Judicial de Alajuela.
Es entendido que de conformidad con lo que establece el artículo 19 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, las personas nombradas, para poder ejercer válidamente el cargo en el que fueron designados deberán suscribir la póliza de fidelidad respectiva y debidamente actualizada. 
Asimismo, las y los funcionarios nombrados asumirán su cargo en las fechas indicadas y procederán a su juramentación. Además se les recuerda que los nombramientos interinos están sujetos a que regrese su titular o que la plaza quede vacante y se nombre en propiedad a otro funcionario o funcionaria. 
Al mismo tiempo, se hace del conocimiento de las personas nombradas, que de conformidad con el artículo 141, párrafo segundo, deberán de apersonarse a la Secretaría General de la Corte a registrar su firma para los fines que dicha norma establece. 
El Consejo de la Judicatura, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, la Dirección de Gestión Humana, la Sección Administrativa de la Carrera Judicial y los despachos interesados, tomarán nota para lo que a cada uno corresponda. Se declara este acuerdo firme. 
[bookmark: x__Toc483815221][bookmark: x__Toc483851970][bookmark: x__Toc483851971][bookmark: x__Toc483815222][bookmark: _Toc484765461]ARTÍCULO XXIV

Documento N° 5889-17
El Magistrado Orlando Aguirre Gómez, el máster José Luis Bermúdez Obando y la máster Lucrecia Chaves Torres, por su orden, Presidente del Consejo de la Judicatura, Director interino de Gestión Humana y Jefa de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, en oficio Nº SACJ-1722-17 del 9 de mayo de 2017, informaron lo siguiente:
“En atención al oficio No. 4011-17 de fecha 06 de abril de 2017, se remite la terna para el cargo de Juez (a) 3 Civil en el Juzgado Civil del Segundo Circuito Judicial de San José, No. Puesto 102189, plaza vacante, en sustitución del Sr. Víctor Manuel Soto Córdoba, quien fue separado de su cargo por incapacidad absoluta y permanente.  
[bookmark: x__Toc483851972][bookmark: x__Toc483815223]La consulta para la conformación de la presente terna dio inicio el 26/04/2017 y finalizó el 02/05/2017. Se incluyen los datos de la Inspección Judicial del Sistema de Gestión de cada uno de los aspirantes al 05/05/2017.
Se consultó en la Plataforma de Información Policial (PIP) a cada uno de los aspirantes al 08/05/2017 y ninguno presenta causas penales.
Se examinó en el Sistema Imputados Área Penal a cada uno de los aspirantes al 08/05/2017.
Según correo electrónico del 05/05/2017 de la Unidad de Inspección Fiscal - Ministerio Público, ninguna de las personas cuentan con causas disciplinarias.
ASPIRANTES:
	 
	 
Causas 
 

	[bookmark: x__Toc483815224][bookmark: x__Toc483851973]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo y Estado

	1. Ovares Leandro
Marvin Antonio 0108290358
	91,5781
	43
	
	 

	2. Jinesta Blanco
Carlos Felipe 0110820172
	91,4864
	45
	
	 

	3. Ruíz Herradora
Jeannette 
0108270465
	89,7143
	57
	

	


SUPLENTE:
	 
	 
Causas 
 

	[bookmark: x__Toc483815225][bookmark: x__Toc483851974]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo y Estado

	4. Echegaray Rodríguez
Edgar Luis
0109800817
	87,6347
	73
	 
	


Interina en el puesto: Sra. Ivannia Cristina Solano Gómez
Cédula: 0303770370
Condición Laboral: Propietaria como Juez, Juzgado Civil y Trabajo del Primer Circuito Judicial de Guanacaste.
Vigencia del nombramiento: 16/07/2017
Observaciones Generales:
1. Las ternas se integran con tres aspirantes conforme la Ley de Carrera Judicial y de acuerdo con lo establecido por el Consejo de la Judicatura en sesión No CJ-23-01, Artículo VI, celebrada el 10 de julio de 2001 y el Consejo Superior en sesión No.63-01, Artículo XXX, celebrada el 09 de agosto de 2001.
2. Esta terna se conforma con la lista de elegibles de Juez (a) 3 Civil.
3. El Consejo de la Judicatura, en sesión N° CJ-18-06, celebrada el 18 de julio de 2006, en su artículo XII, dispuso: “... 4) que en futuras ternas se incluya a un cuarto aspirante en calidad de suplente, en caso de que uno de los integrantes decline su participación...”
5. De acuerdo con el artículo 34 del Reglamento de Carrera Judicial, las personas que resulten nombradas en propiedad por primera vez en la Judicatura, deberán aprobar el Subprograma de Nivelación General Básica impartido por la Escuela Judicial como parte de la valoración del período de prueba. 
(…)”
- 0 -
Se procede a realizar el nombramiento en propiedad de la plaza vacante N° 102189 de juez (a) 3 en el Civil en el Juzgado Civil del Segundo Circuito Judicial de San José, a partir del 1 de julio del 2017, con los siguientes profesionales:
Marvin Antonio Ovares Leandro
Carlos Felipe Jinesta Blanco
Jeannette Ruíz Herradora
Por mayoría, se designó: Al licenciado Marvin Antonio Ovares Leandro, cédula 0108290358,  quién obtuvo tres votos. 
La licenciada Jeannette Ruíz Herradora, obtuvo dos votos.
El Consejo de la Judicatura remitirá la terna correspondiente para llenar la siguiente plaza: 
Para el nombramiento en propiedad de la plaza N° 367874 de Juez (a) 2 en el Juzgado Segundo Especializado de Cobro del Primer Circuito Judicial de San José, con ocasión del nombramiento del licenciado Marvin Antonio Ovares Leandro. 
Es entendido que de conformidad con lo que establece el artículo 19 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el servidor nombrado, para poder ejercer válidamente el cargo en el que fue designado deberá suscribir la póliza de fidelidad respectiva y debidamente actualizada. 
Asimismo, el funcionario nombrado asumirá su cargo en la fecha indicada y procederá a su juramentación. Además se le recuerda que lo nombramientos interinos están sujetos a que regrese su titular o que la plaza quede vacante y se nombre en propiedad a otro funcionario o funcionaria. 
Al mismo tiempo, se hace del conocimiento del servidor nombrado, que de conformidad con el artículo 141, párrafo segundo, deberá de apersonarse a la Secretaría General de la Corte a registrar su firma para los fines que dicha norma establece. 
El Consejo de la Judicatura, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, la Dirección de Gestión Humana, la Sección Administrativa de la Carrera Judicial y los despachos interesados, tomarán nota para lo que a cada uno corresponda. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc484765464][bookmark: _Toc484765466]ARTÍCULO XXV

Documento N° 6706-17 

	El máster José Luis Bermúdez Obando y las licenciadas Olga Guerrero Córdoba,  Jenny Arce Córdoba  por su orden, Director interino de Gestión Humana,  Jefa interina de la Sección de Reclutamiento y Selección y Coordinadora de Unidad, mediante nómina N° 0008-2017, recibida el 07 de junio de 2017, remitieron lo siguiente:
“Nº 0008-2017
Propuestas de Nombramientos en Propiedad
Sesión Consejo Superior
Fecha: 13 de junio de 2017

Dirección General OIJ
01. Roberto Antonio Cerdas Quirós 
05-0246-0973
Oficial de Investigación
Fecha de nacimiento: 01/07/1968
Tiempo reconocido en otras instituciones del estado: 1 año, 1 mes, 5 días
Nombramiento en Propiedad rige a partir: 01/07/2017
Concurso N° 0002-2017
Nómina Nº  0020-2017
Puesto Nº  96436
Puesto anterior: N° 350262, Investigador 2 en Dirección General

Oficina de Trabajo Social I Cir. Jud. Zona Sur
02. María Eugenia Calderón Araya 
01-1066-0662
Perito Judicial 2 (Trabajador Social)
Fecha de nacimiento: 10/04/1980
Tiempo reconocido en otras instituciones del estado: no tiene tiempo reconocido
Nombramiento en Propiedad rige a partir: 01/07/2017
Concurso N° 0001-2017
Nómina Nº  0005-2017
Puesto Nº  96504
Nombramiento por primera vez

Oficina de Trabajo Social Puntarenas
03. Alice Fallas Salas 
02-0530-0888
Perito Judicial 2 (Trabajador Social)
Fecha de nacimiento: 16/07/1978
Tiempo reconocido en otras instituciones del estado: 4 años, 4 meses
Nombramiento en Propiedad rige a partir: 01/07/2017
Concurso N° 0001-2017
Nómina Nº  0006-2017
Puesto Nº  44955
Puesto anterior: N° 103641, Perito Judicial 2 en Oficina de Trabajo Social de Santa Cruz

Plataforma de Información Policial
04. Rodolfo Arce Hernández 
01-0877-0537
Jefe de Plataforma de Información Policial
Fecha de nacimiento: 14/04/1974
Tiempo reconocido en otras instituciones del estado: no tiene tiempo reconocido
Nombramiento en Propiedad rige a partir: 01/07/2017
Concurso N° 0002-2017
Nómina Nº  0017-2017
Puesto Nº  363865
Puesto anterior: N° 43363, Analista en Criminología en Unidad de Análisis Criminal

Sección de Apoyo Psicológico Operacional
05. Luis Alonso Jiménez Fallas 
01-1133-0305
Profesional 2 (Psicólogo)
Fecha de nacimiento: 21/03/1982
Tiempo reconocido en otras instituciones del estado: no tiene tiempo reconocido
Nombramiento en Propiedad rige a partir: 01/07/2017
Concurso N° 0003-2017
Nómina Nº  0029-2017
Puesto Nº  35337
Puesto anterior: N° 44199, Técnico en Comunicaciones Judiciales, Oficina de Comunicaciones Judiciales III Circ. Jud. 

Sección de Compras Directas
06. Karolina Alfaro Sánchez 
01-1152-0630
Profesional en Contratación Administrativa 1 
Fecha de nacimiento: 18/10/1982
Tiempo reconocido en otras instituciones del estado: no tiene tiempo reconocido
Nombramiento en Propiedad rige a partir: 16/07/2017
Concurso N° 0003-2017
Nómina Nº  0023-2017
Puesto Nº  43608
Puesto anterior: N° 33674, Técnico Administrativo 2, Sección de Compras Menores.

Sección de Pericias Físicas
07. Carolina Rojas Alfaro 
01-1361-0789
Perito Judicial 1 (Perito en Balística)
Fecha de nacimiento: 18/08/1988
Tiempo reconocido en otras instituciones del estado: no tiene tiempo reconocido
Nombramiento en Propiedad rige a partir: 01/07/2017
Concurso N° 0001-2017
Nómina Nº  0003-2017
Puesto Nº  48379
Puesto anterior: 359364, Técnico Especializado 6, Sección de Biología Forense.

Sección de Toxicología
08. Daniel Ureña Varela 
01-1322-0658
Perito Judicial 2B (Microbiólogo Químico Clínico)
Fecha de nacimiento: 03/08/1987
Tiempo reconocido en otras instituciones del estado: no tiene tiempo reconocido
Nombramiento en Propiedad rige a partir: 01/07/2017
Concurso N° 0001-2017
Nómina Nº  0002-2017
Puesto Nº  43442
Nombramiento en propiedad por primera vez.

Unidad Canina
09. Alejandro Castillo Cerdas 
01-0788-0057
Jefe de Adiestramiento, Instrucción y Guía Canino
Fecha de nacimiento: 08/12/1970
Tiempo reconocido en otras instituciones del estado: no tiene tiempo reconocido
Nombramiento en Propiedad rige a partir: 01/07/2017
Concurso N° 0002-2017
Nómina Nº  0018-2017
Puesto Nº  34287
Puesto Anterior: 34359, Oficial de Investigación, Unidad Canina

Unidad de Análisis Criminal
10. María del Carmen Vargas Quesada 
02-0636-0951
Analista en Criminología
Fecha de nacimiento: 28/08/1987
Tiempo reconocido en otras instituciones del estado: no tiene tiempo reconocido
Nombramiento en Propiedad rige a partir: 01/07/2017
Concurso N° 0002-2017
Nómina Nº  0010-2017
Puesto Nº  55688
Puesto anterior: N° 351690, Investigador 1, Dirección General.

11. Andrea Verónica Pérez Álvarez 
01-1236-0156
Analista en Criminología
Fecha de nacimiento: 14/03/1985
Tiempo reconocido en otras instituciones del estado: no tiene tiempo reconocido
Nombramiento en Propiedad rige a partir: 01/07/2017
Concurso N° 0002-2017
Nómina Nº  0010-2017
Puesto Nº  374040
Puesto anterior: N° 43360, Investigador 1, Dirección General.

Nómina conforme al acuerdo del Consejo Superior N° 62-16 celebrada el 12 de julio del año en curso, artículo XIII.

La Sección de Reclutamiento y Selección comprobó que todas las personas de esta nómina reúnen los requisitos legales según la clase de puesto en la que se proponen, sea en el proceso selectivo que superó para obtener la idoneidad del puesto o al momento en que la jefatura propuso el nombramiento en propiedad conforme los procesos establecidos para cada clase de puesto. 

Asimismo, a partir de la valoración de resultados de la consulta realizada a bases de datos y plataformas informatizadas a las que la UISA tiene acceso, se descartaron  posibles anotaciones o registros a nivel judicial, policial y administrativo-disciplinario en contra de las personas propuestas, que puedan contravenir la normativa y políticas institucionales vigentes. Se aclara, sin embargo, que el procedimiento necesariamente debe complementarse con un estudio técnico-especializado por parte de Profesionales en Trabajo Social, que implica entrevistas, revisión de otras fuentes de información e investigación de campo, cuyo plazo de resolución no deberá sobrepasar en ningún caso el período de prueba.

Lo anterior, de acuerdo con las políticas que han sido dictadas por la Corte Plena según recomendación de la Comisión para Investigar la Penetración del Crimen Organizado y el Narcotráfico en el Poder Judicial, así como los lineamientos establecidos por el Consejo Superior en la sesión N° 59-15 celebrada el 25 de junio del 2015, artículo VIII.” 
 
- 0 -
[bookmark: _Toc477250219]Con vista en la proposición incluida en la Nómina elaborada por la Dirección de Gestión Humana, se acordó: Aprobar en propiedad los nombramientos contenidos en la Nómina N° 0008-2017. 
La servidora Calderón Araya y el servidor Ureña Varela, se presentarán al Servicio Médico, a efecto de que se les practique el reconocimiento respectivo, para lo cual los Servidores Judiciales concertarán la cita en forma personal, o por vía telefónica en la extensión 3572. 
De conformidad con los artículos 33 y 34 inciso a) del Estatuto de Servicio Judicial, la servidora Calderón Araya y el servidor Ureña Varela deberán cumplir un período de prueba de un año a partir de la fecha en que rige el nombramiento, con excepción de los demás servidores y servidoras nombrados que será de tres meses. 
La Dirección de Gestión Humana y los despachos interesados tomarán nota los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme. 

ARTÍCULO XXVI

Documento N° 6952-17

	En nota del 12 de junio de 2017, las licenciadas Hazel Castillo Bolaños, Wendy Barrantes Rojas y el licenciado Marvin Hernández Calderón, Juezas y Juez del Juzgado Contravencional Menor Cuantía y Tránsito de Sarapiquí, solicitaron lo siguiente:
“(…)

Con motivo de la próxima entrada en vigencia de la Reforma Procesal Laboral, mediante correos electrónicos masivos se ha comunicado, que la Escuela Judicial se encuentra impartiendo cursos introductorios sobre la nueva legislación, de la cual no se nos ha tomado en cuenta.  Por lo que, la Licenciada Hazel, Jueza Coordinadora de este despacho se dio a la tarea de llamar a la Escuela Judicial y realizar la consulta de si existía la posibilidad de que se nos incluyera en uno de los grupos próximos a realizar la capacitación; ante lo cual las personas encargadas respondieron afirmativamente, para dar inicio el próximo lunes 19 de junio, concluyendo el 28 del mismo mes, sea en San Carlos o Liberia, sin sustitución y cubriendo nuestros gastos. En virtud de ello, hicimos la consulta ante la Área de gestión y apoyo jurisdiccional, a fin de verificar si nos podían dar sustitución durante los días en los que a manera de expectativa, asistiríamos a la capacitación, indicándonos que la única forma de sustitución es por medio de autorización del Consejo Superior. En razón de lo anterior, dada la importancia de conocer sobre la reforma indicada, puesto que nos encontramos en condición interina, acudimos a ustedes de la manera más respetuosa, a solicitar se nos brinde la sustitución respectiva a fin de poder asistir a la mencionada capacitación, sin que nuestra asistencia implique afectación al servicio público, toda vez que contamos con señalamientos para las fechas citadas.”

- 0 -
	Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia, autorizar al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional para que realice las respectivas sustituciones de las licenciadas Hazel Castillo Bolaños, Wendy Barrantes Rojas y del licenciado Marvin Hernández Calderón, Juezas y Juez del Juzgado Contravencional Menor Cuantía y Tránsito de Sarapiquí, esto con el fin de que asistan a la capacitación sobre la reforma Procesal Laboral. 
	El Juzgado Contravencional Menor Cuantía y Tránsito de Sarapiquí, la Dirección de Gestión Humana y el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XXVII

Documento N° 6974-17

	Con el visto bueno del licenciado Exleine Sánchez Torres, Jefe de la Delegación Regional del Organismo de Investigación Regional de Puntarenas, el licenciado Carlos Bolaños Chaves, Investigador Judicial de esa Delegación,  mediante correo electrónico del 12 de junio de 2017, solicitó lo siguiente: 
“Respetables miembros del Consejo superior del Poder Judicial, este su servidor Carlos Bolaños Chaves, Cedula de identidad número 6-0367-0943, investigador judicial 2, en propiedad, destacado en el Organismo de Investigación Judicial de Puntarenas, actualmente me encuentro cuidando a mi esposa M. R. S. Cedula de identidad número (…), que se encuentra internada en el Hospital México en San José, por un diagnóstico neurológico, ya que se le detectó un aneurisma cerebral en la arteria cerebral media, que según la resonancia mide 1 cm por 0,6 cm, situación que refieren como "una bomba de tiempo", por ende se le están programando constantemente exámenes complejos e intervenciones de urgencia. En razón de lo anterior y considerando la circular emitida por este Consejo, con el número 216-2014, me dirijo a ustedes para solicitarles me autoricen un permiso total con goce de salario, para atender las necesidades hospitalarias de mi esposa y lo que se requiere necesario posterior a la intervención quirúrgica que se le vaya a realizar, esto por un plazo de  dos semanas (hasta el domingo 25 de junio del 2017), esperando que ese tiempo sea suficiente para que se recupere al 100%. Acudo a ustedes por cuanto a parte del cuido de mi esposa, este servidor tiene que velar por sus dos hijas pequeñas de 3 y 8 años, ambas que por sus edades, requieren atención permanente, que mi esposa no les podría brindar por su condición médica, ya que posterior a las intervenciones y curaciones, tendría que mantener un plazo de reposo, que aún no ha sido establecido por el Centro Médico. Adjunto documentos requeridos en la circular mencionada. Les agradezco su atención y comprensión. Quedo a sus órdenes para lo que requieran por este medio o bien al número telefónico 8819-8958.”
- 0 -
	De conformidad con la resolución de la Sala Constitucional Nº 2005-11262 de las 15:00 horas del 24 de agosto del 2005 y el Protocolo sobre el procedimiento para la solicitud y otorgamiento de permisos para cuidar a un familiar enfermo, o que se encuentre recibiendo algún tratamiento médico especial, publicado en el Boletín Judicial Nº 233 del 3 de diciembre de 2013, se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia: Conceder permiso con goce de salario y sustitución al licenciado Carlos Bolaños Chaves, Investigador Judicial de la Delegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de Puntarenas, por el plazo de 14 días naturales (dos semanas) a partir del 15 de junio del 2017, tiempo en el que deberá organizarse con el cuido de su esposa.
	La Dirección de Gestión Humana y la Delegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de Puntarenas, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XXVIII

Documento N° 6983-17 

En sesión N° 47-17 celebrada el 16 de mayo de 2017, artículo CXI, se concedió permiso con goce de salario y sustitución a la máster Sonia Quintana Ujueta, Jueza del Tribunal del Tercer Circuito Judicial de San José, sede Suroeste, por el plazo de 10 días hábiles a partir del 5 de junio del 2017, para el cuido de su señora madre.
La máster Sonia Quintana Ujueta, en su citada condición, por las razones que indicó mediante correo electrónico del 13 de junio de 2017, recibido en la Secretaría General de la Corte, solicitó prórroga del permiso con goce de salario y sustitución, por el plazo de dos semanas más, para dedicarse al cuido de su madre. 
	De conformidad con la resolución de la Sala Constitucional Nº 2005-11262 de las 15:00 horas del 24 de agosto del 2005 y el Protocolo sobre el procedimiento para la solicitud y otorgamiento de permisos para cuidar a un familiar enfermo, o que se encuentre recibiendo algún tratamiento médico especial, publicado en el Boletín Judicial Nº 233 del 3 de diciembre de 2013, se acordó: Acoger parcialmente la anterior, en consecuencia: Prorrogar el permiso con goce de salario y sustitución a la máster Sonia Quintana Ujueta, Jueza del Tribunal del Tercer Circuito Judicial de San José, sede Suroeste, por el plazo de 5 días hábiles, tiempo en el que deberá organizarse con el cuido de su madre. Indicarle a la máster Quintana Ujueta, que por razones de Control Interno, este órgano está obligado al buen uso de los recursos públicos, por lo que no se darán más prórrogas al permiso aquí concedido.
	El Tribunal del Tercer Circuito Judicial de San José, sede Suroeste y la Dirección de Gestión Humana, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XXIX

Documento N° 6987-17

El servidor Edgar Navarro Hernández, Supervisor del Departamento de Seguridad, en nota del 13 de junio de 2017, en lo que interesa solicita se le otorgue permiso con goce de salario, por el lapso de un mes a partir del  15 de junio y  hasta el 15 de julio, para poder dedicarse al cuido de su padre.
Se adjunta archivo que contiene imagen del registro de las vacaciones del servidor Navarro Hernández, el cual refleja que tiene 33 días disponibles de vacaciones, así mismo consulta civil y Epicrisis correspondiente. 
Mediante circular Nº 216-2014 del 8 de octubre de 2014, publicada en el Boletín Judicial Nº 213 del 5 de noviembre de 2014, la Secretaría General de la Corte hizo de conocimiento de las servidoras y servidores judiciales, el acuerdo tomado por este Consejo en sesión Nº 83-14, celebrada el 18 de setiembre de 2014, artículo XLIX, en que adicionó la circular Nº 176-2013 denominada “Protocolo sobre el procedimiento para la solicitud y otorgamiento de permisos para cuidar a un familiar enfermo, o que se encuentre recibiendo algún tratamiento médico especial”, publicada en el Boletín Judicial No. 233 del 3 de diciembre de 2013.
Seguidamente, en  circular N° 10-2017, publicada en el Boletín Judicial N° 46-17 del 6 de marzo del 2017, se hizo de conocimiento de las servidores y servidoras judiciales, el Instructivo para el cobro de Subsidios por incapacidades y licencias de la Caja Costarricense del Seguro Social, dispuesto por este Consejo en sesión N° 111-16 celebrada el 13 de diciembre del 2016, artículo XXXI.
De conformidad con la resolución de la Sala Constitucional Nº 2005-11262 de las 15:00 horas del 24 de agosto del 2005 y el Protocolo sobre el procedimiento para la solicitud y otorgamiento de permisos para cuidar a un familiar enfermo, o que se encuentre recibiendo algún tratamiento médico especial, publicado en el Boletín Judicial Nº 233 del 3 de diciembre de 2013, se acordó: Acoger parcialmente, la gestión anterior, en consecuencia: Conceder permiso con goce de salario y sustitución al servidor Edgar Navarro Hernández, Supervisor del Departamento de Seguridad, por el plazo de 5 días hábiles, a partir del 15 de junio de 2017, tiempo en el que deberá organizarse con el cuido de su padre. De requerir tiempo adicional en razón a la situación de salud de su padre, se le insta a tramitar ante la Caja Costarricense de Seguro Social una licencia de cuido, la cual fue comunicada mediante circular N° 10-2017 “Instructivo para el cobro de Subsidios por incapacidades y licencias de la Caja Costarricense de Seguro Social”, lo anterior para que pueda brindar la atención requerida al familiar.
La Dirección de Gestión Humana y el Departamento de Seguridad, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
ARTICULO XXX

Documento N° 7111-17

La Integrante Milena Conejo Aguilar informa que tiene una gira programada al Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, el 22 y 23 de junio de 2017, en representación de la Comisión Interinstitucional de Tránsito, según lo dispuesto por este Consejo en sesión N° 23-17, celebrada el 9 de marzo de 2017, artículo LXXII, en el que aprobó el respectivo Plan Anual Operativo del año en curso. Así mismo solicita se le autorice el disfrute de vacaciones los días 6 y 7 de julio del presente año. 
Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia: Llamar al Integrante Suplente que por rol corresponda, a fin de que sustituya a la licenciada Milena en las fechas indicadas.
La Integrante Conejo Aguilar se abstiene de votar.
La Dirección de Gestión Humana, el Despacho de la Presidencia y la Secretaría General de la Corte, tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XXXI

Documento N° 6929-17

La licenciada Yorleny Garita Méndez, Auditora de la Sección de Auditoría Financiera, en nota del 12 de junio de 2017, en lo que interesa  solicito el beneficio para el cuido de su esposo por 8 días hábiles, contados a partir del 14 de junio de 2017. 
Se adjunta archivo que contiene imagen del registro de las vacaciones de la servidora Yorleny Garita Méndez, el cual refleja que tiene 1 día disponible de vacaciones. Así mismo adjuntó, referencia médica e incapacidad del señor Luis Enrique Solano Ramírez.
Mediante circular Nº 216-2014 del 8 de octubre de 2014, publicada en el Boletín Judicial Nº 213 del 5 de noviembre de 2014, la Secretaría General de la Corte hizo de conocimiento de las servidoras y servidores judiciales, el acuerdo tomado por este Consejo en sesión Nº 83-14, celebrada el 18 de setiembre de 2014, artículo XLIX, en que adicionó la circular Nº 176-2013 denominada “Protocolo sobre el procedimiento para la solicitud y otorgamiento de permisos para cuidar a un familiar enfermo, o que se encuentre recibiendo algún tratamiento médico especial”, publicada en el Boletín Judicial No. 233 del 3 de diciembre de 2013.
En sesión N° 48-17 celebrada el 18 de mayo de 2017, artículo LIII, De conformidad con la resolución de la Sala Constitucional Nº 2005-11262 de las 15:00 horas del 24 de agosto del 2005 y el Protocolo sobre el procedimiento para la solicitud y otorgamiento de permisos para cuidar a un familiar enfermo, o que se encuentre recibiendo algún tratamiento médico especial, publicado en el Boletín Judicial Nº 233 del 3 de diciembre de 2013, se acogió parcialmente, la gestión presentada, y se concedió permiso con goce de salario y sustitución a la servidora Yorleny Garita Méndez, Profesional 2 en Auditoría de la Sección de Auditoría Financiera, por el plazo de 10 días hábiles a partir del 19 de mayo del 2016, tiempo en el que debe organizarse con el cuido de su esposo.
Se acordó: Denegar la gestión presentada por la licenciada Yorleny Garita Méndez, Auditora de la Sección de Auditoría Financiera, en razón de que no se ajusta a las condiciones establecidas en el protocolo para cuidar familiares enfermos, aún y cuando este Consejo entiende la situación en la que se encuentra, estos permisos son de carácter restrictivo, siendo que no se encuentra en riesgo la vida de la persona. Además por control interno este órgano se encuentra obligado al buen uso de los recursos públicos. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc484765469]ARTÍCULO XXXII
Documento N° 6520-17
El licenciado Danny Guzmán Esquivel, Profesional de la Oficina de Atención y Protección a la Víctima en nota del 2 de junio de 2017, solicitó lo siguiente: 
“A través de este medio hago constar que yo Danny Guzmán Esquivel cédula 114950621 inicié labores en el puesto profesional 2 en sociología como interino el 2 de mayo del 2017. Aparte de la labor ya mencionada, actualmente imparto el curso de sociología para la escuela de trabajo social de la Universidad Latina se San Pedro que lleva el código BTS-02 y se ofrece en el horario de 6:00pm a 8:30pm, dicho curso es impartido por mi persona desde el año 2014. Dado lo que estable el artículo 9 inciso 3 de la ley orgánica del Poder Judicial, solicito al Consejo Superior, el permiso para ejercer la actividad indicada.”
0 -
Seguidamente el servidor Guzmán Esquivel, en su citada condición manifestó mediante correo electrónico del 2 de junio del presente año, que los días que impartirá lecciones son los lunes de 6:00 p.m. a las 8:30 p.m. 
	De conformidad con la resolución de la Sala Constitucional N° 2009-001660 de las 11:51 horas del 6 febrero del 2009, se acordó: Tomar nota de que licenciado Danny Guzmán Esquivel, Profesional de la Oficina de Atención y Protección a la Víctima impartirá lecciones en la Universidad Latina en San Pedro, durante los días lunes, fuera de horario laboral y dentro de los límites señalados por este Consejo. 
	La Dirección de Gestión Humana y la Oficina de Atención y Protección a la Víctima, tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme. 
[bookmark: _Toc484765471]ARTÍCULO XXXIII
Documento N° 5240-16 / 6734-17
	La licenciada Maricruz Chacón Cubillo, Directora interina del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, remitió el oficio N° 178-CACMFJ-JEF-2017 del 7 de junio del 2017, que literalmente dice:
“Según el oficio N° 30-PLA-PI-2016 de la Dirección de Planificación aprobado por Corte Plena, se establece el impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial ante la implementación de la Reforma al Código de Trabajo, y las pautas a seguir para la nueva reestructuración de los Juzgados y Tribunales, la cual entra en vigencia a partir del 25 de julio del 2017.
Por esta razón se solicita al estimable Consejo Superior del Poder Judicial autorizar permisos con goce de salario (las sustituciones estrictamente necesarias) para los jueces y juezas coordinadoras, Coordinadores y Coordinadoras Judiciales y Administradores y Administradoras de los circuitos Judiciales, para asistir a la sesión informativa  que estará realizando el Centro de Apoyo y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional en conjunto con otras dependencias administrativas (Dirección Ejecutiva, Gestión Humana, Dirección de Planificación)que conforman el equipo interdisciplinario de trabajo con el fin de informales aspectos operacionales y logísticos más importantes para la implementación de la Reforma Procesal Laboral, además delas razones que se expondrán a continuación:
Dicha reforma genera una serie de variantes no sólo en la tramitación de la materia laboral, sino que modifica la estructura organizativa de los despachos y del talento humano, conllevando de manera diversa el traslado de oficinas, traslado de expedientes, migración de expedientes electrónicos, fusión de despacho, pérdida y acogimiento de competencia para algunos otros. 
Con el fin de buscar un acercamiento entre las oficinas y despachos involucrados; los gestores del Plan de Descongestionamiento en materia Laboral los señores Msc. Fabrizio Garro Vargas, Msc. Fabián Arrieta Segleau y el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, estiman oportuno el abordaje de estos cambios y sincronización de procesos de implementación. 
Por lo anterior, solicitamos y reiteramos la necesidad de conceder permisos con goce de salario para los días 15 y 16 de junio del 2017, para el personal antes mencionado y que se indican en la lista adjunta en los horarios establecidos.

	Primera audiencia del 15 de junio del 2017, de las 07:30 a las 12:00 horas

	 
	Despacho/ oficina 
	Juez/Administrador
	Coordinador Judicial

	1
	Administración del Primer y Tercer Circuito Judicial de San José
	Vivian Chacón Madrigal
 

	2
	Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Puriscal 
	Mauricio Herrera Barboza
	Wilbert Delgado Montero

	3
	Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Turrubares
	Jorge Chacón Corea
	Alvaro Granados Agüero

	4
	Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Hatillo
	Carlos Andrés Aguilar Arrieta
	Maricruz Porras Fallas

	5
	Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de San Sebastián
	Esteban Guzmán González
	Katty Alvarado Brizuela

	6
	Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Pavas
	Lorena Delgado Ruiz
	Carlos Mora Mora

	7
	Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Alajuelita
	Hellen Segura Godínez
	Stephanie Moreira García

	8
	Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Escazú
	Randall Porras Chinchilla
	Sergio Bolaños Chaverri

	9
	Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Santa Ana
	José Bernal Rodríguez Marín
	Lilliana Arías Múñoz

	10
	Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Mora
	Marvin Jarquin Sancho
	Sylvia Elizondo Umaña

	11
	Juzgado de Menor Cuantía del Tercer Circuito Judicial de San Jose, Desamparados
	Víctor Obando Rivera 
	Marianela Abarca Jiménez

	12
	Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Aserrí
	Hellen Mora Salazar
	Marvin Vargas Vargas

	13
	Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Acosta
	Derling Talavera Polanco
	Wendy Mora Arias

	14
	Administración del Primer Circuito Judicial de Alajuela
	Sugey Fonseca Porras
 

	15
	Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Atenas
	Marco Antonio Alfaro Rodríguez
	Ranulfo Víquez Rodríguez

	16
	Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Poas
	María Carolina Soto Johanson
	Arelis Yessenia Sibaja Mora

	17
	Administración del Tercer Circuito Judicial de Alajuela
	Carmen María Vasquez Mora
 

	18
	Juzgado de Cobro y Menor Cuantía de San Ramón
	María Auxiliadora Cruz Cruz 
	Willy Vásquez Carvajal

	19
	Juzgado de Cobro, Menor Cuantía y Contravencional de Grecia
	Karla Patricia Arguello Soto
	Ilse Jiménez Barquero

	20
	Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Naranjo
	Tatiana Rodríguez Castro
	Karla Sibaja Salazar

	21
	Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Palmares
	Ivannia Quesada Quiros
	Ana Gabriela Vasquez Ramírez

	22
	Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Valverde Vega
	Nuria Rodríguez Gonzalo
	Guiselle Céspedes Chaves

	23
	Administración del Primer Circuito Judicial de Heredia
	Steven Picado Gamboa
 

	24
	Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Sarapiquí
	Hazel Patricia Castillo Bolaños
	María del Milagro Soto Castro

	25
	Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de San Isidro 
	Agnes Lizbeth Chaverri Fonseca
	Tatiana Bolaños Navarro

	26
	Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de San Rafael
	leenyer Lanuza Víquez
	Ericka Sanabria chaves

	27
	Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Santo Domingo
	Catalina Vindas Aguilar
	Laura Alfaro Vargas

	28
	Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de San Joaquín de Flores
	Luis Rodrigo Campos Gamboa
	Magaly Vega Céspedes



	Segunda audiencias del 15 de junio del 2017, de las 13:00 a las 16:30 horas

	 
	Despacho
	Juez/Administrador
	Coordinador Judicial

	1
	Administración del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur
	Esteban Solano Alvarado
 

	2
	Juzgado de Cobro y de Menor Cuantía del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur
	Oscar Adolfo Mena Valverde
	Leenyer Lanuza Víquez

	3
	Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Buenos Aires
	Ricardo Medina Gutierrez
	Fabia Robles Sibaja

	4
	Administración del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur
	Guillermo Mejia Villalobos
 

	5
	Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur-Corredores
	María Yolanda Martínez Martínez
	Emmanuel Murillo Barquero

	6
	Administración de Regional de Golfito
	Paulina Atencio Zapata
 

	7
	Juzgado de Cobros, Menor Cuantía y Contravencional de Golfito
	Luis Diego Bonilla Alvarado
	Maricela Mora Umaña

	8
	Administración de Regional de Osa
	Aura Yanes Quintana
 

	9
	Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Osa
	Lizeth Gómez Gómez
	Carolina Fallas Díaz

	10
	Administración del Segundo Circuito Judicial de Alajuela
	Alexander Matarrita Casanova
 

	11
	Juzgado de Cobro y de Menor Cuantía del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, San Carlos
	Dinia Peraza Delgado
	Manfred Sánchez Vindas

	12
	Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Upala
	Danny Gutiérrez Gómez
	Marianela Varela Calvo

	13
	Administración del Circuito Judicial de Turrialba
	Luis Alberto Solis Jiménez
 

	14
	Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Turrialba
	Marjorie Aguilar Pérez
	Alexander Núñez Rojas

	15
	Administración del Circuito Judicial de Cartago
	Pilar Obando Masis
 

	16
	Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de la Unión
	Maria Solano Gamboa
	Adolfo Mora Evans

	17
	Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Alvarado
	Tatiana Meléndez Herrera
	Mauricio Sanabria Leandro

	18
	Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Jimenez
	Sammy Ugalde Villalobos
	Marco Araya Coto

	19
	Administración del Primer Circuito Judicial de Guanacaste
	Seidy Jiménez Bermudez
 

	20
	Juzgado de Cobro, Menor Cuantía y Transito del Primer Circuito Judicial de Guanacaste, Liberia
	Jorge Zúñiga Jaen
	Luisana Rojas Rivas

	21
	Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Cañas
	Harold Rojas Aguilar
	Carolina Fuentes Vargas

	22
	Administración del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste
	Jairo Alvarez López
 

	23
	Juzgado de Menor Cuantía y Transito del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste, Nicoya
	Alberto Juarez Gutiérrez
	Mariela Venegas Borbón

	24
	Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Hojancha 
	Erick Azofeifa Fernández
	Conrad Chavarria Rodríguez

	25
	Administración Circuito Judicial de Aguirre y Parrita
	Evelyn llanten Miranda
 

	26
	Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Aguirre
	Antonio Céspedes Ortiz
	Emma Ortiz Pérez

	27
	Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Parrita
	Sedier Villegas Ramírez
	Leslhy Gómez Gómez

	28
	Administración Circuito Judicial de Puntarenas
	Carmen Molina Sánchez
 

	29
	Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Esparza
	Norma Araya Sánchez
	Ilse María González Dossman

	30
	Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Montes de Oro
	Ana Lorena Mora Monge
	Wualberto Céspedes Venegas

	31
	Administración del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica
	Luis Solís Jiménez
 

	32
	Juzgado de Cobro y Menor Cuantía del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Pococí
	Natalie Palma Miranda
	Victor Venegas Guillen



	Primera audiencia del 16 de junio del 2017, de las 07:30 a las 12:00 horas

	 
	Despacho
	Juez/Administrador
	Coordinador Judicial

	1
	Administración del Primer y Tercer Circuito Judicial de San José
	Vivian Chacón Madrigal
 

	2
	Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Puriscal
	Jorge Alberto Pérez Jiménez
	Jessica Porras Espinoza

	3
	Juzgado de Trabajo del III Circuito Judicial de San José (Desamparados)
	Cinthia Pérez Pereira
	Álvaro Antonio Brenes Calderón

	4
	Juzgado de Trabajo, Civil y Familia de Hatillo, San Sebastián y Alajuelita
	Alinna Solano Ramírez
	Carlos Villalobos Pérez

	5
	Administración del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur
	Esteban Solano Alvarado
 

	6
	Juzgado Civil y Trabajo del I Circuito Judicial de la Zona Sur
	Norman Herrera Vargas
	Kattia Vargas Navarro

	7
	Juzgado Civil, Trabajo, Familia de Buenos Aires
	Jean Carlo Céspedes Mora
	Diego Padilla Monge

	8
	Administración del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur
	Guillermo Mejias Villalobos
 

	9
	Juzgado Civil y Trabajo del II Circuito  Judicial de la Zona Sur (Corredores)
	Daniel Matamoros Vendaña
	Johanna Villegas Acosta

	10
	Administración de Regional de Osa
	Aura Yanes Quintana
 

	11
	Juzgado Civil, Trabajo Juzgado y Familia de Osa
	Mario Alberto Barth Jiménez
	Mónica Nájera Fernández

	12
	Administración de Regional de Golfito
	Paulina Atencio Zapata
 

	13
	Juzgado Civil y Trabajo de Golfito
	Luis Diego Bonilla Alvarado
	Maricela Mora Umaña

	14
	Administración del Segundo Circuito Judicial de Alajuela
	Alexander Matarrita Casanova
 

	15
	Juzgado de Trabajo del II Circuito Judicial De Alajuela (San Carlos)
	Adolfo Mora Arce 
	Javier Alvarado Soro

	16
	Juzgado Civil, Trabajo y Familia del II Circuito Judicial de Alajuela, sede Upala
	Brenda Calvo de la O
	Rosa Alejandra Delgado Murillo

	17
	Administración del Tercer Circuito Judicial de Alajuela
	Carmen María Vasquez Mora
 

	18
	Juzgado Civil y de Trabajo del III Circuito. Judicial de Alajuela (San Ramón)
	Minor Chavarría Vargas
	Carolina Vargas Vasquez

	19
	Juzgado Civil y Trabajo de Grecia
	Emi Lorena Guevara Guevara
	Marita Cabrera Abellán

	20
	Administración del Circuito Judicial de Turrialba
	Luis Alberto Solis Jiménez
 

	21
	Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba
	Wilberth Herrera Delgado
	Eduardo Aguilar Martínez

	22
	Administración del Primer Circuito Judicial de Heredia
	Steven Picado Gamboa
 

	23
	Juzgado Civil, Trabajo, Familia, Penal Juvenil y Violencia domestica de Sarapiqui
	Yendri Rojas Pérez
	José Alfredo Sánchez González

	24
	Administración del Primer Circuito Judicial de Guanacaste
	Seidy Jiménez Bermudez
 

	25
	Juzgado Civil y Trabajo del I Circuito Judicial de Guanacaste (Liberia)
	Carolina Quirós Jiménez
	Juan Jose Acuña Pastrana

	26
	Juzgado Civil y Trabajo de Cañas
	Xinia Esquivel Herrera
	Huberth Ramírez Ruiz

	27
	Administración del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste
	Jairo Alvarez López
 

	28
	Juzgado Civil y de Trabajo de Nicoya
	David Matamoros Salazar
	Milagro Pérez Pérez

	29
	Administración Circuito Judicial de Aguirre y Parrita
	Evelyn llanten Miranda
 

	30
	Juzgado Civil y Trabajo de Quepos
	María Cristina Cruz Montero
	Maricela Mora Umaña

	31
	Administración del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica
	Luis Solís Jiménez
 

	32
	Juzgado de Trabajo  del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Pococí
	Yocelin Quesada Porras
	Sergio Hernández Bermudez



	Segunda audiencia del 16 de junio del 2017, de las 13:00 a las 16:30 horas

	 
	Despacho
	Juez/Administrador
	Coordinador Judicial

	1
	Administración del Primer Circuito Judicial de Alajuela
	Sugey Fonseca Porras
 

	2
	Juzgado de Trabajo del I Circuito Judicial de Alajuela
	Eugenio Molina Sequeira
	María Fernández Molina

	3
	Tribunal de Trabajo de Menor Cuantía de Alajuela
	Grace Agüero Alvarado
	Luighi Pereira García

	4
	Administración del Circuito Judicial de Cartago
	Pilar Obando Masis
 

	5
	Juzgado de Trabajo de Cartago
	Javier Fallas Villaplana
	María Teresa Gómez Pereira

	6
	Tribunal de Trabajo de Menor Cuantía de Cartago 
	Susana Mata Gómez
	Gerardo Castillo Castillo

	7
	Administración del Primer Circuito Judicial de Heredia
	Steven Picado Gamboa
 

	8
	Juzgado de Trabajo de Heredia
	Elena Alfaro Ulate
	José Francisco Delgado Venegas

	9
	Tribunal de Trabajo de Menor Cuantía de Heredia
	María Angélica Fallas Carvajal
	Eida María Aguilar Vargas

	10
	Administración del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste
	Elmer Hernández Castillo
 

	11
	Tribunal de Trabajo de Menor Cuantía de Santa Cruz 
	Nedyn Barrantes Jiménez
	Ana Patricia Leiva Juarez

	12
	Juzgado de Trabajo de Santa Cruz
	Jaime Eduardo Rivera Prieto
	Sandra Elizabeth Fonseca Briceño

	13
	Administración Circuito Judicial de Puntarenas
	Carmen Molina Sánchez
 

	14
	Juzgado de Trabajo de Puntarenas
	José Celso Fernández Delgado
	Jackeline Varela Chaves

	15
	Tribunal de Trabajo de Menor Cuantía de Puntarenas
	Viria Guzmán Rodríguez
	Jairo Méndez Leal

	16
	Administración del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica
	Maribel López Bermudez
 

	17
	Juzgado de Trabajo del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica
	Erick Manuel Campos Camacho
	Bernella Sinclair Mitchell

	18
	Tribunal de Trabajo de Menor Cuantía del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica
	Diego Meoño Piedra
	Arelis Morales Chaves


Cabe destacar, que se realizan las coordinaciones respectivas para las zonas más alejadas para que las sesiones de trabajo se realicen por video conferencias. En cuanto al lugar donde se realizarán las sesiones oportunamente se comunicará.

(…)”
- 0 -  

	Se acordó: Acoger la gestión presentada por la licenciada Maricruz Chacón Cubillo, en consecuencia: 1) Autorizar a las servidoras y a los servidores de la lista transcrita, para que participen en las sesiones informativas para la Reforma al Código de Trabajo, los días 15 y 16 de junio del 2017 en los horarios indicados, en el entendido que se autorizan sustituciones para los casos estrictamente necesarios. 2) En virtud de la importancia del contenido de las sesiones informativas, deberán las personas participantes coordinar lo necesario, a fin de transmitir los conocimientos adquiridos al equipo de trabajo del cual forma parte, en lo que les pueda ser de beneficio en el cumplimiento de sus funciones, esto a raíz del nuevo Código de Trabajo que entra en vigencia a partir del 25 de julio del 2017.
	Las Direcciones de Gestión Humana, Planificación y Ejecutiva y el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, tomarán nota para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme. 
[bookmark: _Toc484765472][bookmark: _Toc484765474]ARTÍCULO XXXIV
Documento N° 6753-17

El máster José Luis Bermúdez Obando y las licenciadas Waiman Hin Herrera y Cheryl Bolaños Madrigal, por su orden Director interino, Subdirectora de Desarrollo Humano y Jefa interina de Gestión de la Capacitación, todos de la Dirección de Gestión Humana, remitieron oficio Nº203-CAP-2017 del 24 de mayo de 2017, el cual se detalla a continuación:
“Para su conocimiento y fines consiguientes nos permitimos informarles que hemos recibido información por parte de la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales (OCRI) con respecto al Curso “Enfoque de Derechos y de Igualdad de Género en Políticas, Programas y Proyectos” a realizarse del 19 de julio al 20 de setiembre de 2017. A continuación el detalle:

ORGANIZA: Departamento de Desarrollo Humano, Educación y Empleo (DDHEE) de la Organización de Estados Americanos (OEA),  la Comisión Inter-Americana de Mujeres (CIM) y el Portal Educativo de las Américas, EEUU.

MODALIDAD: A distancia

FECHA LÍMITE DE INSCRIPCIÓN: 21 de junio de 2017

OBJETIVO: Se espera que este curso contribuya al fortalecimiento de las capacidades de personas y distintos tipos de instituciones para brindar seguimiento y cumplimiento de compromisos políticos internacionales e interamericanos, asegurar las garantías y la protección de los derechos humanos de las mujeres y la igualdad de género, considerando la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW), la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención de Belém do Pará), la Carta Democrática Interamericana y el Programa Interamericano sobre la Promoción de los Derechos Humanos de las Mujeres y la Equidad e Igualdad de Género(PIA).

PERFIL SOLICITADO POR EL ENTE: 
Personas funcionarias públicas y profesionales de otras organizaciones que participan en el diseño, formulación, implementación, monitoreo y/o evaluación de políticas, proyectos y programas en distintos sectores.
Personas docentes universitarias, personas activistas sociales, personas profesionales, formadoras/es del sector público, privado y de organizaciones de la sociedad civil, con interés en temas de género y derechos.

REQUISITOS DEL ENTE ORGANIZADOR 

Requisitos para aplicar al curso:
Tener el perfil del público al cual se dirige el curso.
Buen conocimiento del idioma español.
Tener disponibilidad de por lo menos 8 horas semanales para el curso.

Requisitos para aplicar a la ayuda financiera:
Todos los anteriores
Ser persona ciudadana o residente permanente de un estado miembro de la OEA.(como lo es Costa Rica)

METODOLOGÍA:
El curso se llevará a cabo durante nueve semanas y será impartido con la supervisión académica de personas tutoras especializadas quienes atenderán semanalmente a las personas participantes desde el comienzo hasta el final del curso. 

El curso está regido por un calendario de actividades con horas y fechas de entrega. No existe horario de clases, por lo que la persona podrá ingresar al curso a la hora y en el lugar que mejor le parezca. Se debe tomar en cuenta que se requiere un compromiso mínimo de ocho (8) horas semanales de dedicación en las actividades del curso. 

En ocasiones, será necesario reunirse con las personas compañeras de salón en el Chat. Para ello, las personas alumnas con la persona tutora deberán acordar la hora y fecha previendo los cambios de horario entre países. 

El Aula Virtual estará abierta 24 horas al día, las 9 semanas de duración del curso. 

PROGRAMA: 
Eje Temático I: CONCEPTOS Y MARCOS DE ACCIÓN DEL ENFOQUE DE DERECHOS Y DE GÉNERO
Semana 1 

Módulo Introductorio
Los espacios de la plataforma
Bienvenida al curso
El enfoque de derechos e igualdad de género
Semana 2
Módulo: Los Derechos Humanos de las mujeres
Unidad 1. Derechos de las Mujeres
Tema 1.1. DDHH como construcción histórico social
Tema 1.2. Críticas desde la teoría feminista al sistema internacional de DDHH
Unidad 2. Dinámicas de poder que inciden en los DDHH de las mujeres
Tema 2.1. El poder político, procesos en la toma de decisiones e impactos
Tema 2.2. Redistribución y reconocimiento como dimensiones de la justicia
Tema 2.3. Estado de la cuestión de igualdad de género
Semana 3
Módulo 2: Marco conceptual del enfoque de género
Unidad 1. El concepto de género
Tema 1.1. Qué es género
Tema 1.2. La igualdad de género
Tema 1.3. Necesidades prácticas y estratégicas de Género

Unidad 2. La división sexual del trabajo

Tema 2.1. Trabajo productivo y reproductivo
Tema 2.2. Trabajo no remunerado, reproductivo o de cuidado
Tema 2.3. El empoderamiento de las mujeres
Semana 4
Módulo 3: Análisis de Género: problemas y objetivos
Unidad 1. Análisis de género
Tema 1.1. Planificación de género
Tema 1.2.  Análisis de género: problemas
Tema 1.3. Diagnóstico de género
Tema 1.4. Priorización de problemas
Unidad 2. Objetivos, alternativas y herramientas de análisis
Tema 2.1. Objetivos del cambio pro-igualdad
Tema 2.2. Análisis de alternativas desde un enfoque de género
Eje Temático II: INTEGRACIÓN DEL ENFOQUE DE DERECHOS Y DE GÉNERO EN EL CICLO DE POLÍTICAS
Semana 5
Módulo 4: Metodologías para el análisis de género
Unidad 1. Metodologías para el Análisis de género

Tema 1.1. Marco analítico de Harvard
Tema 1.2. Identificación de necesidades prácticas y estratégicas
Tema 1.3. Análisis de los factores de influencia
Tema 1.4. Actores involucrados en un proyecto
Tema 1.5. Etapas del análisis de involucrados
Tema 1.6. Análisis de involucrados con enfoque de género
Semana 6
Continuación de Ejercicio 3 de aplicación al proyecto
Eje Temático III: INTEGRACIÓN DEL ENFOQUE DE DERECHOS Y DE GÉNERO EN EL CICLO DEL PROYECTO
Semana 7
Módulo 5: Sistemas de gestión, monitoreo y evaluación de políticas y programas
Unidad 1. Información, monitoreo y evaluación
Tema 1.1. Claves de un sistema de información y monitoreo
Tema 1.2. El marco lógico
Tema 1.3. La gestión por resultados
Unidad 2. ¿Qué es evaluar con enfoque de género?
Tema 2.1 Etapas del proceso
Semana 8
Módulo 6: La transversalización del enfoque de género en políticas y programas
Unidad 1. La transversalización del enfoque de género. Conceptos clave
Tema 1.1. Argumentos pro igualdad.
Tema 1.2. ¿Qué es la transversalización  de la perspectiva de género?
Tema 1.3. Las políticas públicas y la igualdad de género
Unidad 2. Transversalización del enfoque de género: facilitaciones, obstáculos y argumentos
Tema 2.1. Condiciones facilitadoras para la transversalización del enfoque de género
Tema 2.2. Principales obstáculos para la transversalización del enfoque de género
Tema 2.3. Formas de resistencia y posibles soluciones
Tema 2.4. Ejemplo de práctica actual desde la OEA.
Semana 9
Módulo 7: Trabajo Final

COSTO: 

El costo del curso es de US$260 (doscientos sesenta dólares estadounidenses) para aquellas personas postulantes que cumplan con los requisitos y sean seleccionadas para beneficiarse con la beca otorgada por la SG/OEA.
El costo del curso para aquellas personas postulantes que no cumplan con los requisitos estipulados para recibir la beca es de US$500 (quinientos dólares estadounidenses)

Programa Becas de Desarrollo Profesional (PBDP)
Las becas PBDP ofrecen oportunidades de becas para capacitación a través de cursos cortos en cualquiera de los Estados Miembros de la OEA y Observadores Permanentes, con la excepción del país de ciudadanía o residencia permanente de la persona solicitante.
Modalidad de estudio: Presencial, a distancia (en línea) o semipresencial.
Las becas que otorga la OEA se enmarcan dentro de ocho (8) áreas prioritarias.
Todas las solicitudes de becas deberán ser presentadas directamente a las Oficinas Nacionales de Enlace (ONEs)

	ELEGIBILIDAD
	DOCUMENTOS REQUERIDOS

	Ser ciudadano o residente permanente de cualquiera de los Estados Miembros de la OEA.
Tener un título universitario al momento de postularse a la beca.
Estar en buen estado de salud físico y mental que les permita completar el programa de estudios. 
Las ONEs de los Estados Miembros podrían tener requisitos adicionales de elegibilidad. Por favor contacte a la ONE de su país para más información.

	Solicitud en línea (incluida en el anuncio del curso)
Copia del diploma universitario.
Copia del certificado de notas.
Dos (2) cartas de recomendación usando el Formulario de Recomendación de la OEA. No se aceptarán cartas de recomendación de familiares.
Certificado de aptitud en idiomas. Solo para los cursos dictados en un idioma diferente a la lengua materna
Currículum Vitae* no documentado. (4 páginas máximo)
Documento de Identidad del País Patrocinador.
* Por favor no incluir diplomas de conferencias, seminarios, talleres, etc. No enviar fotografías ni la copia de su proyecto de tesis.



-O-
	Si bien es cierto, el Poder Judicial no cuenta con presupuesto específico para esta actividad, se ha reservado para el Programa 926 el siguiente rubro, con capacidad para 4 cupos, en caso de así determinarlo el Consejo Superior:


	PRESUPUESTO PARA OTORGAR AYUDAS ECONÓMICAS
PROGRAMA 926 – DIRECCIÓN Y ADMINISTRACIÓN

	Actividad
	Detalle
	Cupos disponibles 
	Monto 

	Por definir según convocatorias
	Para responder a cursos que sean prioridad y estén vinculados con los objetivos estratégicos del Poder Judicial
	4
	$1.040



Dicho lo anterior, se solicita se autorice la divulgación correspondiente, así como designar los beneficios y condiciones en que se avalará la participación en concordancia con lo expuesto en los párrafos precedentes.”
- 0 -
[bookmark: _Toc367372410]	Se acordó: 1.) Tomar nota de la comunicación anterior. 2.) La Dirección de Gestión Humana procederá a la brevedad a efectuar la difusión del curso “Enfoque de Derechos y de Igualdad de Género en Políticas, Programas y Proyectos”, en el entendido que este Consejo concederá permiso con goce de salario a 4 servidores y servidoras que resulten seleccionados, otorgando una ayuda económica de $1.040 con cargo al Programa 926. 
La Dirección de Gestión Humana y el Departamento Financiero Contable, tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc484765475][bookmark: _Toc484765477]ARTÍCULO XXXV
Documento N° 5724-17 /6562-17
En la sesión Nº 44-17 celebrada el 9 de mayo de 2017, artículo XCII, en vista de las objeciones que presentan los diferentes despachos judiciales a los estudios realizados por la Dirección de Planificación, se comunicó a esa Dirección que una vez que dispusiera de los informes en su versión final, ya sea con la inclusión o no de las observaciones realizadas por las oficinas, paralelamente debería hacerlo de conocimiento de este Consejo y de la dependencia en estudio, para que estos tengan la oportunidad de presentar sus observaciones ante este órgano superior.
El máster Elías Muñoz Jiménez, Jefe interino del Proceso de Ejecución de las Operaciones de la Dirección de Planificación, en oficio N°1000-PLA-2017 del 2 de junio de 2017, comunicó lo siguiente:
“En atención al oficio 5908-17 de esa Secretaria, del 29 de mayo de 2017, en el que se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Superior, en la sesión celebrada el 9 de mayo de 2017, artículo XCII, que indica:

“Comunicar a esa Dirección que una vez que disponga de los informes en su versión final, ya sea con la inclusión o no de las observaciones realizadas por las oficinas, paralelamente deberá hacerlo de conocimiento de este Consejo y de la dependencia en estudio, para que estos tengan la oportunidad de presentar sus observaciones ante este órgano superior.”
 
En este sentido, procedemos a informarle lo siguiente. Para la realización de los informes presentados ante el Consejo Superior o Corte Plena, la Dirección de Planificación, una vez clarificado el tema a analizar con el personal profesional que lo atenderá, procede con la búsqueda de información útil para el estudio, y paralelamente realiza reuniones e incluso talleres de trabajo con la dependencia o dependencias involucradas, para ahondar más en detalle el problema y analizar las posibles soluciones que se traducen finalmente en un compendió de recomendaciones.  

Posteriormente, dependiendo de la magnitud de las recomendaciones, previamente las discute con las dependencias involucradas para afinarlas.

Después de realizar estos ejercicios, procede con el levantado del informe, el cual es sometido a un proceso de revisión interna para darle la consistencia y fundamentación requerida.  

Preparado el informe, ya sea la jefatura de unos de los procesos o la Dirección de Planificación, lo remite a consulta a la instancia o instancias involucradas para que conozcan el resultado de los ejercicios indicados en el punto “a” y “b”; para ello, se les da un plazo que generalmente asciende a ocho días naturales y si alguna instancia solicita se le amplíe, también se concede, porque interesa obtener el punto de vista de la instancia consultada.

Recibidas las observaciones por parte de las instancias consultadas e involucradas, se analizan y retoman las que a criterio de la Dirección Planificación son pertinentes, por cuanto en el fondo es la responsable del informe que se remite a conocimiento del Consejo Superior o Corte Plena.  Las otras observaciones, en algunos casos se retoman, pero se anota un comentario o nota técnica que indica el por qué no se incluye en el informe.  

Ahora bien, realizados los ajustes pertinentes al informe, se procede a remitirlo al Consejo Superior o Corte Plena, y se anexan el total de las observaciones presentadas por las instancias consultadas, así como las de las otras instancias que también se les tomó parecer.  En algunos casos, si las observaciones provocan que el informe originalmente presentado sufra cambios sustanciales, se remite nuevamente a consulta y  se retoma los ejercicios indicados anteriormente. 

El informe que se remite al Consejo Superior o Corte Plena, se les copia a la instancia o instancias involucradas para que estén informadas de que ya se envió y para que observen los cambios introducidos a efecto de que, si a bien lo estimen, presenten sus observaciones ante la instancia superior.

De conformidad con lo antes descrito, la Dirección de Planificación considera que lo solicitado por el Consejo Superior, es una práctica debidamente instaurada. ”
- 0 -
		Se acordó: Tomar nota de la comunicación realizada por el máster Elías Muñoz Jiménez, Jefe interino del Proceso de Ejecución de las Operaciones de la Dirección de Planificación. Reiterar a la citada Dirección que deberá consignar copia a la oficina evaluada cuando remitan los informes a este Consejo, con el fin de hacer de conocimiento de los interesados los cambios introducidos en el informe, en el entendido que los despachos judiciales tendrán la posibilidad de presentar de considerarlo así, cualquier reconsideración. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc484765479]ARTÍCULO XXXVI
Documento N°6590-17

La máster Vanessa Villalobos Montero, Jefa interina del Departamento de Trabajo Social y Psicología en oficio N° DTSP-057-2017 del 5 de junio de 2017, remitió lo siguiente:
“Reciban un cordial saludo. Como es de su conocimiento, el Departamento de Trabajo Social y Psicología, se ha mantenido en los últimos años en un proceso de revisión de los procesos de trabajo, que han estado coordinadas con la Dirección de Planificación. 

Esto ha permitido ejecutar modificaciones a lo interno relacionadas a las cargas laborales de los y las profesionales, no obstante, el personal administrativo, no ha contado hasta el momento con una revisión de las tareas hasta ahora asignadas, las cuales con todos los cambios se han visto incrementadas tanto en cantidad, como en complejidad y nivel de responsabilidad.

Aunado a esto, se visualizan una serie de reformas legales que eventualmente impactarán en nuestro Departamento y en la carga de trabajo que se atiende, por ejemplo, la Reforma Laboral y  al Código de Familia.

Por esta razón, abogo para que su estimable Consejo remita a las instancias competentes (Dirección de Planificación y Dirección de Gestión Humana) la solicitud de realizar un estudio con el fin de que se determine si las tareas que les ha asignado se encuentran acordes a su puesto, o bien, se requiere una recalificación que adecúe y reconozca las funciones que los y las auxiliares administrativas ejecutan dentro de cada una de las oficinas regionales del Departamento.  

(…)”
- 0 -
Producto de la reestructuración que sufrió el Departamento de Trabajo Social y Psicología al haberse desligado de la Dirección Ejecutiva,                                                                                                 previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Remitir la gestión presentada por la máster Vanessa Villalobos Montero, Jefa interina del citado Departamento a la Dirección de Gestión Humana para su estudio e informe de este Consejo.  Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc484765481]ARTÍCULO XXXVII
Documento N° 6584-17 
En sesión N° 44-17 celebrada el 9 de mayo de 2017, artículo LVII, se acogió la gestión presentada por el máster José Luis Bermúdez Obando, Director interino de Gestión Humana y de conformidad con lo que establece el artículo 44, párrafo cuarto de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en concordancia con las políticas aprobadas por la Corte Plena, y por ser un asunto de interés institucional, se prorrogaron entre otros, permisos con goce de salario y sustitución hasta el 30 de junio de 2017 a la plaza 15735 en el Juzgado Contravencional, Trabajo y Civil de Siquirres. 
	El máster Elías Muñoz Jiménez, Jefe del Proceso Ejecución de las Operaciones, en oficio N° 1001-PLA-2017 del 5 de junio de 2017, manifestó: 
“Le transcribo el informe 74-MI-2017 de hoy, suscrito por el Lic. Minor Alvarado Chaves,  Jefe a.i del Subproceso de Modernización Institucional, que indica: 

”El Consejo Superior aprobó en sesión del  9 de mayo del 2017, artículo LVII que la plaza de Técnica o Técnico Judicial  15735 se asignara al Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Siquirres.  Sin embargo, en virtud de los análisis realizados por la Dirección de Planificación, con ocasión a la entrada en vigencia de la Reforma al Código de Trabajo, se determinó que es más útil ubicarla en el  Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Bagaces.

Por lo anterior, se comunica al Consejo Superior que a partir del primero y hasta el 30 de Junio del 2017 la plaza 15735 será asignada al Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Bagaces.

 Adicionalmente, es necesario que el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional realice el nombramiento del señor Álvaro Miranda Jiménez  cédula 0113400772, quien fue designado, previa consulta con el Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Bagaces, como persona Técnica Judicial para la atención de la manifestación”.
- 0 -
	En razón de lo expuesto por la Dirección de Planificación, referente a las cargas de trabajos y en procura de un mejor uso de los recursos públicos,  a la luz de lo dispuesto en el artículo 81, inciso 6° de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se acordó:  1) Autorizar el traslado de la plaza N° 15735 al Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Bagaces, a partir del 19 de junio de 2017, en ese sentido se tiene por modificado el acuerdo de la sesión N° 44-17 celebrada el 9 de mayo de 2017, artículo LVII. 2) El Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, procederá a realizar el nombramiento según la recomendación anterior.
	Los Juzgados Contravencional y de Menor Cuantía de Bagaces y Contravencional, Trabajo y Civil de Siquirres y las Direcciones de Gestión Humana y Planificación, así como el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc484765483]ARTÍCULO XXXVIII
Documento N° 7237-12, 6508-17
	El licenciado Elías Muñoz Jiménez, Jefe del Proceso Ejecución de las Operaciones de la Dirección de Planificación, mediante oficio N° 988-PLA-2017 del 31 de mayo de 2017, manifestó:
“En atención al oficio 4836-2017, donde se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión celebrada el 5 de abril de 20017, artículo CVIII, le remito el informe 71-MI-2017 de hoy,  suscrito por el Lic. Minor Alvarado Chaves, Jefe a.i. del Subproceso de Modernización Institucional, relacionado con la separación  administrativa  de las sedes del Tribunal del Segundo Circuito Judicial de la  Zona Sur, Osa, Golfito y Corredores 

	Dirección de Planificación
	Fecha:
	31/05/2017

	Subproceso:
	Modernización Institucional
	# Informe:
	71-MI-2017


	Temática:
	Distribución de plazas en el Tribunal del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur (Corredores) a partir de la asignación de dos plazas extraordinarias con la Reforma al Código de Trabajo y hasta el 25 de Julio 2017. 

	Para:
	 Secretaría   General de la Corte 

	Copia(s): 
	Tribunal del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur (Corredores), Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional,  Dirección de Gestión Humana y Sección Administrativa de Carrera Judicial.

	Oficios y Referencias:
	Con este informe se contesta la Referencia interna 688-17 y el oficio de la Secretaría General de la Corte 4836-17.



	I. Antecedentes
	1.1. La Secretaría General de la Corte mediante oficio 4836-17 remite a la Dirección de Planificación el acuerdo del Consejo Superior de sesión 34-17 celebrada el 5 de abril del  2017, artículo CVIII que dispone: 

“Remitir a la Dirección de Planificación para que a la brevedad se refiera a lo expuesto por la licenciada Karol Vanessa Delgado Rivera, Jueza Coordinadora del Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur”.

1.2. En el citado acuerdo se plantean las consultas efectuadas por la Licda. Karol Vanessa Delgado Rivera, Jueza Coordinadora del Tribunal del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, en dos temas: 

1.2.1. Redistribución del recurso ordinario y extraordinario para el conocimiento de la materia Civil y Laboral. (Tema que ya fue analizado por la Dirección de Planificación mediante oficio 881-PLA-2017[footnoteRef:25]). [25:  Informe remitido a Corte Plena para su aprobación el 8 de Mayo del 2017. ] 



1.2.2. Reasignación de las plazas en Flagrancia al Tribunal ordinario, atendiendo los asuntos de flagrancia mediante un rol a lo interno del Tribunal. (Tema en estudio actualmente por la Dirección de Planificación respecto a la ampliación de competencia del recurso en ese Circuito Judicial por lo que se contestará en otro informe donde se abordan otros temas de ampliación de la competencia territorial de esa Sección de Flagrancia).

1.3. La Dirección de Planificación mediante oficio 1127-PLA-2017 se refiere a la  separación administrativa del Tribunal del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, con respecto a las sedes de Osa y Golfito y redistribuye el recurso humano existente en el Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur (Corredores).


1.4.Informe 30-PLA-PI-2016 elaborado por la Dirección de Planificación que recomienda la asignación de plazas de Jueza o Juez 4 en distintos Tribunales de país, mediante Ley de presupuesto 2017, entre ellas dos plazas extraordinarias para el Tribunal del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur (Corredores), a saber las plazas 374321 y 374322.

1.5. A partir del 30 de Enero del 2017 el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional nombra de manera interina en la plaza 374321 a la Licda. Andrea Arauz Cabrera para el conocimiento de asuntos civiles y laborales de manera exclusiva.

1.6. El nombramiento de la plaza 374322  por parte del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional esta supedita a la aprobación por Corte Plena del oficio 881-PLA-2017,  elaborado por la Dirección de Planificación.




	II. Justificación
	2.1. La Licda. Delgado Rivera, solicita que se asignen las plazas extraordinarias para la atención de la materia Civil y Laboral.  Esta gestión fue contemplada en el análisis efectuado por la Dirección de Planificación mediante oficio 881-PLA-2017, donde se redistribuyen a nivel nacional las plazas extraordinarias de Jueza o Juez 4 recomendadas en la Ley presupuesto 2017 y se asignó dos plazas de manera extraordinaria al Tribunal del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur (Corredores) a saber:
- La plaza 374321 en materia Penal en sustitución de la plaza Laboral (350132).
-La plaza 374322 en materia Civil con recargo en laboral.

El periodo de asignación de este personal profesional será el que determine la  Corte Plena  una vez que conozca  el oficio 881-PLA-2017 y  se extenderá como máximo hasta el 25 de Julio del 2017.


	III. Información Relevante
	3.1. La situación expuesta por la Licda. Delgado Rivera,  conocida por el  Consejo Superior en la sesión 34-17 celebrada el 5 de abril del  2017, artículo CVIII, ya fue considerada y resuelta por la Dirección de Planificación mediante 881-PLA-2017, donde se recomendó la asignación de las plazas 374321 y 374322 , hasta el 25 de Julio 2017 de la siguiente manera:

	Tribunal
	Plazas de Jueza o Juez 4

	
	Número de Plaza
	Número de plaza para plan de reducción de circulante

	II CJ  de la Zona Sur
	Se mantiene la plaza titular 350132 para la materia Laboral  que se reemplaza por la plaza nueva para la materia Penal 374321.
	374322 (materia civil con recargo en materia laboral)



3.2. En resumen,  el recurso humano del Tribunal del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur (Corredores) ordinario estará distribuido de la siguiente manera:
 


3.3. Se considera la solicitud adicional de la Licda. Delgado Rivera, Jueza, mediante correo electrónico del 16 de Mayo del 2017 con respecto a la asignación de la plaza 374321 en materia Laboral; sin embargo, se mantiene lo recomendado en el oficio 881-PLA-201 antes citado. 


3.4. Según indica la Lic. Delgado Rivera, el despacho presenta un retraso en la resolución de asuntos civiles y laborales de 12 meses.
 

	IV. Elementos Conclusivos
	4.1. La situación expuesta por la Licda. Delgado Rivera, Jueza Coordinadora del Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur y comunicada a la Dirección de Planificación mediante oficio 4836-17 de la Secretaría General de la Corte que incorpora el acuerdo Consejo Superior de sesión 34-17 celebrada el 5 de abril del  2017, artículo CVIII, ya fue considerada y resuelta por la Dirección de Planificación mediante 881-PLA-2017.

4.2.  El nombramiento de las plazas extraordinarias en materia Penal (374321) y  materia Civil con recargo en la materia Laboral (374322) rige desde la aprobación por parte de Corte Plena del oficio 881-PLA-2017 hasta el 25 de Julio 2017. 

4.3. Para acelerar la reducción en el circulante en materia Civil y Laboral, debe el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional contemplar brindar apoyo al Tribunal del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur (Corredores) con la sección de descongestionamiento de segunda instancia en materia Civil y Laboral (según propuesta del oficio 881-PLA-2017, una vez inicie funciones (sede San José). 


	V. Recomendaciones
	 5.1. En cuanto a la  gestión planteada Licda. Delgado Rivera, Jueza Coordinadora del Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, la Dirección de Planificación recomienda al l Consejo Superior esperar a lo que resuelva Corte Plena cuando conozca el  oficio  881-PLA-2017 presentado por la Dirección de Planificación, en el que se detalla el plan de trabajo de las plazas de Jueza o Juez 4 recomendadas en la Ley presupuesto 2017, donde van incluidas las dos plazas de manera extraordinaria asignadas  al Tribunal del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur (Corredores).

	Realizado por:
	Lic. Raúl Camacho Mora y Licda. Melissa Durán Gamboa, Profesionales 2

	Aprobado por:
	Lic. Minor Alvarado Chaves,  Jefe a.i. de Subproceso de Modernización Institucional

	Visto bueno:
	Lic. Elías Muñoz Jiménez, Jefe a.i. Proceso de Ejecución de las Operaciones
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Se acordó: 1) Tener por rendido el informe 988-PLA-2017 de la Dirección de Planificación, relacionado con la “Separación  administrativa de las sedes del Tribunal del Segundo Circuito Judicial de la  Zona Sur, Osa, Golfito y Corredores. 2) Tomar nota de las conclusiones a las que se arribó en el informe de referencia. 3) Aprobar las recomendaciones contenidas en el informe indicado, sea que con relación a la  gestión planteada por la licenciada Delgado Rivera, Jueza Coordinadora del Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur se debe esperar a lo que resuelva Corte Plena cuando conozca el  oficio  881-PLA-2017 presentado por la Dirección de Planificación, en el que se detalla el plan de trabajo de las plazas de Jueza o Juez 4 recomendadas en la Ley presupuesto 2017, donde van incluidas las dos plazas de manera extraordinaria asignadas  al Tribunal del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur (Corredores). 4) Comuníquese el presente acuerdo a la licenciada Karol Vanessa Delgado Rivera, Jueza Coordinadora del Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, a la Dirección de Planificación, a la Secretaría de la Corte, al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, a la Dirección de Gestión Humana y Sección Administrativa de Carrera Judicial. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc484765486][bookmark: _Toc484765488]ARTÍCULO XXXIX
Documento N° 5646-17, 6548-17

	El máster Elías Muñoz Jiménez, Jefe del Proceso de Ejecución de las Operaciones de la Dirección de Planificación, mediante oficio N° 998-PLA-2017 del 2 de junio del 2017, remitió el informe N° 73-MI-2017 suscrito por el licenciado Minor Alvarado Chaves, Jefe interino del Subproceso de Modernización Institucional, relacionado con la situación de la licenciada Ingrid Gregory Wang, Jueza Coordinadora del Tribunal de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José, que literalmente indica:
“(…)
En atención a la comunicación de  la Secretaría General de la Corte mediante oficio 5647-17 de 18 de mayo, en relación con el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión  48-17 celebrada el 18 de mayo del 2017, en el artículo III que literalmente dice:
“Solicitar a la Dirección de Planificación, a la brevedad rendir un informe de seguimiento de las acciones tomadas con relación a la situación expuesta por la licenciada Ingrid Gregory Wang, Jueza Coordinadora del Tribunal de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José, a efecto de comunicarlo a la Defensoría de los Habitantes. “
Al  respecto se informa lo siguiente:
A raíz del Rediseño de Procesos efectuado en el Tribunal de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José, la Dirección de Planificación en el 2015,  recomendó la creación de la Sección IV para ese  Tribunal  a efecto de  cumplir con  un plan específico que inició el 18 de enero del 2016  y se encuentra activo a la fecha.
La Dirección de Planificación ha realizado seguimientos al citado plan, siendo el último efectuado el  30 de abril de 2017, donde se determinó que aquella sesión cumplió con la cuota promedio mensual establecida y por siguiente se logró alcanzar a esa fecha los objetivos planteados, con lo que se tiene que al cierre de  abril,  la Sección IV ya   había resuelto 925 asuntos, lo que representa un 85,6% de la meta establecida a  falta de dos meses de la conclusión del plan. 
Como parte de los planes de descongestionamiento en materia Laboral desarrollados con  miras a la entrada en vigencia de la Reforma al Código de Trabajo; se estableció un plan de trabajo adicional al citado en el punto anterior, contenido en el oficio 333-PLA-2017 elaborado por la Dirección de Planificación; el cual fue aprobado por el Consejo Superior del Poder Judicial en la sesión  celebrada el 16 de febrero de 2017, artículo XLIII,  para atender los procesos de “incentivos médicos” pendientes de fallo, producto de lo resuelto por la Sala Constitucional.  Este  dispone lo siguiente:
La atención de los procesos la realizaría una sección temporal, la cual debe resolver 431 asuntos de “Incentivos médicos” provenientes del Tribunal de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José.
Adicionalmente, esa sesión temporal procedería a la atención de las apelaciones presentadas en contra de las 870 sentencias de “Incentivos médicos” que se dictarán en primera instancia; por lo tanto esas apelaciones no ingresarían en el circulante del Tribunal de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José.
Cumpliendo con el cronograma de trabajo realizado para el abordaje de los Despachos Judiciales involucrados con la Reforma al Código de Trabajo antes mencionada, se ha asignado por parte de la Dirección de Planificación a una persona profesional en el área de la ingeniería industrial en el Tribunal para realizar un estudio, en el que se analizaran entre otras variables las referidas a la organización del trabajo, distribución de cargas de trabajo, tiempos de respuestas en el dictado de sentencias y actividades internas como son la atención de escritos, cuotas de trabajo, entre otros. La información recolectada será la base para establecer oportunidades de mejora que se transformarán en un plan de trabajo que se deberá implementar para que posibilite al Tribunal aquí comentado obtener mejores  resultados. El estudio inició el 23 de mayo del presente año.
Respecto a las recomendaciones realizadas por la Inspección Judicial, acogidas por  el Consejo Superior del Poder Judicial en  sesión 47-17 celebrada el 16 de mayo de 2017, artículo LXI;  cabe indicar, que su cumplimiento será revisado durante el análisis del Tribunal  que desarrolla la Dirección de Planificación y los resultados serán incorporados en el informe final.
En virtud de que estamos en ese proceso analítico en el Tribunal del Segundo Circuito Judicial de San José,  nos ponemos a la orden de quienes formulen observaciones orientadas a mejorar la gestión de ese despacho, por cuanto ese es uno de los principios del actual plan estratégico institucional cual es el mejorar el servicio público y por supuesto obtener mayor valor público. 
(…)”
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La Secretaría General de la Corte, mediante oficios números 3407-2017 del 23 de marzo de 2017, 3390-17 del 23 de marzo de 2017 y 3454-17 del 24 de marzo de 2017, dio respuesta a las solicitudes realizadas por la Defensoría de los Habitantes de la República a la licenciada Ingrid Gregory Wang, Jueza Coordinadora del Tribunal de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José, según oficios números 02740-2017-DHR, 02744-2017-DHR y 02748-2017-DHR.
Posteriormente, en sesión N° 48-17 del  18 de mayo del 2017, artículo III, este Consejo solicitó a la Dirección de Planificación, que a la brevedad rindiera un informe de seguimiento de las acciones tomadas con relación a la situación expuesta por la licenciada Ingrid Gregory Wang, de calidades dichas, a efecto de comunicarlo a la Defensoría de los Habitantes. 
	Se acordó: Tomar nota de lo comunicado por el máster Elías Muñoz Jiménez, Jefe del Proceso de Ejecución de las Operaciones de la Dirección de Planificación y hacerlo de conocimiento de la Defensoría de los Habitantes de la República y de la licenciada Ingrid Gregory Wang, Jueza Coordinadora del Tribunal de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc484765490]ARTÍCULO XL
Documento N° 12549-16 / 6561-17

	El máster Elías Muñoz Jiménez, Jefe  del Proceso Ejecución de las Operaciones de la Dirección de Planificación, remitió el oficio N° 997-PLA-2017 del 2 de junio de 2017, que literalmente indica:
“En atención al oficio 916-17, donde se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión celebrada el 24 de enero de 2017, artículo XXXIX, en que se conoció el oficio 32-PLA-2017 del 13 de enero anterior, donde se solicitó autorización para el pago de horas extras para el personal de la Dirección de Planificación abocado al proceso de formulación presupuestaria del 2018.
Al respecto el Consejo Superior dispuso lo siguiente:
“En virtud de la importancia de llevar a cabo en tiempo la formulación presupuestaria para el 2018, se dispuso, por mayoría, acoger parcialmente la gestión anterior, en consecuencia: 1.) Autorizar el pago de un máximo de hasta 12 horas extraordinarias semanales, a partir del 1 de febrero y hasta el 15 de junio del año en curso, únicamente al personal de la Sección de Planes y Presupuesto de la Dirección de Planificación. Lo anterior sin perjuicio de que en caso de justificarse el cobro de esas horas al resto del personal de esa Dirección, deberán fundamentar la solicitud. 2) La jefatura de ese despacho, velará por el adecuado control del uso y ejecución del tiempo autorizado. Asimismo es entendido que siempre se respetarán los derechos laborales en cuanto al descanso semanal. Igualmente deberán presentar a este Consejo un informe de avance bimensual de las labores realizadas.”
Posteriormente, dado que se autorizó ese pago solo para el personal de la Sección de Planes y Presupuesto de la Dirección de Planificación,  la Licda Nacira Valverde Bermúdez, mediante oficio 328-PLA-2017 del 06 de febrero de 2017 solicita reconsiderar el acuerdo anteriormente citado y “…acoger también la petición del reconocimiento del pago de las horas extras al resto del  personal de las distintas áreas de la Dirección de Planificación, asignados al proceso de formulación presupuestaria, de hasta 12 horas extra por semana, entre el 15 de febrero y hasta el 30 de mayo del 2017…” 
Por lo tanto, el Consejo Superior acordó: 
“… 1.) Autorizar el pago de un máximo de hasta 6 horas extraordinarias semanales, a partir del 15 de febrero y hasta el 30 de mayo de 2017, a las personas de la lista anteriormente transcrita. 2) La jefatura de ese despacho, velará por el adecuado control del uso y ejecución del tiempo autorizado. Asimismo es entendido que siempre se respetarán los derechos laborales en cuanto al descanso semanal. Igualmente deberán presentar a este Consejo un informe de avance bimensual de las labores realizadas.
Las Direcciones de Gestión Humana y de Planificación, tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.”
Por otra parte, en sesión extraordinaria de Consejo Superior del 15 de febrero de 2017, artículo VIII, se tomó nota del plan de trabajo sobre Anteproyectos de Presupuesto y Estudios de Requerimientos de Recurso Humano para ser conocidos en las sesiones extraordinarias de Presupuesto 2018 por el Consejo Superior.
Para dar seguimiento al cumplimiento de las labores anteriores y concluir el plan de trabajo, se detalla lo conocido en cada una de las sesiones de trabajo: 
Cuadro  1: Asuntos conocidos en sesiones de Consejo Superior, para Presupuesto 2018.
	Sesión Extraordinarias de 
Consejo Superior

	

Asuntos conocidos


	Nº  15-2017 Extraordinaria (Presupuesto 2018) del 22 de febrero de dos mil diecisiete.
	Anteproyecto de Presupuesto 2018 y la Programación Anual de Objetivos y Metas (PAOM), correspondiente a:
Cada una de las comisiones institucionales:
	COMISIÓN DE ATENCIÓN Y PREVENCIÓN DE LA VIOLENCIA INTRAFAMILIAR

	COMISIÓN DE GÉNERO 

	COMISIÓN DE LA JURISDICCIÓN DE FAMILIA, NIÑEZ Y ADOLESCENCIA

	COMISIÓN DE TRANSPARENCIA INSTITUCIONAL

	COMISIÓN DE LA JURISDICCIÓN CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA

	COMISIÓN DE GESTIÓN INTEGRAL DE LA CALIDAD DE LA JUSTICIA (GICA)

	COMISION DE RELACIONES LABORALES

	COMISIÓN DE LA JURISDICCIÓN LABORAL

	CONSEJO DE PERSONAL

	COMISIÓN DE SALUD Y SEGURIDAD OCUPACIONAL

	COMISIÓN DE LA JURISDICCIÓN CIVIL 

	COMISIÓN DE ACCESO A LA JUSTICIA

	PROGRAMA HACIA CERO PAPEL

	COMISIÓN DE LA JURISDICCIÓN AGRARIO Y AGROAMBIENTAL

	COMISIÓN DE GESTION AMBIENTAL INSTITUCIONAL

	COMISIÓN INTERINSTITUCIONAL DE TRÁNSITO

	PROGRAMA JUSTICIA RESTAURATIVA

	COMISIÓN DE ASUNTOS PENALES

	COMISIÓN CONTRA EL HOSTIGAMIENTO SEXUAL


Programas "Hacia Cero Papel" 
Programa de "Justicia Restaurativa" 
Consejo de Personal 
Solicitud de dotar de presupuestos a la Comisión contra el Hostigamiento Sexual en la subpartidas:
Subpartida 10502 "Viáticos dentro del País"
Subpartida 10701 "Actividades de Capacitación"
Subpartida 20203: "Alimentos y bebidas

Otros requerimientos adicionales:

Solicitud de dotar de requerimientos presupuestarios adicionales al Programa de Justicia Restaurativa y Comisión de Relaciones Laborales con un crecimientos  del 3.8% y 41.3% respectivamente.

Requerimientos presupuestarios adicionales de Comisión de Transparencia Institucional en la subpartida 10502 “Viáticos dento del país” para informar y sensibilizar apropiadamente a las personas usuarias internas y externas del Poder Judicial, sobre los proyectos desarrollados por la Comisión de Transparencia y Anticorrupción, en los diferentes circuitos judiciales del país ,  Comisión de la Jurisdicción Agraria y Agroambiental para  los requerimientos derivados de la aprobación del expediente 15.887 Código Procesal Agrario (anteriormente denominado Ley de Jurisdicción Agraria, Agroalimentaria y Agroambiental).

Estudios de requerimiento humano 2018:

Informe 367-PLA-2017 requerimientos de recurso humano que se encuentran fuera de las prioridades presupuestarias 2018.

Estudio integral de los Juzgados Penales unipersonales, 1-PLA-DO-2017. 

Estudio integral del Archivo Judicial (Selección y Eliminación de Expedientes), 2-PLA-DO-2017.

Estudio integral de la Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia(“Equipos de Respuesta Rápida para la Atención Integral a Víctimas de Violación y Delitos Sexuales”), 3-PLA-DO-2017.

Estudio integral de Justicia Restaurativa Penal Adultos, para las localidades de Heredia-Alajuela, Primer Circuito Judicial de la Zona Sur y Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica), 4-PLA-CE-2017.

Estudio integral del Juzgado Civil, Laboral, Familia, Violencia Doméstica y Penal Juvenil de Sarapiquí, 5-PLA-CE-2017.

Estudio integral del Departamento de Trabajo Social (Equipo interdisciplinario Juzgado Niñez y Adolescencia), 6-PLA-CE-2017.

Estudio integral del Proyecto Oral-Electrónico de la Materia de Pensiones Alimentarias, asignado al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, una plaza de Jueza o Juez Gestor, 7-PLA-CE-2017.

Estudio relacionado con la propuesta de creación de la Oficina y Centro Gestor denominado “Proyecto Fortalecimiento de la Justicia Restaurativa Corte–Europa AID”, 360-PLA-2017.



	Nº  18-2017 Extraordinaria (Presupuesto 2018) del 1 de marzo del dos mil diecisiete.
	Estudio de Requerimiento de recurso humano 2018:

Estudio integral del Sistema de Planificación de Recursos Organizacionales (Gestor de la producción, Medición del Desempeño y Control Interno de la Oficina de Planes y Operaciones del Organismo de Investigación Judicial), 8-PLA-CE-2017.

Anteproyectos de Presupuesto 2018:

Anteproyecto de Presupuesto 2018 y la Programación Anual de Objetivos y Metas (PAOM), del Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional.
Anteproyecto de Presupuesto 2018 y la Programación Anual de Objetivos y Metas (PAOM), del Centro Infantil del Poder Judicial.
Anteproyecto de Presupuesto 2018 y la Programación Anual de Objetivos y Metas (PAOM), del Digesto de Jurisprudencia.
Anteproyecto de Presupuesto 2018 y la Programación Anual de Objetivos y Metas (PAOM), del Despacho de la Presidencia.
Anteproyecto de Presupuesto 2018 y la Programación Anual de Objetivos y Metas (PAOM), de la Presidencia de la Corte.
Anteproyecto de Presupuesto 2018 y la Programación Anual de Objetivos y Metas (PAOM), de la Secretaría General de la Corte.
Anteproyecto de Presupuesto 2018 y la Programación Anual de Objetivos y Metas (PAOM), del Consejo Superior.
Anteproyecto de Presupuesto 2018 y la Programación Anual de Objetivos y Metas (PAOM), de la Unidad de Adiestramiento.
Anteproyecto de Presupuesto 2018 y la Programación Anual de Objetivos y Metas (PAOM), del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional.


	Nº  22-2017 Extraordinaria (Presupuesto 2018) del 8 de marzo de dos mil diecisiete.

	Anteproyecto de Presupuesto 2018 y la Programación Anual de Objetivos y Metas (PAOM), de:
Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (CONAMAJ).
Las cuatro Salas de la Corte Suprema de Justicia
Unidad de Control Interno.
Contraloría de Servicios.


Estudios de requerimiento Recurso Humano 2018:

Estudio integral Proyecto de Automatización del Complejo de Ciencias Forenses, 9-PLA-DO-2017.
Estudio integral para el Sistema Contable del Poder Judicial (Dirección de Tecnología de Información y Departamento Financiero Contable), 10-PLA-DO-2017.
Estudio integral para la Materia Penal Juvenil y Justicia Juvenil Restaurativa en el, Juzgado, Fiscalía y Defensa Pública Penal Juvenil de Cartago; Juzgado Penal Juvenil de Heredia y Fiscalía del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, 11-PLA -CE-2017.


	Nº  27-2017 Extraordinaria (Presupuesto 2018) del 22 de marzo del dos mil diecisiete.

	Anteproyecto de Presupuesto 2018 y la Programación Anual de Objetivos y Metas (PAOM), de:
Dirección Jurídica.
Centro de Conciliación del Poder Judicial.
Centro Gestión de la Calidad
Secretaría Técnica de Ética y Valores
Auditoría Judicial
Inspección Judicial.
Escuela Judicial.
Área de Seguridad
Departamento de Trabajo Social y Psicología
Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia y
Estimación de recursos del Aporte Patronal a la Asociación Solidarista del Poder Judicial para el ejercicio económico 2018 (Subpartida 00505 "Contribución Patronal a Fondos Administrados por Entidades Privadas").

Estudios de requerimiento recurso humano 2018:

Estudio integral del (Modelo Oral-Electrónico materia de Pensiones Alimentarias) Juzgado de Pensiones Alimentarias del Circuito Judicial de Puntarenas, Defensa Pública de Puntarenas y Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, 12-PLA-EV-2017.
Estudio integral del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional), 13-PLA-EV-2017.
Estudio integral del Proyecto Plataforma Integrada de Servicios de Atención a la Víctima (PISAV) San Joaquín de Flores, La Unión de Tres Tríos y Siquirres, 14-PLA-EV-2017.
Estudio integral de los Juzgados de Contravenciones y Tránsito de los Circuitos, Primero de la Zona Sur y Segundo de la Zona Atlántica y el  Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, 15-PLA-EV-2017.

Otros informes:

Se informa del estudio integral que realiza la Dirección de Planificación para  complementar y terminar de implementar la reforma laboral.
Se informa sobre reclasificación de una Plaza de Técnico o Técnica Administrativo 1, a Profesional 1, adscrita al Departamento de Laboratorio de Ciencias Forenses para el proyecto de Automatización del Complejo de Ciencias Forenses recomendada em informe 9-PLA-DO-2017.

	Nº  30-2017 Extraordinaria (Presupuesto 2018), CONSEJO SUPERIOR del 29 de marzo del dos mil diecisiete.

	Anteproyecto de Presupuesto 2018 y la Programación Anual de Objetivos y Metas (PAOM), del:
 Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones.
Consejo de Administración del Circuito Judicial de Turrialba
Consejo de Administración del Primer Circuito Judicial de Guanacaste
Dirección de Tecnología de la Información.
Área de Vehículos
Consejo de Administración de Puntarenas.
Consejo de Administración del Primer Circuito de la Zona Sur.


	Fuente: Actas de Consejo Superior.
Por tanto, el trabajo ejecutado tuvo su impacto en las cinco sesiones de presupuesto del Consejo Superior, en las cuales se presentaron, analizaron y comunicaron los acuerdos tomados de los anteproyectos de presupuesto de 53 centros de responsabilidad, de los informes ejecutivos de requerimiento humano que abarcaron el análisis de 122 plazas, y otras gestiones presentadas respecto al Anteproyecto de Presupuesto 2018.
Finalmente, se informa que para la ejecución de las labores citadas y cumplir con los plazos establecidos, se hizo uso de horas extraordinarias, que a continuación se detalla: 
Cuadro 2: Cantidad de horas extraordinarias utilizadas por el personal de la Dirección de Planificación para atender  el 
Anteproyecto de Presupuesto 2018 del Poder Judicial.
	Febrero

	Funcionaria o Funcionario/ Cédula
	Cantidad de horas extraordinarias
	Comunicado mediante Oficio Nº

	Ana Cecilia Berrocal 
	Febrero: 37.30 horas 
	567-PLA-2017


	Ana Yorleny González Fonseca
	Febrero: 33.30 horas 
	568-PLA-2017


	Jeremy Eduarte Alemán
	Febrero: 21.30 horas 
	569-PLA-2017

	Rita Castro Abarca
	Febrero: 33.30 horas 
	570-PLA-2017

	Vanessa María Guadamúz Alvarado
	Febrero: 19.15 horas 
	593-PLA-2017

	Roy Vargas
	Febrero: 7.15 horas  
	599-PLA-2017


	Paulo Mena
	Febrero: 30 horas 
	611-PLA-2017

	Kristhel Delgado
	Febrero1, 15 horas 
	645-PLA-2017

	Minor Anchía Vargas 
	Febrero:  5
	144-TR-17

	
	
	

	TOTAL GENERAL
	187.65horas 


Fuente: Elaboración propia a partir de los reportes de SIGA-PJ y oficios de aprobación de las jefaturas.
	Marzo

	Funcionaria o Funcionario/ Cédula
	Cantidad de horas extraordinarias
	Comunicado mediante Oficio Nº

	
Alejandra Mena Cárdenas
	Marzo: 1.10
	18-TR-2017

	Roy Vargas Naranjo
	Marzo: 15.30
	19-TR-17

	Melissa Durán Gamboa
	Marzo 17,30  
	21-TR-17

	Jeremy Eduarte Alemán
	Marzo:  51
	22-TR-17

	Rita Castro Abarca
	Marzo: 54.30
	23-TR-17

	Ana Cecilia Murillo Berrocal
	Marzo: 51
	24-TR-17

	Ana Yorleny Fonseca
	Marzo: 52
	25-TR-17

	Vanessa Guadamúz Alvarado
	Marzo: 46
	26-TR-17

	Raúl Camacho Mora
	Marzo:  9
	34-TR-17

	Paulo Mena Quesada
	Marzo: 55
	36-TR-17

	Minor Anchía Vargas
	Marzo: 16 
	145-TR-2017

	TOTAL GENERAL
	368horas 


Fuente: Elaboración propia a partir de los reportes de SIGA-PJ y oficios de aprobación de las jefaturas.
Es importante destacar, que en el caso del señor Minor Anchía Vargas, a pesar de que el acuerdo de Consejo Superior autorizaba únicamente el cobro de seis horas extra semanales como tope máximo, en la última semana del mes de marzo fue necesario que él laborara más allá del tiempo permitido para poder tener a tiempo el informe 34-PLA-EV-2017 sobre el  Impacto organizacional y presupuestario para el Poder Judicial en caso de aprobarse el proyecto de ley denominado “Código Procesal de Familia”, por lo que el tiempo real laborado durante la semana del 27 al 31 de marzo por el señor Anchía Vargas, fue de 14 horas y no de seis.   Desde luego él no cobró las horas laborados demás conforme lo acordó el Consejo Superior.
(…)”
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	En sesión N° 5-17 del 24 de enero del 2017, artículo XXXIX, en virtud de la importancia de llevar a cabo en tiempo la formulación presupuestaria para el 2018, por mayoría, se autorizó el pago de un máximo de hasta 12 horas extraordinarias semanales, a partir del 1 de febrero y hasta el 15 de junio de 2017, únicamente al personal de la Sección de Planes y Presupuesto de la Dirección de Planificación, para que llevaran a cabo las labores que se indicaron. Lo anterior sin perjuicio de que en caso de justificarse el cobro de esas horas al resto del personal de esa Dirección, deberán fundamentar la solicitud.
	Posteriormente, en sesión N° 13-17 del 16 de febrero del 2017, artículo XLV, se acogió parcialmente la gestión presentada por la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación, en consecuencia, se autorizó el pago de un máximo de hasta 6 horas extraordinarias semanales, a partir del 15 de febrero y hasta el 30 de mayo de 2017, a las personas de la lista que se transcribió en ese momento. 
	Se acordó: Tomar nota del informe N° 997-PLA-2017 remitido por el máster Elías Muñoz Jiménez, Jefe del Proceso Ejecución de las Operaciones de la Dirección de Planificación. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc484765491][bookmark: _Toc484765493]ARTÍCULO XLI
Documento N°6496-17
El máster Martín Hernández Serrano, Director interino de Tecnología de Información, mediante oficio N° 2167-DTI-2017 del 1 de junio de 2017, informó lo siguiente:
“Por iniciativa de la institución y del Colegio de Profesionales en Informática y Computación se procedió a desarrollar un convenio interinstitucional entre ambas instituciones con el objetivo de unificar esfuerzos a fin de fortalecer el desarrollo en materia de investigación, ciencia, tecnología e innovación, facilitando el intercambio de conocimientos y experiencias, mediante el desarrollo de acciones conjuntas que permitan ejecutar programas de cooperación para el desarrollo, perfeccionamiento y actualización de los conocimientos en materia de tecnologías de la información.

Dicho documento fue remitido a la Dirección Jurídica de la institución para el respectivo visto bueno, el cual ya está debidamente aprobado por esta oficina, el mismo se denomina Convenio marco Poder Judicial-CPIC para firma, el cual se adjunta para la debida aprobación y posteriormente gestionar lo correspondiente a las firmas respectivas.”
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	Así mismo, se adjuntó informe 47-DJ/CAD-2017 del 25 de mayo de 2017, suscrito por la licenciada Karol Monge Molina, y el licenciado Jaime Sobalvarro Mojica, por su orden Subdirectora Jurídica interina y Coordinador del Área de Contratación, en el que se refieren a continuación:
[bookmark: h.gjdgxs]“Para su visto bueno de previo a que sea remitido al Consejo Superior el “Convenio Marco de Cooperación Interinstitucional entre el Colegio de Profesionales en Informática y Computación y el Poder Judicial”, se hace de su conocimiento el referido documento el cual esta Dirección avala jurídicamente y contiene implementadas nuestras recomendaciones, para lo que a bien tenga considerar.

Se hace de su conocimiento además, que el proyecto de convenio es promovido por la Dirección de Tecnología de la Información.

Por último, es importante mencionar que, la suscripción del documento no supone ningún compromiso económico para el Poder Judicial. ”
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Seguidamente se transcribe el convenio que se da cuenta:
“CONVENIO MARCO DE COOPERACIÓN INTERINSTITUCIONAL
ENTRE EL COLEGIO DE PROFESIONALES EN INFORMÁTICA Y COMPUTACIÓN Y EL PODER JUDICIAL

 	Nosotros, Carlos Chinchilla Sandí, mayor, divorciado, abogado, vecino de Heredia, cédula de identidad número uno- cero cinco nueve nueve – cero cero uno dos, en su condición de Presidente de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo Superior del Poder Judicial, actuando con las facultades del inciso 1º del artículo 60 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en adelante denominada PODER JUDICIAL y Randy Valverde Valverde, mayor de edad, casado, Ingeniero, vecino de Cartago, portador de la cédula de identidad número uno- mil ciento cuarenta y tres- cero ciento veintidós, en su calidad de Representante Legal del COLEGIO DE PROFESIONALES EN INFORMÁTICA Y COMPUTACIÓN, cédula de persona jurídica tres – cero cero siete – uno siete nueve uno seis ocho, domiciliado en San José, Zapote, de la rotonda de Zapote, trescientos metros oeste y cincuenta metros al norte, en adelante denominado CPIC, hemos acordado en celebrar el presente convenio interinstitucional de cooperación en materia de investigación científica y tecnológica entre ambas entidades que se regirá por las siguientes consideraciones y cláusulas.

CONSIDERANDO:

El PODER JUDICIAL, cuenta con la Dirección de Tecnología de la Información y Comunicaciones, conformada por un equipo de trabajo de 340 funcionarios, la mayoría de ellos, profesionales en Informática y Computación que son miembros activos del CPIC. 

Que la Dirección de Tecnología de Información y Comunicaciones del Poder Judicial, constituye el órgano rector en materia tecnológica del Poder Judicial y como tal, le corresponde realizar tareas de innovación, implementación y promoción de nuevas tecnologías digitales que ayuden a modernizar los procesos internos, haciendo un uso eficiente de los recursos tecnológicos para satisfacer las necesidades del Poder Judicial y brindar con ello un servicio público de calidad.

El PODER JUDICIAL cuenta con el Organismo de Investigación Judicial, el cual se compone de varias Secciones, entre ellas la Sección de Delitos Informáticos y la Unidad Tecnológica de Informática, conformadas por personal Profesional en Informática, en su mayoría miembros activos del CPIC.

El Colegio de Profesionales en Informática y Computación fue creado mediante la Ley N.º 7537, de 22 de agosto de 1995, como un ente no estatal de derecho público, con plena personalidad jurídica y patrimonio propio, tiene como objetivos, entre otros, promover el progreso de los profesionales en informática y la computación, así como  colaborar al desarrollo de esa ciencia con las instituciones de educación superior, los institutos, los centros de investigación, Instituciones del Estado, públicos y privados entre otros. 

El CPIC para atender en forma efectiva las demandas en cuanto a formación académica de sus agremiados, establece alianzas en el mercado nacional e internacional para cooperar en el desarrollo de las tecnologías digitales, mediante cursos, charlas y capacitaciones que mantenga a sus agremiados actualizados en las últimas tendencias de la tecnología. 
 
En virtud de lo descrito, se acuerda suscribir el presente convenio de cooperación que se regirá por las siguientes cláusulas:

PRIMERA. OBJETO DEL CONVENIO 

El CPIC y el PODER JUDICIAL, dentro del marco de la legislación que regula su funcionamiento, unificarán esfuerzos a fin de fortalecer el desarrollo en materia de investigación, ciencia, tecnología e innovación, facilitando el intercambio de conocimientos y experiencias, mediante el desarrollo de acciones conjuntas que permitan ejecutar programas de cooperación para el desarrollo, perfeccionamiento y actualización de los conocimientos en materia de tecnologías de la información.

SEGUNDA. ÁMBITO DE APLICACIÓN

	El CPIC y el PODER JUDICIAL se colaborarán mediante el apoyo en diversas áreas de interés mutuo y que estén reguladas dentro de su competencia, considerando los siguientes aspectos:

Facilitar, en las medidas de sus posibilidades, las instalaciones y recursos audiovisuales para el desarrollo de actividades de capacitación.

Facilitar los medios de difusión y publicidad con que cuenta en CPIC, para que el Poder Judicial los utilice para divulgar sus intereses y logros al gremio.

Ofrecer facilidades de capacitación en temas de innovación, investigación, ciencia y tecnología.

Tanto el CPIC como el PODER JUDICIAL podrán brindarse apoyo, asesoría y acompañamiento, ante situaciones críticas que puedan poner en riesgo la información de las instituciones.

Cuando las circunstancias lo permitan, ambas instituciones promoverán actividades conjuntas: conferencias, conversatorios, investigaciones, publicaciones, simposios, entre otras; con el propósito de fortalecer el ambiente profesional local y regional, así como el intercambio de experiencias que contribuyan en el desarrollo y crecimiento de la sociedad.

TERCERA. DESIGNACIÓN DE CONTRAPARTES TÉCNICAS
La administración, coordinación y el seguimiento de actividades de cooperación en ejecución del presente convenio por parte del CPIC, estará a cargo el Departamento de Educación Continua. Por parte del PODER JUDICIAL le corresponderá; a la Dirección de Tecnología de la Información.

CUARTA. DE LAS CARTAS DE ENTENDIMIENTO
 Los detalles de participación en las diferentes actividades se definirán al amparo de este convenio mediante cartas de entendimiento, desarrolladas por especialistas que sean designados(as) para tal efecto por el CPIC y PODER JUDICIAL.  La existencia del presente instrumento no generará por sí mismo ningún compromiso presupuestario para las partes suscribientes, el cual asumirán ambas entidades –si fuera del caso- cuando se formalicen las cartas sobre las que versa la presente cláusula.  

QUINTA. DE LA ESTIMACIÓN
Por su naturaleza, este convenio se considera de cuantía inestimable.

SEXTA. DE LAS DIVERGENCIAS Y LOS MEDIOS DE SOLUCIÓN
Cualquier divergencia que se presentare en la ejecución de este convenio –así como en la de las cartas de entendimiento- será analizada y resuelta, en primer término, por las contrapartes técnicas; en caso de no ser dirimida en esa instancia se someterá a consideración y resolución de la administración superior de las partes suscribientes, las cuales –en caso de que la divergencia persista- podrán dar por terminado el presente convenio.

OCTAVA. VIGENCIA 
El presente convenio tendrá una vigencia de 2 años, se prorrogará automáticamente por períodos iguales, hasta un máximo de dos prórrogas si tres meses antes de fenecer el convenio, ninguna de las partes manifiesta de forma escrita su deseo de no continuar. Cualquiera de las partes podrá rescindir el convenio mediante comunicación escrita a la otra parte, con tres meses de antelación. En caso de conclusión de este Convenio, aquellos programas, proyectos y actividades que estuviesen en proceso de ejecución continuarán desarrollándose hasta su normal conclusión, salvo que las partes acuerden otra cosa por escrito.

NOVENA: EFICACIA
De conformidad con lo señalado en el segundo párrafo del inciso 6) del Artículo 3 del Reglamento sobre el Refrendo de las Contrataciones de la Administración Pública, R-CO-044-2007 de las nueve horas del once de octubre de 2007, publicada en el Diario Oficial La Gaceta Nº 202, de fecha 22 de octubre de 2007 y sus reformas, emitido por la Contraloría General de la República, el presente CONVENIO MARCO DE COOPERACIÓN INTERINSTITUCIONAL  no se encuentra sujeto a refrendo contralor, por lo cual, será eficaz a partir del momento de su suscripción por ambas partes.

Convenio aprobado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N°xx-2017 celebrada el xx de xxxx del año 2017, artículo XXXX

Estando conformes ambas partes de los considerandos y cláusulas de este convenio, firmamos en la ciudad de San José, a las _______ horas del _____ de junio del año dos mil diecisiete.”
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Se acordó: Aprobar la suscripción del “Convenio Marco de Cooperación Interinstitucional entre el Colegio de Profesionales en Informática y Computación y el Poder Judicial”, en el entendido de que con ello no implica erogación alguna para el Poder Judicial. 
La Dirección de Tecnología de la Información tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme. 
[bookmark: _Toc484765494][bookmark: _Toc484765496]ARTÍCULO XLII
Documento N° 6578-17 
	En sesión N° 41-17 celebrada el 2 de mayo de 2017, artículo LIX, se autorizó la participación con goce de salario y sin sustitución, a la máster Marisol Barboza Rodríguez, especialista en métodos de enseñanza de la Escuela Judicial, para que del 8 al 12 de mayo del 2017, apoyara en una capacitación sobre “Elaboración de Programas desde el enfoque basado por Competencia” que se realizó en la Escuela Nacional de la Judicatura de la República Dominicana.  
	Con relación al acuerdo anterior, la máster Barboza Rodríguez, mediante correo electrónico del 5 de junio de 2017, con relación al taller impartido por la Escuela Nacional de la Judicatura de República Dominicana, rinde el siguiente informe:
“Propósito del taller

	Ofrecer los conocimientos esenciales  relevantes sobre la elaboración de programas de capacitación con un enfoque por Competencias para que el proceso formativo responda a las necesidades que se presentan en las diversas áreas de una organización o servicio.

	Se desarrolló con el personal facilitador de la Escuela Nacional de la Judicatura de República Dominicana.

	Taller de participación, con una duración de 8 horas y evaluación formativa.

El resultado del curso

	El curso tuvo una duración de 5 sesiones de trabajo, que se extendieron del 8 al 12 de mayo. En cada sesión se desarrolló una charla dialogada, un trabajo grupal sobre la planificación curricular, un juego de parejas para establecer los conceptos esenciales del enfoque por competencias, elaboración del mapa funcional mediante trabajo en grupo, definición de una competencia y establecimiento de la fórmula para definir una competencia: verbo + objeto + condición de calidad.

	Se atendieron 96 personas facilitadoras, distribuidas en cinco días, de la siguiente forma: 

Martes 9 de mayo = 21 personas.
Miércoles 10 de mayo = 23 personas.
Jueves 11 de mayo = 24 personas.
Viernes 12 de mayo = 28 personas.

	El día lunes 8 de mayo se efectúo una reunión con las personas gerentes de capacitación y con el personal administrativo, quienes presentaron varias inquietudes sobre el enfoque por competencias.
Se anexan las listas de asistencia así como las evaluaciones sobre el taller, realizadas por el personal docente de la Escuela.
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	Se acordó: Tomar nota del informe rendido por la máster Marisol Barboza Rodríguez, especialista en métodos de enseñanza de la Escuela Judicial. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XLIII
Documento N° 14598-16 / 6546-17

	La licenciada Kattia Escalante Barboza, Subdirectora interina de la Escuela Judicial, mediante oficio N° EJ-DIR-165-2017 del 2 de junio de 2017, remitió la siguiente gestión:
“Como es de su conocimiento, la Escuela Judicial en su Plan de Capacitación para el 2017, aprobado en sesión 1-17, del 10 de enero en su artículo LXXV, se programó la realización del Programa Integral para personas técnicas Judiciales. Dentro de los cursos que se ejecutarán éste año,  se encuentra el de Énfasis en Derecho Laboral

Esto implica que todas las personas que nos colaborarán en los 20 grupos habilitados, deban tener una inducción para que pueda realizarse de manera adecuada el curso en las 18 sedes donde se ejecutará el programa supraindicado.

Es por ello que se ha coordinado la realización del proceso de inducción para los días 27 y 28 de julio de las 08:00 a las 16:00 Horas en nuestras instalaciones.

Por tal motivo solicitamos, de la manera más respetuosa, autorización para que las personas que conforman la lista adjunta, puedan participar en estas actividades con un permiso con goce de salario, así como reconocimientos de viáticos, hospedaje y transporte cuando  corresponda, para las fechas indicadas y desde la segunda audiencia del 26 de julio para las personas que se desplazarán desde las zonas lejanas.  

Se solicita, además que el permiso se les extienda para la ejecución de éste módulo en cada una de sus respectivas sedes los días 14 y 28 de agosto, 11 y 25 de septiembre, 09 y 30 de octubre, 13 y 27 de noviembre, y 11 de diciembre con un horario de las 13:00 a las 16:30 Horas.

Las personas participantes son las siguientes:

	Cédula
	Nombre
	Despacho
	Horas de capacitación

	110830292
	Patrick Ramos Chavarría
	Juez Supernumerario
Segundo Circuito Judicial de Guanacaste
	El sistema SAGA no reporta participación en actividades académicas durante el presente año.

	502420346
	Édgar Leal Gómez
	Juez Supernumerario
II Circuito Judicial Guanacaste
	El sistema SAGA no reporta participación en actividades académicas durante el presente año.

	204880680
	Minor Chavarría Vargas
	Juez 3
Juzgado Civil y de Trabajo de San Ramón
	El sistema SAGA no reporta participación en actividades académicas durante el presente año.

	503030433
	José Carlos Aguilar Bonilla
	Juez 3 
Juzgado Civil y Trabajo del II Circuito Judicial de Guanacaste
	El sistema SAGA no reporta participación en actividades académicas durante el presente año.

	108050153
	Gerardo Salas Herrera
	Juez 4
Tribunal de Juicio del II circuito Judicial de la Zona Atlántica
	El sistema SAGA no reporta participación en actividades académicas durante el presente año.

	502300970
	Berenice Picado Alvarado
	Jueza 3
Juzgado Civil del I circuito Judicial de Guanacaste
	El sistema SAGA no reporta participación en actividades académicas durante el presente año.



Expresamente los licenciados Patrick Ramos Chavarría, José Carlos Aguilar Bonilla y  Luis Gerardo Salas Herrera han solicitado el permiso para ser sustituidos en sus puestos para las fechas del proceso de inducción, en razón de la naturaleza de dichos puestos.

Se aclara que los puestos indicados son los que constan en el sistema SAGA, según la información suministrada por las personas funcionarias judiciales.

Solicito que el acuerdo que se tome sea declarado firme.
(…)”
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	Se acordó: Acoger la gestión presentada por la licenciada Kattia Escalante Barboza, Subdirectora interina de la Escuela Judicial, en consecuencia, 1) Autorizar a  las servidoras y a los servidores de la lista transcrita, para que participen en la inducción para la realización de los cursos enfatizados en Derecho Laboral, los días 27 y 28 de julio del 2017 en un horario comprendido de las 08:00 a las 16:00 Horas en las instalaciones de la escuela Judicial, en los casos de los licenciados Patrick Ramos Chavarría, José Carlos Aguilar Bonilla y  Luis Gerardo Salas Herrera autorizar las respectivas sustituciones para las fechas del proceso de inducción, en razón de la naturaleza de los puestos que desempeñan. 2) Extender los permisos para la ejecución de dicho módulo en cada una de sus respectivas sedes los días 14 y 28 de agosto, 11 y 25 de septiembre, 09 y 30 de octubre, 13 y 27 de noviembre, y 11 de diciembre, todos del 2017, con un horario de las 13:00 a las 16:30 Horas. 3) Se autoriza el reconocimiento de viáticos, hospedaje y transporte en los casos que correspondan, para las fechas indicadas y desde la segunda audiencia del 26 de julio de 2017 para las personas que se desplazarán desde las zonas lejanas.
	La Escuela Judicial, la Dirección de Gestión Humana, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, Administración del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste y  los despachos interesados, tomarán nota para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme.
ARTICULO XLIV
Documento N°7115-17

[bookmark: _Toc484765498]Con el fin de dar un mejor aprovechamiento a los medios tecnológicos con los que cuenta el Poder Judicial y en consideración a algunas condiciones de desplazamiento que deben enfrentar las personas servidoras judiciales que laboran en zonas fuera del Gran Área Metropolitana y que deben presentarse a las instalaciones de la Escuela Judicial en la Ciudad Judicial, se dispuso: 1) Instar a la Escuela Judicial para que en la medida de lo posible elabore y ejecute cursos en línea, lo que permitirá abarcar una mayor  cantidad  de personal judicial, disminuir los costos de traslado, y minimizar la afectación al servicio público a cargo de las personas participantes.   2) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Comisión de Gestión Ambiental Institucional. 
[bookmark: _Toc484765502][bookmark: _Toc484765504]ARTÍCULO XLV 
Documento N° 6166-17 / 6632-17

	El máster Walter Espinoza Espinoza, Director  General del Organismo de Investigación Judicial, mediante oficio N° 540-DG-2017 del 22 de mayo del 2017, remitió la siguiente gestión:
“El Organismo de Investigación Judicial es miembro de la Coalición Nacional contra el Tráfico Ilícito de Migrantes y la Trata de Personas (CONATT), la que fue creada el 26 de octubre del año 2012 mediante la Ley 9095, con el objetivo de ser la responsable de promover la formulación, la ejecución, el seguimiento y la evaluación de políticas públicas nacionales, regionales y locales, para la prevención del tráfico ilícito y la trata de personas, la atención y protección de las víctimas, y la persecución y sanción de los responsables, lo que incluye la revisión de la normativa nacional y su adecuación a los compromisos internacionales contraídos por el Estado costarricense, y la capacitación y especialización del recurso humano institucional. 
Asimismo, le compete la valoración de los proyectos que serán objeto de financiamiento mediante el presupuesto del Fondo Nacional Contra la Trata de Personas y el Tráfico Ilícito de Migrantes (FONATT).
El FONATT (Fondo Nacional Contra la Trata de Personas y el Tráfico Ilícito de Migrantes), es un fondo financiado con el cobro de un dólar moneda de los EUA (US$ 1,00) en el impuesto de salida del país establecido en la Ley N.° 8316, Ley Reguladora de los Derechos de Salida del Territorio Nacional, de 26 de setiembre de 2002.
En el artículo 53 de la Ley 9095, se indica que la constitución y los dineros del Fondo serán única y exclusivamente destinados al financiamiento de gastos administrativos y operativos para la prevención, investigación, persecución y detección del delito de trata de personas; atención integral, protección y reintegración social de las víctimas de trata de personas acreditadas, nacionales y extranjeras, así como el combate integral del delito de tráfico ilícito de migrantes. 
La Junta Administrativa de la Dirección General de Migración y Extranjería es quien suscribe y gestiona los fideicomisos operativos que le sean necesarios constituir, para el cumplimiento de los fines de la ley 9095 (Ley Contra la Trata de Personas).  Además, el fideicomiso de la FONATT es administrado por el Banco de Costa Rica, quien como fiduciario debe cumplir con las obligaciones que le imponen las disposiciones legales vigentes, así como las que se derivan del contrato de fideicomiso que se suscriba. 
Además, la normativa correspondiente indica que los recursos que se administren en los fideicomisos deberán invertirse en las mejores condiciones de bajo riesgo y alta liquidez. Los fideicomisos y su administración serán objeto de control por parte de la Contraloría General de la República. 
 Los fideicomisos se financian con los recursos del FONATT, siendo de interés público las operaciones realizadas mediante el fideicomiso establecido en la ley 9095; por lo tanto, tendrán exención tributaria, arancelaria y de sobre tasas para todas las adquisiciones de bienes y servicios.
Así las cosas, el Organismo de Investigación Judicial como integrante de la CONATT, puede solicitar financiamiento para los proyectos que coadyuven con la persecución penal de los delitos de Trata y Tráfico de Personas; para estos efectos el Organismo de Investigación Judicial deberá presentar los respectivos proyectos ante la CONATT, para que ésta los apruebe o deniegue. 
 Para el año 2015, por parte de la Unidad de Investigación de Trata de Personas y Tráfico Ilícito de Migrantes de la Sección de Delitos Contra la Integridad Física, Trata y Tráfico de Personas del Departamento de Investigaciones Criminales del Organismo de Investigación Judicial, se presentó el Proyecto denominado "Adquisición de Vehículos" ante la Comisión Nacional de Trata y Tráfico de Personas, para que mediante el fideicomiso de FONATT que administra el Banco de Costa Rica, se hiciera la donación de cuatro vehículos, los cuales serán utilizados única y exclusivamente para labores de investigación de delitos de Trata de Personas y todos sus fines, automotores que fueron solicitados con determinadas características para un uso discrecional, toda vez que la institución no cuenta con el presupuesto para adquirirlos, siendo este el motivo para presentar dicho proyecto, el cual fue aprobado por la Comisión Técnica Permanente de Gestión de Proyectos de la CONATT,  a la fecha se nos ha comunicado que la empresa a quien se le adjudicó la compra de los vehículos, ya puede hacer la entrega del primero de estos cuatro automotores, no obstante la conclusión del trámite de la donación que permitiría dicha entrega, aparentemente demorará varios meses, lo cual ha generado un problema para la empresa que tiene el vehículo a nuestra disposición en este momento, ya que les está generando costos que no están en disposición de seguir asumiendo, así como para el mismo Organismo de Investigación Judicial que requiere de ese recurso para su mejor servicio, y no puede utilizarlo a pesar de encontrarse disponible para ello.
En virtud de lo anterior, como alternativa  para su utilización inmediata y previa a la conclusión del trámite de donación, se nos indica que mediante la suscripción  de un contrato de comodato, se podría hacer entrega del indicado bien, mismo que saldría con los seguros e inscrito a nombre del Fideicomiso FONATT, para posteriormente realizar el traspaso a nombre del Poder Judicial, por tanto respetuosamente solicitamos lo siguiente:
1- La autorización del Consejo Superior del Poder Judicial para recibir en donación los cuatro vehículos indicados, adjuntando para ello el proyecto aprobado por CONATT en que constan los detalles de esta gestión.
2- Autorizar temporalmente la suscripción de un contrato de comodato que ha sido elaborado por el Banco de Costa Rica con la colaboración de esta Dirección General, mismo que se adjunta con la presenta para la debida valoración y, si a bien se considera, firma del mismo. 
Con mis más altas muestras de respeto y consideración me despido de ustedes, solicitando su comprensión para que en la medida de lo posible se le otorgue prioridad a la presente gestión, según la indicada postura adoptada por la agencia vendedora del vehículo de marras, en virtud de las cargas económicas que la no entrega del automotor les está ocasionando.”
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	Por lo anterior, el licenciado Diego Delgado, Especialista de Fideicomisos del Banco de Costa Rica, remitió  el contrato Comodato, el que fue revisado por las partes a satisfacción y que literalmente indica:
“CONTRATO PRIVADO DE COMODATO DE VEHICULO
Entre nosotros, BANCO DE COSTA RICA, domiciliado en San José, calles cuatro y seis, avenidas central y segunda, Edificio Central del Banco de Costa Rica, cédula jurídica cuatro-cero cero cero cero cero cero cero diecinueve-cero nueve, representado en este acto por Osvaldo Soto Herrera, mayor, casado, portador de la cédula de identidad número dos –cuatrocientos ochenta y seis–setecientos ochenta y seis, Contador Público, vecino de Alajuela, quien actúa en su condición de Representante Legal con facultades de Apoderado Generalísimo; personería que consta en el Registro de Personas Jurídicas del Registro Nacional al tomo DOS MIL DIECISEIS, asiento DOSCIENTOS QUINCE MIL NOVECIENTOS SESENTA Y CUATRO, consecutivo UNO, secuencia CATORCE; Banco que es fiduciario del FIDEICOMISO FONDO FONATT JADGME/BCR; en adelante denominado "el BANCO FIDUCIARIO" o "COMODANTE" y el Poder Judicial, cédula jurídica número dos – tres cero cero – cero cuatro dos uno cinco cinco, representado en este acto por Carlos Chinchilla Sandí, mayor, divorciado, vecino de San José, cédula de identidad número uno – cero cinco nueve nueve – cero cero doce, en su condición de Presidente de la Corte Suprema de Justicia, según nombramiento efectuado mediante acuerdo tomado en Sesión de Corte Plena del 22 de mayo de 2017, acuerdo No. 12-2017, artículo I, por su reciente data aún no publicado en la Gaceta oficial, en adelante denominado "el COMODATARIO"; convenimos en suscribir el siguiente contrato de préstamo de uso o comodato de vehículo que se regirá por el artículo 1334 y siguientes del Código Civil y por las siguientes cláusulas: PRIMERA. DEL OBJETO Y SU DESCRIPCIÓN: El COMODANTE es propietario fiduciario del vehículo que presenta las siguientes características: Pick UP, negro, Mazda, BT-50, Número de Chasis MM7UR4DF2HW59214, 4x4, capacidad 5 personas, motor P5AT2222910, 5 cilindros diésel. Que de conformidad con la instrucción del fideicomitente y según lo establecido en este Contrato, da el vehículo descritos en préstamo de uso gratuito o comodato, al Organismo de Investigación Judicial, institución que en este acto es Beneficiaria del Fideicomiso supra citado. SEGUNDA. DEL PLAZO: El plazo del presente Contrato será de 2 años contado a partir de su firma, prorrogable en forma automática por períodos consecutivos de 4 meses hasta un máximo de 4 años, si ninguna de las partes da aviso a la otra de su decisión contraria con al menos dos meses de antelación. Todo lo anterior sin perjuicio de que ambas partes puedan continuar la relación contractual mediante la suscripción de un nuevo Contrato, el contrato se tendrá por finalizado cuando opere el plazo antes indicado o en el momento en que el vehículo sea donado por la vía de traspaso al beneficiario del fideicomiso, de acuerdo a las instrucciones del fideicomitente; lo que ocurra primero. TERCERA. DEL DESTINO: El vehículo, se destinará exclusivamente para trámites propiamente del Organismo de Investigación Judicial, para la realización de investigaciones, tanto en el área metropolitana, como fuera de ella, para la atención integral que se desarrolle como parte de la investigación. No podrá el COMODATARIO variar el destino del bien objeto de este Contrato, ni prestarlo a terceros, subarrendarlo en todo o en parte, ni cederlo, enajenarlo, gravarlo, ni traspasar en forma alguna los derechos nacidos del presente contrato. CUARTA. DE LOS DEBERES Y OBLIGACIONES DEL COMODATARIO: Son obligaciones del COMODATARIO, las siguientes: a. Será responsable por cualquier daño que se ocasione al vehículo, daños que resulten de la actuación de las personas al servicio del Organismo de Investigación Judicial que se encarguen para el uso del bien. b. El COMODATARIO correrá con la totalidad de los gastos que demande el bien, tales como: derechos de circulación, multas; así como de los gastos de mantenimiento, combustible y aseo que correspondan al bien. c. Una vez finalizado el plazo de vigencia del presente Contrato, así como de sus prórrogas, o en el caso de existir alguna carta formal, de alguna de las partes de finalizar el presente Contrato, el COMODATARIO restituirá el vehículo objeto de este comodato bajo su entera responsabilidad, asumiendo por entero todos los gastos que resulten necesarios para entregarlo en las mismas condiciones en las que lo recibió. QUINTA. TERMINACIÓN ANTICIPADA: El BANCO FIDUCIARIO se reserva el derecho de ponerle término a este Contrato en el momento que lo crea oportuno y conveniente para los intereses del fideicomiso al que pertenece el bien, para lo cual le comunicará al COMODATARIO tal decisión, con al menos 1 mes de anticipación. CAUSAS DE TERMINACIÓN ANTICIPADA: El COMODANTE en su exclusivo criterio, y sin perjuicio de que en los documentos se establezcan otras condiciones, serán contempladas como causas para dar por terminadas en cualquier momento la relación, sin responsabilidad de cualquier de las partes que la invoque, y sin necesidad de requerimientos ni avisos previos, los siguientes supuestos: a. Cuando hubiere incumplimiento de cualesquiera de las disposiciones estipuladas en el Contrato o en las Normas que lo regulan. b. Cuando se hubieren desmejorado las condiciones óptimas mínimas del bien. c. Cuando concurra caso fortuito, fuerza mayor o hecho de un tercero que haga riesgosa la continuación del préstamo. d. Cuando el Banco tenga noticias de acciones del COMODATARIO que a su criterio, pongan en duda la seguridad del bien. e. Por cualquier otra causa que haga a las partes inconveniente, onerosa, poco rentable o lesiva a sus intereses la continuación del servicio. f. Cuando el COMODATARIO no acepte nuevas condiciones de prestación del servicio, que resulten indispensables para la conservación del vehículo. SEXTA. DERECHOS INTRANSFERIBLES: El presente convenio se celebra en consideración a las exclusivas condiciones y calidades de las partes; en consecuencia, ninguna de ellas podrá cederlo total o parcialmente, hacerse sustituir por terceros en el ejercicio de los derechos, o en el cumplimiento de las obligaciones que en él constan, sin previa autorización escrita de la obra. SÉTIMA. COMPROMISO ARBITRAL: Todas las controversias, diferencias, disputas o reclamos que pudieran derivarse del presente Contrato, negocio y la materia a la que este se refiere, su ejecución, incumplimiento, liquidación, interpretación o validez, obligaciones y responsabilidades derivadas del mismo, podrán ser resueltas de conformidad con la Ley de resolución Alternativa de Conflictos para lo cual las partes conforme a las reglas allí estipuladas escogerán o designaran de común acuerdo a los mediadores o conciliadores y al Tribunal Arbitral, pudiendo recurrir a cualquier centro dedicado a la tramitación de este tipo de procedimiento. OCTAVA. REGLAS PARA LA INTERPRETACIÓN DEL CONTRATO: En lo no previsto en este Contrato se aplicaran, según la escala jerárquica de las fuentes, las disposiciones y cuerpos normativos citados en su parte introductoria, con sus modificaciones y reformas en cada caso, las cuales se tendrán por incorporadas al mismo, sin necesidad de que se modifique en cada ocasión, principalmente cuando se trate de normas legales pertinentes a cualquiera de las precitadas leyes orgánicas y los indicados cuerpos normativos. NOVENA. SOMETIMIENTO A LA LEGISLACIÓN COSTARRICENSE: Para la interpretación y cumplimiento del presente contrato, así como para cualquier acción judicial y extrajudicial que se derive del mismo, las partes se someten a la Legislación Costarricense. DÉCIMA. MEDIOS PARA RECIBIR COMUNICACIONES Y DOMICILIO CONTRACTUAL: Para todos los efectos de este Contrato y de conformidad con la Ley de Notificaciones Judiciales Número 8687 de fecha 29 de enero del 2009, las partes señalan y aceptan como domicilio para recibir las comunicaciones, informaciones relacionadas con este Contrato, así como para oír notificaciones judiciales en caso de incumplimiento, la siguiente dirección: FIDUCIARIO Banco de Costa Rica: San José Costa Rica, Paseo Colón, edificio Torre Mercedes, Séptimo piso, Oficina de Fideicomisos. COMODATARIO: DIRECCIÓN GENERAL DEL ORGANISMO DE INVESTIGACIÓN JUDICIAL. .DÉCIMA PRIMERA. DE LA ESTIMACIÓN: Por tratarse de un Contrato a título gratuito se tiene para efectos fiscales como de cuantía inestimable. DÉCIMA SEGUNDA. OTRAS DISPOSICIONES: La firma de este Contrato deja sin valor ni efecto cualquier otro que se haya formalizado anteriormente. DÉCIMA TERCERA. CONSENTIMIENTO INFORMADO: El COMODATARIO manifiesta que ha sido informado de manera clara, veraz, oportuna y suficiente sobre las particularidades de este servicio y que con esa información, conscientemente ha aceptado las condiciones de este convenio, asumiendo sus deberes y obligaciones frente al Banco Fiduciario, en señal de lo cual firma este Contrato en la ciudad de San José el día 13 de julio de 2017.

Osvaldo Soto Herrera
Gerente  de Área Fideicomisos
__________________________
Carlos Chinchilla Sandí
Presidente de la Corte Suprema de Justicia
__________________________
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	Asimismo, la Secretaría General de la Corte, mediante oficio N° 5896-17 remitió la gestión anterior a la Dirección Jurídica para su respectivo criterio.
	Por lo anterior, la licenciada Karol Monge Molina, Subdirectora Jurídica interina, mediante oficio N° 278-DJ/CAD—2017-2017 del 5 de junio del 2017, remitió el criterio solicitado que literalmente indica:
“En relación al contenido de su oficio 5896-17, por medio del cual se traslada a esta Dirección la solicitud planteada por el señor Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, quien en oficio N° 540-DG-2017, solicita autorización para recibir donación de cuatro vehículos, así como de la suscripción temporalmente de un contrato de comodato que ha sido elaborado por el Banco de Costa Rica con la colaboración de esa Dirección General.
I. De la Gestión
Mediante oficio N° 540-DG-2017, el Director General del Organismo de Investigación Judicial, don Walter Espinoza, manifestó que en virtud de que en el  año 2015, la Unidad de Investigación de Trata de Personas y Tráfico Ilícito de Migrantes de la Sección de Delitos Contra la Integridad Física, Trata y Tráfico de Personas del Departamento de Investigaciones Criminales del Organismo de Investigación Judicial, presentó el Proyecto de "Adquisición de Vehículos" ante la Comisión Nacional de Trata y Tráfico de Personas, para que mediante el fideicomiso de FONATT que administra el Banco de Costa Rica, se hiciera la donación de cuatro vehículos, para labores de investigación de delitos de Trata de Personas y todos sus fines, toda vez que la institución no cuenta con el presupuesto para adquirirlos, siendo este el motivo para presentar dicho proyecto. A raíz de su aprobación, la empresa a quien se le adjudicó la compra de los vehículos, ya puede hacer la entrega del primero de estos, no obstante la conclusión del trámite aparentemente demorará varios meses, lo cual ha generado un problema para la empresa ya que les está generando costos que no están en disposición de seguir asumiendo, como alternativa  para su utilización inmediata se nos indica que mediante la suscripción  de un contrato de comodato, se podría hacer entrega del indicado bien, mismo que saldría con los seguros e inscrito a nombre del Fideicomiso FONATT, para posteriormente realizar el traspaso a nombre del Poder Judicial.
II. Sobre la alternativa de utilizar el Contrato de Comodato
La definición correcta del contrato de comodato indica que “El comodato o préstamo de uso es un contrato por el cual una de las partes, entrega a la otra gratuitamente una especie, mueble o bien raíz, para que haga uso de ella, con cargo de restituir la misma especie después de terminado el uso.”
Siendo los vehículos bienes muebles, podría utilizarse la figura del comodato. Ahora bien, dentro de la figura jurídica que se pretende utilizar se establece la obligación de restituir el bien una vez se haya finalizado su uso, sin embargo viene correctamente estipulado en la cláusula segunda que …“el contrato se tendrá por finalizado cuando opere el plazo antes indicado o en el momento en que el vehículo sea donado por la vía de traspaso al beneficiario del fideicomiso, de acuerdo a las instrucciones del fideicomitente; lo que ocurra primero”.
Por lo tanto no existe problema alguno en que de manera previa a que se haga efectiva la donación de los vehículos al Poder Judicial se maneje por medio de la figura del “contrato de comodato”.
III. Sobre el Contrato de Comodato
En análisis de las cláusulas que componen el contrato de comodato se estima que no existe inconveniente alguno en lo que se plantea en la mayoría de estas, no obstante, en la cláusula sétima 
SÉTIMA. COMPROMISO ARBITRAL: Todas las controversias, diferencias, disputas o reclamos que pudieran derivarse del presente Contrato, negocio y la materia a la que este se refiere, su ejecución, incumplimiento, liquidación, interpretación o validez, obligaciones y responsabilidades derivadas del mismo, podrán ser resueltas de conformidad con la Ley de resolución Alternativa de Conflictos para lo cual las partes conforme a las reglas allí estipuladas escogerán o designaran de común acuerdo a los mediadores o conciliadores y al Tribunal Arbitral, pudiendo recurrir a cualquier centro dedicado a la tramitación de este tipo de procedimiento.
Es importante recordar que el Poder Judicial no utiliza dentro de los contratos que establece, la figura del arbitraje como forma de resolución de conflictos. Esto en razón de que no tiene los medios económicos para costear los gastos que conllevan este tipo de procesos. Por lo tanto se considera necesario la eliminación o variación de la cláusula expuesta, de manera que las controversias que se generen a razón de la firma del contrato se solucionen acudiendo a la negociación entre las partes bajo el principio de buena fe.
IV.Criterio de la Dirección Jurídica
Estima esta Dirección que en razón de todo lo expuesto anteriormente no existe impedimento legal en que se lleve a cabo la firma y posterior ejecución del contrato de comodato, mientras logre hacerse efectiva la donación de los cuatro vehículos al Poder Judicial.
No obstante debe analizarse la posibilidad de llevar a cabo la recomendación indicada en el punto tres sobre el contrato de comodato.”
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Con base en la necesidad planteada por el máster Wálter Espinoza Espinoza y el criterio jurídico remitido por la licenciada Karol Monge Molina, se acordó: 1.) Autorizar la suscripción del contrato de Comodato entre la Gerencia del Área de Fideicomisos del Banco de Costa Rica y el Poder Judicial, y conforme se recomienda, eliminar la cláusula sétima, de manera que las controversias que se generen a razón de la firma del contrato se solucionen acudiendo a la negociación entre las partes bajo el principio de buena fe. 2.) Autorizar a la Dirección del Organismo de Investigación Judicial para que reciba en modo de donación los cuatro vehículos solicitados, por lo que en su debida oportunidad deberán remitir la información y características de cada uno de ellos para su respectiva suscripción en los activos del Poder Judicial. 
La Dirección General del Organismo de Investigación Judicial y el Departamento Financiero Contable, tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XLVI
Documento N° 6589-17

	El máster Walter Espinoza Espinoza, Director  General del Organismo de Investigación Judicial, mediante oficio N° 616-DG-17 del 5 de junio de 2017, solicitó lo siguiente:
“(…)
La Comunidad de Policías de América (AMERIPOL), cursa  invitación al funcionario José Ricardo Cabalceta Gómez, Investigador de la Delegación Regional de Liberia, para que asista al “Curso Internacional de Especialización para Instructores de Derechos Humanos Aplicados a la Función Policial en Uso de la Fuerza, Armas de Fuego, Técnicas y Tecnologías no Letales” a llevarse a cabo del 07 de agosto al 13 de octubre del 2017, en Quito Ecuador.
Según lo dispuesto  por el Consejo Superior mediante acuerdo tomado en la sesión Nº 26-14 celebrada el 25 de marzo del 2014, artículo LXIII, y en virtud de la importancia de este tipo de convocatorias  para la labor que realiza este Organismo, se solicita el permiso respectivo para que el funcionario, participe de tan importante actividad. 
Para estos efectos, la entidad anfitriona asume los costos de alojamiento y alimentación, es necesario costear los tiquetes aéreos y póliza de riesgo que el señor Cabalceta Gómez está dispuesto a sufragar, se requiere el permiso con goce de salario y extender la nota al Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto, a fin de que se tramite el pasaporte oficial respectivo, tomando en consideración un día antes y un día después de la  fecha supra indicada.  
(…)”
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	Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia, 1) Conceder permiso con goce de salario al servidor José Ricardo Cabalceta Gómez, Investigador de la Delegación Regional de Liberia, para que asista al “Curso Internacional de Especialización para Instructores de Derechos Humanos Aplicados a la Función Policial en Uso de la Fuerza, Armas de Fuego, Técnicas y Tecnologías no Letales” del 06 de agosto al 14 de octubre del 2017, a realizarse en Quito Ecuador, en el entendido de que la entidad anfitriona asumirá los costos de alojamiento y alimentación y que los gastos de tiquetes aéreos y póliza de riesgo, serán costeados del propio peculio del servidor Cabalceta Gómez. 2) En virtud de la importancia del contenido de la capacitación a recibir, deberá don José Ricardo coordinar lo necesario, a fin de transmitir los conocimientos adquiridos al equipo de trabajo del cual forma parte, en lo que les pueda ser de beneficio en el cumplimiento de sus labores, según los requerimientos institucionales. 3) La Secretaría General de la Corte tramitará lo correspondiente al pasaporte de servicio, en los casos en que la persona interesada así lo solicite.
	La Dirección General del Organismo de Investigación Judicial y la Dirección de Gestión Humana, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XLVII
Documento N° 6949-17
	En sesión N° 51-17 celebrada el 25 de mayo de 2017, artículo LXI, se nombró a la licenciada Mariana Alvarado Alfaro, Fiscal Auxiliar de la Fiscalía General, como Jueza Penal del Tribunal del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica a partir del 16 de junio de 2017, en la plaza 34393.
	La licenciada Mariana Alvarado Alfaro, Fiscal Auxiliar de la Fiscalía General, en correo electrónico del 12 de junio de 2017, manifestó lo siguiente: 
“Por medio de la presente, les saludo y a la vez de la manera más respetuosa les solicito se tenga por declinado el nombramiento en el cargo de Juez (a) 1 Penal en el Tribunal del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, No. Puesto 34393, el  cual, por acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión Nº 51-17 celebrada el 25 de mayo del año en curso;   y según oficio 6104-17, del 31 de mayo de 2017, se me notificó que se me nombraba en propiedad en dicho lugar, iniciando con el nombramiento el día 16/06/17, sin embargo, se me informó que, por acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión Nº 55-17 celebrada el 06 de junio del año en curso fui nombrada como Juez 3 en el Juzgado Penal de Osa,  razón por la cual al ser un cargo mayor, solicito su autorización para declinar la plaza 34393 de Guápiles e iniciar el nombramiento como Juez 3 el día 01/07/17 en el Juzgado Panal de Osa.”
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	Se acordó: Tomar nota de la comunicación de la licenciada Mariana Alvarado Alfaro, Fiscal Auxiliar de la Fiscalía General y aceptar la renuncia al cargo de Juez (a) 1 Penal en el Tribunal del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, plaza 34393, por los motivos indicados. El Consejo de la Judicatura remitirá la terna correspondiente para llenar la plaza citada, con motivo de la renuncia de doña Mariana.
            La Dirección de Gestión Humana, el Tribunal del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica y la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, tomarán nota para lo que corresponda a cada uno. Se declara acuerdo firme. 
ARTÍCULO XLVIII

Documento N° 6970-2017

En sesión N° 44-17 del 9 de mayo de 2017, artículo XLIII, de conformidad con lo que establece el artículo 81, inciso 6) de la Ley Orgánica del Poder Judicial, y como medida cautelar, se varió la recomendación del Tribunal de la Inspección Judicial y ordenó la suspensión con goce de salario, al servidor Christian Rodríguez Méndez, Asistente Administrativo de la Administración Regional de Puntarenas, a partir del 24 de mayo de 2017, y hasta por un mes, en tanto se resuelve la causa que se tramita en su contra en el Tribunal de Juicio de Puntarenas.
El señor Christian Rodríguez Méndez, de calidades dichas, con correo electrónico de 12 de junio de 2017, informa lo siguiente:
“El suscrito CHRISTIAN  RODRIGUEZ  MENDEZ, asistente administrativo  en la Administración Regional de Puntarenas, cédula seis cero doscientos sesenta y uno cero ciento dos, aporto CERTIFICACIÓN DE MINUTA ACTA DE SENTENCIA ORAL NÚMERO 187-P-2017, EXPEDIDA por el TRIBUNAL DE JUICIO de Puntarenas, de las diez horas cuarenta y siete minutos del veintinueve de mayo del dos mil diecisiete en la parte dispositiva se me ABSUELVE DE TODA PENA Y RESPONSABILIDAD.

En resolución   N° 723-2017, la Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia, San José, a las diez horas y cincuenta y cuatro minutos del veintitrés de mayo del dos mil diecisiete,  Se acordó: De conformidad en lo que se establece, ( el artículo 81, inciso 6 ), de la Ley Orgánica del Poder Judicial, y como medida cautelar, variar la recomendación del Tribunal de la Inspección Judicial, y ordenar la suspensión con goce de salario, al servidor  CHRISTIAN  RODRIGUEZ MÉNDEZ,  Asistente Administrativo de la Administración Regional de Puntarenas, a partir del 24 de Mayo de 2017, y hasta por un mes, en tanto se resuelve la causa que se tramita en su contra en el Tribunal de Juicio de Puntarenas.

Ante la Absolutoria a favor del suscrito, solicito se suspenda la media cautelar y se me reintegre a mis funciones.

Notificaciones correo electrónico crispankily@hotmail.com”
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Seguidamente, se transcribe la citada sentencia, que en lo que interesa:

“Por tanto: De conformidad con lo expuesto artículos 39, 41 de la Constitución Política, 1, 4, 11,  16 del Código Penal 29  de la Ley de Penalización contra la mujer, 1 al 6, 9, 11 al 13, 141, 142,  144, 180, 182, 184, 265 a 269, 360, 361, 363, 364, 366, por unanimidad de votos se absuelve de toda pena y responsabilidad por el principio universal in dubio pro reo, a Cristian Mauricio Rodríguez Méndez, del delito de Violación contra mujer, en perjuicio de S. L. A. que le ha venido atribuyendo el Ministerio Público, se ordena el cese de cualquier medida cautelar, son los gastos a cargo de El Estado, una vez firme esta sentencia se ordena el archivo de la presente causa, se le pregunta a las partes si desean renunciar al plazo de apelación, el fiscal indica que renuncia al plazo de apelación y que se comunicará con la ofendida para preguntarle si desea renunciar al plazo y haría llegar un escrito a este tribunal, la defensa renuncia al plazo de apelación, el imputado renuncia al plazo de apelación, al ser las once horas diez minutos se da por finalizado el debate, al ser las once horas diez minutos se da por finalizada la lectura de la sentencia. Es todo. Audio y video, sala uno.”    
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	Se acordó: 1) Tomar nota de la comunicación anterior y de la sentencia del Tribunal Penal de Puntarenas, por consiguiente se levanta la medida cautelar impuesta al servidor Christian Rodríguez Méndez, Asistente Administrativo de la Administración Regional de Puntarenas, quien deberá reinstalarse en su puesto en propiedad la mayor brevedad. 3) Hacer este acuerdo de conocimiento del Tribunal de la Inspección Judicial.
	La Dirección de Gestión Humana, la Administración Regional de Puntarenas y el Tribunal de la Inspección Judicial, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc484765505][bookmark: _Toc484765525][bookmark: _Toc477250233]ARTÍCULO XLIX
Documento N°2275-177, 6581-17

En sesión N° 16-17 celebrada el 23 de febrero de 2017, artículo LX, la integrante Milena Conejo Aguilar sometió a conocimiento de este Consejo la comunicación hecha por el licenciado Nelson Chanto Villalobos, Juez Coordinador del Juzgado de Tránsito de Cartago, en la que informó que ese despacho tenía aproximadamente 1100 expedientes pendientes para el dictado de sentencia, en relación con lo anterior se tomó nota y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 44 párrafo 4° de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en concordancia con las políticas aprobadas por la Corte Plena, se concedió permiso con goce de salario y sustitución a la plaza N° 34413 de Juez 1, del Juzgado de Tránsito de Cartago, a partir del 1 de marzo de 2017 y por el plazo de dos meses, para que con base en un plan de trabajo que debía elaborar, colaborara en la resolución de asuntos del despacho y la realización de las diligencias que sean necesarias para mejorar los tiempo de resolución, conforme a los indicadores que tiene definidos el despacho.  De lo anterior se rendiría el informe correspondiente al  Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional. 
	La licenciada Maricruz Chacón Cubillo, Directora Interina del Centro de Apoyo Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional en oficio N° 173-CACMFJ-JEF-2017 del 5 de junio de 2017, remitió lo siguiente:
“En atención al oficio 2243-17 en el que se comunicó acuerdo de Consejo Superior de sesión No. 16-17 celebrada el 23 de febrero 2017, artículo LX en el que se concedió permiso con goce de salario y sustitución a la plaza N° 34413 de Juez 1, del Juzgado de Tránsito de Cartago, a partir del 1 de marzo de 2017 y por el plazo de dos meses; se remite informe 69-CACMFJ-ACM-17 suscrito por el licenciado Alejandro Torres Castro, Jefe a.i. del Área de Coordinación y Mejoramiento.”
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	Seguidamente se trascribe el informe que se da cuenta:

“En atención al oficio N° 2243-17 del 01 de marzo del 2017, en el cual la Secretaria General remite copia del acuerdo tomado por el Consejo Superior; donde se le concede una plaza con permiso con goce de salario para el Juzgado de Tránsito de Cartago; a continuación, se remite el informe elaborado por el licenciado Fabricio Abarca Fallas, Profesional 2, del Área de Coordinación y Mejoramiento.

[bookmark: _Toc484765507]MOTIVO DEL ESTUDIO:

[bookmark: _Toc484765508]Analizar la labor desempeñada por la persona juzgadora asignada al Juzgado de Tránsito de Cartago.

[bookmark: _Toc484765509]II.	INFORMACIÓN RELEVANTE:

[bookmark: _Toc484765510]- El Consejo Superior en sesión Nº 16-17 del 23 de febrero de 2017, artículo LX, donde se aprobó conceder en concordancia con las políticas aprobadas por la Corte Plena, conceder permiso con goce de salario y sustitución a la plaza N° 34413 de Juez 1, del Juzgado de Tránsito de Cartago, a partir del 1 de marzo de 2017 y por el plazo de dos meses.

[bookmark: _Toc484765511]-El Centro de Apoyo Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional rendirá el informe de la labor de la persona juzgadora.

[bookmark: _Toc484765512]-Plan de Trabajo del despacho: 

[bookmark: _Toc484765513]Al inicio de mes le dan prioridad a las causas en donde se ven involucradas personas usuarias con alguna discapacidad o bien que sean adultos mayores.

[bookmark: _Toc484765514]Procesos de vieja data, listos para fallo.

[bookmark: _Toc484765515]Los días lunes se les distribuyen a las personas juzgadoras los asuntos de fallo de la semana, 15 asuntos complejos y 20 sencillos. (3 complejos y 4 sencillos por día).  

[bookmark: _Toc484765516]III.	ANALISIS DE RESULTADOS:

[bookmark: _Toc484765517] A Continuación, se presenta el análisis de la labor desempeñada en los meses de marzo y abril en la plaza 34413 de Juez 1, con permiso con goce de salario en el Juzgado de Tránsito de Cartago, recayendo el nombramiento en la Licenciada Raquel Machado Fernández.

[bookmark: _Toc484765518]Cabe de indicar, que según el plan de trabajo del despacho; en el mes de marzo se trabajaron 4 semanas y tres días, para una cuota esperada de 161 procesos fallados y en el mes de abril se laboraron tres semanas, dado que se le resta la semana santa, para una cuota de 105 procesos, para el periodo en estudio se esperaba un total de 266 procesos fallados, logrando resolver 313 asuntos con una productividad del 118%.


Cuadro  1                                                                                                                                                                                            Desempeño de la Licenciada  Raquel Machado Fernández                                                                 Juzgado de Tránsito de Cartago                                                             Marzo-abril 2017
	Mes
	Tramite de asuntos
	Cuota esperada
	cuota realizada
	porcentaje

	Marzo
	198
	161
	159
	99%

	Abril
	176
	105
	154
	147%

	Total
	374
	266
	313
	118%


[bookmark: _Toc484765519]                   Fuente: Informes suministrados por el Juzgado de Tránsito de Cartago.

[bookmark: _Toc484765520]IV.   CONCLUSIONES:

[bookmark: _Toc484765521]Durante los meses de marzo a abril del año en curso, la persona juzgadora que colaboró en el Juzgado de Tránsito de Cartago la Licenciada Raquel Machado Fernández, logra tramitar un total de 374 asuntos y de fallar 313 procesos, para una productividad total del 118% en fallo, superando la expectativa según el plan de trabajo del despacho en un 18%.

[bookmark: _Toc484765522]V.  RECOMENDACIONES:

[bookmark: _Toc484765523]Informar al Juzgado de Tránsito de Cartago la labor desempeñada de la licenciada Raquel Machado Fernández.

[bookmark: _Toc484765524]Agradecer a la Licenciada Machado Fernández, colaboración brindada en estos meses y su compromiso con el cumplimiento del objetivo planteado.”

- 0 -
	Se acordó: 1) Tener por rendido el informe del licenciado Alejandro Torres Castro, Jefe interino del Área de Coordinación y Mejoramiento. 2) Hacer este acuerdo de conocimiento del  Juzgado de Tránsito de Cartago y de la licenciada Raquel Machado Fernández, a quien se le reconoce el empeño demostrado. 
El Centro de Apoyo Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO L 
Documento N° 2348-17 
	La Secretaría General de la Corte, mediante oficio N° CGTI-57-2017 del 30 de mayo de 2017, remitió al doctor Carlos Chinchilla Sandí, Presidente del Consejo Superior, el acuerdo tomado por la Comisión Gerencial de Tecnologías de la Información, en la sesión N° 3-17 celebrada el 31 de marzo de 2017, que dice:
“ARTÍCULO IX

Documento 2348-17

La máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnologías de la Información, remite a conocimiento de esta Comisión el oficio No. 787-DTI-2017 de fecha 28 de febrero 2017, que literalmente dice:

“Con el fin de presentar a los señores integrantes de la Comisión Gerencial de Tecnologías el estudio de factibilidad del Sistema Costarricense de Información Jurídica (SCIJ), se solicita un espacio en su próxima sesión.”


Documento 3429-17

En adición al oficio anterior, la máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnologías de la Información, remite a conocimiento de esta Comisión el oficio No. 1119-DTI-2017 de fecha 23 de marzo 2017, que literalmente dice:

“Para que conocimiento de los señores integrantes de la Comisión Gerencial de Tecnología, se adjunta el estudio de factibilidad sobre el  desarrollo de una solución informática que permita la búsqueda sobre jurisprudencia y documentos administrativos como Actas de la Corte, Acuerdos del Consejo Superior, Circulares, entre otros.

Es importante señalar que la administración y búsqueda de esta información se lleva a cabo actualmente en el  Sistema Costarricense de Información Jurídica (SCIJ). 

El SCIJ fue inaugurado oficialmente el 15 de febrero del año 2001 y desde entonces ofrece a la persona usuaria, documentación de diferentes instituciones públicas. Sin embargo, la plataforma en la cual está desarrollado se encuentra obsoleta.

La herramienta que utiliza el  SCIJ para la  búsqueda dentro del contenido del texto se denomina Windows Search y no satisface las necesidades de los usuarios, tanto internos como externos del SCIJ.  Además, los estudiantes de derecho y personas usuarias se quejan de no contar con una herramienta amigable que garantice la continuidad del servicio y el fácil acceso a través de dispositivos móviles.

Por lo tanto, siendo el Sistema Costarricense de Información Jurídica un sistema estratégico para la institución se incluyó dentro del Plan Estratégico de la Dirección de Tecnología de Información 2015-2020, el proyecto “Migración y rediseño del Sistema Costarricense de Información Jurídica a una nueva Plataforma”.

El SCIJ está compuesto por un conjunto de aplicaciones que permiten la sistematización  clasificación y consulta de la información. Sin embargo, se considera que la principal aplicación es la que permite la consulta tanto a los usuarios internos de la institución como a los usuarios externos del Poder Judicial. 

Las aplicaciones que permiten el proceso de sistematización de la información se han venido migrando con recurso interno de la Dirección de Tecnología y actualmente mediante la contratación de horas de desarrollo. Por lo que, el presente estudio se enfoca en la factibilidad de la migración de la aplicación de consulta del Sistema Costarricense de Información Jurídica.

Como parte del estudio se hace un análisis de mercado, en el cual se determinan dos posibles herramientas a nivel nacional, a saber:

1.     Herramienta Aspire con ElasticSearch o Azure Search, cuya empresa proveedora es Search Technologies) y 

2.     Herramienta  Azure Search Service proveída por Microsoft
 
Se hace un análisis detallado de las ventajas y desventajas de cada una de las herramientas, el cual  se incluye en el estudio de factibilidad y se determina que  ambas cumplen con las características técnicas requeridas para la solución informática, por lo que se recomienda la contratación de una solución a la medida, mediante la cual la empresa proveedora migre la aplicación de consulta y  todas las sentencias y documentos administrativos que están en el SCIJ a esta nueva herramienta.

Como parte del estudio de factibilidad se desarrolló además, una prueba de concepto con ambas herramientas y se solicitó cotización a las empresas proveedoras. El costo total del  proyecto se estima en ₡ 169.386.529,80. 

A continuación, se presenta una tabla resumen que contempla el costo de la herramienta de búsqueda, costo del hospedaje y servicios en la nube y costo del profesional en informática 2 que se encargará del seguimiento de la contratación, atención de consultas técnicas, atención de pruebas, revisión de manuales y demás entregables.

	 Factibilidad económica
	 

	Costo de la solución de software
	₡ 147.164.690,00 

	Costo hospedaje y servicios en la nube anual
	  ₡11.176.073,6

	Costo del recurso humano (profesional informática 2 asignado al seguimiento de la contratación durante 7 meses)
	₡   11.045.766,20 

	Costo total
	₡ 169.386.529,80 



 Se debe considerar que el costo de hospedaje y servicios en la Nube puede variar. 

En cuanto al tiempo para el desarrollo de la solución se estima que se requieren 7 meses. Estos 7 meses se obtuvieron con base en los tiempos propuestos por las empresas Grupo Babel y Search Technologies.

 Con base en la información suministrada anteriormente, se recomienda: 
 
Mantener un único sitio de consulta con criterios estándares que permita a la persona usuaria tener acceso a toda la información de manera más simplificada, lo cual reduce la duplicidad de información y esfuerzos por parte de la DTI al tener que dar soporte a un solo sistema.

2.     Que la solución de búsqueda se hospedaje en la Nube, esto para hacer la solución más eficiente y garantizar la continuidad del servicio. Con respecto a este punto, la Dirección Jurídica indicó que es factible legalmente publicar la información del SCIJ en la Nube, siempre y cuando los Centros de Información encargados validen que la información se despersonalice antes de su publicación, cuando corresponda.

3.      No se recomienda desarrollo interno dado que el personal del Poder Judicial no cuenta con experiencia en el desarrollo, integración ni configuración de herramientas especializadas en la indexación y búsqueda.

4.     Se deberá considerar que el costo de hospedaje y servicios en la nube se deberá seguir cancelando mensualmente y el mismo puede ser variable, dependiendo de los servicios que se utilicen y dependiendo de cantidad de índices, documentos, consultas, espacio de almacenamiento.

5.     Se requiere de apoyo de al menos 8 usuarios expertos (uno por cada Centro de Información), que se encarguen de probar el nuevo sistema de búsqueda y realizar su recibo a satisfacción.”




- 0 -

Se acordó: Tener por recibido el informe y aprobar el proyecto el cual se debe comunicar al Consejo Superior con la solicitud de que  a cada Sala  de la Corte se le solicite la designación de dos participantes como usuarios expertos. Importante indicar que este sistema no pretende sustituir los sistemas actualmente utilizados por las salas, sino más bien fortalecer el SCIJ. Se declara acuerdo en firme.”  

0 –
	Se dispuso: 1) Tener por rendido el informe de la  Comisión Gerencial de Tecnologías de la Información. 2) Aprobar el proyecto y solicitar a  cada Sala  de la Corte Suprema de Justicia que debe designar dos participantes como usuarios expertos. En el entendido que este sistema no pretende sustituir los actualmente utilizados por las salas, sino más bien fortalecer el Sistema Costarricense de Información Jurídica (SCIJ). 2) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Tecnología de la Información. Se declara acuerdo en firme.
[bookmark: _Toc484765527][bookmark: _Toc484765529]ARTÍCULO LI 
Documento N° 3244-11, 6541-17 
	En sesión N° 8-17 celebrada el 2 de febrero de 2017, artículo XLVI, se tomó el acuerdo que en su parte dispositiva indica lo siguiente:
“Se acordó: 1) Tener por rendido el informe 41-PLA-2017 de 16 de enero en curso, elaborado por la Sección de Proyección Institucional, relacionado con “Rediseño de la periferia del Circuito Judicial de Cartago”. 2.) Este Consejo Superior avala las recomendaciones realizadas por la Dirección de Planificación por consiguiente se aprueban los planes y rediseños de despachos que se encuentran en el informe por lo que: El Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Tarrazú, Dota y León Cortés, el Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de La Unión, el Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Alvarado, Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Paraíso y a la Plataforma de Servicios de Atención a las Víctimas (PISAV) de La Unión, el cual incluye el Juzgado de Pensiones y Violencia Doméstica de PISAV, La Unión  deberán: iniciar con la implementación de mejoras y recomendaciones descritas en el presente documento. El equipo de mejora del Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Tarrazú, Dota y León Cortés dará seguimiento a lo instaurado, analizando y verificando el correcto desempeño del Juzgado, utilizando los indicadores de gestión establecidos. 3) La Secretaría General de la Corte comunicará este acuerdo a: Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Tarrazú, Dota y León Cortés, Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de La Unión, Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Alvarado, Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Paraíso,  Contraloría de Servicio de Cartago, Dirección de Tecnología de la Información, Consejo de Administración de Cartago, Administración de Cartago, Comisión Interinstitucional de Tránsito, Centro de Apoyo para el Mejoramiento Jurisdiccional y Dirección de Planificación para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.”

0 -  

	Mediante oficio N° 2185-DTI-2017 del 02 de junio de 2017, el licenciado Martín Hernández Serrano, Jefe Administrativo de la Dirección  de Tecnología de la Información, manifestó: 
“En atención al oficio N°1217-17,  en el que se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión N° 8-17, artículo XLVI, en donde se conoció el Informe N°41-PLA-2017 presentado por la Dirección de Planificación, relacionado con el proyecto “Rediseño de la periferia del Circuito Judicial de Cartago” y en donde  se solicita a esta Dirección, instalar fibra óptica en el Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Paraíso de Cartago, me permito indicar que ésta fibra se encuentra instalada desde el 28 de febrero del presente año en dicho despacho.”  

0 –
	Se acordó: Tomar nota de la comunicación del licenciado Martín Hernández Serrano, Jefe Administrativo de la Dirección  de Tecnología de la Información, en el entendido que la instalación de la fibra óptica solicitada para el Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Paraíso de Cartago, se encuentra instalada desde el 28 de febrero del año en curso. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc484765531]ARTÍCULO LII
Documento N° 6601-17
	En sesión N° 48-17 celebrada el 18 de mayo de 20017, artículo XXXVIII, no se acogió la medida cautelar interpuesta al licenciado Luis Emilio Navarrete Ruíz, Defensor de la Oficina de la Defensa Pública del I Circuito Judicial de Guanacaste,  la cual se varió y se ordenó la suspensión del encausado con goce de salario y sustitución del 22 de mayo la 21 de julio del 2017,  tiempo en el que debía someterse al tratamiento que corresponde y mantener informada a su jefatura.
	El señor Ronald Pérez Calvo, Administrador de la Asociación Autogestores para la Salud de Coronado, en nota recibida el 05 de junio, solicitó lo siguiente: 
“Que el señor LUIS EMILIO NAVARRETE RUIZ Cedula No 5-0324-0761, Ingresó el 29 de Mayo del 2017 en calidad de residente a nuestra Institución, con la boleta emitida por IAFA y valorado por nuestro departamento médico, a fin de recibir atención en el campo de la adicción para su concientización, el mismo permanecerá internado hasta el día 28 de Junio del 2017. (De no mediar causa alguna que amerite lo contrario, a su salida anticipada)

Al salir se le recomendará asistir a grupos de Alcohólicos o Narcóticos Anónimos de su localidad.”

0 –
	Se acordó: 1) Tomar nota de la comunicación que hace el señor Ronald Pérez Calvo, Administrador de la Asociación Autogestores para la Salud de Coronado. 2) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Inspección Judicial y de la Defensa Pública. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc484765533]ARTÍCULO LIII 
Documento N° 9619-16 / 6574-17

	En sesión N° 42-17 celebrada el 4 de mayo del 2017, artículo CIV, este Consejo le reiteró a la Subcomisión de Acceso a la Justicia Penal Juvenil que se encontraba pendiente en informe solicitado en sesión N° 81-16, artículo XCVII, referente a la gestión que presento el máster Alexander Obando Meléndez, Director, Instituto Nacional de Criminología, que en lo que interesa, indicó lo siguiente:
“Para lo correspondiente le transcribo el Artículo 99 de la Sesión Extraordinaria N° 5025 celebrada por el Instituto Nacional de Criminología el día 11 de agosto de 2016. ARTÍCULO NOVENTA Y NUEVE: Se conoce oficio número JNTS.INC guión cero seis uno guión dos mil dieciséis, de fecha doce de agosto de dos mil dieciséis, suscrito por la Licenciada Damaris González Ávila Jefe Nacional del Departamento de Trabajo Social, dirigido al Máster Alexander Obando Meléndez, Director del Instituto Nacional de Criminología, en el cual solicita someter a revisión competencia institucional sobre las solicitudes remitidas por los Juzgados de Penal Juvenil a nivel del país, en la elaboración de Informes Sociales para emitir criterio sobre la aplicación o no de una sanción privativa de libertad. CONSIDERANDO: Al respecto se conoció revisión de normativa legal que aporta la Licenciada Patricia Alfaro Loria, Directora del Programa Penal Juvenil. Analizado lo planteado, SE ACUERDA PRIMERO: Que la Dirección General de Adaptación Social no tiene competencia para emitir criterio social sobre aquellos casos de personas menores de edad remitidos por los Juzgados de Penal Juvenil, al amparo de lo establecido por la Ley Penal Juvenil y la Ley de Ejecución Penal Juvenil, ambas leyes claras al indicar que el ámbito de aplicación son "los adolescentes y jóvenes " al momento de la comisión de un hecho tipificado como delito o contravención en el Código Penal o leyes especiales" (Artículos uno y dos Ley de Justicia Penal Juvenil) o bien el Artículo dos de la Ley de Ejecución Penal Juvenil "Ámbito de Aplicación: Esta ley se aplica a todas las personas menores de edad sancionadas……. “El artículo veintiuno de la Ley de Ejecución determina las funciones de los órganos administrativos de la ejecución y circunscribe la función de la Dirección General de Adaptación Social a la responsabilidad de ejecutar las sanciones penales juveniles, determinando las funciones correspondientes. La Ley Penal Juvenil en el artículo noventa y tres reza, "en los casos en que "prima fascie" se estime posible aplicar una sanción privativa de libertad, el juez Penal Juvenil deberá ordenar el estudio psicosocial del menor de edad. Para tal efecto, el Poder Judicial deberá contar con unidades de profesionales en psicología y trabajo social". SEGUNDO: Realizar devolución de los casos a los diferentes juzgados de Penal Juvenil, remitidos hasta la fecha por las diferentes instancias judiciales. TERCERO: Elevar el presente acuerdo al Consejo Superior del Poder Judicial para su conocimiento y comunicación a las diferentes instancias judiciales. ACUERDO FIRME.”

- 0 -
	Con base en lo anterior, la Magistrada Doris Arias Madrigal, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia en Materia Penal Juvenil, mediante oficio N° 045-705-17 del 1 de junio del 2017, manifestó lo siguiente:
“Me permito referirme a su oficio N° 5761-17 de fecha 24 de mayo del presente año, mediante el cual se reitera solicitud de conocimiento ante la Sub Comisión de Acceso a la Justicia en Penal Juvenil, el oficio N° INC-9359-16 del 18 de agosto de 2016, remitido por el máster Alexander Obando Meléndez, Director, Instituto Nacional de Criminología. 
Sobre el punto en consulta, la Subcomisión de Acceso a la Justicia en materia Penal Juvenil, en sesión 2-2017, del 19 de abril del presente año, artículo I,  acordó lo siguiente:
“a) Por mayoría, la Subcomisión considera que, con vista en las resoluciones de la Sala de Casación Penal, en las que se acordó la aplicación de las medidas de seguridad en materia penal juvenil, por vía de aplicación supletoria, debe igualmente mantenerse la remisión normativa en lo que respecta a la rendición de los informes sociales, siendo el órgano competente, el Instituto Nacional de Criminología, conforme lo establecen los artículos 100 y 102 del Código Penal.  El licenciado Alejandro Montero salva el voto, haciendo ver los principios de especialidad que informan la materia, además de que es una persona en doble condición de vulnerabilidad, por lo que no está de acuerdo en que los informes sean rendidos por parte del Instituto Nacional de Criminología.  b) La Subcomisión en pleno, considera que el Consejo Superior del Poder Judicial debe realizar atenta excitativa a la Caja Costarricense del Seguro Social, para que se generen directrices y protocolos que contemplen las medidas de seguridad de internamiento curativo y tratamiento ambulatorio para personas menores de edad en conflicto con la ley penal juvenil. c) Que el Consejo Superior indique a la Escuela Judicial, la creación de un curso de actualización, sobre el tema de aplicación de las medidas de seguridad para personas menores de edad en conflicto con la ley penal juvenil.”
(…)”
- 0 -
	Se acordó: Acoger la recomendación emitida por la Subcomisión de Acceso a la Justicia en Materia Penal Juvenil y hacerlo de conocimiento de la Escuela Judicial y de la Caja Costarricense del Seguro Social, para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO LIV 
Documento N° 6560-11, 6822-17  

	En sesión N° 42-17 celebrada el 4 de mayo del 2017, artículo CIII, este Consejo Superior tomó el acuerdo que literalmente dice:
“Mediante correo electrónico del 26 de abril de 2017, la licenciada Magaly Salas Álvarez y los másteres Mateo Ivankovich Fonseca, Marvin Arce Portuguez y la licenciada Susan Villalobos Retana, por su orden Jueza Coordinadora y Jueces del Juzgado Civil de Cartago, expusieron lo siguiente:

“Mediante acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 24-17 celebrada el 14 de marzo del año en curso, “Artículo IV” se acordó: “…Acoger los recursos de reconsideración interpuestos y dejar sin efecto el acuerdo tomado sesión N° 14-17 celebrada el día 21 de febrero de 2017, Artículo LXXVI. 2.) De conformidad con lo que establece el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, prorrogar el permiso con goce de salario y sustitución de la plaza Nº 44644 de Técnico Judicial 2 del Juzgado Civil de Mayor Cuantía de Cartago, a partir del 15 de marzo de 2017 y hasta el 15 de mayo de 2017, y nombrar en ella al servidor Edder Segura Rodríguez.  3.) Notifíquese este acuerdo al servidor Edder Segura Rodríguez y a la servidora Liseth Pérez Guillén al medio señalado. 3.) Los Juzgados Civil de Mayor Cuantía y Laboral de Cartago y las Direcciones de Planificación y de Gestión Humana, tomarán nota para lo que corresponda….”

En virtud de lo anterior y siendo que el 15 de mayo del presente año finaliza el permiso con goce de salario y sustitución de los 2 meses antes indicado, se solicita que se disponga u ordene su prórroga por un plazo de tres meses o mayor, esto por cuanto no se ha tenido comunicación alguna de resolución por parte del Dirección de Planificación o de Gestión Humana con respecto al caso del servidor Edder Segura Rodríguez. Además se solicita a este honorable Consejo que por favor se inste al Departamento de Personal a atender el trámite de clonación y pago con mayor prontitud, ello por cuanto aún no se ha hecho el pago al interesado de la clonación ordenada a partir del 15 de marzo 2017, y a la fecha ni tan siquiera se le ha dado el trámite respectivo, según comunicación vía telefónica al interesado, a quien todavía no le han indicado fecha posible de pago de esos períodos, viéndose perjudicado económicamente con toda esta situación.

PROPUESTA PARA SU ESTIMADA VALORACIÓN: El Consejo de Jueces de este Juzgado, conformado por la suscrita máster Magaly Salas Álvarez (jueza en propiedad y quien ejerce las labores de coordinación), así como por el Juez a.i. Máster Mateo Ivankovich Fonseca y la Jueza a.i. licenciada Susan Villalobos Retana (en sustitución del Juez propietario Master Marvin Arce Portuguez, quien se encuentra en ascenso, pero concurre en la formulación de ésta propuesta), con el respeto que ustedes se merecen, se toma la atribución de realizar la siguiente propuesta, ello con el único deseo de tratar de poner fin a esta situación que resulta de tanta angustia tanto para el servidor Edder Segura Rodriguez, como para el mismo Despacho, por lo que se recomienda se valore la posibilidad de que el servidor Segura Rodríguez sea nombrado en propiedad en la plaza N° 44642, la cual se trata de una plaza vacante de éste Juzgado y que ostenta la categoría de Coordinador Judicial II, puesto que precisamente ha venido siendo desempeñado por el citado servidor (Segura Rodriguez) desde el mes de mayo del año 2012, quien durante todo este tiempo ha demostrado contar con la idoneidad y cualidades suficientes para ocupar el cargo; además de gozar de la confianza del Consejo de Jueces en pleno y cumplir con los requisitos institucionales. Lo anterior se recomienda, por supuesto siempre y cuando este dentro de las atribuciones que la ley ampara a tan Honorable Consejo Superior y no se vea afectados intereses Institucionales. La propuesta se realiza con el único fin de buscar una solución alterna y definitiva a éste problema, y que sea de beneficio tanto para el servidor como para la institución. 

	(…)”
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En sesión Nº 67-11 celebrada el 4 de agosto de 2011, artículo XLIV se conoció la resolución Nº 857-2010, dictada por el Tribunal de la Inspección Judicial a las quince horas treinta minutos del diecisiete de setiembre del dos mil diez, dentro del procedimiento seguido contra el servidor Jairo Jiménez Sandoval, Técnico Judicial del Juzgado Civil de Mayor Cuantía de Cartago y otro, mediante la cual declaró con lugar la causa disciplinaria, y calificó de gravísima la falta cometida, por lo que se le impuso la sanción de revocatoria de nombramiento, a partir del 5 de agosto de 2011.

Luego en sesión N° 11-12 del 09 de febrero del 2012, artículo XVI, se nombró en propiedad al señor Edder Segura Rodríguez, en la plaza N° 44644, perteneciente al Juzgado Civil de Cartago. 

Posteriormente, en sesión Nº 3-16 celebrada el 12 de enero de 2016, artículo LII, conforme lo ordenado por el Tribunal Contencioso Administrativo del Segundo Circuito Judicial de San José, se reinstaló al servidor Jairo Jiménez Sandoval en el Juzgado Civil de Mayor Cuantía de Cartago, a esos efectos se concedió permiso con goce de salario y sustitución por tres meses al puesto Nº 44644, ocupado por el servidor Edder Segura Rodríguez, a fin de que se designara al servidor Jairo Jiménez.

Ulteriormente, en sesión N° 30-16 celebrada el 31 de marzo de 2016, artículo LXXV, se prorrogó el permiso con goce de salario, a la plaza Nº 44644 de Técnico Judicial 2 del Juzgado Civil de Mayor Cuantía de Cartago, por el plazo de tres meses más, con el fin de mantener designado en ella al servidor Jairo Jiménez Sandoval. 

Asimismo, en la sesión Nº 50-16 celebrada el 19 de mayo del año 2016, artículo XCIII, se modificó el acuerdo tomado en el artículo LII, de la sesión Nº 3-16, en el sentido que la reinstalación del servidor Jairo Jiménez Sandoval, fuera en la plaza en propiedad Nº 44644, y que en el permiso con goce de salario y sustitución de la citada plaza, se designara al servidor Edder Segura Rodríguez. 

En lo conducente, en la sesión N° 61-16 celebrada el 23 de junio del 2016, artículo XXVI, se acogió la recomendación brindada por la Dirección Jurídica, en consecuencia se conservó al servidor Jairo Jiménez Sandoval en la plaza en propiedad número 44644, del Juzgado Civil de Cartago, hasta que se definiera su situación jurídica. Asimismo se le aclaró al señor Edder Segura Rodríguez que no se había variado su condición de propietario a interino, pero que por el momento no era posible mantener su propiedad en una plaza distinta, hasta que se dictara el acto final en el procedimiento disciplinario seguido contra el servidor Jiménez Sandoval.

Además, en la sesión Nº 89-16 celebrada el 27 de setiembre de 2016, artículo XXXIII, se acogió la prescripción recomendada por la Comisión de Relaciones Laborales y en consecuencia se ordenó el archivo de la causa 10-000222-0031-IJ, seguida contra Jairo Jiménez Sandoval, Auxiliar Judicial del Juzgado Civil de Cartago.

Seguidamente, en sesión N° 104-16 del 15 de noviembre del 2016, artículo LXXXIV, se tomó nota de las  manifestaciones del servidor Edder Segura Rodríguez, Técnico Judicial del Juzgado Civil de Cartago, por lo que le solicitó a la Dirección de Gestión Humana para que ubicara en una plaza vacante de la misma categoría que ostenta el señor Segura Rodríguez,  para que pueda ser trasladado de forma definitiva. En caso negativo debería indicarse en cuál de las plazas nuevas que se están creando para el 2017, puede ser nombrado, considerando los derechos que ya tiene adquiridos.

Posteriormente, en sesión N° 8-17 del 2 de febrero del 2017, artículo LXXII, este Consejo solicitó a la Dirección de Gestión Humana que en el plazo de 5 días, rindiera el informe solicitado en sesión 114-16 artículo LXXXIV, indicando en qué plaza vacante se podría designar de manera definitiva al servidor Edder Segura Rodríguez, o en su defecto considere el traslado a una de las plazas nuevas creadas para el 2017, además, se prorrogó el permiso con goce de salario y sustitución de la plaza Nº 44644 a partir del 1 de enero de 2017 y hasta el 28 de febrero de 2017, a fin de que se designara al servidor Segura Rodríguez.

Asimismo, en sesión N° 14-17 celebrada el día 21 de febrero de 2017, Artículo LXXV y con base en lo expuesto y valorando la situación particular del servidor Edder Segura Rodríguez, este Consejo  tomó en cuenta la afinidad y conocimientos adquiridos en la plaza en la que se desempeñaba don Edder en el  Juzgado Civil de Cartago con cada una de las plazas vacantes indicadas por la Dirección de Gestión Humana, así como el tiempo servido por  cada uno de las personas interinas nombrados en dichos puestos, por lo que se dispuso que de conformidad con los artículos 39 del estatuto de servicio Judicial y el 81 inciso 6 de la ley Orgánica del Poder Judicial y con el fin de mantener los derechos laborales del servidor Edder Segura Rodríguez, designarlo de manera definitiva en la plaza N° 372109 ubicada en el Juzgado de Trabajo de Cartago, a partir del 15 de marzo del 2017. 

Finalmente, en sesión N° 24-17 del 14 de marzo de 2017, artículo IV y por las razones expuestas, se acogieron los recursos de reconsideración interpuestos y se dejó sin efecto el acuerdo tomado sesión N° 14-17 celebrada el día 21 de febrero de 2017, Artículo LXXVI  y de conformidad con lo que establece el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se prorrogó el permiso con goce de salario y sustitución de la plaza Nº 44644 de Técnico Judicial 2 del Juzgado Civil de Mayor Cuantía de Cartago, a partir del 15 de marzo de 2017 y hasta el 15 de mayo de 2017, y nombrar en ella al servidor Edder Segura Rodríguez. 

Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Solicitar a la Dirección de Gestión Humana, que en el plazo de 5 días hábiles contados a partir de la comunicación de este acuerdo, informe si el servidor Edder Segura Rodríguez, cumple con los requisitos establecidos para nombrarlo en la plaza vacante Nº 44642 de Coordinador Judicial 2 del Juzgado Civil de Mayor Cuantía de Cartago. Se declara acuerdo firme.”
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La Secretaría General de la Corte comunica que la Dirección de Gestión Humana tiene pendiente de entregar el informe que le fue solicitado en el acuerdo supracitado referente a si el servidor Edder Segura Rodríguez, cumple con los requisitos establecidos para nombrarlo en la plaza vacante Nº 44642 de Coordinador Judicial 2 del Juzgado Civil de Mayor Cuantía de Cartago.
La licenciada Olga Guerrero Córdoba, Jefa interina de Sección de Reclutamiento y Selección, mediante oficio N° RS-0503-2017 de 8 de junio de 2017, solicita lo siguiente:
“La Sección de Reclutamiento y Selección  se encuentra atendiendo el oficio 4895-2017 remitido por la Secretaría General de la Corte en el cual se transcribe el acuerdo del Consejo Superior de la sesión Nº 42-17 celebrada el 4 de mayo del año en curso, que establece lo siguiente:

“Artículo CIII

Se acordó: Solicitar a la Dirección de Gestión Humana que en el plazo de 5 días hábiles contados a partir de la comunicación de este acuerdo, informe si el servidor Edder Segura Rodríguez, cumple con los requisitos establecidos para nombrarlo en la plaza vacante Nº 44642 de Coordinador Judicial 2 del Juzgado Civil de Mayor Cuantía de Cartago.”

Referente a lo solicitado, el estudio técnico correspondiente involucra determinar el estado de participación y elegibilidad del servidor Edder Segura Rodríguez en el proceso selectivo vigente para el cargo que ostenta, a saber Coordinador Judicial 2;  siendo que actualmente se mantiene en proceso de resolución la convocatoria correspondiente para esta clase de puesto y zona geográfica.  Además, incorpora elementos administrativos y legales que inciden en la condición de la plaza vacante en la cual se pretende formalizar el nombramiento.

Por lo anterior, a fin de analizar los antecedentes relacionados con la situación laboral del servidor Segura Rodríguez y los factores selectivos que intervienen en el cumplimiento de los requisitos establecidos para la clase señalada, se solicita respetuosamente una prórroga de 8 días a partir del conocimiento de este oficio para exponer al Consejo Superior lo requerido.”
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	Se acordó: Tomar nota de la comunicación anterior, en consecuencia; conceder los 8 días de prórroga requeridos por la licenciada Olga Guerrero Córdoba, Jefa interina de Sección de Reclutamiento y Selección, para que rinda el informe solicitado en sesión N° 42-17 celebrada el 4 de mayo del 2017, artículo CIII. Se declara acuerdo firme. 
[bookmark: _Toc484765535]ARTÍCULO LV
Documento N° 2742-17, 6452-17, 6844-17 

          La licenciada Maricruz Chacón Cubillo, Directora interina del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, remitió el oficio N° 169-CACMFJ-JEF-2017 del 1 de junio del 2017 al Magistrado Orlando Aguirre Gómez, Presidente del Consejo de la Judicatura, con copia a este Consejo, que literalmente indica:
“Me refiero al acuerdo tomado por el Consejo de la Judicatura en sesión CJ-17-2017, artículo III, celebrada el 09 de mayo del año en curso, que literalmente indica:
“SE ACORDÓ: 1) Comunicar al Consejo Superior que este Consejo estima que de acuerdo con lo establecido en la Ley de Reforma Laboral,  procede los traslados de los jueces y juezas categoría 1 a realizar labores en los Juzgados de Trabajo, manteniéndoseles en los escalafones 1, según los  promedios de elegibilidad.  En razón de ello, no tendrán derecho a solicitar traslados ni permutas, hasta tanto no alcancen la elegibilidad para la categoría 3, recibiendo el salario correspondiente a esta última en aplicación del principio de igualdad salarial.    2)  Recomendar  que a nivel interno de la organización de cada despacho, se mantenga una separación en cuanto a conocimiento de los procesos según la cuantía, de tal forma que las personas que no están elegibles para los cargos de juez o jueza 3,  se ubiquen por idoneidad comprobada, sin perjuicio que según las actividades del despacho se les pueda asignar otras tareas. 3) En cuanto a la revaloración correspondiente a las categorías de 4 a 5, es un tema cuyo análisis compete a la Corte o bien al Consejo Superior, pero se recomienda que se analice las implicaciones que representa, tanto económicas, como a nivel de la estructura de la carrera judicial.”
El acuerdo transcrito (numeral 1), comunicado a la Secretaría General de la Corte Suprema, mediante oficio SACJ-2046-201, de 17 de mayo de 2017, para la aprobación del Consejo Superior, recomienda la reasignación de las plazas de juez(a) 1 de los Tribunales de Trabajo de Menor Cuantía a Juez(a) 3 laboral, a partir de la entrada en vigencia de la Reforma Procesal Laboral el próximo 25 de julio de 2017, como parte de la reestructuración que sufren los juzgados laborales del país. El Consejo Superior, conoció el oficio citado, el pasado 19 de mayo del 2017. 
Ese cambio en la categoría de la plaza se sustenta en la autorización que contiene la propia Ley 9343, transitorio V, y en el informe técnico conocido por el Consejo de Personal en artículo I-a de la sesión N° 04-2017 celebrada el 07 de marzo de 2017. 
Otro aspecto que tomó en cuenta el Consejo de la Judicatura para adoptar ese acuerdo (numeral 1) fue el principio de igualdad salarial, partiendo de la premisa según la cual las personas juzgadoras de menor cuantía, cuyas plazas pasan a formar parte del juzgado de trabajo, tendrían derecho a percibir la misma remuneración de las personas juzgadoras categoría 3, virtud a realizar las mismas funciones.
No obstante lo anterior, en el acuerdo “2)” dispone en contrario que quienes no estén elegibles dentro de la lista de juez(a) 3 laboral, deberán ocuparse de asuntos diferenciados por la cuantía, generando, una violación indirecta al principio de igualdad salarial, ya que personas juzgadoras que efectuarán  funciones jurisdiccionales de distinto valor, recibirán el mismo salario.
Esa discriminación indirecta, a su vez tendría un impacto en las cargas de trabajo que se le asignan al personal, en contradicción con los acuerdos adoptados por el Consejo Superior que mandan a procurar que en los despachos del país se garantice una distribución equitativa del trabajo.
Estos factores, a la larga impactan también en el clima organizacional, ya que las personas que ven “recargada” su labor con asuntos de mayor cuantía pueden llegar a mostrar insatisfacción al tener que realizar un trabajo de mayor complejidad, frente a compañeros que perciben una remuneración económica idéntica por trabajos de menor complejidad.
También constituye un disuasivo para el personal que ocupa las plazas revaloradas, quienes no tendrán interés en ingresar a la lista de elegibles de juez (a) 3 laboral, porque ello únicamente implicaría un aumento en la complejidad de sus labores, pero no en su remuneración,  pues ya se le estará pagando el salario como Juez 3. 
Otros aspectos de impacto, virtud a esa disposición, tiene que ver con la logística propia del proceso de unificación de todos los despachos del país, que ha llevado una planificación de meses por parte de las distintas instancias involucradas (Tecnología de la Información, Planificación, Gestión Humada, Dirección Ejecutiva, el CACMFJ), y en donde se ha programado (en términos informáticos) una migración de expedientes a nivel de sistemas, de los despachos que pierden competencia a los que asumen competencia, que permita una distribución automática y equitativa de todas las cargas de trabajo. El acuerdo adoptado por el Consejo de la Judicatura obligaría a retrotraer ese proceso, poniendo en riesgo el proceso de migraciones planificado para llevarse a cabo semanas previas a la entrada en vigencia de la reforma. 
 Es menester agregar que la totalidad del personal judicial que actualmente ocupa las plazas de los Tribunales de Trabajo de Menor Cuantía, ha sido capacitado en igualdad de condiciones que el resto de personal juzgador de la materia laboral categoría 3, con una inversión millonaria de recursos por parte de la Escuela Judicial, precisamente para prepararlos para afrontar la implementación de la reforma laboral en toda su completa dimensión. 
Virtud a lo anterior, con el debido respeto que ese Consejo me merece, solicito se reconsidere el acuerdo tomado por el Consejo de la Judicatura en sesión CJ-17-2017, artículo III, celebrada el 09 de mayo del año en curso, para que se elimine el punto “2)” en el que se recomienda “mantenga una separación en cuanto a conocimiento de los procesos según la cuantía” y en su lugar se disponga que se deba velar porque, entre el personal de los despachos laborales donde se reasignan las plazas de juez(a) 1 laboral a juez(a) 3 laboral, se establezca un reparto equitativo del trabajo, solicitando al Consejo Superior la modificación del acuerdo aprobado el pasado 19 de mayo del 2017.”-
(…)”
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La máster Lucrecia Chaves Torres, Jefa de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, mediante oficio N° SACJ-2705-2017 de 8 de junio de 2017, transcribe el acuerdo tomado por el Consejo de la Judicatura, en sesión CJ-21-2017, celebrada el 06 de junio  del año en curso, artículo XX, que literalmente indica:

“La señora Maricruz Chacón Cubillo, Directora a.i del Centro de Atención, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, mediante oficio 169-CACMFJ-JEF-2017 del 01 de junio del presente año, manifestó:

“Me refiero al acuerdo tomado por el Consejo de la Judicatura en sesión CJ-17-2017, artículo III, celebrada el 09 de mayo del año en curso, que literalmente indica:

“SE ACORDÓ: 1) Comunicar al Consejo Superior que este Consejo estima que de acuerdo con lo establecido en la Ley de Reforma Laboral,  procede los traslados de los jueces y juezas categoría 1 a realizar labores en los Juzgados de Trabajo, manteniéndoseles en los escalafones 1, según los  promedios de elegibilidad.  En razón de ello, no tendrán derecho a solicitar traslados ni permutas, hasta tanto no alcancen la elegibilidad para la categoría 3, recibiendo el salario correspondiente a esta última en aplicación del principio de igualdad salarial.    2)  Recomendar  que a nivel interno de la organización de cada despacho, se mantenga una separación en cuanto a conocimiento de los procesos según la cuantía, de tal forma que las personas que no están elegibles para los cargos de juez o jueza 3,  se ubiquen por idoneidad comprobada, sin perjuicio que según las actividades del despacho se les pueda asignar otras tareas. 3) En cuanto a la revaloración correspondiente a las categorías de 4 a 5, es un tema cuyo análisis compete a la Corte o bien al Consejo Superior, pero se recomienda que se analice las implicaciones que representa, tanto económicas, como a nivel de la estructura de la carrera judicial.”

El acuerdo transcrito (numeral 1), comunicado a la Secretaría General de la Corte Suprema, mediante oficio SACJ-2046-201, de 17 de mayo de 2017, para la aprobación del Consejo Superior, recomienda la reasignación de las plazas de juez(a) 1 de los Tribunales de Trabajo de Menor Cuantía a Juez(a) 3 laboral, a partir de la entrada en vigencia de la Reforma Procesal Laboral el próximo 25 de julio de 2017, como parte de la reestructuración que sufren los juzgados laborales del país. El Consejo Superior, conoció el oficio citado, el pasado 19 de mayo del 2017. 

Ese cambio en la categoría de la plaza se sustenta en la autorización que contiene la propia Ley 9343, transitorio V, y en el informe técnico conocido por el Consejo de Personal en artículo I-a de la sesión N° 04-2017 celebrada el 07 de marzo de 2017. 

Otro aspecto que tomó en cuenta el Consejo de la Judicatura para adoptar ese acuerdo (numeral 1) fue el principio de igualdad salarial, partiendo de la premisa según la cual las personas juzgadoras de menor cuantía, cuyas plazas pasan a formar parte del juzgado de trabajo, tendrían derecho a percibir la misma remuneración de las personas juzgadoras categoría 3, virtud a realizar las mismas funciones.

No obstante lo anterior, en el acuerdo “2)” dispone en contrario que quienes no estén elegibles dentro de la lista de juez(a) 3 laboral, deberán ocuparse de asuntos diferenciados por la cuantía, generando, una violación indirecta al principio de igualdad salarial, ya que personas juzgadoras que efectuarán  funciones jurisdiccionales de distinto valor, recibirán el mismo salario.

Esa discriminación indirecta, a su vez tendría un impacto en las cargas de trabajo que se le asignan al personal, en contradicción con los acuerdos adoptados por el Consejo Superior que mandan a procurar que en los despachos del país se garantice una distribución equitativa del trabajo.

Estos factores, a la larga impactan también en el clima organizacional, ya que las personas que ven “recargada” su labor con asuntos de mayor cuantía pueden llegar a mostrar insatisfacción al tener que realizar un trabajo de mayor complejidad, frente a compañeros que perciben una remuneración económica idéntica por trabajos de menor complejidad.

También constituye un disuasivo para el personal que ocupa las plazas revaloradas, quienes no tendrán interés en ingresar a la lista de elegibles de juez (a) 3 laboral, porque ello únicamente implicaría un aumento en la complejidad de sus labores, pero no en su remuneración,  pues ya se le estará pagando el salario como Juez 3. 

Otros aspectos de impacto, virtud a esa disposición, tiene que ver con la logística propia del proceso de unificación de todos los despachos del país, que ha llevado una planificación de meses por parte de las distintas instancias involucradas (Tecnología de la Información, Planificación, Gestión Humada, Dirección Ejecutiva, el CACMFJ), y en donde se ha programado (en términos informáticos) una migración de expedientes a nivel de sistemas, de los despachos que pierden competencia a los que asumen competencia, que permita una distribución automática y equitativa de todas las cargas de trabajo. El acuerdo adoptado por el Consejo de la Judicatura obligaría a retrotraer ese proceso, poniendo en riesgo el proceso de migraciones planificado para llevarse a cabo semanas previas a la entrada en vigencia de la reforma. 

         Es menester agregar que la totalidad del personal judicial que actualmente ocupa las plazas de los Tribunales de Trabajo de Menor Cuantía, ha sido capacitado en igualdad de condiciones que el resto de personal juzgador de la materia laboral categoría 3, con una inversión millonaria de recursos por parte de la Escuela Judicial, precisamente para prepararlos para afrontar la implementación de la reforma laboral en toda su completa dimensión. 

Virtud a lo anterior, con el debido respeto que ese Consejo me merece, solicito se reconsidere el acuerdo tomado por el Consejo de la Judicatura en sesión CJ-17-2017, artículo III, celebrada el 09 de mayo del año en curso, para que se elimine el punto “2)” en el que se recomienda “mantenga una separación en cuanto a conocimiento de los procesos según la cuantía” y en su lugar se disponga que se deba velar porque, entre el personal de los despachos laborales donde se reasignan las plazas de juez(a) 1 laboral a juez(a) 3 laboral, se establezca un reparto equitativo del trabajo, solicitando al Consejo Superior la modificación del acuerdo aprobado el pasado 19 de mayo del 2017.- ”
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         El acuerdo a que se hace referencia ya fue conocido y aprobado por el Consejo Superior.  En vista de ello, lo procedente es trasladar la gestión a ese Órgano para lo que a bien tenga disponer.

SE ACORDÓ: Trasladar la solicitud de la señora Maricruz Chacón Cubillo al Consejo Superior, para lo que a bien se tenga disponer.  Ejecútese.”
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En sesión N° 49-17 del 19 de mayo de 2017, artículo I, al conocer los informes enviados por la Dirección de Gestión Humana, relativos a la reforma procesal laboral, se dispuso entre otros asuntos, lo que literalmente dice:
“ (…)2.-) Cada despacho deberá organizarse a nivel interno, manteniendo una separación en cuanto a conocimiento de los procesos según la cuantía, de tal forma que las personas que no están elegibles para los cargos de juez o jueza 3, se ubiquen por idoneidad comprobada, sin perjuicio de que según las actividades del despacho se les pueda asignar otras tareas que se requieran.”
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[bookmark: _Toc366755210][bookmark: _Toc484765539]Luego de un mejor análisis de los argumentos presentados, por mayoría, se dispuso: Acoger la reconsideración interpuesta por la licenciada Maricruz Chacón Cubillo, Directora interina del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, y modificar el punto 2) del acuerdo adoptado en la sesión N° 49-17 del 19 de mayo del año en curso, en el sentido de que no se hará  una separación en cuanto a conocimiento de los procesos según la cuantía, por lo que el personal de la Judicatura cumplirá de forma equitativa con todas las labores que debe ejecutar el despacho judicial, sin hacer la distinción respecto a la elegibilidad, por cuanto devengan igual salario. Lo anterior no significa un cambio en el escalafón, por cuanto quienes  sean juez o jueza 1, se mantendrán con esa elegibilidad, hasta tanto realicen el proceso respectivo para  quedar elegibles en la categoría 3. 
 En razón de lo anterior, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, velará que el desempeño de las juezas y  jueces sea el adecuado.
La integrante Conejo Aguilar, se aparta del voto de mayoría, y mantiene el criterio acordado por el Consejo de la Judicatura en sesión CJ-17-2017, artículo III, celebrada el 09 de mayo del año en curso.
La Dirección de Gestión Humana, el Consejo de la Judicatura y el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, tomarán nota para los fines consiguientes.
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En sesión Nº 44-17 celebrada el 9 de mayo del 2017, artículo LVI, se concedió permiso con goce de salario y sustitución al licenciado Carlos Arias Córdoba, Fiscal Auxiliar de la Fiscalía Adjunta Especializada en Ejecución de la Pena del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, por el plazo de 10 días hábiles a partir del 10 de mayo del 2017, tiempo en el que debía organizarse con el cuido de su padre.
Posteriormente, en sesión 48-17 del 18 de mayo del 2017, artículo L, se modificaron las fechas del permiso concedido al licenciado Carlos Arias Córdoba, aprobado en sesión N° 44-17 del 9 de mayo del 2017, artículo LVI, para que el mismo rija a partir del 17 de mayo de 2017. 
	El licenciado Carlos Arias Córdoba, Fiscal Auxiliar de la Fiscalía Especializada en Ejecución de la Pena mediante correo electrónico de 6 de junio del 2017, quien por los motivos que señala, solicita se le otorgue una prórroga de 7 días más del permiso concedido para continuar con el cuido de su señor padre.
En correo electrónico de 12 de junio de 2017, el licenciado Carlos Arias Córdoba, Fiscal de Ejecución de la Pena de Pérez Zeledón, agrega lo siguiente:
“Reciba un cordial saludo, quien suscribe Carlos Arias Córdoba, Fiscal de Ejecución de la Pena de Pérez Zeledón; en relación a la solicitud de la prórroga del permiso para cuidar a mi padre enfermo, bajo el N° Ref. 6686-17, hago de su conocimiento que en visita realizada de mi parte al Hospital San Juan de Dios, el día 8 de junio del 2017, en el Salón de Ortopedia Hombres, cama 354 (donde se encuentra internado mi padre), me comunicaron que el tratamiento médico que necesita mi padre se va a prolongar a ese día, por 21 días más (terminando tratamiento en fecha 29-30 de junio), por lo que estará internado por ese tiempo; a menos que mi persona logre sacar unos días de permiso para poder hacerme cargo de trasladar a mi padre al área de salud cercana de su domicilio con el fin de estarle suministrando el tratamiento de antibiótico requerido.

En virtud de lo anterior, para el día lunes 12 de junio del 2017, me estarían confeccionando un Certificado médico donde se haga constar la necesidad de apoyo familiar para que mi padre pueda salir del hospital y continuar con su tratamiento en la casa (PERO CON LA OBLIGACIÓN DE  MI PARTE DE LLEVARLO AL ÁREA MÉDICA PARA QUE LE APLIQUEN EL ANTIBIÓTICO), tomando en cuenta el criterio médico de evitar el riesgo de exponer a mi padre a bacterias intra-hospitalarias que serían casi imposible de erradicar, además de mejorar el estado mental de mi padre, ya que al estar prácticamente medio año internado (desde diciembre del 2016 ha estado internándose) se encuentra en un estado depresivo.

En virtud de lo anterior, se incorporan los siguientes documentos médicos brindados por el Hospital San Juan de Dios:

Certificado de Internamiento médico.
Renovación del permiso especial de cuido, extendido hasta el 16 de junio del 2017, el cual tendría que renovarse a esa fecha.
Epicrisis de fechas 29 de diciembre del 2016 y del 24 de enero del 2017.
Informes médicos que han sido de su conocimiento.

Por lo anterior, en el momento en que el suscrito tenga el último Certificado médico lo hará de conocimiento del Consejo Superior, y en virtud de necesitar días de permiso hasta finalizar el tratamiento médico que necesita mi padre, re formulo la solicitud de prórroga de permiso, para que el mismo sea de 10 días, a partir del 15 o 16 de junio del 2017. En caso de acogerse la solicitud, ruego remitir una constancia preliminar para que mi Jefe Inmediato tenga conocimiento de lo resuelto y se realicen los trámites de mi posible sustitución.”
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	Seguidamente, el señor Arias Córdoba, en su citada condición, envió por correo electrónico del 13 de junio de 2017, el siguiente certificado médico:
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Se acordó: Denegar la gestión presentada por el licenciado Carlos Arias Córdoba, Fiscal de Ejecución de la Pena de Pérez Zeledón, en razón de que no se ajusta a las condiciones establecidas en el protocolo para cuidar familiares enfermos, aún y cuando este Consejo entiende la situación en la que se encuentra, no es un padecimiento que se resolverá en un corto plazo, pues estos permisos son de carácter restrictivo y se debe demostrar que no se cuenta con más familiares que puedan organizarse para el cuido de la persona enferma. Además por control interno este órgano está obligado al buen uso de los recursos públicos.
Se le aclara al licenciado Arias Córdoba, que en caso de requerir permisos para llevarlo al Hospital o citas médicas puede coordinar directamente con la Jefatura respectiva. Se declara firme este acuerdo.
[bookmark: _Toc484765543]ARTÍCULO LVII

Documento N° 6742-17 

	El máster José Luis Bermúdez Obando y las licenciadas Waiman Hin Herrera y Cheryl  Bolaños Madrigal, por su orden, Director interino, Subdirectora interina y Jefa de Gestión de la Capacitación, mediante oficio N° 232-CAP-2017 del 06 de junio de 2017, solicitaron lo siguiente:    
“Para su conocimiento y fines consiguientes nos permitimos informarles que hemos recibido información por parte de la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales (OCRI) con respecto al curso “Nutrition in a changing global environment”  (La nutrición en un entorno mundial cambiante) a realizarse en Israel, del 27 de agosto al 19 de setiembre de 2017. A continuación el detalle:
ORGANIZA: 
MASHAV - Israel’s Agency for International Development Cooperation 
The Hebrew University of Jerusalem The Robert H. Smith Faculty of Agriculture, Food & Environment, The International School of Agricultural Sciences
MODALIDAD: Presencial
FECHA LÍMITE DE INSCRIPCIÓN: 19 de junio de 2017 en la Embajada de Israel, (Edificio Centro Colón, Piso 11.
OBJETIVO:
Proporcionar una visión general de las necesidades nutricionales de diferentes poblaciones.
Comprender las pautas nutricionales actuales establecidas para proporcionar una ingesta dietética óptima para todos grupos de edad.
Examinar críticamente la forma en que se formulan las recomendaciones nutricionales y evaluar la evidencia epidemiológica y clínica.
Comprender el enfoque de la nutrición en la vida útil.
Discutir las tendencias emergentes en las ciencias nutricionales modernas.
Desarrollar nuevas herramientas para implementar recomendaciones nutricionales.
REQUISITOS DEL ENTE ORGANIZADOR 
Las personas candidatas interesadas ​​en asistir a este programa requieren:
M.Sc. Grado o superior en nutrición, dietética, medicina, bioquímica, educación para la salud o de una universidad reconocida. (Un registro detallado de estudios y copias de títulos debe ser incluidos en los formularios de solicitud).
Documentación de estudios académicos realizados en inglés o una puntuación Test Of English as a Foreign Language (TOEFL) de al menos 89 en la escala basada en Internet o un equivalente reconocido internacionalmente. (El idioma de instrucción es Inglés, por lo tanto, las personas participantes cuya lengua materna no es el inglés, deben dominio de este idioma.)
Se recomienda una experiencia profesional en el campo (por lo menos 3 años).
Este curso está diseñado para personas profesionales de la salud pública, nutricionistas, dietistas, educadoras de salud, y académicas en campos relevantes.
Un certificado oficial de buena salud firmado y sellado por un médico.
Se requieren dos cartas de recomendación del lugar de trabajo o universidad de la persona candidata.
METODOLOGÍA:
Las clases se llevarán a cabo en el campus de Rehovot de la Facultad de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, donde hay laboratorios, equipos y la biblioteca central de Ciencias Agrícolas.
El acceso a la computadora durante todo el día se proporcionará, y las computadoras se utilizarán ampliamente.
Se recomienda que las personas participantes que posean una computadora personal la traigan consigo para su propia conveniencia.
La tarea y el material científico serán asignados y calificados.
Se realizarán excursiones profesionales.
Se requiere asistencia completa.
* El ente organizador se reserva el derecho de hacer cambios en el programa académico.
TEMAS PRINCIPALES: 
Nutrición a lo largo de todo el ciclo de vida: lactantes, niñas, niños, personas adolescentes, adultas y ancianas.
Comprender la nutrición basada en la evidencia.
La epidemia de obesidad.
El microbioma y la salud.
Programación Fetal.
Alimentos funcionales.
Nutragenómica: cómo interactúan los nutrientes con los genes.
Suplementación y fortificación.
Nutrición en enfermedades crónicas.
Transición nutricional.
COSTO: 
Se otorgarán los siguientes beneficios:
Traslados internos
Hospedaje
Alimentación
Aranceles de estudio
Giras profesionales
Seguro médico
Servicio de lavandería
NOTA: El tiquete aéreo lo cubre la persona participante o la institución que representa. 
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Si bien es cierto, el Poder Judicial no cuenta con presupuesto específico para esta actividad, pueden utilizarse los siguientes rubros en caso de así determinarlo el Consejo Superior:
	AYUDAS ECONÓMICAS
PROGRAMA 926 – DIRECCIÓN Y ADMINISTRACIÓN

	Actividad
	Detalle
	Cupos disponibles 
	Monto 
	Observaciones

	Para responder a cursos que sean prioridad y estén vinculados con los objetivos estratégicos del Poder Judicial
	Por definir según convocatorias
	38
	4.516.376,00
	Estas ayudas económicas se han concedido a criterio del Consejo Superior por diferentes montos en dólares. Se contemplan 38 ayudas de $200



	PERMISOS CON GOCE DE SALARIO
PROGRAMA 926 – DIRECCIÓN Y ADMINISTRACIÓN

	Actividad
	Cantidad de Becas
	Cantidad de meses
	Total cantidad de meses
	Salario total mensual
	Total anual presupuest.

	Para responder a cursos que sean prioridad y estén vinculados con los objetivos estratégicos del Poder Judicial
	2
	1
	2
	3.347.753,22
	6.695.506,43


Dicho lo anterior, se solicita se autorice la divulgación correspondiente, así como designar los beneficios y condiciones en que se avalará la participación en concordancia con lo expuesto en los párrafos precedentes.” 
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[bookmark: _Toc366755219][bookmark: _Toc484765545]Sobre la gestión que plantea la Dirección de Gestión Humana, este  Consejo considera que si bien se trata de un tema importante, no está estrechamente relacionado con las funciones propias de la institución, además se debe tener presente las limitaciones presupuestarias por las que atraviesa este poder de la República, y que la  erogación no se encuentra debidamente presupuestada, en consecuencia se acordó: Denegar la solicitud de divulgación del curso denominado “Nutrition in a changing global environment” remitida por la Dirección de Gestión Humana.
[bookmark: _Toc484765546][bookmark: _Toc484765548]ARTÍCULO LVIII
Documento N° 4668-11, 6593-17 
	Con el visto bueno del máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial; los licenciados Armando Castillo Fallas y Rodolfo Fernández Castillo, por su orden, Jefe Administrativo de la Sección de Transportes y Secretario General  de la citada Dirección, mediante el oficio N° 0810-ST-17 del 30 de mayo de 2017, manifestaron:
“Gracias a lo autorizado de manera recurrente en los últimos años, hemos contado con el aval de los Honorables Miembros de ese Consejo a fin de contar con el aporte adicional de personal técnico en la Unidad de Taller Mecánico de la Sección de Transportes, siendo el último de los acuerdos tomados al respecto el de fecha 23 de febrero último incluido en oficio N°2213-17, correspondiente a la Sesión N°16-17 en la que por medio del Artículo LXIII, se autorizó que, de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 44, párrafo cuarto de la Ley Orgánica del Poder Judicial, conceder permiso con goce de salario y sustitución a los servidores Freddy Hidalgo Brenes, Lucas Coto Muñoz, Fernando Arce Hernández y Fabián González Prendas, Técnicos Especializados 4 de la Unidad de Taller Mecánico de la Sección de Transportes, destacados en los puestos Nºs 96410, 43530, 43531 y 72791 respectivamente, por espacio de tres meses contados desde el 1 de marzo último.  

En razón de lo anterior y al igual que se procedió años atrás una vez vencido el período de la autorización, el cual en esta oportunidad correspondió hasta el 31 de mayo 2017, se detalla entonces a continuación el informe de rendición de cuentas correspondiente.  

Teniendo en cuenta no sólo los argumentos y razones expuestas en los oficios N°261ST-17 de fecha 13 de febrero 2017 conocido por los Honorables integrantes de ese Consejo en el acuerdo supracitado, en cuanto a los antecedentes del permiso con goce de salario y sustitución autorizado, así como las cargas de trabajo procesadas durante el año anterior. De igual forma además del oficio N°341-DG-2017 del 6 abril de 2017, don Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, informó a ese Consejo, las razones que justificaron el desequilibrio entre las labores realizadas por el personal técnico de planta de la Unidad de Taller Mecánico y el personal adicional en lo que fue el último período autorizado para contar con las plazas durante el año anterior, las cuales fueron conocidas en el acuerdo tomado en la Sesión N°38-17 del 25 de abril último en su Artículo LXXIII.

Es entonces que para los primeros cinco meses del 2017, la Unidad de Taller Mecánico recibió un total de 411 unidades, de las cuales 221 fueron reparados en el período comprendido entre el 1 de marzo y el 26 de mayo, es decir los meses en el que se contó con la participación del personal adicional. Es así que en el lapso de interés el personal de planta del Taller tuvo bajo su responsabilidad la atención de 104 para un 47.00%, mientras que el personal contratado adicionalmente se concentró en la reparación del 53.00% de los casos ingresados al Taller Mecánico, para un total de 117 vehículos,  desglosado en el siguiente detalle:

Gráfico Nº1
Distribución absoluta de reparaciones  
por grupo de trabajo en la Unidad de Taller Mecánico
 según oficio N°2213-17 del 1 de marzo al 29 de diciembre 2017


Es importante indicar que las diferencias que se aprecian entre los funcionarios obedece a la naturaleza del tipo de trabajo realizado, lo que denota tiempos de atención diferentes según corresponda, así por ejemplo los tiempos de respuesta están determinados por la complejidad y tipo de trabajo, sea: reparación de motores, sistemas de embrague, instalación de repuestos, entre otros.  

Además es posible identificar la siguiente relación porcentual, en la que si comparamos la cantidad de vehículos reparados (117 unidades) en el período indicado  por el personal contratado, en contraposición con el total de unidades ingresadas durante los cinco meses del año a la Unidad de Taller Mecánico (411 vehículos) tenemos que, el personal de interés tuvo la responsabilidad de abordar el 30% del total de reparaciones realizadas durante el año, representadas por un total de 363 vehículos.

La relación anterior se aprecia en el siguiente gráfico.

Gráfico Nº2
Distribución absoluta de reparaciones  
por grupo de trabajo en la Unidad de Taller Mecánico
del 1 de enero al 29 de diciembre 2017


Es importante indicar que si bien mediante el acuerdo incluido en oficio N°2213-17, correspondiente a la Sesión N°16-17 en la que por medio del Artículo LXIII, se aprobó la incorporación de cuatro técnicos adicionales de marzo hasta mayo último, lo cierto es que en los meses de enero y febrero se contó con el aporte de dos técnicos nombrados de manera meritoria, quienes a partir del mes de marzo formaron parte de las cuatro plazas adicionales. Estos dos técnicos repararon entre enero y febrero un total de 40 vehículos, lo que suma un total de 157 vehículos que fueron abordados por el personal adicional, lo que denota que la diferencia entre el 44% del total de reparaciones de este recurso y el 56% a cargo del personal de planta, se debe precisamente a los dos primeros meses laborados principalmente sin los técnicos adicionales, ya que como se aprecia en el primer gráfico, la brecha se redujo considerablemente una vez incorporados los cuatro técnicos. 

 Este aporte permitió cerrar el período de interés con 48 vehículos fuera de servicio, de los cuales 22 están a la espera de repuestos  gestionados a partir del procedimiento establecido, 16 son abordados por el equipo respectivo para su reparación y los 10 restantes se encuentran a espera del proceso de diagnóstico. Por lo que del total de unidades ingresadas a nuestro Taller durante los primeros cinco meses del 2017 se atendió de manera satisfactoria el 96%. 

Por otra parte la incorporación  de las cuatro plazas adicionales por un nuevo período permitió, además de hacer frente a la atención de los casos ingresados al Taller Mecánico, retomar las visitas a distintas dependencias policiales regionales, con el objetivo de efectuar un monitoreo del estado de la flotilla de vehículos en esas oficinas y efectuar además tareas de mantenimiento preventivo o la instalación de repuestos cuando así fue necesario.

Es importante recordar que, si bien la flotilla del Organismo la componen al día de hoy 757 unidades, lo cierto es que por lo dispuesto desde el año 2012 por la Dirección Ejecutiva, se promueve la regionalización de reparaciones mecánicas en las dependencias de este Organismo distribuidas en todo el país, y por lo tanto se recibe en nuestro Taller solamente vehículos destacados en el I, II y III Circuitos Judiciales de San José, lo cual está representado por 441 unidades, es decir el 59% de la flotilla nacional;  o bien las unidades de las dependencias regionales cuyas reparaciones se concentren en daños de motor y aquellas cuyas reparaciones mecánicas superen ¢1,500.000.00; y en este caso nuestro Taller recibió para el período de interés 21 unidades bajo estas condiciones, lo que representa reparaciones sumamente complejas por el tipo y características de los daños, lo que implica destacar una cantidad de recurso técnico importante.

En este sentido, teniendo en cuenta la cantidad de vehículos que posee la Institución, así como los términos de la regionalización de reparaciones mecánicas, es posible concluir que la cantidad total de vehículos ingresados en cinco meses equivale a que hubiésemos recibido el 94% de la flotilla del Organismo destacada en los Circuitos Judiciales de San José, lo que deja ver al cierre del período una capacidad de respuesta instalada adecuada y por demás óptima que sólo se puede mantener si se dispone del recurso adicional de manera constante.

Ahora bien, ese Honorable Consejo conoció en abril 2015 mediante oficio N°290ST-15, los distintos antecedentes que desde el 2011 han justificado el que se cuente con las 4 plazas adicionales en distintos momentos, antecedentes que incluyen los  6 distintos Acuerdos tomados en ese período que permitieron contar con el aporte del personal adicional. Es entonces que si tomamos en cuenta el escenario que muestra el comportamiento de ingreso y salida de vehículos oficiales desde el año 2011 hasta casi el primer semestre del 2017, el primer bimestre del 2016, cuando tenemos al día de hoy 48 unidades fuera de servicio, de las cuales restan de abordar técnicamente para su diagnóstico sólo 10 de ellas; se reitera entonces el hecho de que nos encontramos ante modelos cíclicos en el que si bien se cumplen los objetivos trazados, alcanzando metas satisfactorias al mantener un volumen de trabajo eficiente para un período determinado,  gracias a que se aplican medidas extraordinarias que permiten reducir temporalmente el pendiente, lo cierto es que  en poco tiempo las cargas de trabajo alcanzan nuevamente cifras y parámetros similares al antecedente que justificó la toma de acciones.

Estos elementos resultan congruentes con el análisis y los criterios técnicos emitidos por la Dirección de Planificación en sus estudios realizados en dos momentos distintos y plasmados en sus informes: N°102-PLA-CE-2010 incluido en el Acta N°41-10 para el análisis del presupuesto del año 2011 y el N°42-PLA-CE-2013 correspondiente a recurso humano para el presupuesto del año 2014, en ambos se recomienda el incremento en cuatro plazas de Técnico Especializado 4 para la Unidad de Taller Mecánico, no obstante la coyuntura presupuestaria institucional impidió su implementación. 

Adicionalmente, esa misma Dirección  retomó el requerimiento pendiente como parte de su estudio de organización y funciones según lo requerido por ese Consejo en sesión N°16-14 del 25 de febrero 2014 e incluido en Artículo XLVIII.

[bookmark: marca6][bookmark: marca7]Sin embargo y concientes de la prioridad que tiene definido el Poder Judicial a partir del tema presupuestario vigente este año y dado que de acuerdo con nuestra capacidad de respuesta actual, es imprescindible controlar las cargas de trabajo y evitar que se genere un incremento en el nivel de pendiente de las reparaciones tal y como nos ha afectado en otras ocasiones, es entonces que resulta interés de los suscritos y con el aval del Máster Walter Espinoza Espinoza, Director General, solicitar respetuosamente el que se autorice nuevamente a partir del 1 de junio próximo y hasta el último día hábil de diciembre del presente año, el otorgar de conformidad con lo que establece el artículo 44, párrafo 4° de la Ley Orgánica del Poder Judicial y por tratarse de un asunto de interés institucional, permiso con goce de salario y sustitución a cuatro funcionarios destacados en el puesto de Técnico Especializado 4 según se desglosa a continuación:

Sr. Freddy Hidalgo Brenes, cédula 1-1042-971, puesto 96410.
Sr. Lucas Coto Muñoz, cédula 1-1343-324, puesto 43530.
Sr. Fernando Arce Hernández, cédula 1-857-607, puesto 43531
Sr. Fabián González Prendas, cédula 4-187-922, puesto 72791.

No se omite indicar que los recursos presupuestarios para atender este requerimiento pueden ser  cargados a la ejecución ordinaria del Organismo de Investigación Judicial para el 2017 correspondiente a salarios de las plazas sobrantes o vacantes aprobadas y no utilizadas durante este año, razón por la que se adjunta la certificación de contenido presupuestario para dar sustento a esa gestión, incluida en el oficio N°0066-P-2017 emitida por los Procesos Presupuestario y Contable con el aval de don Carlos Manuel Hidalgo, Jefe del Macroproceso Financiero Contable.  

Esta medida permitirá solventar de forma definitiva por lo que resta del año la imposibilidad de hacer frente a las cargas de trabajo con tan sólo 7 técnicos tal y como se ha plasmado no sólo en gestiones anteriormente presentadas, analizadas y avaladas por los Honorables Miembros de ese Consejo sino que además, la cantidad de personal requerida responde a los estudios técnicos que igualmente son de conocimiento de ese Consejo, por cuanto se ha demostrado que con el recurso actual no es posible atender la demanda ordinaria que desde el año 2011 cubre la Unidad de Taller Mecánico.

El personal adicional tiene como objetivo no sólo eliminar el pendiente, sino precisamente evitar que este aumente controlando con tiempos de respuesta eficientes la disponibilidad de la flotilla vehicular institucional, la  cual cuando se incorporó este recurso humano por primera vez en el 2011 la flotilla institucional era de 648 vehículos oficiales, y cada año crece de manera gradual y sostenida, al punto de que al finalizar el mes de mayo 2017 se dispone de 757 vehículos, cantidad que no contempla los próximos aumentos de flotilla de las licitaciones ordinarias para los años 2016 y 2017 que se tramitan actualmente, ni los vehículos que ingresarán como resultado de proyectos extraordinarios como por ejemplo la aprobación de recursos provenientes del rebajo aplicado al presupuesto del Patronato Nacional de la Infancia, conocido por la Asamblea Legislativa en Moción N°83, por lo que se anticipa un aumento de al menos 150 vehículos en nuestra flotilla.

Es entonces que si contemplamos solamente los números efectivos de unidades existentes actualmente con respecto al 2011, tenemos un aumento efectivo de 109 vehículos el cual crecería en al menos 150 vehículos más según lo descrito en el párrafo anterior,  lo que representa un aumento importante en un corto período, a lo que se debe agregar que, por disposición de la Dirección Ejecutiva se nos informó por parte del Departamento de Proveeduría que, los nuevos vehículos que ingresen no contarán con contrato de mantenimiento preventivo, por lo que a diferencia de las unidades adquiridas mediante las licitaciones tramitadas desde el año 2011 al 2015, todos los nuevos vehículos en lo sucesivo deberán ser abordados en nuestro Taller Mecánico para realizar estos mantenimientos que antes estaban cancelados a las agencias automotrices, lo que genera un factor de por demás determinante para asegurar la continuidad de este recurso humano.

Sin duda la viabilidad de atender este requerimiento constituye una solución estable, sostenida y garantiza un esfuerzo constante, máxime que el personal adicional puede ser incorporado sin inconveniente dada la capacidad disponible en la infraestructura, los equipos técnicos, herramientas, capacitación adquirida y en general por el recurso que conforma la Unidad. 

De aceptarse esta solicitud se obtendrán  resultados positivos no sólo para disminuir el pendiente, sino también para resolver el día a día de los casos que ingresan cumpliendo además con la programación de mantenimiento preventivo de la flotilla según se describió párrafos anteriores,  atender el diagnóstico y evaluación de vehículos provenientes del Instituto Costarricense sobre Drogas para su eventual trámite de aceptación en préstamo, instalación de repuestos y reparaciones mayores, entre otras actividades que forman parte del quehacer de la Unidad de Taller Mecánico, tal y como se realiza desde los últimos años cuando se autoriza la participación del personal adicional. 

Es así que, considerando la urgencia que representa para las dependencias usuarias de la flotilla institucional el contar son sus respectivas unidades para labores de investigación, traslado de personas detenidas, traslado de cuerpos de personas fallecidas para su respectiva autopsia y posterior devolución a la comunidad de origen según lo ordene la Autoridad Judicial competente, así como vehículos y motocicletas para seguimientos y vigilancias, unidades para servicios especiales como Unidad Canina, Servicio Especial de Respuesta Táctica, el servicio de Inspecciones Oculares, entre otros; es que se plantea el  tomar una medida efectiva y sostenida para llevar a cabo la reparación de la mayor cantidad de unidades en el menor tiempo posible, aspecto que se solventa de manera óptima estimando además el costo – beneficio de obtener una producción eficiente para una flotilla institucional valorada en al menos tres mil quinientos millones de colones.

Finalmente, no se omite indicar que esta solicitud se formula en aras no sólo de mejorar el servicio que presta este personal para beneficio de todas las dependencias de este Organismo, sino garantizando con ello el convertir los esfuerzos que promueve el Poder Judicial a través de la aplicación de la Ley de Control Interno en lo que respecta a la administración de activos, en acciones concretas y prácticas sobre este particular, además de ser consecuentes con los objetivos incluidos en los Planes Estratégicos del mismo Poder Judicial orientados a promover un uso restrictivo y óptimo en el manejo del presupuesto,  por lo que tal y como se aprecia esta propuesta es congruente con los parámetros excepcionales que pueden ser considerados para su eventual aprobación, no sin antes indicar que de contar con el aval respectivo, tal y como se llevó a cabo en ocasiones anteriores, las Jefaturas de Unidad y Sección velarán por la adecuada administración del recurso y se rendirá  un informe sobre la labor desarrollada durante el período autorizado.”
0 –
	En sesión N° 16-17 del 23 de febrero de 2017, artículo LXIII, se tuvo por rendido el informe presentado por el Director del Organismo de Investigación Judicial, al respecto este Consejo observó que dentro del citado informe existen inconsistencias en los rendimientos mostrados por el personal encargado, en el cual se detalla que un 70% del trabajo lo realizaron las plazas que se encuentran con permiso con goce de salario, por lo que este órgano solicitó a la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, revisara la distribución de labores. En razón de lo anterior se acogió parcialmente la solicitud; en consecuencia y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 44, párrafo cuarto de la Ley Orgánica del Poder Judicial en concordancia con las políticas aprobadas por la Corte Plena, se concedió el permiso con goce de salario y sustitución a los servidores Freddy Hidalgo Brenes, Lucas Coto Muñoz, Fernando Arce Hernández y Fabián González Prendas, Técnicos Especializados 4 de la Unidad de Taller Mecánico, puestos Nº s 96410, 43530, 43531 y 72791 respectivamente, a partir 1 de marzo del 2017 y hasta por tres meses, para que continuarán llevando a cabo las labores que se indicaron. Además la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial presentaría un informe del rendimiento de labores de las plazas asignadas al Taller Mecánico, una vez finalizada la prórroga de las citadas plazas.
	Luego, en sesión N° 38-17 del 25 de abril de 2017, artículo LXXIII, se tomó nota del oficio Nº 341-DG-2017 de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial.
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 44, párrafo cuarto de la Ley Orgánica del Poder Judicial en concordancia con las políticas aprobadas por la Corte Plena, se acuerda: Conceder permiso con goce de salario y sustitución a los servidores Freddy Hidalgo Brenes, Lucas Coto Muñoz, Fernando Arce Hernández y Fabián González Prendas, Técnicos Especializados 4 de la Unidad de Taller Mecánico, puestos Nº s 96410, 43530, 43531 y 72791 respectivamente, a partir 15 de junio del 2017 y hasta el último día laboral del 2017 para que continúen llevando a cabo las labores que se indicaron. Además la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial presentará un informe del rendimiento de labores de las plazas asignadas al Taller Mecánico, una vez finalizada la prórroga de las citadas plazas.
	Las Direcciones de Gestión Humana, Planificación, el Organismo de Investigación Judicial y el Taller Mecánico, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc366755224][bookmark: _Toc484765550]ARTÍCULO LIX

Documento N° 6083-15 / 6523-17

	El máster Walter Espinoza Espinoza, Director  General del Organismo de Investigación Judicial, mediante oficio N° 589-DG-2017 del 31 de mayo del 2017, remitió lo siguiente:
“…procedo plantear para su valor la siguiente situación:
	1) Mediante acuerdo del honorable Consejo Superior, adoptado en la sesión N° 69-16 de 21 de julio del 2016, Artículo XXXIX, se decretó: “8.) Recomendar a la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, el establecimiento de la reglamentación respectiva, en torno a la capacitación, la preparación física y mental de estos agentes, así como su seguimiento, a cargo de profesionales acreditados en esas áreas, de manera que se regulen las obligaciones, ventajas y desventajas de pertenecer a esas Unidades”.
2) Mediante sesión N° 1-17 del Consejo Superior realizada el 10 de enero último, artículo XLIX; así como sesión N° 3-17 de Corte Plena, celebrada el 6 de febrero del año en curso, artículo IX, se aprobaron las recomendaciones del informe N° 1333-94-«Staff_type»SAEE-2016 realizado por la Auditoría Judicial, denominado “Informe para el mejoramiento del control interno de las Prácticas Policiales desarrolladas por el OIJ”, que en lo que interesa establece el cumplimiento de recomendaciones tendientes a presentar un Reglamento para la aplicación de pruebas a fin de determinar la aptitud física del personal operativo; un Reglamento de Prácticas Policiales; así como un Plan para promover la condición física relacionada a la función policial, productos que para efectos de esta Dirección General son coincidentes con lo detallado en el punto N°1.
3) Mediante el Oficio EJ-CAP-OIJ-179-2017 del 15 de marzo último, la Escuela Judicial y la Dirección General del O.I.J. presentaron un proyecto para atender los requerimientos de los puntos detallados anteriormente, mediante un permiso con goce de salario y sustitución a un especialista en movimiento humano con que cuenta la Unidad de Capacitación del O.I.J. (perteneciente a la Escuela Judicial), para que durante un año dicho especialista realizara los productos solicitados, sin embargo, la respuesta del Consejo Superior fue negativa.
4) Ante la reconsideración planteada por esta Representación, se nos indicó lo siguiente, según consta en el artículo LXV correspondiente al acta de la sesión Nº 45-17 celebrada el 11 de mayo del año en curso:  “Tener por rendido el informe del máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, a quien se le comunica que no es posible acoger su solicitud, pues se trata de permisos que no cuentan con ningún sustento presupuestario ya que no fueron contemplados dentro del presupuesto del Poder Judicial y por tratarse de personal que labora en la Escuela Judicial deben tramitarse por el programa 926, el cual no cuenta con contenido presupuestario en estos momentos. Sin  embargo se le solicita que informe a este Consejo si dentro del programa 928 existen puestos que puedan desarrollar el proyecto.”
5) Para honrar la solicitud de información requerida en el punto anterior, me permito indicar que que no existe en el programa 928 una plaza que cuente con nomenclatura, competencia funcional ni rango salarial para nombrar en ella al experto en movimiento humano de la Unidad de Capacitación del O.I.J., ya este tema había sido valorado conjuntamente en reunión sostenida entre personeros de dicha Unidad, la Auditoría Judicial y esta Representación previo a la emisión del informe N° 1333-94-«Staff_type»SAEE-2016, concluyendo que la única opción factible era la de gestionar el permiso con goce de salario y sustitución antes indicado.
6) Por tanto según el anterior detalle de acontecimientos y observaciones, me permito adjuntar tres productos; específicamente el Reglamento denominado “Reglamento para el establecimiento de pruebas para aptitud física del personal de Investigación del Organismo de Investigación Judicial”, un documento que contiene los “Lineamientos generales para el mejoramiento de la condición física del personal policial del Organismo de Investigación Judicial” y por último una propuesta muy concreta de cómo lograr identificar las prácticas policiales y separarlas de los requisitos formales de las actividades académicas que debe regular la Escuela Judicial.
Por tanto mediante esta entrega, aportamos lo que sobre estos importantes temas podemos contribuir autónomamente desde el Organismo de Investigación Judicial, sin posibilidad de profundizar en ellos, por las carencias cognitivas en estos temas concretos, pero deseosos de aportar insumos para que el personal de este Organismo pueda ejercitarse, ya que existe casi una parálisis en esta materia, lo cual es nefasto para el adecuado ejercicio de las labores del personal operativo del O.I.J., lo cual puede traer consecuencias de la más lamentable índole, cuando nuestros colaboradores(as) deban actuar en el ejercicio de sus responsabilidades sin la condición física y prácticas que toda policía a nivel mundial debe realizar continua y decididamente para su mejor desempeño en situaciones de crisis y máxima exigencia.
En línea con lo anterior, no omito indicar que para la elaboración de los documentos adjuntos, se contó con la participación de servidores de amplia experiencia en nuestra institución, pero al carecer de conocimientos técnicos suficientes o especialización en la materia, no distan de ser aportes con las mejores intenciones, pero que deben ser validados por expertos en la materia, los cuales en esta Institución se encuentran adscritos a la Escuela Judicial y la Dirección de Gestión Humana, motivo por el cual, salvo mejor criterio de ese Órgano superior, solicito que los presentes documentos sean analizados y aprobados tanto por los especialistas académicos y de movimiento Humano, como por los médicos del Servicio de Saludo para servidores judiciales.
(…)”




[bookmark: _MON_1558350952][bookmark: _MON_1558350982]
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En sesión N° 69-16 celebrada el 21 de julio del 2016, artículo XXXIX, en lo que interesa, este Consejo Superior indicó lo siguiente:
“…5.) Deberá la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial con el apoyo de la Dirección de Gestión Humana, realizar un estudio que permita verificar que las personas servidoras de unidades como la UPROV y UVISE, cuenten con las condiciones personales requeridas para su desempeño laboral, de forma tal que en caso de ser necesario se realicen los traslados que sean pertinentes a otros oficinas del mismo Organismo. 6.) Actualizar los procesos de reclutamiento de los agentes de esas oficinas estratégicas, estableciendo parámetros y requerimientos que se ajusten a las necesidades de esas oficinas, valorando la inconveniencia de que el reclutamiento se haga con personal de primer ingreso en el Poder Judicial. 7.) Actualizar el Manual de Puestos, para esos cargos, incluyéndose la obligatoriedad de encontrarse en buena condición física y mental, previa valoración médica y de profesionales en acondicionamiento físico.  8.) Recomendar a la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, el establecimiento de la reglamentación respectiva, en torno a la capacitación, la preparación física y mental de estos agentes, así como su seguimiento, a cargo de profesionales acreditados en esas áreas, de manera que se regulen las obligaciones, ventajas y desventajas de pertenecer a esas Unidades.
(…)”

- 0 -

	Posteriormente, en sesión N° 1-17 del 10 de enero de 2017, artículo XLIX, se tuvo por rendido el informe N° 1333-94-SAEE-2016 de la Auditoría, relacionado con el estudio sobre la evaluación del sistema de control interno correspondiente a las prácticas policiales desarrolladas por el Organismo de Investigación Judicial y se aprobaron sus respectivas recomendaciones.
	Finalmente, en sesión de Corte Plena  N° 3-17 del 6 de febrero del 2017, artículo IX, se tuvo por rendido el rendido el informe N° 53-20-SAEE-2017 de la Auditoría, a esos efectos este Consejo Superior, la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, la Escuela Judicial y la Unidad de Capacitación del Organismo de Investigación Judicial, darían cumplimiento a las recomendaciones contenidas en dicho informe, conforme a lo acordado por el citado Consejo en sesión N° 1-17 del 10 de enero último, artículo XLIX.
	Previamente a resolver lo que corresponda, Se acordó: Tomar nota del oficio N° 589-DG-2017 remitido por el máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial y remitirlo a la Escuela Judicial y a la Dirección de Gestión Humana, para que en el plazo de un mes contado a partir del día siguiente de la comunicación de este acuerdo, emitan criterio respecto a los tres productos que presenta don Walter.
ARTÍCULO LX
Documento N°2427-17/ 6719-17 
En sesión N° 44-16, celebrada el 5 de mayo de 2016, artículo LXVIII, en lo que interesa se recordó a la Comisión de Relaciones Laborales que su labor consiste en emitir un criterio basado en el estudio y análisis de los expedientes pasados a conocimiento, los cuales no tienen las formalidades de una  sentencia.
[bookmark: _Toc482360886]En sesión Nº 47-17 celebrada el 16 de mayo de 2017, artículo CXXI, se tomó el acuerdo que literalmente indica:
“En sesión Nº 34-17 celebrada el 5 de abril del año 2017; artículo CV, se solicitó a la Comisión de Relaciones Laborales un plan de trabajo, en el que se diera prioridad a los asuntos más antiguos y a los que corresponden a causas seguidas contra servidores y servidoras suspendidos o trasladados con goce de salario, para lo cual se les concedía el plazo de 10 días hábiles luego de recibida la comunicación del acuerdo para su remisión.

El máster Antonio Darcia Carranza, en carácter de Presidente de la Comisión de Relaciones Labores, remitió mediante oficio N° CRL-53-2017 del 3 de mayo del 2017 lo que seguidamente se dirá:

“…Para su conocimiento y fines pertinentes y en respuesta al acuerdo de fecha 17 de abril del presente,  por remisión de Oficio Nº 4151-17, informamos que:

Del cuadro de casos pendientes más antiguos en esta Comisión corresponden a los integrantes Antonio Darcia Carranza y Marniee Sissie Guerrero Lobato.

Que a esta fecha se excluyeron de dicho cuadro, por haber sido resueltos un total de 31 casos reduciéndose de 93 a 61 los pendientes.

Que se asignaron las audiencias pendientes en fechas 28 de abril, 05, 12 y 19 de mayo lo que dará salida a muchos de estos pendientes.

En el caso del Lic. Antonio Darcia Carranza quien tiene asuntos de vieja data sin resolver, indica que dedicara las dos próximas semanas para ponerse al día.

En relación a la Lic. Marniee Guerrero Lobato, indico que hará llegar los votos de los casos pendientes en la próxima semana.”
[bookmark: _Toc482360888]
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[bookmark: _Toc484765554]Se acordó: 1) Tener por rendido el informe anterior. 2) Solicitar al máster Antonio Darcia Carranza, Presidente de la Comisión de Relaciones Labores, que en el plazo de cinco días después de recibida la comunicación de este acuerdo, remita un desglose  de los asuntos que se encuentran pendientes de resolver por parte de esa Comisión, así como un listado de los asuntos que indica ya fueron resueltos, e indique la fecha en que se remitieron para conocimiento de este órgano. Se declara acuerdo firme.”
- 0 -
El máster Antonio Darcia Carranza, Presidente de la Comisión Relaciones Laborales, mediante oficio N° CRL-89-2017 del 7 de junio de 2017, comunicó lo siguiente:
“Para su conocimiento y en respuesta al acuerdo de este Consejo No. 5617-17 del 22 de mayo del año en curso, adjuntamos cuadro actualizado de los expedientes que se encuentra en esta Comisión, con detalle de fecha de ingreso, salida, informante asignado y estado del mismo.

(…)”
- 0 -
[bookmark: _Toc484765555][bookmark: _Toc484765557]Se acordó: 1.) Tomar nota del informe presentado por el máster Antonio Darcia Carranza, Presidente de la Comisión Relaciones Laborales, por lo que se le solicita tomar las medidas pertinentes realizando y ejecutando un plan de trabajo para ponerse al día con los citados expedientes. 2.) Recordar a la citada comisión, que según lo dispuesto por este órgano en sesión N° 44-16, celebrada el 5 de mayo de 2016, artículo LXVIII, los criterios que emitan no deben representar una carga excesiva de trabajo, ya que no tienen la formalidad de una  sentencia. 3.) En razón de que este Consejo está anuente apoyar cualquier acción, se solicita la intervención a la brevedad de la Unidad de Control Interno, a través de la licenciada Elizabeth Chacón Ramírez, Profesional del citado despacho, para que en el plazo de dos semanas, se establezca un plan de trabajo, priorizando temas tales como revocatorias de nombramientos, prescripciones así como casos en los que las personas servidoras se encuentran con permisos con goce de salario como medida cautelar.
La Unidad de Control Interno tomará nota para lo que corresponda.
ARTÍCULO LXI
Documento N°5690-10/ 6572-17

En sesión Nº 16-17 celebrada el 23 de febrero de 2017, artículo CII, se tuvo por rendido el informe de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial y se hizo de conocimiento de los gestionantes. Así mismo, se indicó a las servidoras Glenda Calderón Alfaro, Maricriss López Morales, Mariela Arias Chacón, y a los servidores Jorge Alexander Díaz Brenes, Jesús Alejandro Acosta Valverde, José Manuel Zúñiga Mondragón, David Gutiérrez Arronis,  Jorge Enrique Calvo Cintrón y  Cristian Lara Valldeperas, Técnicas y  Técnicos Especializados 3, de la Sección de Comunicaciones del Organismo de Investigación Judicial, que en razón de la falta de medios eficaces para establecer el detalle por persona, mes, día y número de horas laboradas debían presentar documentos idóneos que respaldaran el tiempo que estiman debe pagárseles.
El servidor Jorge Enrique Calvo Cintrón, Técnico Especializado 3, de la Sección de Comunicaciones del Organismo de Investigación Judicial, mediante nota del 4 de junio de 2017, indicó lo siguiente:
“En atención al acuerdo de la sesión Nº 16-17 celebrada el 23 de febrero del año en curso se dispuso: .... "que en razón de la falta de medios eficaces para establecer el detalle por personas, mes, día y número de horas laboradas deberán presentar documentos idóneos que respalden el tiempo que estiman debe pagárseles".
 
Con todo respeto, me permito hacer de conocimiento del honorable Consejo Superior archivo digital en formato Excel, la petitoria  donde detalla mes, día y numero de horas  laboradas, datos que se respaldan del sistema ECU (Expediente Criminal Único), aplicación informática que permite la administración, manejo y control de la información en una bitácora de seguridad, identificando los movimientos efectuados por este servidor a través del tiempo.
 
Por otra parte, de acuerdo a la información obtenida y conforme se anota en el  registro anexo, las horas que estimo deben de pagarse se calcula en 472 horas.
 
Tocante a este tema, solicito que la administración realice los cálculos sobre el aguinaldo, vacaciones y salario escolar y demás pluses.

(…)”
- 0 -

Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Trasladar la gestión del servidor Jorge Enrique Calvo Cintrón, Técnico Especializado 3, de la Sección de Comunicaciones del Organismo de Investigación Judicial a la Dirección de Gestión Humana, con el fin de que valore la pertinencia de la solicitud y la validez de los registros que aporta como sustento para demostrar las horas extras que señala haber laborado y emita el informe que corresponde.
ARTÍCULO LXII
Documento N° 1169-17, 6470-17
La máster Fabiola Fonseca Madrigal, Jueza Coordinadora del Juzgado Contravencional Tercer Circuito Judicial de San José, mediante correo electrónico del 31 de mayo de 2017, comunicó lo siguiente:
“Reciban de mi parte un cordial saludo y sirva la presente para exponerles la siguiente situación. 

Por medio de un correo electrónico recibido en este Despacho el 18 de mayo del dos mil diecisiete, el Juzgado de Violencia Doméstica de Desamparados, le indica al Despacho a mi cargo y por ende a mi persona como Jueza única y coordinadora del mismo, que con base en el acuerdo 36-17 del veinte de abril del dos mil diecisiete del Consejo Superior, no debo remitir más testimonios de piezas a dicha instancia en ningún caso. Para tales efectos y una mejor comprensión de lo que indico, se transcribe dicho correo: “…Señores/as Juzgado Contravencional Desamparados Muy atentamente me permito exponerles la siguiente situación que se ha dado en reiteradas ocasiones. En este Despacho llegan personas adultas mayores que indican que los remitieron de su Despacho para que solicitaran medidas de protección, sin haberles recibido en ningún momento la denuncia correspondiente a lo que ellos y ellas desean cuando claramente podría haber una contravención además de lo que pueda ventilarse en esta sede, pues una vía no excluye a la otra. Además vienen con un papelito que dice: “Juzgado de Violencia Doméstica de Desamparados”, con el sello de su Despacho, o manifestándonos que por ser personas adultas mayores ustedes les indicaron que “les corresponde este Juzgado” lo que resulta preocupante. Asimismo, envían expedientes con Testimonios de piezas para que “continuemos el proceso” o “resolvamos lo que corresponda”, sin que la parte interesada tenga conocimiento o esté anuente a pedir medidas de protección, pues a veces lo que quieren solamente es denunciar penalmente. Por lo anterior, este despacho puso en conocimiento dicha situación ante la Comisión de Familia y el Consejo Superior para que se pronunciaran al respecto, siendo que mediante sesión N° 36-17 celebrada el 20 de abril del 2017 del Consejo Superior, indicó: “La vía de violencia doméstica no excluye a la vía contravencional. El Juzgado contravencional no puede declararse incompetente por la materia, porque los hechos sí son materia contravencional y debe ser objeto de su conocimiento en esa vía si la parte formuló la denuncia respectiva. En dicha materia también se pueden disponer medidas cautelares de conformidad con el artículo 406 del Código Procesal Penal.” Por lo anterior y con instrucciones de la MSc. Girlany Alpízar Murillo, jueza que planteó la consulta respectiva, se les indica que no deben remitir testimonios de piezas a esta vía en ningún caso, sino solo informar a la parte - a fin de no crear falsas expectativas-, que tiene el derecho de venir a este despacho a solicitar medidas si así lo quiere y aquí se resolverá lo que corresponda. Aunado a ello, en el caso de personas adultas mayores, también procederemos como la normativa a fin a nuestra competencia indica, pues en caso de posibles contravenciones, deberán ser conocidas por su despacho; de modo entonces que si ustedes remiten personas de este grupo vulnerable a nuestra competencia, a sabiendas de que además de posible violencia doméstica también puede ser conocido el caso en su jurisdicción, con todo respeto procederemos conforme los lineamientos que se nos han brindado a fin de que se traslade el riesgo a quien corresponda, conforme la Ley de Control Interno.-Agradecemos tomen nota de lo anterior, adjunto copia de la Sesión arriba indicada….”. 

Ahora bien, visto el contenido de este correo y realmente preocupada porque como puede verse en el acuerdo 36-17 de cita, no se hace a la suscrita ninguna prohibición en cuanto a ordenar o no testimonios de piezas, prohibición que además considero atentaría contra el principio de independencia judicial que tengo al ser Jueza de la República, me presento ante ustedes, no solo a aclarar algunas situaciones entorno a lo que se indico en la gestión que motivo el acuerdo 36-17 del veinte de abril de los corrientes, sino que además solicitarles, que a la hora de que la Comisión  Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar, emita la propuesta de la circular que se ordeno, también tome en cuenta lo que a este Juzgado corresponde y que de seguido expongo, dado que es un tema que concierne a ambas instancias y hasta ahora no se escuchado lo que sucede respecto de la contravencional.

Su servidora es Jueza única en este Juzgado desde mediados del año dos mil diez -es decir hace ya más de seis años-, encontrándome un Juzgado con una serie de trámites que a mi criterio debían ajustarse y entre estos, todo aquello que guardase relación con el tema de Violencia Doméstica y adultos mayores, por lo que desde hace mucho tiempo di la orden al personal judicial de que respecto a personas adultas mayores se filtrasen los casos para definir si estamos ante una contravención, ante un asunto de violencia doméstica  o ante un delito que deba ser conocido por la Fiscalía, en virtud de la Ley del Adulto Mayor, por lo que entonces a esta población según sea su caso, o se les atiende correctamente y además en cuanto al tema de Violencia Doméstica, como tal, se les indicó que no se declaraban incompetencias en razón de la materia, toda vez que esto es totalmente improcedente a mi criterio y que únicamente de ser el caso, se remitirían testimonios de piezas para ante esta instancia, en cuanto a aquellas personas que cumpliesen con el perfil de usuarios de violencia doméstica y que por alguna u otra razón llegasen sus asuntos a este Juzgado, dado que en este punto al igual que lo expuso la MSc. Alpizar, a este Despacho también se han presentado muchas personas que cumpliendo con el perfil de usuarios de violencia dicen haber ido a esta sede y nos lo atendieron y que por el contrario los enviaron a este Despacho, sin embargo cuando esto ha sucedido, lo que hemos acostumbrado hacer, en aras de no afectar a las personas, es comunicarnos internamente para resolver la situación, porque es bien conocido por todos, que a veces los usuarios dicen que fueron aun lugar y no lo han hecho o bien interpretan situaciones de forma diferente a lo que realmente se les ha dicho y explicado, o dan información a medidas o distinta en cada instancia judicial, siendo que tal comunicación entre Juzgados siempre ha dado resultados positivos o bien tomamos en esta oficina la denuncia para que el usuario no tenga que estar de Juzgado en Juzgado y luego se ordena testimonio de piezas ante Violencia Doméstica, en aquellos casos en que las personas por su perfil también tengan la posibilidad de acudir a la sede de Violencia Doméstica y ya hubiesen venido alegando que no les aceptaron su petición de medidas en dicha instancia, donde las medidas cautelares en protección de este tipo de usuarios, que se pueden otorgar son mucho más amplias que las de naturaleza Contravencional, mismas que por imperio de ley son restrictivas al darle la norma carácter de excepcionales, toda vez que como bien se ha indicado una sede no excluye la otra, entonces no entiende la suscrita porque habría que negarle a un usuario que accése a medidas de Violencia Doméstica cuando la ley se lo permite y de forma independiente a esto, se tramite el proceso que corresponda por la falta Contravencional en este Juzgado, por situaciones de mero formalismo como lo es el ahorro de papel, o tomar denuncias según el protocolo de cada materia, o porque ya fueron a un Juzgado y no le recibieron su denuncia, por lo que entonces bajo esta lógica es que su servidora ordena testimonio de piezas en este tipo de casos, dado que no es lógico ni procedente cerrar una vía a una persona solo porque ya se presentó a otra y fue rechazada de ad portas por el funcionario que manifiesta o atiende público, dado que de cumplir con el perfil de violencia doméstica, perfectamente puede ventilarse el caso en ambas instancias, claro está cada una atendiendo lo de su competencia, es decir, que desde que la suscrita tiene a cargo el Despacho, ha trabajado arduamente en dar una adecuada atención a este tipo de asuntos, por lo que siempre he tenido una excelente comunicación con la MSc.  Songhay White Curling y que también he hecho extensiva para la MSc. Girlany Alpízar Murillo, porque considero que todas podemos tener una buena comunicación y dar una atención oportuna y correcta a los casos, y es por esto que también deseo aclarar, que lo expuesto en la gestión que motiva el acuerdo 36-17, corresponde a una situación excepcional y no a una situación rutinaria de este Juzgado, por cuanto sobre la atención de usuarios, como puede verse es una queja que tienen ambos Despacho, pero que según mi experiencia, se han ido atendiendo de la mejor manera y en cuanto a lo de las incompetencias que se mencionan, lo ocurrido fue que en una ausencia de mi persona la jueza suplente, en DOS casos estimo declarar incompetencia por razón de la materia a Violencia Doméstica y así remitió los expedientes completos a dicha sede -que son precisamente los que conllevaron la consulta que se conoció en el acuerdo 36-17-, pero esto sucedió únicamente en estos casos, es decir que no es la costumbre del Juzgado declarase incompetente y remitir los asuntos a Violencia Doméstica, porque como lo he indicado al ser yo la propietaria y pasar la mayor parte del tiempo en el Juzgado, esta no es mi forma de resolver,  ni tampoco es costumbre del Juzgado no atender correctamente a las personas usuarias, dado que bajo mi gestión esto es cuidadosamente supervisado, con la única indicación de que lo que sí se hace, como se ha dicho supra, es ordenar testimonio de piezas cuando a mi criterio resulte necesario para la atención de un buen servicio público, porque como se ha dicho el tema de los usuarios que se presentan alegando que no fueron atendidos en otra sede a pesar de que si procedía hacerlo, es usual y entonces para mitigar esto, se hacen las coordinaciones respectivas entre Despachos o bien se toman las denuncias en este Despacho y por no estar excluida la sede de Violencia Doméstica para ellos, es que se remiten los testimonios del caso, pero únicamente para que se conozca del tema de medidas que como se ha dicho en Violencia Doméstica son por imperio de ley menos restrictivas que en materia contravencional, toda vez que el fondo sea la contravención se queda en trámite en esta oficina, dado que como  bien lo indica doña Gabriela en su nota, el no atender a un usuario cuando sí correspondía hacerlo traería consecuencias a nivel de Control Interno o Inspección Judicial, pero muy respetuosamente considero, que de igual aplicación para todos los Despachos del país, incluyendo Violencia Doméstica y es por esto que por lo menos yo como jueza he dado la orden de no rechazar doblemente a un usuario, es decir deben atenderlo y luego hacer las redirecciones que correspondan en aras de su adecuada atención, mismas que respecto de Violencia Doméstica se hacen por medio de testimonios de piezas, pero aclaro no para que se conozca del fondo de la denuncia, sea la contravención denunciada, dado que ese trámite a mi criterio se queda en esta oficina en el expediente principal, sino para que conozca únicamente lo relativo a las medidas de protección que por imperio de ley podrían acezar, siendo ya un tema de criterio como decidan las estimables colegas de Violencia Domestica resolver este asunto de los testimonios de piezas, dado que yo cumplo con mi obligación de tramitar lo respectivo a la contravención y a ellas corresponderá tramitar lo respectivo a las medidas que una persona que cumpla con el perfil, pudiese obtener en la materia para la cual laboran, al no ser excluyentes ambas instancias judiciales, máxime que el artículo 8 de la Ley Contra la Violencia Doméstica, indica que las medidas podrán ser solicitadas por escrito o de forma verbal, con independencia de cualquier otro proceso, ya sea penal o de familia, pudiendo los Tribunales dar impulso procesal de oficio –que es precisamente un testimonio de piezas-, quedando las formalidades según esta misma norma, en un segundo plano ante asuntos de esta naturaleza.  
  
En conclusión, en primer lugar, les solicito muy respetuosamente me indiquen si la prohibición que se menciona en el correo supra, para que la suscrita no realice por ningún motivo más testimonios de piezas a Violencia Doméstica, cuenta con el aval de tan estimable Consejo Superior o la Comisión  Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar, dado que de ser así muy respetuosamente considero atentaría no solo contra el principio de independencia judicial que ostento al ser igual que mis colegas de Violencia Doméstica jueza de la República, sino que también podría transgredir el derecho de una persona, de que  su caso sea conocido en el contravencional por la falta penal y en violencia doméstica por las medidas que la ley le otorga en caso de cumplir con el perfil para tales efectos. En segundo lugar, aclaro que al igual que se expuso en la nota que motiva el acuerdo 36-17, a este Juzgado también se presenta usuarios indicando que no fueron atendidos en Violencia Doméstica, a pesar de tener un perfil positivo para tales efectos, por lo que internamente o se hacen las coordinaciones del caso o se reciben las denuncias, de las cuales se deja en trámite principal en este Juzgado y únicamente se remiten testimonios de piezas a Violencia Doméstica, para que se conozca en esa sede lo que en derecho corresponda, únicamente respecto de las medidas que por imperio de ley pudiesen acezar también los usuarios en materia de Violencia Doméstica, al no ser ambas instancias excluyentes entre sí, correspondiendo ya a las estimables colegas de dicho Juzgado resolver lo que consideren oportuno sobre esta situación, en tercer lugar, es menester indicar que lo expuesto ante el Consejo Superior sobre el tema de las incompetencias, corresponde únicamente a dos asuntos que como se señalo, una estimable jueza considero correspondía a esa instancia, pero que fueron devueltos a este Despacho y tramitados según en derecho corresponde, por lo que esto no es lo que sucede en este Juzgado respecto del de Violencia Doméstica, es una interpretación que la suscrita no comparte, al igual que el tema de los adultos mayores que desde hace mucho tiempo también, sean estado tramitando según la legislación correspondiente y finalmente me parece muy acertado que la Comisión  Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar, emita las directrices claras y concretas al respecto, pero muy respetuosamente solicito que para esto, tomen en cuenta también lo que sucede con este tema respecto el Juzgado a mi cargo, es decir con la posición de Violencia Doméstica y la de este Despacho, porque estoy segura que el fin de todos nosotros es brindar un buen servicio público, por lo que quedo a las órdenes de lo que sea necesario ampliar o aclarar sobre lo que nos ocupa. 

(…)”
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En sesión Nº 11-17 celebrada el 14 de febrero del 2017, artículo CXI, Previamente a resolver lo que correspondiera, se solicitó criterio a la Comisión Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar, para que en el plazo de un mes contado a partir de la notificación de esta acuerdo, emitieran la recomendación  que se estimara procedente a este Consejo.
Posteriormente, en sesión N° 36-17, celebrada el 20 de abril de 2017, artículo LIII, se tomó nota de lo resuelto por la  Comisión Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar. Y se solicitó al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional , elaborara una propuesta de circular considerando el criterio de la citada Comisión, con el fin de hacerla extensiva a los despachos involucrados. Y se hizo el citado acuerdo de conocimiento de la máster Girlany Alpízar Murillo, Jueza del Juzgado contra la Violencia Doméstica del Tercer Circuito Judicial de San José. 
[bookmark: _Toc482360824]Seguidamente, en la sesión N° 47-17 celebrada el 16 de mayo de 2017, artículo CI, se aprobó y publicó el proyecto de circular que se dio cuenta en ese momento, presentada por la Comisión Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar, referente a las causas que no procede la declaratoria de incompetencia en vía Contravencional de aquellos casos donde además es procedente el otorgamiento de medidas de protección de la materia de violencia doméstica. 
Mediante circular N° 94-17 de fecha 7 de junio de 2017, se hizo de conocimiento de los funcionarios, funcionarias, servidores y servidoras judiciales de las materias contravencional y contra la violencia doméstica “Sobre las causas en las que no procede la declaratoria de incompetencia en vía Contravencional de aquellos casos donde además es procedente el otorgamiento de medidas de protección de la materia de violencia doméstica”
[bookmark: _Toc484765559][bookmark: _Toc484765561]	Se acordó: 1) Tomar nota de la comunicación anterior, en consecuencia: Indicar a la máster Fabiola Fonseca Madrigal, Jueza Coordinadora del Juzgado Contravencional Tercer Circuito Judicial de San José, que debe estarse a lo dispuesto por este Consejo mediante circular N° 94-2017, del 7 de junio de 2017, “Sobre las causas en las que no procede la declaratoria de incompetencia en vía Contravencional de aquellos casos donde además es procedente el otorgamiento de medidas de protección de la materia de violencia doméstica”, en razón de que trata a un asunto de índole jurisdiccional, sobre el cual se emitió una circular, con base al criterio técnico de la Comisión Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar. 2) Solicitar a la Comisión  Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar que realice una visita al  referido despacho, y rinda un informe a este Consejo. 
ARTÍCULO LXIII
Documento N°5240-16/ 5643-17

En sesión N° 114-16 celebrada el 22 de diciembre de 2016, artículo CLX, en vista de que se trataba del programa de descongestionamiento de capacitación de los trámites administrativos y de planificación, todos relacionados con la Reforma Procesal Laboral y Procesal Civil, se tomó nota de las comunicaciones de la Escuela Judicial y de las Direcciones Ejecutiva y de Gestión Humana. Asimismo, se aprobó el informe remitido por la Dirección de Planificación mediante oficio Nº 2498-PLA-2016 y de conformidad con lo que establece el artículo 44, párrafo cuarto de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en concordancia con las políticas aprobadas por la Corte Plena, y por ser un asunto de interés institucional, se concedió permiso con goce de salario y sustitución a las plazas indicadas en ese momento, por el plazo de dos meses a partir del 9 de enero del 2017. Finalmente se solicitó a la Dirección de Planificación que formulara una propuesta de presupuesto extraordinario. 
La máster Pilar Obando Masís, Secretaria del Consejo de Administración Cartago en oficio N°18-CAC-2017 del 15 de mayo de 2017, comunicó lo siguiente:
“En adición al acuerdo III del Consejo de Administración de Cartago, del cual se generó el oficio N°10-CAC-2017, muy atentamente se solicita adicionar la presente gestión a dicho oficio, que literalmente dice:

Artículo V

Solicitud de Continuidad de técnico supernumerario en Tribunal de Trabajo Menor Cuantía. 

Se conoce la solicitud presentada por la licenciada Susana Mata Gómez, juez coordinadora aí del Tribunal de Trabajo Menor Cuantía Cartago, que literalmente dice:

"Buenas tardes,	

Por medio de la presente, en mi condición de Jueza Coordinadora a.i, me permito externarles un cordial saludo y a la vez remitir, la formal solicitud, en carácter de proyecto, a fin de mantener en el Tribunal el recurso técnico supernumerario que se encuentra asignado en este momento, específicamente el de Marco Meza. Es necesario, mantener el mismo en virtud de la necesidad de apoyo y colaboración que tenemos en este momento, debido a que, su rol, adquiere vital importancia en el sentido de que, por existir únicamente dos técnicos judiciales, quienes se encargan de la tramitación de los expedientes y recepción de demandas, así como el técnico manifestador, es necesaria adicional a ello una persona que inclusive se dedique a asistir a sala de juicios. 	

En razón de ello, se ha tornado materialmente imposible atender la manifestación y la sala, así como el escaneo de documentos y notificaciones sin recibir la ayuda que en este momento se encuentra en el Tribunal en la figura del técnico supernumerario. Cabe mencionar, que en este momento, no contamos con personal meritorio debido a que Pablo Pacheco ya no se encuentra en el Despacho, esto por cuanto ha recibido oportunidades de nombramiento en otros lugares, razón que el Tribunal respeta en atención a que él pueda desarrollarse laboralmente. Sin embargo, ello implica necesariamente, que diariamente debamos enviar a una persona a Sala de Juicios, y que otra permanezca en la manifestación atendiendo las labores comunes, por lo que la labor que Marco se encuentra realizando resulta de vital importancia, ya que como indicamos no hay personal adicional que realice alguna de estas funciones.

Asimismo, en este momento no resulta viable conseguir una persona meritoria, debido a que no hay tiempo para capacitarlo, en virtud de que inclusive estamos redoblando esfuerzos y tiempo en las labores, así como que no tenemos a ciencia cierta siquiera conocimiento de que sea adecuado para la reestructuración con ocasión de la Reforma Procesal Laboral. Aunado a ello, como es de su conocimiento, hemos redoblado esfuerzos en tratar de conseguir colaboración con el Centro de Apoyo, y con la Administración de este Circuito, y ello precisamente en razón de la imperiosa necesidad de maximizar los recursos con los que contamos en este momento (técnico supernumerario), y hasta necesitar más de la existente (con relación a las Juzgadoras). Actualmente, las labores desempeñadas tanto por Marco Meza, como por Ricardo Delgado implica:	 

Asistencia en audiencias, atención de la manifestación, notificaciones, correspondencia, correo interno, correo certificado, citas, fax, atención del teléfono, atención del público, así como el escaneo. Por lo anterior, es que evidentemente tanto Marco como Ricardo están desempeñando dichas funciones, e inclusive cuando uno asiste a Sala el otro se ve recargado en sus funciones, y viceversa.	

Esperando pueda atenderse nuestra gestión según lo ya expuesto y agradeciendo la colaboración brindada,	

Licda. Susana Cristina Mata Gómez	
Juez Coordinadora a.i.	
Tribunal de Trabajo de Menor Cuantía de Cartago"
- 0 -
Informa la Secretaría General de la Corte que mediante correo electrónico del 25 de mayo de 2017, la servidora Alejandra Mena Cárdenas, Secretaria de la Dirección de Planificación, brindó respuesta a en relación con el estado del oficio N°10-CAC-2017, en el que se refirió indicando que dicho asunto no se consideró dentro de los temas de presupuesto 2018, por lo que los compañeros del Subproceso de Evaluación se encuentran analizándolo y posteriormente se enviará un informe al respecto.
Con base en lo informado por la Secretaría General de la Corte, se acordó: Tener por presentado el oficio N°18-CAC-2017, suscrito por la máster Pilar Obando Masís, Secretaria del Consejo de Administración Cartago y trasladarlo a la Dirección de Planificación para que  sea anexado al informe que tiene por rendir. 
ARTÍCULO LXIV
Documento N° 4499-13 /6553-17

El máster Pablo Vargas Rojas, Juez Director del Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones, en oficio N°19-CJIC-2017 del 2 de junio de 2017, comunicó lo siguiente:
“Reciban un cordial saludo de este servidor Pablo Vargas Rojas, Juez Director del Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones (CJIC). 	

La presente tiene como objetivo solicitar que se agregue al formulario denominado “Solicitud de Interceptación de Comunicaciones hacia el Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones” aprobado por el Consejo Superior, y comunicado mediante circular 169-2016 a todos los jueces penales del país, la siguiente frase, en la parte de las comisiones: 

“Así como el nombramiento de peritos e intérpretes, en caso de surgir conversaciones en otros idiomas, que se requieran para la ejecución de la intervención comisionada.“

	Con lo anterior dicho formulario quedaría de la siguiente manera: 
“Solicitud de Interceptación de comunicaciones hacia el 
Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones 
Fecha: ____________ 
	Juzgado Penal solicitante: 
	



	Policía (puede marcar varias opciones): 

	1. PCD 2. OIJ 4. Policía Fiscal 8. Otra: ___________________ 



	Fiscalía: 
	



	Hora y fecha de resolución: 
	
	
	: 
	
	
	
	
	
	- 
	
	
	- 
	
	
	
	

	
	Hora y minutos 
	
	Día 
	
	Mes 
	
	Año 



	Número de Expediente: 
	
	
	- 
	
	
	
	
	
	
	- 
	
	
	
	
	- 
	
	



	Delito (s) a investigar: 

	1 
	

	2 
	

	3 
	

	4 
	

	5 
	



	Persona imputada: 

	



	Persona ofendida: 

	



	Nombres de las personas oficiales autorizadas: 

	1. 
	

	2. 
	

	3. 
	

	4. 
	

	5. 
	

	6. 
	

	7. 
	

	8. 
	

	9. 
	

	10. 
	

	11. 
	

	12. 
	

	13. 
	

	14. 
	

	15. 
	

	16. 
	

	17. 
	

	18. 
	

	19. 
	

	20. 
	



	Nombre de las fiscalas y los fiscales autorizados: 

	1. 
	

	2. 
	

	3. 
	

	4. 
	

	5. 
	

	6. 
	

	7. 
	

	8. 
	

	9. 
	

	10. 
	

	11. 
	

	12. 
	

	13. 
	

	14. 
	

	15. 
	

	16. 
	

	17. 
	

	18. 
	

	19. 
	

	20. 
	



	Indicación clara y detallada de los actos solicitados al Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones: 
(MARQUE CON “X”) 



	Conexión la cual implica: 

	1. 
	Interceptar las comunicaciones del canal ordenado, lo cual se extiende a los posibles cambios de número que gestione u obtenga las personas usuarias de ese número durante el período de la afectación gestionada. Además, abarcará el posible cambio de operador de telefonía celular por derecho de portabilidad numérica. 

	2. 
	Grabación y captación de llamadas entrantes y salientes, nacionales e internacionales. 

	3. 
	Grabación y captación de las comunicaciones entre presentes, en el caso de que por medio de la intervención de las comunicaciones se capten conversaciones extra teléfono entre la persona o las posibles investigadas y terceras personas de interés para la investigación. 

	4. 
	Registro y lectura de mensajes de texto realizados desde y hacia el citado canal de comunicación, así como mensajes de voz, videos e internet y la activación de radio bases que generan las comunicaciones, incluyendo la geolocalización del objetivo. 

	5. 
	Llamadas en tiempo real desde el día en que se reciba la conexión de la intervención en el Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones (CJIC) y por el plazo que se disponga de la misma. 

	6. 
	Se autoriza al Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones (CJIC) para el envío de la información recolectada a partir de la presente intervención hacia la persona juzgadora competente a través de las facilidades tecnológicas a su alcance, sea mediante CD, DVD, USB, entre otros, por medio de las personas autorizadas o envíos mediante red institucional y uso del servicio FTP hacia la jueza o el juez competente. 

	7. 
	Se autoriza al Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones (CJIC), para controlar y soportar en su plataforma tecnológica dichas intervenciones, independientemente de la empresa telefónica a la que pertenezca, sea ICE, Claro, Movistar u otra. Lo anterior implica la conexión en su plataforma, para lo cual utilizará todos los medios técnicos disponibles en el Centro, encaminados a conocer y conservar las comunicaciones que se produzcan. Actuará el personal del Centro. 



	La siguiente opción solo se marca cuando existe previa coordinación con el Ministerio Público y el Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones (CJIC). 

	Comisión la cual implica 

	8. 
	Se autoriza y comisiona al Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones (CJIC) para realizar la escucha, análisis e interpretación de los canales interceptados. Así como el nombramiento de peritos e intérpretes, en caso de surgir conversaciones en otros idiomas, que se requieran para la ejecución de la intervención comisionada



	
	
	

	
	
	

	
	
	

	Nombre 
de la persona juzgadora competente solicitante 
	
	Firma 
de la persona juzgadora competente solicitante 


Pla. Rev. 07-2016
La letra azul sería lo adicionado. 

Con esto lo que se pretende es que los jueces del CJIC queden de una vez autorizados por el juez competente, para utilizar los traductores que se requieran durante las intervenciones en las que se hable un idioma diferente al español. 

Sin este tipo de autorización, cada vez que se requiera la colaboración de alguno de ellos, se dependerá del visto bueno del juez externo al CJIC, atrasando el acceso a la información que es vital para el resultado de las investigaciones. 

Además, favor hacer de conocimiento de la población judicial dicho cambio mediante una nueva circular. 

(…)”
- 0 -
Mediante circular N° 169-16, publicada en el Boletín Judicial N° 207 del 28 de octubre de 2016, se hizo de conocimiento a las juezas y jueces penales del país lo concerniente a la Aplicación del formulario “Solicitud de Interceptación de Comunicaciones hacia el Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones”.
En sesión Nº 50-17, celebrada el 23 de mayo de 2017, artículo XCVI, se comunicó al licenciado Pablo Vargas Rojas, Juez Director del Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones, que en cada caso concreto debía coordinar con la Dirección Ejecutiva para el nombramiento de peritos traductores.
Se acordó: 1) Acoger la solicitud que hace el máster Pablo Vargas Rojas, Juez Director del Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones, en el sentido de adicionar al formulario denominado “Solicitud de Interceptación de Comunicaciones hacia el Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones” comunicado mediante circular 169-2016, lo que a continuación dice: 

“Así como el nombramiento de peritos e intérpretes, en caso de surgir conversaciones en otros idiomas, que se requieran para la ejecución de la intervención comisionada.“

La Secretaría General de la Corte procederá a realizar la adición respetiva a la citada circular. 
Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Planificación, para que proceda a realizar la modificación al formulario indicado.
[bookmark: _Toc484765563]ARTÍCULO LXV
Documento N° 6361-17, 6588-17, 6737-17

El servidor Bruno Ricardo Gómez Cordero, Técnico Judicial de la Fiscalía Adjunta de Heredia en correo electrónico del 30 de mayo de 2017, comunicó lo siguiente:
“Luego de saludarlos, me presento ante ustedes con la finalidad de que se pronuncien en relación a la resolución del 25 de mayo de 2017 del señor Jefe de la Unidad Administrativa del Ministerio Público DAVID BROWN SHARPE, ya que se me están lesionando los derechos Constitucionales al Trabajo y la Estabilidad Laboral, así como mi derecho a la continuidad en el puesto como interino de Técnico Judicial 2, plaza 366112 de la Fiscalía Adjunta de Heredia. Hechos:

1-Que en fecha 22 al 26 de mayo de 2017 el funcionario Fredd Martinez Solano interino en la plaza 366112 de técnico judicial, fue nombrado como fiscal auxiliar en San Carlos.

2-Que en dicho puesto la Fiscal Adjunta de Heredia me nombró en la citada plaza para realizar esa sustitución.

3-Que en razón de lo anterior le solicité a la Fiscal Adjunta de Heredia me diera continuidad en la plaza, ya que el señor Fredd se encontraba de forma interina y había aceptado un nombramiento en ascenso como Fiscal Auxiliar.

4- Que en fecha 29 de mayo no se dio continuidad a mi nombramiento, reincorporando nuevamente al funcionario Fredd Martinez Solano en la plaza 366112, según criterio emitido por el Jefe de la Unidad Administrativa del Ministerio Público David Brown, quien por medio de correo electrónico indicó a la Fiscal Adjunta de Heredia que se debía rechazar mi gestión, señalando lo siguiente: "...En este momento, el señor Fredd Martinez no es sujeto de prórroga, ni tampoco en la plaza se cumple ninguno de los 5 supuestos contenidos en la sentencia de la Sala Constitucional n°2007-7650, por lo tanto no es posible cesarle el nombramiento ni "despedirlo..." para nombrar otro interino.

5-Que el criterio emitido por el jefe de la Unidad Administrativa es contrario a lo resuelto por la Sala Constitucional en el voto 2003-06431, y al plan de vacaciones del poder judicial "11.3" en materia de sustitución de interinos el principio general, es que las personas servidoras judiciales gocen de una estabilidad impropia que consiste en el derecho a no ser arbitrariamente cesados o separados del cargo. La persona servidora judicial que es ascendida de forma temporal a otro puesto, pierde el derecho al interinazgo anterior".

FUNDAMENTACIÓN

La resolución emitida mediante el correo enviado a la Fiscalía Adjunta de Heredia del 25 de mayo de 2017, por parte del Jefe de la Unidad Administrativa del Ministerio Público es violatoria del derecho de contar con una estabilidad laboral, en virtud de que si el técnico interino FREDD MARTINEZ SOLANO, persona que esta de forma interina en la plaza 366112 aceptara nombramientos interinos en ascenso ( en este caso de Fiscal Auxiliar en San Carlos), por el resto de su vida, yo nunca podre adquirir una estabilidad laboral, ya que cada vez que Fred Martinez este a punto de vencérsele el nombramiento de interino el rechazaría los nombramientos en ascenso, afectando mi continuidad laboral, sobre este punto ya la Sala Constitucional mediante resolución de las diez horas con diecisiete minutos del cuatro de Julio de dos mil diecisiete, número 2003-06431, se ha pronunciado, estableciendo que pierde el derecho el interino que deja su puesto por uno en ascenso, ya que eternamente no voy a estar sustituyendo a Fred Martínez interino de la plaza en propiedad del titular propietaria, LORELEY SOLANO. Por lo tanto a un interino no le asiste ningún derecho, sobre la plaza que deja, para ocupar otra de forma interina en ascenso como es el caso que me afecta.
　
En estos casos el criterio de la Sala Constitucional es, en la resolución 2003-06431: "... que el servidor interino que es ascendido de forma temporal a otro puesto, pierde el derecho al interinazgo anterior, de manera que la estabilidad impropia que la sala ha reconocido, que implica no ser sustituido por otro servidor interino, le cubre en cuanto al puesto que ocupa en ascenso más no en el que ocupo anteriormente..."
  
Mi pretensión es que se me restituya en el puesto y solicito, muy respetuosamente a Su Autoridad, se me de continuidad en el nombramiento que se me otorgó, como interino de Técnico Judicial 2, en la Fiscalia Adjunta de Heredia, en la plaza 366112, la cual la propietaria Loreley Viviana Solano Salas, quien se encuentra nombrada en la Inspección Judicial como profesional en una plaza vacante.
Muchas gracias

Lugar de notificaciones:

(…)”
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Informa la Secretaría General de la Corte, que previamente a someter a conocimiento de este Consejo la gestión anterior, mediante oficio N° 6120-17 del 1 de junio de 2017, solicitó al licenciado David Brown Sharpe, Administrador Regional de la Unidad Administrativa del Ministerio Público con respecto a la solicitud del servidor Bruno Ricardo Gómez Cordero, Técnico Judicial de la Fiscalía Adjunta de Heredia.
En relación con solicitado, el licenciado David Brown Sharpe, Administrador del  Ministerio Público en oficio Nº 734-UAMP-17 del 5 de junio de 2017, comunicó lo siguiente:
“Con motivo del oficio nº 6120-17 del 1° de junio de 2017, requiriendo un informe referido a correo de 30 de mayo del servidor Bruno Ricardo Gómez Cordero, en que solicita se le siga nombrando en la plaza nº 366112 de Técnico Judicial 2 de la Fiscalía Adjunta de Heredia, me permito indicar lo siguiente:

La Fiscal Adjunta de Heredia, licenciada Tatiana Chávez Lavagni, remitió correo electrónico el jueves 25 de mayo, con la solicitud del señor Bruno Gómez para que se le de continuidad en el puesto interino nº 366112 de técnico judicial 2 y expuso la composición de la cadena de nombramiento respectiva.

La licenciada Chávez, solicitó se le indique cuál es el criterio del Fiscal General de la República, realizando una breve exposición de la trayectoria del señor Bruno Gómez en la fiscalía y señalo un caso similar ocurrido en puestos de fiscales en la fiscalía de Sarapiquí, la cual está bajo su mando como fiscal adjunta del Circuito Judicial de Heredia.

Además en dicho correo, la licenciada afirmó que “…en virtud de que los nombramientos de los Técnicos Judiciales los debe hacer la suscrita, le solicito me indique el procedimiento a seguir para el caso concreto.”

Tal y como ella lo indicó, los nombramientos de los técnicos judiciales de la Fiscalía de Heredia, los realiza ella como jefe de oficina, al igual que todos los demás jefes de oficina en el Ministerio Público, ya que solamente los nombramientos de los fiscales y fiscalas están delegados en su trámite en la Unidad Administrativa del Ministerio Público (UAMP).

Debido a que parte de la consulta es el tema de un asunto similar de nombramiento de fiscales, con respecto al caso de este puesto de técnico judicial 2, se procedió a brindar respuesta aclarando en primera instancia que la misma corresponde al criterio administrativo en el tema como titular de la administración, ya que desconozco el criterio del Fiscal General en este caso particular.

En la UAMP, solamente tenemos acceso en modo de consulta a la información de los nombramientos del personal auxiliar que no pertenece al Primer Circuito Judicial de San José, ya que la posibilidad de realizar proposiciones de nombramiento lo  tenemos limitado únicamente al personal no profesional de las fiscalías y oficinas del Primer Circuito Judicial de San José, no así para el resto del país, por tanto para conocer mayor información del tema, accedimos en modo consulta al programa “Proposición Inteligente de Nombramientos” (PIN) de la Dirección de Gestión Humana para verificar la información enviada por doña Tatiana.

De acuerdo a lo consultado en la PIN, el señor Fred Martínez Solano estaba nombrado en el puesto nº 366112 de técnico judicial 2 en sustitución de la propietaria Loreley Solano, del 1 de enero al 31 de marzo, y del 1 de abril al 30 de junio del presente año. Asimismo, de la consulta aludida se extrae que el señor Bruno Gómez fue nombrado mediante proposición ingresada al sistema el 25 de mayo de los corrientes y aprobado por la licenciada Chávez Lavagni, del 22 al 26 de mayo (5 días) en el puesto nº 366112 de técnico judicial 2 en la fiscalía de Heredia, en sustitución del señor  Fred Martínez Solano por ascenso de este último.

Con la información vista en la consulta en la PIN y la contenida en el correo de doña Tatiana, se procede por parte de la UAMP a aclarar el tema de la supuesta igualdad de resolución del caso del fiscal auxiliar con respecto a este otro y, a exponer el criterio administrativo en calidad de jefe de la Unidad Administrativa sobre la situación del señor Fred Martínez Solano en la plaza en mención de acuerdo a los procedimientos en estos casos, en los nombramientos del personal interino en el Circuito Judicial de San José.

El señor Bruno Gómez se refirió a una resolución administrativa del 25 de mayo realizada por el jefe de la Unidad Administrativa, siendo que confunde el correo electrónico de respuesta que contiene el criterio administrativo con una resolución administrativa, la cual nunca existió.

En dicho correo, se exponen los temas de nombramientos interinos de acuerdo con la información remitida por doña Tatiana, asumiendo dicha consulta como dirigida a recabar elementos para la toma de decisiones en este caso particular, ya que no se ha presentado ningún caso en que la licenciada Chávez Lavagni solicite autorización de la UAMP para realizar nombramientos del personal técnico a su cargo, porque no la necesita, pues los mismos están dentro de sus responsabilidades como Fiscala Adjunta de Heredia.

Aunado a lo anterior, en el caso de los nombramientos del personal técnico auxiliar o administrativo de apoyo de las fiscalías del país, la Unidad Administrativa del Ministerio Público no tiene la autoridad de aprobar o improbar las proposiciones, ya que es una potestad exclusiva de cada jefe de oficina.

Por lo tanto se concluye, que no existe resolución administrativa u orden de la Unidad Administrativa del Ministerio Público o su jefatura, que impidiera dar continuidad al nombramiento del señor Bruno Ricardo Gómez Cordero en la plaza nº 366112 de Técnico Judicial 2 de la Fiscalía Adjunta de Heredia y el cese en el puesto se da debido a la decisión y potestad de la jefatura directa de la plaza, ya que de la lectura de la información se deduce que el nombramiento tenía como motivo la sustitución temporal del ocupante actual del puesto por el período del 22 al 26 de mayo, siendo que el servidor Fred Martínez se reincorporaría al mismo a partir del 29 de mayo.

Doy así por rendido el informe solicitado.”
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Posteriormente, el servidor Bruno Ricardo Gómez Cordero, de calidades antes citadas, en nota del 7 de junio de 2017, expresó lo siguiente:
“Luego de saludarlos, me presento a ampliar los hechos de la consulta número 6361-17 realizada por mi persona, Bruno Ricardo Gómez Cordero, informando en este acto, a su Autoridad,  que se me volvió a nombrar por siete días nuevamente, del periodo que va del  cinco  de junio de 2017, hasta el 13 de junio de 2017, esto en la plaza 366112 de Técnico Judicial en la Fiscalia Adjunta de Heredia, ya que el Técnico Judicial que se encuentra nombrado de forma interina Fredd Martinez Solano,  aceptó nuevamente,  un nombramiento en ascenso de Fiscal Auxiliar en esta ocasión en la Fiscalía de  San Ramón, continuando la situación de perjuicio para mi,  ya  que en su misma condición de interino que yo, a  mi me nombren en la plaza 366112 y cuando el compañero Martínez Solano, como interino cesa de su nombramiento en ascenso, me informan que a el apesar de tener las mismas condiciones mias de interino, continúa su nombramiento de interino y cesa el mío,  reitero que  el señor técnico  Solano Martínez,  no es propietario de la plaza en la que el mismo ha estado nombrado como Técnico de forma interina,  por lo que al irse deja la plaza de interino y pierde el derecho a continuar como técnico judicial, por lo que solicito a su autoridad que se me continúe nombrando en la plaza 366112, ya que yo si  estoy en la disposición de mantener la continuidad del nombramiento, no omito manifestar que esta solicitud la realizo siempre y cuando yo cuente con el visto bueno de mi peteción, de la Fiscal Adjunta de Heredia  la Licenciada Tatiana Chaves Lavagni. Es todo.-”
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[bookmark: _Toc484765567][bookmark: _Toc484765571]Se acordó: 1) Acoger la solicitud del servidor Bruno Ricardo Gómez Cordero, Técnico Judicial de la Fiscalía Adjunta de Heredia, por lo que se le debe dar continuidad en el puesto interino de Técnico Judicial 2, plaza 366112 de la Fiscalía Adjunta de Heredia. Lo anterior, debido a que en tanto una persona esté interina ocupando un puesto y asume un ascenso a otro puesto, pierde el derecho de continuidad en la plaza que venía ocupando.  2) Comunicar a la Fiscal Adjunta de Heredia, que las jefaturas están en la obligación de hacer cumplir las disposiciones institucionales y de la Sala Constitucional, sobre los derechos de las pesonas que ocupan de forma interina un puesto, así como que no se pueden guardar los puestos, a sabiendas de la responsabilidad y eventuales sanciones a las que pueden ser sometidos de llegarlo hacer, si con ello se afectan  los derechos de otras personas servidoras judiciales. 3) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Fiscalía Adjunta de Heredia y de la Dirección de Gestión Humana.
ARTÍCULO LXVI
Documento N° 6711-17 
	En sesión N° 35-17 celebrada el 18 de abril de 2017, artículo XLIV, se trasladó la gestión  presentada por la licenciada Maureen Sancho González, Jueza de Juicio del Tribunal Penal de Heredia a la Dirección de Gestión Humana, para que informara si la IV Edición del Diplomado en "Justicia Constitucional, Interpretación y Aplicación de la Constitución", en la Universidad Castilla La Mancha a celebrarse del 03 al 21 de julio del presente año en Toledo, España, fue divulgado por la citada Dirección.
	La licenciada Maureen Sancho González, Jueza del Tribunal Penal de Heredia, mediante nota del 07 de junio de 2017, hizo la siguiente solicitud:
“…: 

Desde el día 29 de marzo del presente año, solicité permiso con goce de salario al Consejo Superior del Poder Judicial para asistir al Diplomado de Justicia Constitucional a celebrarse en Toledo, España, del 03 al 21 de julio en la Universidad Castilla La Mancha. Mediante resolución de ese Consejo del 18 de abril, se solicitó a Gestión Humana de previo a resolver el fondo de mi gestión, que se informara si esa actividad  académica se había informado a nivel institucional. No es sino hasta el día 23 de mayo, que Capacitación y Becas hace la convocatoria a través del correo institucional, la cual venció el 30 de mayo, respecto de la cual, di cumplimiento de todos los requisitos solicitados en la misma.

El día de ayer -07 de junio- me informaron de Capacitación y Becas que el oficio respectivo que deberá enviarse para tales efectos al Consejo Superior, aun se encuentra en revisión ante la Jefatura, que este oficio deberá ser enviado al Consejo de Personal y luego de ahí, será enviada la recomendación del caso al Consejo Superior, lo cual está generándome un perjuicio por el grave atraso que mi gestión ha sufrido en ser resuelta: envié la solicitud de permiso con goce de salario desde hace dos meses y diez días y la falta de resolución, me dificulta tomar las previsiones laborales de sustitución, etc, porque el viaje hacia España está programado para el día 28 de junio.

Con todo respeto solicito al Consejo Superior se tomen las disposiciones necesarias para aligerar el trámite de la gestión planteada, dado que es necesario que pueda coordinar con mi jefatura inmediata la sustitución respectiva y las medidas del caso.”
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Señala la Secretaría General de la Corte que vía telefónica, el día 14 de junio de 2017, consultado al Consejo de Personal, informó que la gestión de la licenciada Sancho González, en calidades conocida, se encuentra actualmente en proceso de estudio. 
Se acordó: Tomar nota de la solicitud anterior y de lo informado por la Secretaría General de la Corte, en consecuencia; estar a la espera de lo que informará el Consejo Personal respecto a la gestión de la licenciada Maureen Sancho González, Jueza del Tribunal Penal de Heredia. Se declara acuerdo firme. 
[bookmark: _Toc484765573]ARTÍCULO LXVII
Documento N° 5191, 6373-17
	En sesión N° 51-17 celebrada el 25 de mayo de 2017, artículo XCI, se tuvo por rendido el informe de la Dirección de Gestión Humana y con base en el criterio técnico no se acogió lo solicitado por la licenciada María Ester Brenes Villalobos, Jueza Coordinadora del Juzgado Violencia Doméstica de Heredia y de un grupo de jueces y juezas indicado en ese acuerdo, con respecto a las características y funcionamiento del pago de disponibilidad y jornadas extraordinarias.
	La licenciada Marjorie Barquero Argüello, Jueza del Juzgado de Violencia Doméstica del Primer Circuito Judicial de Alajuela, en correo electrónico del 30 de mayo de 2017, solicitó lo siguiente: 
“La presente es con el fin de adherirme a  la  consulta sobre el funcionamiento del pago de disponibilidad y jornadas extraordinarias presentada en fecha 8 de mayo del año en curso y que se  incluyó al  sistema integrado de correspondencia con el número 5191-2017.

Lo anterior por cuanto laboro jornadas extraordinarias y se me cancelan los rubros de disponibilidad y horas extras como Jueza Contra Violencia Doméstica en el Juzgado de Alajuela.”
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	Se acordó: Tomar nota de la gestión presentada por la licenciada Marjorie Barquero Argüello, Jueza del Juzgado de Violencia Doméstica del Primer Circuito Judicial de Alajuela y  estarse a lo resuelto en sesión N° 51-17 celebrada el 25 de mayo de 2017, artículo XCI. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO LXVIII
Documento N° 10076-15,  6554-17 
          La Magistrada Doris Arias Madrigal, en su condición de Directora del Proyecto Fortalecimiento Justicia Restaurativa, mediante oficio N° 045-Europe-Aid, del 02 de junio de 2017, manifestó:
“Por medio de la presente, me es grato dirigirme a usted en ocasión del acuerdo del Consejo Superior de la sesión N° 64-16 celebrada el 5 de julio del año en curso, Artículo LXI, mediante el cual se declara de interés institución  la ejecución del proyecto “Fortalecimiento de la Justicia Restaurativa” con la cooperación de Europe/Aid/150248/ACT/Multi.  

Mediante acuerdo de la sesión No. 16-17 del 23 de febrero, Artículo LVIII,  ese Consejo autorizó el nombramiento de un contador por  medio tiempo para este proyecto.  

En reunión de la Comisión Contraparte del Proyecto Europe-Aid celebrada el pasado 26 de mayo, se expuso las necesidad de contar con un contador a  tiempo completo,  dada las labores de control y seguimiento necesarias para garantizar un efectivo cumplimiento ante la Unión Europea.  Por lo anterior, esta Comisión, en su Acuerdo No. 4, acordó: “solicitar al Consejo Superior una plaza de contador, por tiempo completo”, por lo que de la  manera más respetuosa, elevo ante ustedes dicha solicitud.

Oportunamente, se proporcionará el nombre de la persona que estaría siendo nombrada en este cargo.”
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En sesión N° 64-16 celebrada el 6 de julio de 2016, artículo LXI, se tomó el acuerdo que en su parte dispositiva indica:
Se acordó: Tener por recibido el oficio N° 69-PJR-2016 suscrito por la Magistrada Doris Arias Madrigal, en carácter de Coordinadora del Programa de Justicia Restaurativa, en consecuencia: 1) Declarar de interés institucional el Proyecto Europe/Aid/150248/DH/ACT/Multi, y dotar la contrapartida requerida tanto en recursos humanos, técnicos y financieros. 2) Remitir a la Dirección Jurídica para que confeccione la carta de entendimiento para la ejecución de los citados fondos. 3) Designar al integrante Gary Amador Badilla como representa de este Consejo ante la Comisión Contraparte del citado proyecto. 4) Solicitar a la Dirección Ejecutiva, Dirección de Planificación, Dirección de Tecnología de la Información, Escuela Judicial y Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, que designen las personas representantes de esos despachos ante la referida Comisión y hagan de conocimiento de este órgano.”
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          Seguidamente, en sesión  N° 16-17 del 23 de febrero de 2017, artículo LVIII, se concedió permiso con goce de salario y sustitución a la plaza N° 92377, para que se dedicara medio tiempo en el proyecto de la Unión Europea “Fortalecimiento de la Justicia Restaurativa”, a partir del 24 de febrero y hasta el último día laboral del 2017.
Luego, en sesión N° 16-17 celebrada el 1 de junio en curso, artículo II, (Presupuesto) previamente a resolver lo que corresponda, al conocer gestión presentada por la magistrada Arias, se dispuso solicitar a la Dirección de Planificación se sirva realizar un estudio con base en las manifestaciones señaladas por los señores magistrados y las señoras magistradas que hicieron uso de la palabra, en cuanto a la conformación, nuevas competencias y ubicación de plazas en la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales para que asuma el tema planteado respecto a la Oficina Ejecutora de Proyectos que se dio cuenta y rinda el correspondiente informe a la Corte Plena.
Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Resolver lo que corresponda en una sesión posterior.
[bookmark: _Toc484765577]ARTÍCULO LXIX
Documento N° 10331-15 / 6608-17

	El doctor Ernesto Jinesta Lobo, Magistrado Presidente de la Sala Constitucional, mediante oficio N° PSC-076-2017 del 31 de mayo del 2017, remitió la siguiente gestión:
“Como es de su estimable conocimiento, debido a  la alta y compleja carga laboral que maneja la Sala Constitucional, este Despacho mantiene en condición de préstamo, desde enero de 2016, cuatro plazas de juez supernumerario pertenecientes al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional.
El origen de este préstamo de plazas por parte de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, es el acuerdo tomado por el Consejo Superior Consejo Superior, en  sesión Nº 88-15, celebrada el 1 de octubre del año 2015, artículo XXIX, que luego de conocer un estudio sobre las cargas de trabajo de la Sala Constitucional, elaborado por la Dirección de Planificación, dispuso lo siguiente:
 “1) Tomar nota de lo informado por la Secretaría General de la Corte. 2) Tomar nota de los informes N°s 1550 y 1559-PLA-2015 de 30 de setiembre de 2015 de la Dirección de Planificación y acoger las recomendaciones que se hacen, en consecuencia; autorizar el traslado de tres plazas extraordinarias de Profesional en Derecho 3B e igual cantidad de Técnico o Técnica Judicial 3, de las otorgadas a la Sala Tercera, a la Sala Constitucional a partir del 2 de  octubre de 2015 y hasta el último día laboral del 2015. 3) Hacer una atenta instancia al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, de para que valore la posibilidad de apoyar a la Sala Constitucional durante el primer semestre de 2016, con al menos cuatro recursos supernumerarios, tiempo suficiente para que la Dirección de Planificación determine si la tendencia de la carga de trabajo se mantiene durante todo el 2015 y primer semestre del 2016.” (El resaltado no es del original).
Con base en el acuerdo anterior, en enero 2016, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, asignó los códigos de plaza números: 112354, 112356, 112355 y la 5411, cuyo préstamo se ha ido prorrogando semestralmente, hasta la fecha.
Gracias a la ubicación de estas plazas en áreas críticas del proceso, se ha logrado paliar el circulante con mucho éxito. Una de las plazas fue asignada a la Oficina de Ejecución de Sentencias, en funciones de seguimiento de las sentencias de Recursos de Amparo y de Hábeas Corpus declaradas con lugar por la Sala Constitucional, a efecto de comprobar su estado de ejecución y conocer las motivaciones de la administración en caso de incumplimiento.  De febrero  a octubre 2016, la persona asignada a esta plaza, dio seguimiento a un total de 1511, sentencias que contienen una orden expresa de hacer, no hacer o de dar.
Las otras tres plazas fueron asignadas a la fase de admisibilidad de amparos, en labores de tramitación y elaboración de  proyectos de sentencias de admisibilidad, en los asuntos que son competencia de la Presidencia de la Sala Constitucional.  De febrero a octubre 2016, estas tres personas elaboraron un total de 3022 proyectos de resolución.
No obstante, la condición en la que se mantienen estas plazas en este Tribunal, es motivo de preocupación de esta Presidencia debido a las razones que expongo a continuación: 
1) Por tratarse de plazas de juez supernumerario, no se rigen por el régimen de confianza, no obstante están entronizadas en la organización, realizando las mimas funciones que el resto de personas letradas de la Sala.  
2) Estas plazas de juez supernumerario no gozan de la misma categoría salarial que la que ostentan todos los letrados de las Salas de la Corte Suprema de Justicia, sea Profesional en Derecho 3B, aunque, como se dijo, realizan las mismas funciones. 
3) Estas plazas otorgadas en calidad de préstamo, están en condición de “vacantes”. Al no pertenecer a la Sala Constitucional, no se pueden realizar concursos para nombramientos en propiedad. 
Con vista en lo anteriormente expuesto, solicito muy atentamente, se valore la posibilidad de trasladar 